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INTRODUCCION 

El presente documento contiene el informe final de la 

Investigación del terna: LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIA EN 

MATERIA PROCESAL PENAL, para cumplir con el requisito 

académico para optar al grado de Licenciado en Ciencias 

Juridicas de la Facultad de Jurisprudencia y Ciencias 

Sociales de la Universidad de El Salvador. 

Este 

empíricos 

documento .. recoge los resultados teóricos y 

de la investigación realizada; siguiendo los 

lineamientos que se establece en el disefio en que se 

planifico la investigación. 

El documento presenta un conjunto de contenidos que 

consti tuyen la estructura lógica y ordenada de la manera 

siguiente: 

El capítulo primero destaca el planeamiento del problema de 

los conflictos de competencia en materia procesal penal, sus 

antecedentes, la justificación que motivó escribir la 

presente tésis, así como los objetivos que nos propusimos al 

efecto, los cuales creernos haber llenado con la investigación 

realizada. Este capítulo contiene además las hipótesis que se 

han pretendido probar mediante los métodos y técnicas 

utilizados, y. con la ayuda del material bibliográfico 

i 

o 
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recopilado. 

El segundo capítulo, re80ge el análisis histórico y 

teórico del tema de los conflictos de competencia en materia 

procesal penal, a través de los diversos sistemas de 

procesamiento penal; el acusatorio, inquisitivo, el mixto clá 

sico y el sistema procesal penal mixto moderno o 

democrático. 

El tercer capítulo, plantea un estudio analítico 

crítico de la jurisdicción y la competencia en materia ­

procesal penal en El Salvador, explicando de acuerdo el 

código procesal penal, las disposiciones más importantes y 

que tienen relación con el tema en estudio; y por último se 

mencionan otros aspectos de tipo administrativo que influyen 

con la competencia procesal penal. 

El cuarto capítulo, el más importante de éste trabajo, 

trata sobre el análisis de los conflictos de competencia en 

materia procesal penal, la fundamentación jurídica y 

constitucional de los mismos, las disposiciones pertinentes 

en cuanto a la forma de promoverlos y su consecuente 

tramitación. Además este apartado incluye la legislación 

comparada, que se ha tomado de los códigos de procedimiento 

penal, más avanzados de América Latina. Al final, se incluyen 
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algunas generalidades, sobre los conflictos de competencia 

con carácter internacional. 

El quinto capítulo, establece algunos casos prácticos y 

de relevancia jurídica, política y doctrinaria que se 

relacionan con la problemática de la competencia y de los 

conflictos sobre la misma. 

El sexto capítulo, e xpone los resultados de 

investigación de campo realizada, a través de la cédula de 

entrevista estr~cturada, agregando cuadros estadísticos par~~ 

la mayor comprensión de lo investigado. 

El séptimo capítulo incluye las conclusiones a que el 

grupo de investigación ha llegado así como las 

recomendaciones que se proponen para mejorar tanto la 

administración de justicia en general, como el Derecho 

Procesal Penal en particular; se proponen asi mismo algunas 

reformas que concretarán lo expuesto. 

Finalmente los anexos contienen copias de sentencias de 

la Corte Suprema de Justicia, resolviendo conflictos de 

competencia, se incluye además el formulario de entrevista 

que fué distribuido a los funcionarios entrevistados. 

o 
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l. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. 

ANTECEDENTES GENERALES 

Obviamente, plantear un problema no significa entrar 

en confrontaciones, sino explicar los aspectos que inciden 

y determinan las irregularidades y contradicciones que de 

alguna u otra manera, influyen en el surgimiento de la 

situaci6n problem&tica; se considera necesario identificar 

en este apartado las diver~as circunstancias que nos 

motivaron a escribir esta tesis; claro que no se espera 

señalarlos a la perfecci6n, pues este trabajo ha sido 

realizado mediante la investigaci6n bibliogr&fica, de campo 

y basada en el estudio de di versos procesos, los cuales 

estan sujetos a criterios de los funcionarios o de los 

tr~tadistas consultados; no obstante se creen acertadas las 

críticas que a continuaci6n se haran, y los señalamientos 

que como se dijo motivaron a escribir sobre el tema. 

Desde los inicios de la civilizaci6n y como lo llamo 

ENGELS "en la infancia del genero humano", el hombre ha 

buscado la manera de sobrevivir; inclusive a costa de sus 

semejantes, todo originado en la misma evoluci6n de la 

sociedad. En el seno de la Comunidad Primitiva, donde las 

nuevas relaciones de producci6n, aunada a la naci~nte 

1 
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propiedad privada, y la estratificación social, condicionaron 

el surgimiento de un aparato necesario para mantener el 

ESTATUS QUO; y es asi, bajo este esquema que nace "EL 

ESTADO" . 

El surgimiento de éste origina todo un andamiaje de 

autoconservación y crea lo que se conoce como MODO DE 

PRODUCCION. 

Todo modo de producción esta con f o r mado por las Fuerzas 

Productivas que constituyen la base material y técnica de la 

sociedad, asi como las relaciones de producción; formando su 

estructura económica o lo que se denomina BASE O 

INFRAESTRUCTURA SOCIAL. 

Por otra parte; las posiciones ideológicas, las 

instituciones y organizaciones de distinto genero surgidas 

sobre la base forman la SUPER ESTRUCTURA DE LA SOCIEDAD.-

( 1 ) . 

Esto último contempla dos sub-niveles uno llamado 

Juridico politico, que comprende las Instituciones, el ESTADO 

y los Aparatos de éste para asegurar las condiciones de 

(1) ROSSENTAL y P.F. Iudin; Diccionario Filosófico. 
San Salvador, Edición 1971. Pago 1972. 
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supremacla sobre la sociedad; y el segundo es el Ideológico 

Político, al cual corresponden las ideas, las formas de 

pensar y los valores en general. 

Dentro del rubro Jurídico Político, surge el medio de 

dominación institucionalizado donde el Estado puede ejercer 

pleno control sobre sus gobernados, inclusive por medio de la 

coerción física o psicológica; nos referimos desde luego él 

"DERECHO"; que como conjunto · de normas jurídicas, regulan la 

conducta del conglomerado social; y hasta en muchas ocaciones 

doblegan esa conducta para la consecución de sus fines 

valorativos. 

si bien es cierto el Derecho surglo como un método 

coacti vo, también fué tomando el carácter de ciencia hasta 

consolidarse como tal e inclusive diversificarse. Esta 

diversificación le permitió expander su dominio a todos los 

niveles del desenvolvimiento humano; dividiendose en: 

DERECHO PUBLICO Y DERECHO PRIVADO. 

El are a de este estudio, pertenece al Derecho Público, 

siendo el Derecho l?rocesal Penal parte de éste; analizando 

aSl lo concerniente a los conflictos de competencia que 

dentro de esta rama se suscitan; por lo que obviamente la 

finalidad de las anteriores premisas es estrictamente de 

Orden Público. 
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El Orden Público, en el tema investigado se hizo posible 

a través de la creación de los tribunales de Justicia; los 

cuales estuvieron bajo la dirección de personas con plenas 

facultades para aplicar las leyes. 

La evolución misma del Derecho, motivó adelantos en 

cuanto a la Administración de Justicia; y además creó vacios 

que motivaron controversias en cuanto a la aplicación de 

leyes de tipo punitivo generando conflictos de variada 

índole; pero en el caso que nos inte r esa . el pr ob::Lema sobre el 

conocimiento o no de determinado asunto, ello moti vo a los 

legisladores, a crear disposiciones mas acordes para la 

Administración de Justicia; pero éstas en un momento 

determinado, se fueron volviendo obsoletas con el transcurso 

del tiempo y con la evolución de la sociedad, herencia que en 

la actualidad persiste. 

Los problemas a que nos hemos referido, no pueden ser 

otros que los conflictos de competencia en materia Procesal 

Penal, pues ha sido uno de los temas que mas discusión ha 

generado desde la época Romana l hasta nuestros días, debido a 

su tramitación y forma de resol verse· Antigüamente no había 

mayor discusión sobre ellos pues la coyuntura jurídica 

permi tia tomar decisiones según la conveniencia de quienes 

administraban justicia, estamos hablando de la epoca del 
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esclavismo y de la época medioeval, donde la hegemonia 

monárquica y clerical no permitían la pureza y plenitud de 

. trámi tes procesales para la aplicación de la justicia y la 

solución de aspectos jurisdiccionales. 

Tales formas de Administrar Justicia fueron arbitrarias; 

pero mas adelante se profundizará en lo relativo al aspecto 

histórico de los conflictos, para el mejor entendimiento de 

lo expuesto .. 

Fenómeno como los anteriores, incidieron en la mayorla 

de legislaciones en el mundo, ya que el e xpancionismo del 

imperio Romano y el legado obscurantista del medioevo, 

determinaron la filosofía de las leyes que hasta en la 

actualidad, como en aquel entonces, produjeron problemas de 

inte:r:pretación y aplicación del Derecho en general y del 

derecho procesal penal en particular; en Europa los palses 

Anglosajones y América Latina. 

De esta forma El Salvador recibió la influencia del 

Derecho Criminal Español y retomó las instituciones 

complementadas del Derecho Argentino; que si bien es cierto 

eran en algún momento Acertadas, en la actualidad debido a la 

profesionalización de la delincuencia y la proliferación de 

hechos delictivos motivaron la implementación de la 
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competencia territorial de cada tribunal de la República, y 

la subdivisión de la misma dependiendo de la naturaleza de 

cada hecho delictivo en especial, es decir, dando facultades 

a ciertos tribunales para conocer por razón de la materia. 

Es así como en El Salvador, fueron creand~se las 

jurisdicciones especiales, para el conocimiento de 

determinados delitos, equiparados con la jurisdicción común. 

Lo escencia l e ntonces, sería advertir en que me dida . l:::::; 

conflictos de competencia y su posible solución, se adecua~ 
\ 

en la actualidad a las distintas instituciones del 

procedimiento penal salvadoreño; obviamente no atacamos, y 

que quede claro a los conflictos de competencia como 

Institución, pues la misma es necesaria dentro del andamiaje 

procesal en general; lo que criticamos son los mecanismos que 

nos llevan al conflicto, partiendo de las disposiciones 

legales inadecuadas sobre la competencia, los conf lictos, su 

trami tación, su solución, y la mala aplicación de los jueces 

sin mencionar los intereses políticos que algún proceso en 

particular motive. 

De acuerdo a lo anterior, queda claro que el asunto no 

es solamente jurídico, sino que trasciende y lo aquí afirmado 

se complementa con ciertos aspectos problemáticos del Código 
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Procesal Penal: 

. El Art. 14 Numeral 3 o. Pr. Pn., en lo referente a la 

competencia, por razon de la materia atribuída a la 

Corte Suprema de Justicia dice: 

'~rt. 14.-La Corte Suprema de Justicia conocerá: 

No. 3 : de los Recursos de competencia que en 

materia penal se susciten entre Tribunales y 

Jueces de cualquier fuero o na turaleza" . 

Para comenzar, de lo que conoce la Corte Suprema de 

Justicia es de la soluci6n de los conflictos de competencia 

de acuerdo a su facultad constitucional de Tribunal Supremo 

de Justicia; y esto no es un recurso, puesto que estos 

pertenecen a otro tipo de actividad procesal de lo que es la 

inpugnaci6n de las resoluciones judiciales, por lo que los 

conflictos de competencia no son recursos, sino actos 

procesales oficiosos o dispositivos, que delegan la facultad 

de dirimir . y decidir sobre que Tribunal será competente de 

una impropiedad conocer de determinado juicio; siendo 

jurídica, hablar de recursos de competencia. 

Si bien es cierto que solo la Corte a través de la sala 

de lo constitucional es la facultada para interpretar 
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excl usi va y excl uyentemente la Constitución, criticamos el 

Art. 182 No.20. al hablar de Tribunales de cualquier fuero o 

naturaleza, pues el primero no es atributo propio de cada 

Tribunal, y la naturaleza tampoco lo es para distinguirlos, 

por lo que estamos frente a otra impropiedad jurídica de 

términos, 

Tribunales 

judicial. 

que 

de 

podrian 

Justicia, 

suscitar 

sino en 

conflictos no 

los de otra 

solo en 

índole no 

Haciendo énfasis en la supremacía de la Constitución, 

sobre las demas leyes secundarias, sería irrelevante plantear 

una mejor solución a los conflictos de competencia desde un 

punto de vista práctico, si ella misma es un obstáculo para 

ese fín; por que?: 

Antigüamente la ley de enjuiciamiento Criminal Española 

de 1882 facultaba a cualquier interesado a pedir al tribunal 

Eclesiástico de justicia la solución de alguna competencia 

entre tribunales Seculares y Ordinarios comunes, sin 

necesidad de que ambos tribunales perdieran el tiempo en 

cartas dirigidas entre ellos, fundamentando su competencia o 

incompetencia; lo anterior en nuestro caso, serla que en 

lugar de que dos jueces distantes se envien oficios ya sea 

como requirente o requerido y se retarde más la causa; 

cualquiera de las partes puede acudir a la Corte Suprema de 
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Justicia a solicitar se pidan los autos para resolver el 

asunto. 

Pero no seria tan facil aplicar el anterior 

que es contrario al Principio procedimiento, 

Constitucional 

ya 

del Art. 182. No.2 de la Consti tución; que 

establece que: 11 La Corte Dirime conflictos de competencia 

entre tribunales;" y en el caso planteado si no hay conflicto 

que dirimir, no existe el otro tribunal que se dispute o 

desconozca la competencia; ' en otras palabras, el momento 

procesal del conflicto de competencia no ha surgido a la vida 

jurídica para que la Corte Suprema de Justicia lo dirima. 

Ahondando más en el problema, hay disposiciones que se 

contradicen en relación a los conflictos o que generan 

variadas interpretaciones que debemos aclarar: 

SegGn nuestro criterio .existen dos formas de promover 

los conflictos de competencia: 

a) entre jueces y Tribunales de Justicia; 

b) entre las partes y el Juez. 

A la primera categoría pertenecen aquellas situaciones 

que generan un conflicto de competencia en estricto derecho, 

pero la segunda no es sino una especie de controversia 
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originada en la excepción de falta de competencia del Juez, 

Art. 283 No.l, Pr. Pn., cuando es denegada o aceptada y se 

interpone apelación, queda al arbitrio del Tribunal de 

Segunda Instancia, decidir que Juez debe seguir conociendo; 

en este caso la Cámara resolverá sobre el recurso planteado; 

que es lo que llevó el juicio a su conocimi.ento, y no 

dirimirá, pues no es esa la naturaleza de resolver, por la 

vía de la excepción A.manera de ejemplo: 

El Juez cuarto de. lo Penal, instruye un proceso, donde 

la defensa interpone la excepción dilatoria de falta de 

competencia del Juez, porque el delito se cometió en una 

demarcación judicial fuera de los límites territoriales de su 

Tribunal; pero el Juez deniega la excepción por considerarse 

competente al haber prevenido la jurisdicción. Resolución que 

es impugnada por la defensa mediante el recurso de apelación, 

llevandolo al conocimiento de la Cámara de Segunda Instancia. 

Será este Tribunal entonces, quien decidirá si es aplicable o 

no la excepclon planteada, donde pueden darse dos 

situaciones: 

a) que la Cámara confirme lo actuado por el Juez, en 

cuyo caso el asunto queda resuelto. 

b) que la Cámara manifieste en su resolución, que el 



Juez competente es uno distinto al original. 
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Se podría argumentar en este último caso, gue el fallo 

de la Cámara es in-constitucional, porgue el Tribunal de 

segunda instancia no tiene facultades para dirimir conflictos 

de competencia, sino gue es la Corte Suprema de Justicia; 

nosotros consideramos gue la anterior posición no es muy 

aceptable, pues la cámara no esta dirimiendo, sino 

resolviendo. un recurso de apelación donde se discute la falta 

de competencia del Juez remitente, en una controversia entre 

el sujeto procesal gue alegó la e xcepción y el Juez, y no 

entre Tribunales gue se estan disputando alguna competencia 

específica; por lo gue el momento procesal gue faculta a la 

corte a entrar a conocer de algun conflicto aun no ha 

surgido. 

Pueden haber otros efectos, como cuando el nuevo Juez, 

gue la Cámara ha designado, no se considere competente, en 

cuyo caso nacer la propiamente el conflicto de competencia 

entre el anterior Juez, y el nuevo designado por la Cámara, 

siendo la Corte la gue dirimirá. 

También puede suceder gue el nuevo Juez, se n,iegue a 

seguir tramitando el proceso, porgue el Tribunal gue le ha 

concedido la competencia, no esta dentro de su distrito 



\ , 

12 

judicial, o mejor dicho, no es su Tribunal superior en grado, 

situación que nuestra ley no sancionó de forma alguna por 

lo tanto, constituye un vacio jurídico de impred~sible 

resultado. 

Lógicamente, surge la interrogante, de que como se 

inicio el conflicto? por inhibitoria o por declinatoria?, 

creemos que ninguna de tales formas es aceptable como origen 

de ello, en tal situación se hace necesario, recomendar la 

reforma del articulado correspondiente y elaborar un trámite 

mas viable y congruente que no desnaturali 'e los conflictos 

de competencia. 

2. JUSTIFICACION DE LA INVESTIGACION. 

Este trabajo pretende estudiar un tema que en la 

actualidad no se ha investigado con la sistematización que el 

mismo lo requiere, pue~ unicamente existen apuntes o trabajos 

relativos al Código de Instrucción C~iminal Derogado, y no al 

Código Procesal Penal vigente, ya que solamente se refiere a 

la competencia de Jueces y Tribunales y no propiamente 

sobre el tema en cuestión, una aproximación preliminar sobre 

el mismo, indica que existe un vacio teórico y práctico en 

dicho campo, pues la falta de documentación bibliográfica 

sobre el tema, moti va la investigación que contribuirá a 

actualizar el sistema, aSl como a la investigación del 
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derecho, proponiendo reformas que hagan breve la promoclon y 

solución de los conflictos, adecuando además otras 

insti tuciones que se relacionan con la facul tad de dirimir 

los conflictos, mejorando así de alguna manera el 

conocimiento , crítica y aplicación del procedimiento penal 

en nuestro país. 

Por 

realizar, 

lo anterior, la 

resul ta de gran 

investigación que 

importancia para la 

se pretende 

Facultad de 

Jurisprudencia y cienclas Sociales. Por cuanto producir§ un 

material de estudio que ineludiblemente constituirá un 

punto de discusión para profesionales y estudiantes. 

Así mismo sera de utilidad al sistema jurídico nacional, 

pues sus proyectos de solución coadyuvaran a una mejor 

administración de justicia en El Salvador. 

Sobre la base de tales consideraciones se justifica la 

necesidad de realizar un estudio sobre el terna de los 

conflictos de competencia. 
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3. OBJETIVOS 

3.1. OBJETIVO GENERAL 

conocimiento, crítica, Contribuir 

aplicación 

al 

de las instituciones del 

procesal penal salvadoreño. 

3.2. OBJETIVO ESPECIFICO 

14 

y mejor 

derecho 

Realizar un análisis crítico de la competencia, 

jurisdicción, y los procedimientos establecidos 

cuando se promueve un conflicto en particular. 

Informar sobre la falta de adecuación de las 

instituciones del derecho procesal penal; y los 

aspectos sobre competencia en el mismo cuerpo de 

leyes. 

Criticar la doctrina judicial en vigencia, por 

carecer de criterios científicos, en escencia 

jurídicos en relación con los anteriores Tribunales 

de Justicia. 

Identificar los problemas entre instituciones y los 

precedentes que podrían sentarse con las 
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resoluciones que se pronuncien en la inobservancia 

de los problemas jurídicos señalados. 

Introducir aspectos de actualidad sobre 

competencia, señalando juicios de actualidad y 

nuestro criterio al respecto. 

Proponer reformas en cuanto a la competencia 

procesal penal, a fin de mejorar su aplicación en 

el quehacer jurídico salvadoreño. 

Que la presente investigación sirva como mater.ial 

de estudio y de apoyo a los profesionales y 

estudiantes del derecho procesal penal. 

4. . HIPOTESIS 

La falta de claridad en la Legislación procesal penal 

salvadoreña, influye en el aparecimiento de los conflictos de 

competencia. 

La existencia de conflictos de competencia, origina 

retardo en la administración de justicia. 

La actual crisis socio-jurídica que vive el pals influye 
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en el aparecimiento de los conflictos de competencia. 

5. METODOLOGIA UTILIZADA 

El manejo metodológico del tema sobre los conflictos de 

competencia en materia 

métodos generales de 

procesal penal, 

la ciencia; 

se inicia con los 

Análisis, Síntesis, 

Inducción, Deducción, en el sentido que el tema en sí 

forma una totalidad constituída por elementos que lo 

caracterizan como .fenómeno socio-jurídico; pero tambien como 

fenómeno específico particular, forma parte de todo el 

andamiaje del sistema judicial de la realidad salvadoreña. 

El proceso de análisis-síntesis, apunta a identificar un 

conjunto de elementos teóricos y empíricos constitutivos del 

fenómeno. El proceso de Inducción-Deducción, posibilita la 

construcción de los elementos y procedimientos para 

identificar y ejecutar el proceso de investigación: objetivo, 

marco teórico, hipótesis, etc. 

Tal proceso metodológico en general permite indicar que 

los métodos específicos utilizados en 

documental y bibliográfica, aSl como 

la investigación 

el método de la 

entrevista, 

investigado. 

análisis de 

permite llegar a conclusiones objetivas sobre lo 

El primero se llevó a cabo en la consulta y 

dQcumentos, expedientes penales y bibliografía 
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pertinente para la fundamentación teórica; y el segundo para 

recoger información emplrlca sobre el problema. 

5.1. POBLACION y MUESTRA 

El estudio sobre el tema en cuestión, se llevó a 

cabo tomando como muestra algunos Tribunales del 

Departamento de San Salvador, del interior del 

país tanto en · primera, segunda instancia, y en 

casaClon, que son competentes en materia penal. 

La investigaci9n se realizó en el período comprendido 

desde los años de 1985 a 1991, haciendo un exámen 

comparativo de las resoluciones pronuncia0as, sobre 

competencia y 

respecto. Así 

reformas que se implementaron al 

corno la opinión de los titulares de 

cada uno de los Tribunales tornados corno muestra en 

torno al problema de los conflictos de competencia. 

5.2. INSTRUMENTOS DE RECOLECCION DE DATOS 

El instrumento mas importante para recolectar la 

información lo constituyó la cédula de entrevista a 

los Jueces y Magistrados del Organo Judicial, 

dándonos elementos importantes para la 

investigación, del análisis de algunos procesos que 
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en sus respectivos Tribunales se ventilaron. 

No se debe dejar por aparte la información gue nos 

proporcionó la bibliografía gue estuvo a nuestro 

alcance, pues ello realmente ilustró nuestro 

criterio para analizar las resoluciones judiciales 

y poder criticarlas, proponiendo lo gue conforme a 

derecho - -serla mas desenvolvimiento práctico en el 

de los conflictos de competencia. 



2. MARCO HISTORICO - TEORICO DE REFERENCIA. 

DE LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIA. 

2.1. LOS SISTEMAS DE PROCEDIMIENTO PENAL. 

El origen histórico del tema en estudio, surge en 

un momento Juridico-Politico determinado; y ha 

venido desarrollandose de acuerdo a ello; y 

especialmente influenciado por los Sistemas de 

Procesamiento Penal, llamados también FORMAS 

FUNDAMENTALES DEL PROCESO PENAL.(2) 

Esto ha significado la imagen y evolución juridica 

del Estado, los cuales por ser un producto 

cul tural, no se dan en forma pura, es decir, que 

en ' cada sistema encontramos rasgos de los demas 

sistemas.-

"Los sistemas a que hacemos referencia son": 

1 - SISTEMA ACUSATORIO: Con manifestaciones en la 

antigtiedad cl§sica (Grecia y Roma). 

( 2) FIorian, Eugenio. Elementos de Derecho Procesal Penal. Barcelona, 
España. Editorial Bosh S.A. Pago 64. 

19 
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2 - SISTEMA INQUISITIVO: cu y a e x presión mas 

perfecta se encuentra en el Derecho Canónico. 

3 - SISTEMA PROCESAL MIXTO CLASICO: Con expresión 

en el Código de Instrucción Criminal Frances, 

la Ley de Enjuiciamiento Criminal Española f 

base de algunos Códigos Latinoamericanos; y 

4 - SISTEMA PROCESAL MIXTO MODERNO: que con sus 

nuevas formas de Administra r Jus t icia , 

coadyuva para una finalidad más específica e 

inmediata del Proceso Penal.(3) 

2.1.1. SISTEMA ACUSATORIO. 

La administración de justicia, ha configurado 

como ya se dijo, diversas modalidades y formas de 

aplicarse, dentro de ellos la facultad de 

administrarla y de imponer penas en relación al 

tipo de conducta manifestada. 

"Históricamente la forma acusatoria floreció en 

Grecia, en la epoca del apogeo Romano y en el 

Derecho Germánico; resurge después en la época 

(3) ILANUD. Los Diversos Sistemas Procesales Penales Principios y 
Ventajas del Sistema rvuxto M::xJ.erno. Unidaa. M:::x:1ular IV. San José Costa 
Rica; 1988 . 
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del explendor de las ciudades Italianas, que es 

cuando renace el Derecho Romano.-

No podía entonces darse un proceso penal sin 

acusador, es decir, sin un ciudadano que se 

erigiese en representante de la colectividad 

ofendida, si el culpable no encuentra acusador 

el delito queda impune".(4) 

Algunos autores como PETIT, en su tratado 

elemental de Derecho Romano, explica la 

Organización judicial de los Tribunales Romanos 

de aquel entonces, aunque talvez no tan 

objetivamente debido a la evolución que tuvo de 

la monarquía a la República, ya que este cambio 

influyó en la forma de organizar la Justicia.(5) 

Lo importante de su estudio fu§ la delimitación 

que realizó, entre Jueces y Magistrados, 

estableciendo además las atribuciones que a cada 

uno le correspondían; ya que el trazo 

característico del proceélimiento romano, 

( 4 ) FlDRIAN EUGENIO. "Elementos de Derecho Pro Pn . " Edi t. Basett. 
Barcelona. España pago 65. 
(5) PETIT EUGENIO. "Tratado Elemental de Derecho Romano". Edit. Epoca 
S.A. M§xico. D.F. -pag. 612 Y sig. 

BIBLIOTECA CENTRAL 
••••••• 'e,. ............. . 
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desde, la República, hasta el fin del 

siglo 111 de nuestra era, es la división de las 

funciones judiciales entre las dos categorías de 

funcionarios anteriormente menciona0os, pues el 

procedimiento contenía dos fases, la primera 

ante el magistrado, que regulaba el 

procedimiento en la Instancia; mientras en la 

segunda el Juez examinaba los hechos y ' 

pronunciaba la sentencia. 

Este tipo de administración judicial se mantuvo 

y variaba dependiendo al reinado que entraba en 

funciones, pero en esencia se mantuvo por más 

de diez siglos, hasta la época en que comenzó la 

decadencia del Imperio Romano. La utilidad de 

este sistema radicó en remediar la confusión de 

los poderes 

Judicial); por 

categoricamente, 

públicos 

lo que 

que 

es 

se 

(Administrativo y 

imposible afirmar 

hallan suscitado 

conflictos de competencia en esa epoca, pero es 

aceptable mencionar, un hecho 

Histórico-Religioso, que implicó una especie de 

conflicto de competencia, si bien es cierto 

lncipiente, pero con grandes elementos propios 

de una controversia jurídica, siendo el 
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En la época del apogeo del cristianismo en 

Roma, surgió un personaje que de alguna forma 

violentó las disposiciones del imperio, siendo 

perseguido y capturado por el supuesto delito 

de la heregía. El problema se suscitó cuando 

los Romanos se negaron a juzgar al mal llamado 

criminal, conocido como Jesús de Nazareth, y 

pretendieron 

entonces, de 

juzgamiento, 

competencia. 

que lo hiciera Herodes, Rey 

Judea; pero éste se nego al 

creando el primer problema de 

Realmente el problema tuvo su orígen, en que 

los Romanos en casos como ese, aplicaban por la 

costumbre el Derecho de Gentes, pues era un 

problema que también atentaba contra la 

Institucionalidad del imperio, y los Judios, no 

se consideraban ofendidos de él; de ahí que ni 

uno ni otro, quisiera juzgar a Jesucristo. 
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Por lo que se considera, el primer conflicto de 

competencia; sobre el juzgamiento de una persona, 

cuando las maXlmas autoridades de la época, que 

administraban justicia, declinaron el 

conocimiento del asunto; bajo el auspicio del 

sistema acusatorio Romano. 

Este sistema de procesamiento, ha evolucionado 

junto con el desarrollo jurídico de algunas 

instituciones, mezclandose entre los otros 

sistemas, pero su existencia significa 

actualmente y significó, la verdadera democracia 

fundamentada en sus principios elementales de: la 

oralidad, la publicidad, la contradicción, etc .. 

En la actualidad algunos países como los Estados 

Unidos e Inglaterra, es decir, el derecho 

anglosajón, tienen su fundamento en el sistema 

acusatorio, lo cual ha demostrado una verdadera 

brevedad en cuanto a los trámites procesales, 

todo esto basado en el principio de la oralidad. 
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2.1.2. SISTEMA INQUISITIVO. 

"Durante la época del Imperio, apareclo en Roma 

por primera vez en la história de occidente, un 

sistema procesal con claros rasgos inquisitivos. 

La dominación acusatoria de la epoca 

republicana anterior, fué desplazada, dando mayor 

concentración de poderes a los monarcas; lo que 

significó el desplazamiento de la soberanía 

depositada en el pueblo". (6) 

"Se configuró entonces un Juez o Magistrado, que 

administraba justicia en nombre del monarca y por 

delegación expresa de él, sus funciones eran 

tanto la investigación del hecho delictuoso, como 

la definición por sentencia de éste." 

también funcionarios o agentes "Surgieron 

estatales, cercanos a lo que hoy serían los 

miembros de una Policia Judicial, encargados de 

realizar las primeras pesquizas y reunir las 

pruebas para ser entregadas al juzgador. Los 

actos procesales se volvieron escritos y 

secretos; se sustituyó el recurso de apelación 

para ante quien había delegado la administración 

(b) lLANUD. Op. Cito 



(7) Ibid. 
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de justicia (f1vn¿:rca), y apareció -el tor:il.ento como 

método de interrogación institucionalizado; estos 

ra $gos característicos del sistema inquisi ti vo, 

seran desarrollados por el derecho canónico en 

la edad media".(7) 

Estas características, trajeron como 

consecuencia, que el juzgador tomara un papel mas 

activo en la administración de justicia, al 

recabar pruebas, documentarlas y valorarlas: ya 

que tenía por Sl, la facultad de iniciar la 

instrucción del caso investigado. 

Además, no existía en esta etapa un acusador y un 

defensor que aportara pruebas de cargo o de 

descargo, para el esclarecimiento del hecho, por 

lo que se concluye, que fue casi imposible que se 

hayan dado conflictos de competencia; pues el 

hermetismo del proceso, la indefensión del 

procesado, lo innecesario del organísmo superior 

para dirimir conflictos, y el temor religioso 

propios del obscurantismo medioeval; crearon un 

sistema rigorista de competencia que era aplicada 

por la Iglesia, y su autoridad no podia ser 

discutida. 



27 

si un Juez comenzaba a conocer de un proceso, 

sólo él podía concluirlo por ser una autoridad 

influída por reglas que determinaban el tipo de 

procedimiento y la forma de fallar tasadamente y 

"conforme a derecho", dando lugar a la tiranía 

de Ley. 

Así en el transcurso de este sistema se fueron 

dando cambios en la administración de justicia, 

donde los jueces delegados, consideraron ciertos 

hechos delictivos innecesarios para el 

conocimiento del monarca y el papa, por lo que 

fué el devenir histórico lo que dió orlgen a la 

subdivisión de los Tribunales de la epoca; cada 

uno con su respectiva competencia, determinada 

por la calidad de las personas, el territorio, 

etc.; pero especialmente con el nacimiento de 

los Fueros, donde 

calidad, no podían 

Tribunal; Slno que 

ciertas personas por su 

ser juzgados por cualquier 

tenían el privilegio de ser 

juzgados por Tribunales especiales; 

competencia previamente establecida. 

con una 

"la Codificación canónica, escrit~ lógicamente se 

caracterizó como función judicial por antonomasia; si 



28 

bien la jurisdicción en sentido amplio comprende 

la totalidad de poder de regímenes de gobierno; 

bajo el aspecto judicial, la doctrina y la 

práctica Romana medioeval y canonlca, se 

distinguían la jurisdicción del imperio, osea, 

del conjunto de las atribuciones ejecutivas, 

característica que acompaña al juicio; el cual a 

su vez se subdividía en "Imperium Merum e 

Imperium Mixtum"; de acuerdo con la mayor o 

menor amplitud de facultades concedidas al. 

Magistrado que estaba investido del mismo".(8) 

La jurisdicción entonces, se dividió en 

CONTENCIOSA Y PENAL segun la naturaleza del 

juicio, pero especialmente en: 

ORDINARIA: delimitada en el fuero 

eclesiástico, a base de la . . -organlzaclon 

jerárquica de la iglesia, tal como aquella quedó 

establecida por el derecho di vino y canónico; 

(Tribunal Eclesiástico). 

DELEG1\DA: la cual se deriva de la ordi:1a:::-ia 

mediante comisión (Tribunal Secular). 

(8) Prof. Juan Cavi~~j_ :::,li. Derecho Canónico. Edi torial Revista de de:::-echo 
privado. España, 1947. pago 371 y sigo 
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- ESPECIAL: la cual establece su competencia para 

determinado grupo de personas, por ejemplo; los 

Tribunales Militares y de alta corte de justicia 

en el fuero laical".(9) 

Las anteriores características, acompañadas de lo que se 

conoce como títulos que atribuyen competencia, determinaban 

el conocimiento de los juicios, éstos títulos son: PERSONAL, 

REAL, CONTRACTUAL Y TERRITORIAL. Fueron estos el orígen de 

los conflictos de competencia llamados en aquella epoca 

CONFLICTOS DE JURISDICCION; pues ciertas personas que tenian 

privilegios o fueros para su juzgamiento; residian en lugares 

distintos del que se instruía la causa, originando pugnas 

entre los Tribunales de la época, sobre quien debería conocer 

en determinado asunto. 

2.1.3. SISTEMA MIXTO CLASICO. 

Como anteriormente se mencionó, los · sistemas 

procesales penales no han existido históricamente 

como regímenes de absoluta pureza; rasgos 

característicos del acusatorio han sobrevivido y 

se han mezclado con otros, en un momento de 

esencial mixtura entre uno y otro de los 

sistemas ya analizados. 

(9) Ibid. Pago 401 y sigo 
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Si bien es cierto podemos encontrar claros 

antecedentes de esa mixtura de sistemas 

procesales en Alemania (Constitución Criminalis 

1532); y en 

XIV, 1670); 

Francia (Ordenanza Criminal de Luis 

siendo en esta segunda nación, a 

ralz de la gran revolución Francesa de 1789, en 

que se desencadena junto a una profunda 

transformación política y social, la 

consecuente transformación jurídica del 

procedimiento penal. 

La crítica del sistema imperante, encabezada por 

figuras como: Rousseau, Montesquiev, Voltaire y 

Beccar ia, se dirigió al si stema inquisi tor ial, 

como expreslon del poder absolutista de los 

Monarcas; con él a la tortura, a la anulación 

del derecho de defensa, a los abusos dentro del 

proceso y en el sistema penitenciario. 

La expresión de este plano jurídico-procesal se 

va a revelar, retornando al sistema acusatorio 

para rescatar algunos ra~gos significativos. Al 

sobrevenir La Revolución Francesa, el régimen 

adoptado en 1791, casi por completo, es el 

sistema procesal Inglés, de corte ni tidamente 
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acusatorio, ya que Inglaterra no había recibido 

la influencia del sistema inquisitivo durante la 

edad media. 

De ésta manera las condiciones históricas y sociales de 

el proceso revolucionario de Francia, concluyeron con la 

codificación Francesa. El Código Penal surgió en la época de 

Napoleón Bonaparte 

adjunto el régimen 

(Código de Instrucción Criminal), llevaba 

influencia universal 

procesal penal, 

desde entonces 

destinado a tener mayor 

(18 O 8), hasta nuestros 

días, nos referimos por supuesto al Sistema Procesal Mixto 

Clásico. 

El Código de Napoleón influyó j ur ídica y políticamente 

en la mayoría de palses de Europa a consecuencia del 

expancionismo político de su imperio, especialmente, la 

codificación Italiana y la Española; esta última que originó 

el conjunto de codificaciones Latinoamericanas. 

Sin embargo, la ley de Enjuiciamiento Criminal Española 

de 1882, aun contenia en cuanto a la competencia y los 

conflictos que se suscitaron en la misma, grandes influencias 

eclesiasticas como puede verse en los artículos, 48, 49 y 50 

de la ley de Enjuiciamiento Criminal Española: 
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"Art. 48. Las cuestiones de jurisdicción promovidas por 

tribunales seculares contra jueces o 

tribunale~eclesiásticos se sustanciarán y 

decidirán por los trámites y de la manera que 

se establece en el título 111 del libro 

primero de la ley de Enjuiciamiento Civil". 

"Art. 4 9. Cuando los jueces o tribunales eclesiásticos 

estimarán que les corresponde el conocimiento 

de una causa en que entienda un Juez o 

tribunal secular, podrán requerirle de 

inhibición; v.si no accediese .a , ella, recurriran 

en queja al superior respectivo que oyendo al 

fiscal, resolverá sin ulterior recuiso lo aue 

crea procedente". 

"Art. 50. Las cuestiones de competencia que se promuevan 

entre tribunales ordinarios y otros 

cualesquiera especiales, que no sean 

eclesiásticos, se sustanciarán y decidirán con 

arreglo a lo dispuesto en el presente título, 

corresponde en todo caso su solución al 

tribunal supremo de justicia". 

Pero el rasgo esencial del tema investigado, lo 
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contiene la citada ley, al contemplar una bien organizada 

competencia¡ aSl como una precisa y eficaz forma de promover, 

tramitar y resolver los conflictos de competencia, regulados 

a partir del arto 14 al 51 de la citada ley. 

Los principios consignados anteriormente, fueron 

retomados, como ya se dijo, por las legislaciones 

suramericanas, como la Argentin~¡ de donde nuestro pais 

retoma la codificación criminal que hoy constituye, el Código 

Procesal Penal vigente. 

La legislación procesal salvadoreña, tuvo su origen 

aproximadamente en 1843, cuando se comisionó al jurisconsulto 

Doctor Isidro Menéndez, para que redactara el Código de 

Procedimientos judiciales, quien además redactó el primero de 

diciembre de 1885, la primera ley de Enjuiciamiento Criminal, 

que rigió hasta que entró en vigencia el Código de 

Instrucción Criminal del 3 de abril de 1882 y sus ediciones 

hasta 1947 ". (10) 

En escencia el Código de Instrucción Criminal desconoció 

el llamado "Fuero Eclesiástico", del cual gozaban los 

miembros de la Iglesia, según lo establece el art. 12 l., 

pero mantuvo el "Fuero Militar", y la ley especial para el 

juzgamiento de los delitos estrictamente militares, art .11 

(10) Dr. y Prof., René Padilla y Velásco¡ Historia de la Codificación 
Procesal Salvadoreña. Revista del Ministerio de Justicia 1964, pago 9 Y 
sigo 
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l., delimitando claramente la competencia de los jueces de 

Hacienda, mili tares, y de los jueces de lo común, como lo 

establecian los arts. 7,8,9,10,11, y 12 l., además fijó las 

reglas especiales de competencia, específicamente la 

PREVENCION, arto 13 inc. 3a. y 4a. l.; tambien planteaba la 

Erradicación de la causa como una regla especial de 

competencia de conformidad con el art. 13 inc. 50. l.; la 

acumulación de procesos, cuando el imputado es procesado en 

distintos lugares y por diversos delitos, art.14, 15 y 

s~g. ,1. 

Pero en el caso de los conflictos de competencia, no 

existían disposiciones de la materia que regularan tal 

situación, por lo que había que remitirse a las disposiciones 

del Código de Procedimientos civiles, arto 567 l., Y 1193 del 

Pr. c. 

Dicho Código mantuvo su vigencia desde su última edición 

con reformas de 1947, hasta 1973, cuando surge el Código 

Procesal Penal. (11) 

El nueve de noviembre de 1973 fue publicado el Diario 

Oficial Número 208, que contenía el nuevo código procesal 

penal, que entró en vigencia el 15 de junio de 1974. 

(11) código de Instrucción Criminal, Recopilación de leyes de 1967, 
editada por el Ministerio de Justicia. 
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El citado cuerpo de leyes, surge influenciado por el 

Sistema Procesal Mixto Clásico, pero introduciendo una 

división más técnica de la competencia procesal penal, 

consignándoles en el libro primero, Título Primero, Capítulo 

uno y dos, en los arts. 9 al 35 del mencionado Código. 

El novedoso código mantuvo la división de las 

competencias de lo común y especial, pero quiérase o no, 

mantuvo el "Fuero Militar" en el sentido de que los 

militares por los delitos cometidos, seran juzgados por 

Tribunales Militares y se les aplicará la ley especial, que 

es el código de Justicia Militar, de acuerdo a los arts. 238 

al 241 C. J . M., al menos en Primera Instancia, y a que el 

Juzgado de Primera Instancia (a cargo de un civil y no un 

militar en servicio activo), recibe el proceso y a depurado o 

con recomendación del Auditor Militar General de elevarlo a plenario; y 

luego según el caso remitidos a la Cámara de lo Penal 

respecti va, es decir, que los procesos son iniciados en la 

guarnición militar donde el imputado causo alta, no 

interviniendo en esa fase el Organo Judicial. Ejemplo: 

delitos de Deserción Calificada, Hurto Militar, etc .. 

Entre lo novedoso del Código Procesal ~enal, se incluyó 

la regulación de los conflictos de competencia, 

separadamente del procedimiento civil, y la forma de 

promoverlos ya sea de oficio, por inhibitoria o por declinatoria, arto 

31. Pr.Pn .. 
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por la ley Orgánica complementadas dichas atribuciones 

Judicial de 1984 y sus reformas, especialmente en lo que 

respecta a la comprensión territorial de cada tribunal en la 

República; y por último, por medio de las Leyes 

Especiales y Tribunales Especiales Militares, creados para 

casos e xcepcionales, corno la Ley Procesal Penal Aplicable 

bajo el Régimen de Excepción, que en casos específicos, lejos 

de mejorar la administración de justicia, seguramente creará 

mas problemas en cuanto a la mala adecuación con · las demás 

leyes secundarias, especialmente la Ley Orgánica Judicial y 

el Código Procesal Penal, entre otros. 

2.1.4. EL SISTEMA PROCESAL PENAL MIXTO MODERNO. 

"En Arnerica Latina, durante los siglos XIX Y XX, 

las legislaciones procesales penales se van a 

inspirar y van a tener corno modelo el Código de 

Instrucción Criminal Francés (1808). 

La influencia de éste cuerpo legal va a llegar a 

nuestra tierra corno ya quedó dicho, a través de 

una doble Vla: Las Leyes 

Criminal Españolas (1872 y 

italiano, de 1930. 

de Enjuiciamiento 

1882) y el Código 
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Este último es el que sirve de fundamento al Código de 

procedimientos Penales de la República de Costa Rica (1973). 

Esta es la razón fundamental por la que en el presente 

estudio se ha hecho referencia a los Códigos de Italia, 

Córdo a y Costa Rica, para ilustrar los principios generales 

que informan el sistema procesal mixto moderno. 

Sobre los lineamientos del Código Francés de 1808, se 

estructuran los códigos posteriores, teniendo como 

fundamentos dos fases o etapas principales: la primera, de 

ca rae ter inqui si ti va, con serva la escritura en los actos 

procesales, un relativo carácter secreto y la no 

contradicción, la segunda, de naturaleza acusatoria, se 

caracteriza porque en ella rigen rasgos fundamentales de 

oralidad, publicidad y contradicción. 

Las más autorizadas voces de la doctrina procesal 

contemporán~a, estiman necesario seguir buscando en la 

mixtura de los sistemas acusatorio e inquisitivo el modelo 

del régimen procesal idóneo.(12) 

El profesor Zaffaroni, apunta que los regimenes 

procesales de corte inquisitivo, herederos en América Latina 

del Código de Instrucción criminal francés (1808), han 

(12) lLANUD Op. cit. pago 20 Y sigo 
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defendido una fase instructiva "DURA" que garantice la 

efectiva persecución de la delincuencia en aras de proteger 

el interés social general. Dicho autor llega incluso a 

admi tir que, en los sistemas procesales contemporáneos, un 

juzgador dotado de ciertos poderes dispositivos dentro del 

proceso, puede afectar los Derechos Humanos fundamentales del 

acusado. 

Sin eliminar, Zaffaroni encuentra una serie de 

desventajas, heredadas en nuestra América, de ese modelo 

inquisitivo bonapartista, que pueden puntualizarse de la 

siguiente manera: 

a) Un instructor dependiente, cercado o "rodeado" por 

Organísmos del Poder Ejecutivo. Se indica la notable 

influencia y poder decisivo que en el proceso, tienen 

la policia administrativa o el Ministerio Público, 

com~ organo del Ministerio de Justicia, en todo caso, 

dependientes del Poder Ejecutivo. Se indica también 

la existencia de jueces que delegan la realización de 

actuaciones procesales en instancias de ese mismo 

poder. 

b) Secreto absoluto de las actuaciones en la fase 

instructiva. 
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c) Indefensión del acusado en esta etapa, en donde 

incluso puede ser incomunicado. 

ch) Recolección de pruebas que luego son utilizadas para 

condenas, sin que sea necesario reproducirlas y 

valorarlas por el juez sentenciador. 

La conclusión de Zaffaroni se orienta a proponer un 

modelo procesal donde este claramente definido el rol del 

Orean o .J udicia¡,como encargado de dirimir conflictos penales . . 

Debe desplazarse, segun él, al Poder Ejecutivo como 

protagonista estelaL del proceso penal y colocar en su lugar 

dotándolo de organísmos técnicos como una 

Policia Judicial y asegurándose de que las pruebas se 

produzcan y valoren en juicio por el Tribunal que han de 

emitir sentencia. Lo anterio~ significa renunciar al modelo 

inquisitivo bonapartista y acercarse al régimen acusatorio 

anglosajón, en lo mejor que este sistema ofrece: un 

equilibrio de roles, funciones en procura de la mejor 

administración de justicia. 

En sus propios términos el autor mencionado propone: 

Que el proceso se oriente en el sentido de: 

1) Una limitación de la actividad instructora destinada 

a establecer las convicciones mínimas indispensables 
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para justificar el mérito del juicio, llevada a cabo 

con amplia intervención de las partes en forma y por 

organlsmos o personas que no dependan ni funcional ni 

administrativamente del poder ejecutivo. 

2) Establecer la participación obligatoria de la defensa 

desde el primer momento de la detención. 

3) Otorgar carácter de excepcional a la detención o 

prisión preventiva. 

4) Producir la totalidad de las pruebas en juicio 

público, oral, contradictorio y continuo, con 

considerables facultades valorativas por parte del 

tribunal. 

Lo cierto es que en el SISTEMA PROCESAL MI XTO MODERNO se 

conserva esa fase instructiva escrita y secreta, previa al 

juicio oral y público, pero le corresponde realizarla a un 

organo judicial distinto al tribunal que debe realizar el 

debate oral y público, y dictar la sentencia. Esa fase de 

instrucción es la que continúa caracterizando el sistema como 

mixto, pero no por ello debe creerse que el principio del 

contradictorio no existe. Aunque no con la vitalidad con que 

intervienen en la fase de juicio, la intervención de las 
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partes permite vislumbrar en la instrucción un contradictorio 

atenuado. El Juez instructor tiene amplias facultades de 

investigación, pero no por ello se impide la posibilidad de 

que la defensa y el Ministerio Público (asi como otros 

sujetos eventuales) ofrezcan pruebas, e intervengan en la 

recepción de estas, y mas aún que exista posibilidad de 

contradecir las conclusiones de uno y otro. (13) 

Actualmente se ha elaborado un Código Procesal Penal 

tipo - para América Latina, coordinado por los "juristas 

Argentinos, Alberto Binder y Julio Maier, quienes además han 

participado en la elaboración del Anteproyecto del Código 

Procesal Penal de Guatemala, y posiblemente nuestro país en 

un futuro lo haga también, cuando la sociedad salvadoreña y 

las instituciones involucradas esten en capacidad de aceptar 

y aplicar el nuevo sistema procesal mixto moderno o 

democrático. 

Sin embargo El Salvador, ha implementado ya algunos 

principios originados en dicho sistema, como podemos 

apreciarlo en las reformas al Código Procesal Penal de abril 

de 1990 en cuanto a la institución del jurado; las reformas a 

la Ley Orgánica Judicial; la creación de la ley de la Carrera 

Judicial; y de los delegados de Vigilancia Penitenciaria. 

(13) Ibid. 
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En los anexos se agrega la clasificación atinente a los 

principios que ilustran el Proceso Penal Mixto Moderno, segun 

el Profesor DANIEL 'GONZALEZ ALVAREZ, quien participó en , ,la. . 

capaci tación de funcionarios judiciales a través de ILANUD, 

en lo que respecta a las ventajas del sistema en cuestión. 

Aclaramos que no es de nuestra incumbencia desarrollar en que 

consiste cada uno de estos principios, por lo que únicamente 

se incluirá su clasificación. 
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3. LA JURISDICCION y COMPETENCIA EN EL DERECHO PROCESAL 

PENAL SALVADORE~O. 

En éste apartado, se enfocan algunas de las definiciones 

doctr;i.narias Y las propias del grupo de investigación de los 

conceptos de jurisdicción y competencia; así también en 

términos generales se detalla la aplicación de las 

disposiciones legales que regulan dichas instituciones en el 

Código Procesal Penal Salvadoreño. 

3.1.JURISDICCION. 

Para el Derecho Romano, corno lo expone PETIT; citando a 

ULPIANO, dice: "La jurisdicción estaba resumida en tres 

acciones: dare, que es lo que un Juez da a las partes; 

dicere, que era el publicar una regla general a través de un 

edicto o de regular una contienda por un interdicto; y ~ 

dicere, que no es más que reconocer un derecho a las 

partes".(14) 

Luego, Petit expone: "La jurisdicción se comprende en un 

sentido menos extenso a través de: a) el poder del Magistrado 

de organizar la instancia y de enviar las partes delante de 

un Juez, (judicare judere), o de juzgar él mismo el asunto, 

(judicare)".(15) 

(14) EUGENE PETI'l', Tratado Elemental de Derecho Ranano. Edit. Epoca 
México, 1977. Pago 613. 
(15) Ibid. 
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Es decir, que la jurisdicción en el derecho romano 

consistía en someter a las partes a la potestad del juez, 

quien ejercía el derecho dando a cada uno lo que le 

correspondía. En éstos casos, el juez era un delegado del 

Estado para la administración de justicia. 

La antigüa oplnlon de la jurisdicción ha evolucionado, y 

los tratadistas han desarrollado la definición de ella 

dependiendo de sus propios criterios, para Manuel Osorio, el 

término . jurisdlcción se define así: "Viene del Latín ' 

JURISDICTIO, que quiere decir, acción de decir el derecho no 

de ' establecerlo. Esta es una [unción específica de los 

jueces".(16) 

Según ESCRICHE: "Es el poder o autoridad que tiene 

alguno para gobernar y poner en ejecución las leyes, 

especialmente la potestad de que se hayan revestidos los 

jueces para administrar justicia, osea, para conocer en los 

asuntos civiles o criminales como de unos o de otros; y 

decidirlos o sentenciarlos con arreglos a las leyes".(17) 

JAIME GUASP, establece su definición de una forma 

distinta a los anteriores, agregando aspectos como la 

(16) Osorio Manuel, Diccionario de Ciencias Jurídicas Políticas y 
Sociales. Editorial ELIASTA, Buenos Aires, Argentina, 1989. Pago 409. 
(17) Escriche, citado por Eduardo PalIares, Diccionario de Derecho 
Procesal Civil. Editorial PORRUA, México 1966. Pago 480 
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potestad estatal de administrar justicia de conformidad con 

la ley, y dice: "Que es el especial derecho y . deber que el 

estado recibe de administrar justicia".(18) 

Por último nuestro código de Procedimientos Civiles, en 

el arto 20 dice: "Es el poder de administrar justicia 

conforme a las ·leyes".(19) 

El Cóctigo Procesal Penal no define lo que debe 

entenderse por jurisdicción, por lo que se ha venido 

aceptando tambien para esta materia, la definición del Código 

de Procedimientos Civiles. art.20. 

Para nosotros, Jurisdicción es: e~ poder-deber del 

estado de administrar justicia de conformidad con la ley. 

La anterior definición puede estar sujeta a críticas, por 

lo escueto de la misma pero se expone con claridad quien es el 

encargado de administrar justicia, cuyo atributo de capacidad 

y obligación, le exigen la protección de los derechos de los 

gobernados evitando con ello la arbitrariedad. 

(18) Guasp Jaime, citado por Eduardo PalIares. Ibid. 
(19) Código de Procedimientos Civiles, El Salvador 1947, 40. Edic. 
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Nuestro Código Procesal Penal regula lo atinente a la 

jurisdicción en los arts. 9 al 11, pero confundiendo lo que 

es la competencia, ya que es ésta la que ejercen los jueces y 

Tribunales de la República, sometiendo a ella a los 

nacionales y a los extranjeros. 

Con todo, en materia Procesal Penal, la jurisdicción 

tiene los siguientes elementos: 

NOTIO, derecho a conocer en un juicio determinado, arto 

172 Cn., 

VOCA'I'IO, consiste en · la facultad de permitir a las 

partes comparecer en el juicio penal, con las siguientes 

sanciones: a) Rebeldía para el imputado, arto 290 Pro Pn., b) 

Abandono de la acción por el acusador arto 60 Pr.Pn., 

COERTIO, facultad de utilizar medidas de fuerza para 

cumplir con las funciones del Tribunal art. 107, 248 No. 3, 

267 Y sig., Pr.Pn. 

JUDITIUM, facultad de ponerle fin arto 505 y sig., 

Pr.Pn. 

EXECUTIO, osea, la facultad de ejecutar las sentencias 
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aun con el uso de la fuerza arto 618 y sig., Pr.Pn.-418 Pr.C. 

Elemento formal que consiste: en la secuencia lógica y 

concatenada del proceso que se sigue de conformidad con la 

ley. 

Elemento Material ~ : que se refiere a los sujetos 

procesales intervinientes en el juicio, funcionarios 

judiciales, Abogados, Fiscales, etc.,. (20) 

De acuerdo a los anteriores elementos, el Estado hace 

efectivo el poder deber de administrar justicia dentro del 

terr i tor io de la Repúbl ica , art. 84 Cn., y además en los 

otros lugares sometidos a su jurisdicción, como las 

Embajadas, naves o aeronaves nacionales en el extranjero y 

los lugares donde El Salvador comparte soberanía, como el 

caso del Golfo de Fonseca, conocido en el Derecho 

Internacional Público como: "Condominio Internacional"; en 

este caso entre El Salvador, Honduras y Nicaragua, arto 6 Pn. 

Así mismo, El Salvador de acuerdo al Principio de 

Extraterritorialidad ejerce jurisdicción sobre el 

.conocimiento de los hechos punibles cometidos en el 

extranjero contra la existencia y organización del Estado o 

contra la personalidad interna e internacional del mismo; en 

(20) Algunos de estos elementos han sido retornados del libro del Dr. 
Manuel Arrieta Gallegos, el Pr. Pn •• enInstancia y otras de las copias de 

clases elaboradas por el Er. Alvaro Napoleón, carlos Rodríguez, revisadas 
por catedráticos de la facultad de Derecho de la U.E.S. 
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los delitos contra la Paz Pública, la economía nacional y la 

salud pública; en los delitos de corrupción de funcionarios y 

empleados públicos, cometidos en el extranjero estando al 

servicio del Estado Salvadoreño. Arts. 7, 8 Y 9 Pn., 

donde tambien 

Principios de 

Universalidad. 

se regulan otros 

"Personalidad 

aspectos en relación a 

o de Nacionalidad y 

los 

de 

Además, El Salvador ejerce jurisdicción de acuerdo a las 

atribuciones que los convenios internacionales l~ confieren; 

por ejemplo: la Convención de Viena sobre Relaciones 

Diplomáticas y el Código de Bustamante, la primera suscrita 

el 18 de abril de 1961 y ratificada por El Salvador mediante 

Decreto Legislativo numero 451 del" 18 de octubre de 1965; y 

el segundo suscrito en la Habana Cuba en 1928 y ratificada 

por El Salvador, mediante Decreto Legislativo del 30 de marzo 

de 1931. 

Lo ~nterior enfoca aspectos generalizados sobre el 

ejercicio de la jurisdicción del Estado, pero como esa regla 

general tiene su excepción, haremos referencia a las del arto 

9 No. lo. Pr.Pn., las cuales son: 

a) Art. 23 Pr.Pn. 

b) Art. 25 Pr.Pn. 
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c) Arts. 17 Pn., en relación con los arts.297 y 298 del 

Código de Bustamante, 29, 30 Y 31 de la Convención de 

Viena sobre Relaciones Diplomáticas. 

"Art. 297 (Código de Bustamante) 

Estan exentos de las leyes penales de cada Estado 

contratante los jefes de los otros Estados, que se 

encuentren en su territorio. 

Art. 298. 

Gozan de igual exenclon los representantes 

diplomáticos de los Estados contratantes en cada uno 

de los demás, así como sus empleados extranjeros, y 

las personas de la familia de los primeros, que vivan 

en su compañia. 

"Art. 29. (Convención de Viena) 

La persona del Agente Diplomático es inviolable. No 

puede ser objetivo de ninguna forma de detención o 

arresto. El Estado receptor le tratará con el debido 

respeto y adoptará todas las medidas adecuadas para 

impedir cualquier atentado contra su persona, su 

libertad o su dignidad. 

Art. 30. 

l. - La -residencia particular del Agente Diplomático 
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goza de la misma inviolabilidad y protección que los 

locales de la misión; 

2. - Sus documentos, su correspondencia y, salvo lo 

previsto en el parrafo tercero del artículo 31, sus 

bienes gozarán igualmente inviolabilidad. 

Art. 31. 

lo . . El Agente Diplomático gozara de inmunidad de la 

jurisdicción penal del Estado Receptor. Gozará 

también de inmunidad de su jurisdicción civil y 

administrativa. 

40. La inmunidad de un Agente Diplomático en el 

Estado receptor no le exíme de la jurisdicción del 

Estado acreditante. 

Sal vo la excepción establecida en el art. 32, cuando 

el Estado acredi tante renuncie al derecho conferido 

al funcionario y a las demás personas a que se 

refiere el arto 37 de la misma convención~ 

Se considera necesario aclarar: "Que no existe 

realmente la llamada EXTRATERRITORIALIDAD de las 

embajadas extranjeras. La inmunidad que gozan en el 
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extranjero los agentes diplomáticos es simplemente 

una inmunidad jurisdiccional para las personas; y no 

para los lugares en donde éstos residen, pues en 

realidad forman parte geograficamente del ~er ritorio 

del Estado donde se encuentran dichos agentes 

diplomáticos". (21) 

Para concluir, es de hacer notar que los artículos 10 y 

11 del capítulo respectivo a la jurisdicción en el Código 

Procesal Penal están redactados de tal forma que atribuyen 

poderes a ciertos órgano~ que no tienen porque ejercer 

jurisdicción, sino facultades limitadas, coadyuvando con la 

administración de justicia; todo esto se debe a que los 

conceptos jurisdicción y competencia han sido confundidos 

teóricamente, virtiéndose teorías que han confundido al 

legislador y al aplicador de la ley, al usarse 

indistintamente, pero en realidad esas son instituciones 

totalmente distintas, no pudiendo utilizarse como conceptos 

sinónimos; ya que la jurisdicción es un atributo del Estado 

soberano, que no puede delegarla a nadie, individuos, ni 

corporaciones, ni entidades públicas menores; pues su 

fraccionamiento significaría una vulneración del carácter 

público de la misma y contrario a su alta misión social; 

además es un bien general que no puede ser ejercida mas que 

como función propia y directa del Estado, por lo que 

únicamente puede ejercitarse esa función a través de la 

competencia a tL ibuida a los tribunales; en lo penal, por 

(21) Florian Eugenio, Elementos del Derecho Procesal Penal, Editorial BOSCH. 
Pago 46. 
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razon de la materia, del territorio y de la conexión. 

3.2. COMPETENCIA 

Como ya · se expuso, la dualidad ju-risdicción 

competencia, han identificado equivocadamente una misma 

función procesal de los Tribunales de justicia, de ahí que 

históricamente el término competencia no haya evolucionado 

individualmente, sino que ha venido usandose como sinónimo al 

de jurisdicción. 

Los romanos atribuían competencia, al hacer mención del 

Juez Natural, que según la doctrina, es el designado por la 

ley para conocer y juzgar una cuestión o negocio determinado, 

es decir, el JUEZ COMPETENTE. 

El fundamento jurídico de la competencia en el 

tiene su orígen en el Principio procedimiento penal, 

Universal de Legalidad, el cual ha sido desarrollado por las 

distintas legislaciones del mundo, en nuestro país elevado a 

la categoría de principio constitucional, arts. 11 

Cn. 

12 y 15 

La ley secundaria, a desarrollado este principio de 

acuerdo a la materia del derecho en que se aplique, y el 
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Código Procesal Penal l o ha hecho en el art.2, que 

literalmente dice: 

"" Principio de legalidad del Proceso 

Art. 2. - Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las 

leyes preexistentes al delito o falta que se impute, 

ante juez competente instituído con anterioridad por la 

ley y observando la plenitud de las formas propias de 

cada proceso.""" 

De la lectura de la disposición citada, se establece que 

el término competencia es un atributo de cada Tribunal, 

previamente establecido por la ley para conocer de un caso 

concreto, en el ejercicio de la función jurisdiccional del 

Estado. 

A continuación daremos algunas definiciones de los 

tratadístas en cuanto a ésta institución: 

Eduardo PalIares dice: "Competencia es la porción de 

jurisdicción que se atribuye a los Tribunales que 

pertenecen al mismo orden jurisdiccional".(22) 

Manresa, expone: "~ompetencia es la facultad de conocer 

en determinados negocios".(23) 

( 22 ) Pallares Edüardo, "Diccionario de Derecho Procesal Ci vil." Edi t. 
PORRUA S.A. México 1966. 
(23) Manresa, "Ley de Enjuiciamiento Civil". 



, 

54 

Manuel Osor io, argumenta: "Competencia es la atribución 

legitima a un Juez u otra autoridad para el conocimiento 

o resolución de un asunto".(24) 

Couture, manifiesta: "Es la medida de jurisdicción 

asignada a un órgano del pod~r judicial, a efectos de la 
" 

determinación genérica de los asuntos en gue es llamado 

a conocer por razón de la materia, de la cantidad y del 

lugar" .. (25) 

Chiovenda dice: "Competencia es el conjunto de las 

causas gue con arreglo a la ley, puede un Juez ejercitar 

su jurisdicción y la facultad de ejercerla dentro de los 

limites en gue le es atribuida".(26) 

La competencia para Guasp es: "La atribución a un 

determinado organo jurisdiccional de determinadas 

pretenciones con preferencia a los dem&s órganos de la 

jurisdicción, y por extensión, la regla o conjunto de 

reglas gue desiden sobre dicha atribución". (27) 

Por Gltimo Carnelutti, manifiesta: "Es la extensión del 

poder gue pertenece (compete) a cada oficio o a cada 

(24) Osorio Manuel, Op. Cit. 
(25) Couture Eduardo, J, "Fundamentos de Derecho Procesal Civil. citado 
por Manuel Osorio. 
(26) Chiovenda, ":Enstituciones de Derecho Procesal Civil" 
(27) Guasp Jaime, citado por Eduardo Pallares, Op.Cit. 
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competente del oficio en comparaclon con los demás; el 

concepto de competencia segun el significado de la 

palabra implica el concurso de varios sujetos respecto 

de un mismo objeto, que por tanto se distribuye entre 

ellos. 

Por consiguiente, competencia es el poder perteneciente 

no a cada oficio sinó, atodos los oficios en conjunto, o 

en palabras, a cada oficio considerado como género y no 

como especie".(28) 

Para nosotros competencia es: el ejercicio de la 

potestad jurisdiccional del Estado, a través de los 

Tribunales previamente establecidos para ello. 

Optamos por la anterior definición al comparar en su 

conjunto las de la doctrina, que si bien es cierto 

algunas ya son desfasadas como la de PalIares, 

consideramos mas acertada y específica la nuestra, ya 

que expone claramente la potestad de los Tribunales en 

el desempeño de sus funciones. 

No obstante, tampoco la consideramos inmutable, sino 

sujeta a cualquier tipo de crítica, pero en todo caso, 

( 28 ) Carnelutti, Francisco; Lecciones sobre Proceso Penal. Tomo 11 
Ediciones Jurídic~s, Europa-América, Bosch. Buenos Aires. 
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desarrollando la idea del Juez Natural, presentamos una 

def inición que no se confunde con el término j ur i sdicción 

Cuya diferencia se ac l aró en el apartado referente a la 

jurisdicción . 

La legislación procesal penal salvadoreña, determina la 

competencia por razon de la Materia, el Territorio y la 

Conex ión. art . 6 Pr.Pn.; y que es desarrollado en dicho 

cuerpo de leyes en el capitulo 11, Titulo 1 del libro 1, de 

la Sección primera a la cuarta; y que es ampliada por las 

leyes especiales que se dictan en casos determinados. 

Desarrollando lo anterior explicaremos algunas 

disposiciones referentes a la competencia en el Código antes 

relacionado. 

Asi como existen reglas generales, existen especiales y 

las excepciones que confirman dichas reglas por lo que a 

medida que se va detallando lo pertinente, se ira tambien 

mencionando cada uno de los aspectos antes dichos. De esta 

forma, dentro de lo que se conoce como reglas generales de 

competencia tenemos: 

Art. 12. Extensión de la Competencia. 

Este artículo tiene su fundamento, en que cuando un Juez 
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conoce de lo principal, también es competente para 

conocer de lo accesorio. El Juez o Tribunal competente 

para conocer de un delito o de varios delitos, y 

averigüar quién o quienes han participado en el mismo, 

sera también competente para decidir todas las 

cuestiones, excepciones e incidentes de derecho que se 

susciten en la tramitación del proceso, aunque no 

pertenezcan al orden penal. 

Entendiendo por CUESTIONES DE COMPETENCIA: Las dudas 

surgidas en el procedimiento, en relación con las distintas 

disposiciones del Código Procesal Penal, en el sentido de 

probar lo alegado ante el Juez, como por ejemplo: El perdón 

presunto en el delito violación propia o el resarcimiento 

del perjuicio patrimonial en el delito de estafa, ejemplo: 

arto 282, No. 4, 275 No.5 en relación con el 119 No.3 p.n . 

EXCEPCIONES son: incidentes, pero no todo incidente es 

una e x cepción, aquellos son cuestiones distintas del asunto 

principal que se investiga en el proceso, pero relacionados 

directamente con él, decidiendose en el mismo proceso o en 

pieza separada formando o no previo y especial 

pronunciamiento, los mismos pueden ser: 

1) De previo y especial pronunciamiento, 

2) Sólo de especial pionunciamiento; 

Los primeros impiden la prosecución de la causa y se 

diligencían en la misma, los segundos no obstaculizan 
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la continuación del proceso, decidiendose en el mismo o 

en pieza separada. 

Las excepciones por 

arts. 282 y sig.; pr.pn. 

su parte estan regu ladas , en los 

y que , ya fueron cri ticadas en su 

oportunidad y se dividen así: 

1) Dilatorias; las cuales paralizan la acción penal, 

sin extinguirla; y 

2) Perentorias; que realmente si extinguen la acción 

penal. 

Entre otros incidentes tenemos: 

a) Incidentes de orden penal. Ejemplo: La excarcelación 

Art. 250. 

b) Incidentes de orden civil, que tienen efecto sólo en 

lo penal Ejemplo: traducción de un documento al 

Idioma Castellano arto 231 No.2 rr 94 pr.pn. 

c) Incidentes de orden civil, que tienen efecto no sólo 

en lo penal sino que también en otras ramas del 

derecho. Ejemplos: venta en pública subasta arto 726 

pr.pn. 

Art. 13 Compentencia respecto a los complices. 

A nuestro criterio, esta disposición debería estar 

ubicada en la parte relativa al Antejuicio, además es 
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una extensión aparente de la competencia, gue tiene 

íntima relación con el arto 424 Pr.Pn., en lo relativo 

en la institución ya mencionada¡ decimos gue es aparente 

porque estan sujetas a la decisión de la Asamblea 

Legislativa además las diligencias gue practican los 

funcionarios gue la Asamblea designa, tienen validez 

y serán valoradas de conformidad en el art. 417 inc. 4 pr. pn. 

3.2.1.COMPETENCIA POR RAZON DE LA MATERIA 

Los artículos 14 a120 Pr.Pn., regulan la competencia por 

razon de la materia de los Tribunales y Jueces de la 

República, atribuyendole específicamente los casos en · los 

cuales pueden actuar en la averiguación de los delitos. 

La materia en nuestro derecho procesal penal, se divide 

la siguiente manera: 

1) Competencia en los delitos comunes 

En esta clase de delitos, únicamente pueden intervenir 

los jueces de lo penal, y los Jueces de Paz en las primeras 

diligencias, ejemplo: homicidio, robo, estafa, hurto, etc, 

algunos de los cuales dependiendo de su penalidad se tramitan 
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en juicio SUE1F\ r j ("'1 u ordinario con conocimiento o no del 

jurado arto 115, 117, 148 Y 317 Pr.Pn. 

2) Competencia Privativa 

La competencia privativa, en nuestro Código se subdivide 

de la siguiente manera: 

a) Jueces de Hacienda, arto 17 y 427 Y sig., Pr.Pn., 

donde tienen aplicación además leyes especiales que 

complementan esta competencia: la ley Represi v a del 

Contrabando de mercaderías y de la defraudación de la 

Renta de Aduanas y el Código Fiscal. 

b) Jueces de Tránsito, art. 1 8 Pr. Pn., regulado además 

por la ley de Procedimientos Especiales sobre 

Accidentes de Tránsito. 

c) Jueces y Tribunales Mili tares, los primeros (Jueces 

de la Instrucción Militar y el de Primera Instancia 

Militar) son competentes para conocer en primera 

Instancia de delitos mili tares, es decir, que conocen. 

únicamente de los delitos cometidos por los mili tares 

en el e jercicio de su función; la instrucción es 

practicada por el Juez Militar de Instrucción,quien 

tiene asiento en la guarnLción militar del imputado, 
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luego es remitido el proceso al Ministerio de Defensa, 

donde un Auditor Militar General determina si la causa 

debe ser elevada a plenario o es procedente sobreseer; 

en todo caso el "Pase" lo da el Ministro de Defensa, 

para que 

pronunciado 

el 

por 

plenario o el sobreseimiento sea 

el Juez de Primera Instancia Militar; 

en el primer caso, seguidos que sean los trámites de 

esa etapa, se pronunclara de pleno derecho la sentencia 

que corresponda, la que puede ser pronunciada por el 

Juez de la. Instancia Mili tar o la Corte Marcial en su 

caso. 

Otra modificación en este procedimiento, es que por 

disposición constitucional no se responde penalmente sino se 

tiene más de dieciocho años, arto 215 Cn., distinto a lo que 

dispone el arto 16 del Código Penal; y 45 Pr. Pn., de esta 

forma no puede procesarse a un miembro de la Fuerza Armada 

por delitos militares, que haya causado alta, sino ha 

cumplido los dieciocho años de edad, no obstante estar en 

servicio activo y estar sujeto al CJM de acuerdo a los arts. 

1 y 39 CJM. 

Los Tribunales que ejercen competencia en lo militar 

son: 

1) Los Jueces Militares de Instrucción, arto 189 C.J.M. 

2) El Juez de Primera Instancia Militar, arto 190 C.J.M. 
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3) Las Cortes Marciales, arto 192 C.J.M. 

4) La Cámara Segunda de lo Penal de la Primera Secci6n 

del Centro arto 191 C.J.M. 

5) La Comandancia General de La Fuerza Armada, art.193 

C.J.M. y 

6) La Corte Suprema de Justicia. 

Aclaramos que la competencia de estos Tribunales no esta 

escalonada, . es decir, no en el orden que la planteamos; sino 

que se clasifica de la siguiente manera: 

1) DELITOS MILITARES; 

Justicia Militar: 

sancionados por el C6digo de 

- Juez Militar de Instrucci6n 

- Jtiez de Primera Instancia Militar 

- Cámara de Segunda Instancia de lo Penal 

- Corte Suprema de Justicia 

2) DELITOS SUJETOS A LA COMPETENCIA MILJ~ 'AR ESPECIAL 

Ejemplo: DECRETO 376. 

- Juez de Primera Instancia Milita~ 

- Cámara de Segunda Instancia de LO ~enal 

- Corte Suprema de JU5tici~ 
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3) CASOS ESPECIALES DE DELITOS MILITARES 

- Juez Militar de Instrucción 

- Juez de Primera Instancia Militar 

- Corte Marcial (Ordinaria o Extraordinaria de urgencia) 

- Comalldancia General de la Fuerza Armada. 

Ningun~ de estas clasificaciones atribuyó competencia a 

los Jueces de Paz. 

Es de hacer notar, que las últimas reformas a la 

Consti tución de la República i ratificadas el 31 de octubre 

dejado sin efecto la competencia Militar de 1991 han 

especial de los mencionados Tribunales, dichas reformas en 

lo pertinente manteniendo la competencia de los procesos ya 

iniciaQos expresando: 

"Art. l.-Derógase el artículo 30." 

Art. 23.- Reformase el arte 216 en los siguientes 

términos: 

Art. 216.-Se establece la jurisdicción militar. Para el 

juzgamient"o de delitos y faltas puramente mili tares 
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habrá procedimientos y Tribunales especiales de 

conformidad con la ley. La jurisdicción militar, como 

régimen e x cepcional respecto de la unidad de 

justicia, se reducirá al conocimiento de delitos y 

fal tas de servicio puramente mili tares, entendiéndose 

por tales los que afecten de modo exclusivo un interés 

jurídico estrictamente militar. 

Gozan del fuero militar los miembros de la Fuerza Armada 

en servicio . activo por delitos y faltas puramente 

militares" . 

. De la sola lectura de las anteriores disposiciones 

notamos un avance sustancial en materia de derechos humanos; 

además una mejor distribución de la competencia penal, desde 

el punto de vista de la imparcialidad, aunque no total, de 

los Tribunales comunes, que serán de aquí en adelante (cuando 

entre en vigencia la reforma) los que administrarán la 

justicia en los llamados delitos políticos. 
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3.2.2. COMPETENCIA POR RAZON DEL TERRITORIO. 

Debe entenderse por competencia territorial la facultad 

del Tribunal de · iniciar e instruir procesos ¡por delitos 

cometidos dentro de su demarcación judicial, art. 146 Ley 

Orgánica Judicial, arto 21 Pr.Pn. y arto 22 Pr.C. 

La Competencia territorial de los tribunales de la 

República se divide de la siguiente manera: 

a) La Corte Suprema de Justicia, que tiene competencia 

en toda la República. 

b) Las camaras, tienen competencia por zonas o secciones 

judiciales; arts. 6 al 10 Ley Orgánica Judicial. 

c) Los Juzgados de Primera Instancia, la competencia se 

encuentra determinada por departamentos y en algunos 

casos por razone& 

ejemplo: Mejicanos, 

toda la república, 

administrativas por municipios, 

Soyapango y Ciudad Delgado. Y en 

ejemplo~ Jueces de Hacienda, arto 

16 Ley Orgánica Judicial, y Juzgado Militar. 

d) Jueces de Paz, poseen competencia por municipio, 

art.22 Ley Orgánica Judicial. 
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Estas son las reglas generales gue establecen la 

competencia terri torial de los tribunales de la república; 

donde seran competentes los Jueces del lugar donde el hecho 

punible se hubiere cometido; pero ellas tienen excepciones, 

las gue a continuación exponemos: 

1) Delito Imperfecto o Tentado, arto 21 inc. 2 Pr.Pn. 

2) Delito Continuado, Permanente y Prevención 

de la competencia, arto 22 Pr.Pn. 

3) Delito a Distancia 

4) Delito de Tracto Sucesivo Internacional 

5) Delito Fuera del Territorio Nacional 

6) Delitos Cometidos en Naves o Aeronaves 

7) Delito de Hurto y Robo 

8) Delito Cometido con abuso de la libertad de Expresión 

9) Facultad del Juez de constituirse en cualguier lugar 

del territorio nacional en la fase de instrucción, 

arto 116 inc. 40. Pr.Pn. 

Dentro de la competencia por territorio el arto 27 

Pr. Pn., establece los efectos gue producen el conocimiento 

del proceso por un juez incompetente por 

terri torio, otorgandole validez a los actos de 

practicados por él, tal declaratoria puede 

cualguier estado del proceso excepto en el 

razón del 

instrucción 

hacerse en 

termino de 
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inquirir; ya que al hacerlo violaría el principio de libertad 

del imputado si en dicho término no existiere 

detención. 

merito para su 

Es de hacer notar además, que este artículo regula la 

manera de promover conflictos de competencia de oficio en la 

Declinatoria por razón del territorio, aspecto que debería 

estar regulado en la sección respectiva de los conflictos de 

competencia. 

COMPETENCIA POR CONEXION 

Esta forma de competencia faculta a : dos o más Tribunales 

a conocer en los casos en que se hubieren cometido diversos 

Deli tos, en distintos lugares, o en un mismo lugar donde 

existiere varios Jueces competentes; atribución que se 

fundamenta en la interdependencia que debe existir entre dos 

o más Tribunaies que ejercen la administración de Justicia, 

en razon de la participación de uno o más .. imputados; 

conexion de causas que implican la interdependencia, como ya 

se di jo, para el j uzgamiento de una o ma s persona s, y en 

este último caso, al menos uno de ellos esta siendo juzgado 

por otro Tribunal, en la configuración del concurso real o 

ideal de Delitos arto 53 y 54 Pn. 
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En estos casos tomando como fundamento además el 

principio de concentración del Proceso deben de 

acumularse los distintos procesos (acumulación de autos), con 

el objeto de que se continúe y se decidan en un solo juicio, 

evitando sentencias contradictorias sobre el mismo hecho.(29) 

El artículo 28 procesal penal, se refiere 

específicamente a la acumulación de procesos, autorizando a 

los jueces que se instruyan los diferentes informativos para 

depurar el proceso en la etapa de instrucción; luego 

acumularlos de acuerdo a la regla general . del · · inc. 20. del 

mencionado artículo: 

1 - Al Juez que estuviere conociendo del delito que 

tenga señalada mayor pena máxima. 

2 - Si los delitos tuvieran penas máximas iguales, la 

acumulación se hará al Juez que tuviere aprehendido 

al imputado; excepto el caso del artículo 238 inc. 

20. Código de Justicia Militar. 

3 - Si el imputado o los imputados fueren ausentes la 

acumulación sera, al juicio que primero se hubiere 

iniciado (antigüedad). 

Hasta aquí el artículo en comento no tiene mayor 

problema, pero la cuestión se dif icul ta con la continuación 

(29) Principio de concentración: es el que esta al servicio de la 
economía procesal; la actitud lega.l, que ha de procurar el Juez y 
recanendable a las partes, de tra..'11Í"t.ar en un solo juicio, las diversas 
cuestiones litigiosas que tienen conexión. "Diccionario Enciclopédico de 
Derecho Usual. Guillermo cabanellas". 1980. 



69 

de este inciso que dice: 

"Regla que tambien se aplicará cuando se trate de varios 

imputados por un mismo delito y uno de ellos al menos 

estuviere procesado por otro delito". 

A que regla se refiere, a todo el inciso como regla 

general 6 al numeral tercero antes relacionado respecto a la 

antigüedad . . 

Nuestro criterio es que el párra'fo antes escrito se 

refiere a la regla de la antigüedad y que por hablar en 

singular no incluye las reglas anteriores sobre la penalidad 

o la aprehenci6n del imputado. En todo caso el siguiente 

inciso del citado Artículo configura la regla especial de 

la acumulaci6n, haciendo practicarnel!1ltte innecesaria la 

aplicaci6n de las reglas anteriores. Así, el Juez que 

conociere del delito que tuviere señalada mayor pena máxima 

de oficio o a petici6n de parte, solicitará a los otros 

Jueces la remisi6n de los informativos y estos deberan 

remitirlos de inmediato: es decir, que la regla especial se 

sobrepone a la general. 

"El meollo de la cuesti6n en este caso, esta en 

determinar cual es el delito que tuviere la mayor pena 
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máxima, pues segun las reglas de la relación causal 

consignadas en el Artículo 23 del Código Penal, hay aparentes 

homicidios gue resultan ser condenados como delitos de 

lesiones y viceversa, pudiendo decirse lo mismo de todos 

aguellos tipos de delitos gue a la hora de fallar pueden ser 

figuras agravadas o atenuadas. Por ello, los jueces deben 

hacer lo posible por cumplir con la primera regla, vale decir 

lo expresado en el primer inciso del Artículo 28, depurar en 

lo suficiente la instrucción e informarse previamente, 

mediante notas -, antes de exigir la competencia o an~es de que 

esta sea promovida; ya gue en este caso, o sea, si aun no 

puede determinarse cual es el delito de mayor pena o el de 

pena igual, nos encontraríamos gue no hay competencia de 

resolver. Podría afirmarse gue en éste caso la competencia 

sería extemporánea, por la anticipación planteada". (30) 

- JURISDICCION ORDINARIA y PRIVATIVA. 

La regla especial de la conexidad entre delitos comunes 

y delitos de naturaleza privativa o especial, mal llamados 

jurisdicción ordinaria y privativa; Faculta a cada Juez, en 

el caso gue existieran delitos sujetos .a ambos tipos de 

competencia, a Instruir el informativo bajo su respectivo 

conocinientb; sal vo el caso de gue los delitos se hubieren 

cometido en concurso ideal Artículo 53 

(30) Arrieta Gallegos Manuel: El Proceso Penal en primera Instancia. San 
Salvador; El Salvador, 1978. 

. 113> 
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Pn.; en este caso conocerá el Juez de lo común sin llevar la 

causa a jurado; Artículo 317 numeral 30. Pr.Pn. (31). 

En ese sentido el art. 29 pr. pn. f se di vide en 2 

partes, la primera en referencia al concurso real de delitos 

con una variante en el art., 238 del C.J .M., pues esta 

disposición sujeta, según la penalidad, la continuación del 

proceso sancionado con menor pena a la terminación del de 

mayor gravedad o aunque tuvieren la misma penalidad, 

sujetarlo a la misma regla ahí establecida. La segunda parte 

del arto 29 pr.pn. se refiere al concurso ideal de delitos, 

en cuyo caso la competencia sera del Juez de lo Común 

Sentenciado de pleno derecho. 

El resabio del Código de Justicia Militar debe ser 

eliminado, por atentar contra el principio de economía 

procesal; ya que se procesa sucesivamente a una persona 

haciendo depender el segundo proceso de la terminación del 

primero; considerando mas adecuado la aplicación de la 

primera parte del Artículo 29; aunque aquella sea una Ley 

especial. 

En el enfoque de la segunda parte del Artículo 29 

Pr.Pn. el legislador consideró procedente excluir del 

conocimiento del . jurado, aquellos hechos que se cometieran 

en aplicación del concurso ideal de delitos; sujetos unos a 

la competencia común y otros a la especial, es decir siempre 

y cuando se realicen con una sola acción o que uno sea necesario 

(31) Debio decir competencia ordinaria o común y privativa o 
especial. 
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para la consumación del otro. Artículo 53 y 75 Penal; 

ejemplo: la falsificación de Poli zas de importación para la 

consumaClon del contrabando de mercaderías. 

PLURALIDAD DE INFRACCIONES PENALES COMUNES 

Para finalizar con las reglas de la conexidad el 

Artículo 30 Pr .. Pn. regula la aplicación de la Ley Procesal 

Penal, en el caso de que una sola persona sea procesada por 

delito y falta o por un delito que deba conoce~ el juiado y 

el otro no; aSl, se conocerá, según el caso, por ambas 

"\.nfracciones aplicando al procedimiento del deli to de mayor 

gravedad, es decir, en juicio sumario u ordinario; pero si se 

comete un delito de instancia privada o de acción privada 

conjuntamente con uno de acción pública no será necesaria la 

·denuncia o acusación para . iniciar el procedimiento, respecto 

de aquellos. art. 213 Pn. En relación con el art. 30 In. la. 

pr.pn. 

El último inciso del Artículo 30; regula dos 

situaciones: 

a) El caso de un juicio ordinario cuyo conocimiento 

compete al jurado trami tandose conjuntamente con un 

juicio sumario; primero se lleva a cabo la Vista 

Pública del ordinario, dejando pendiente el sumario 
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al concluir el término probatorio; para luego 

realizar la vista de la causa segun el Articulo 406; 

fallando en una sola sentencia sobre ambos. 

b) En el caso del concurso ideal de deli tos y uno de 

ellos aunque fuera ordinario estuviere excluido del 

conocimiento del jurado de conformidad con el 

Arti~ulo 317 numeral 30. Pr.Pn.; se conocerá en 

juicio ordinario sin someter la causa al conocimiento 

del jurado. 

Todas las consideraciones hechas de los Articulos 

ci tados y especialmente esta última.? obedecen a reformas con 

carácter poli tico, pretendiendo que el veredicto que pueda 

pronunciarse, se origine bajo algún tipo de miedo o coacción 

de parte de los jurados; siendo el juez supuestamente quien 

"sin ningún obstáculo" pronuncie la sentencia que 

corresponde. 

Valga la aclaración, que este inciso tiene aplicación 

unicamente para los casos de secuestro y extorsión; ya que 

los relativos a las drogas, fueron derogadas por el Articulo 

76 de la Ley reguladora de las actividades relativas a la 

droga publicada en el Diario Oficial N-52 T 310 del 15 de 

marzo de 1991. 
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3.3. OTROS ASPECTOS SOBRE COMPETENCIA. 

Por razones administrativas, el legislador y la Corte 

Suprema de Justicia, consideraron implementar disposiciones 

que mejoraren la d:-epturació ll'l e iniciación de los procesos, 

sin embargo, se erró en algunos aspectos que se mencionaran a 

continuación: 

1.- Juez Delegado: 

Po r reg la general la instrucción de los procesos está a 

cargo del Juez competente, pero en aquellos casos que deben 

practicarse 

del Juez, 

diligencias dentro de la competencia territorial 

pero fuera del asiento del tribunal, podrá 

encomendarse tal función al Juez de Paz del lugar que 

corresponda; Artículo 116 inc. 20. Y 30. Pr . Pn.; teniendo 

f acul tades de acuerdo a su prudente arbí tr io para reali zar 

cualquier tipo de diligencia que tenga relación con lo 

encomendado. 

2.- Competencia por razon del turno.: 

En realidad no es una verdadera competencia, pues 

depende de un acuerdo administrativo de la Corte Suprema de 

Justicia para la mejor distribución de los procesos. El 

Artículo que regulaba lo referente al turno era el 152 de la 

Ley Orgánica Judicial; derogado por el decreto número 594 
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Diario Oficial número 240, Tomo 309 del 15 de octubre de 

1990; sin embargo todavía en la actualidad el turno es 

utilizado para el conocimiento de las primeras diligencias 

entre los jueces de primera Instancia y de Paz. 

3.- Secretaría Receptora de Demandas. 

Según el Artículo 153 de la Ley Orgánica Judicial y 

acuerdo número 76 C de la Corte Suprema de Justicia; de fecha 

25 de junio de 1990 se ha creado una secretaría Receptora de 

>'-demandasl Cuando algunos Jueces incluídos los de lo Penal, de 

Haciendc y de Paz por razón del Territorio, tenga que conocer 

a prevenclon; pero hace referencia a demandas o solicitudes 

iniciadoras de diligencias de jurisdicción voluntaria; lo que 

en materia penal no tiene aplicación pues los procesos se 

inician por aviso, denuncia, de oficio, acusación, y por 

requerimiento fiscal; no con demandas. 

Aunque es sabido que en los juzgados de Hacienda y de 

Paz pueden presentarse demandas civiles (Artículo 16 Ley 

Orgánica Judicial y 474 procedimiento civil); este acuerdo 

debió aclarar dicha circunstancia; ante tal situación, la 

acción Penal de acuerdo a las formas que el Código Procesal 

Penal establece, debe iniciarse ante el Juez competente. 
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4. LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIA EN MATERIA PROCESAL PENAL. 

4.1. DEFIN I CION: 

Para incursionar sobre éste tema, es necesarlO 

primeramente definir que se entiende por conflicto 

y es aSl como Manuel Osorio lo define: "Lo . más 

recio de un combate, pelea o contienda, oposición 

de intereses en que las partes no ceden; el choque 

o 'coli'siÓn de derec ho s o pretensiones; situación 

dificil caso desgraciado. (32) 

Para Mario A. Oderigo: conflicto de competencia no es 

mas que "La controversia que surge entre los tribunales que 

pretenden ser competentes para conocer de un asunto 

determinado, o que rechaza la competencia. La declaración de 

su incompetencia cuando ocurra, no podrá nunca tener un 

alcance general ni hacer extensiva a otros procesos distintos 

de aquel en el cual tal ' declaración ha tenido lugar; la 

incompetencia, por consiguiente debe declararse en relación a 

un asunto determinado y produce como efecto inmediato, la 

exclusión del Juez con relación a ese asunto y no a otro". 

( 3 3 ) 

(32) Osorio Manuel, Op. cit. 
( 33) Od.erigo Mario, Lecciones de Derecho Procesal Penal, Temo l. De 
Palma, Buenos Aires, Argentina.l97l. 



77 

El C6digo de Procedimientos Civiles de El Salvador, 

asimila lo que es la competencia propiamente dicha con los 

conflictos que puedan suscitarse sobre la misma, por lo que 

no es correcto compartir la definici6n del arto 1193 Pr.C. en 

el sentido a que se refiere; pero aplicándola propiamente es 

correcto identificarla con el contenido de la misma, al 

referirse al conflicto; en tal forma que el artículo aludido 

debi6 decir: 

Art. 1193. - Conflicto de Competencia es la contienda que 

se suscita entre dos Jueces o Tribunales, sobre a quien 

corresponde el conocimiento de un asunto. Esta puede 

promoverse de oficio o a instancia de parte. 

Aunque la anterior definici6n no es amplia en el tema en 

estudio, se cree conveniente aceptarla en parte, más que todo 

en cuanto al contenido de la misma, pues tiene similitud con 

la definici6n correcta de Conflicto de Competencia. 

Para nosotros el Conflicto de Competencia es: 

La si tuaci6n jurídica del Organo Judicial, donde dos 

Jueces o Tribunales estiman ser competentes en una causa o 

ambos rehusan el conocimiento de la misma como incompetentes, 

atribuyendose la soluci6n de dicho conflicto al Tribunal 

Supremo de Justicia. La resoluci6n que se dicta causa estado 

y es de ineludiple cumplimiento. 
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En materia Procesal Penal, los Conflictos de Competencia 

se dan unicamente entre Tribunales de igual jerarquía, a 

manera de ejemplo, entre Jueces de Primera Instancia o entre 

Camaras de Segunda Instancia, salvo el caso en que la Camara 

actúe como Tribunal de Primera Instancia, al conocer en 

antejuicio; y un Juez de Primera Instancia desconozca el 

privilegio procesal del imputado y pretenda ser competente al 

respecto. 

4.2. GENER¡1I,.I.IDADES · SOBRE LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIA. 

Como se comento anteriormente, el término conflicto 

de competencia a sido aplicado de acuerdo a la 

opinión de tratadistas modernos y de avanzada, 
\ 

algunos le dan la denominación de "CUESTIONES DE 

COMPETENCIA" , refiriendose en sinonimia a los 

conflictos de competencia. Los primeros entre ellos 

Cabanellas, confunden originalmente el termino 

jurisdicción con la competencia, argumentando que 

se esta ante una cuestión de jurisdicción, al haber 

discrepancia entre un Juez de lo Civil y uno de lo 

Penal, por referirse a dos ramas distintas de la 

administración de justicia; los últimos identifican 

la cuestión de competencia, como aquellos trámites 

generales y prevlos a la pugna principal de los 
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tribunales que desconocen o aceptan una determinada 

competencia, situación que se identifica claramente 

en los códigos de procedimientos penales modernos 

entre ellos: el código de Cordova, Argentina, el 

Código Italiano; la Ordenanza Procesal Penal de 

Alemania Federal; el Código de Costa Rica; y 

ultimamente en el anteproyecto del Código Procesal 

Penal de Guatemala; elaborado este último por los 

profesores Argentinos Alberto Binder y Julio B. J . 

Maier. 

En todo caso, debe distinguirse lo que es cuestión de 

competencia y conflicto de competencia; lo primero identifica 

las generalidades propias de la competencia y sus 

incidencias; en cambio el conflicto es mas específico 

identificando una parte de las cuestiones generales de 

competencia, pero independientemente de la aplicación que se 

le haga doctrinariamente al término antes mencionado, lo 

importante es buscar un procedimiento mas viable para la 

tramitación de los mismos, con el objeto de aplicar una 

pronta y eficaz administración de la justicia; pero a nuestro 

criterio y como se sostuvo en su oportunidad, compartimos las 

ideas de avanzada en relación con el tema, por lo que éste 

apartado, el mas importante de esta tesis, consistirá en la 

exposlclon y consecuente tramitación de los conflictos de 
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competencia en nuestro proceso penal; y los postulados mas 

recientes sobre el mismo, como marco de referencia para las 

futuras reformas 

mixto moderno, 

sustraerse. 

propugnadas por 

de las cuales 

el sistema procesal penal 

nuestro país no podrá 

4.3. NATURALEZA JURIDICA DE LOS CONFLICTOS 

Exponer la naturaleza jurídica de una institución, 

es buscar sus orígenes ,la razón de ser de ésta 

dentro del que hacer jurídico, específicamente 

dentro del proceso, buscando con ello la mejor 

aplicación y entendimiento de la misma. 

El tema en estudio obedece a una naturaleza 

complicada y en cierta medida mixta, pues al 

aplicarse producirá efectos variados, dependiendo 

en la etapa del proceso en que nos encontremos. De 

acuerdo a lo anterior, afirmamos que los conflictos 

de competencia en materia Procesal Penal son 

INCIDENTES que se suscitan en la tramitación del 

proceso, incidentes de Derecho que según la 

doctrina, son las cuestiones que surgen durante el 

juicio y que tienen relación con la controversia 

principal o con el procedimiento, (34 ) estos 

(34) Pallares Eduardo, Op Cit. 
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incidentes pueden ser: 

a) DE ESPECIAL PRONUNCIAMIENTO Y 

b) DE PREVIO Y ESPECIAL PRONUNCIAMIENTO. 

Los primeros, al susci tarse no detienen la tramitación 

del proceso y se deciden en el mismo juicio, antes de la 

sentencia def ini ti va; los segundos al tener lugar, detienen 

inmediatamente el curso normal del juicio, haciendo 

atentatoria cualquier resolución posterior que se " dicte y 

mientras este no se decide, el juicio no puede seguir su 

tramite normal. 

De esta forma "la naturaleza juridica de los Conflictos 

de Competencia en ma~eria Procesal Penal, es como se dijo, la 

de un incidente de derecho, que cuando se produzca en la 

etapa de instrucción dara origen a un incidente de solo 

especial pronunciamiento i y cuando se origine en la etapa 

contradictoria dar a lugar a un incidente "de previo y especial 

pronunciamiento, siendo entonces un incidente de derecho de 

efectos multiples, limitados a la etapa del proceso en que se 

produzcan. (35) 

En definitiva los conflictos de competencia son 

controversias que surgen dentro d~ _ la controversia principal, 

que es el proceso i y que desde el punto de vista de su 

(35) véase arto 35 inc. 20. y 30. Pr.Pn. 
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naturaleza, no debe ser confundidos con las excepciones de 

los arts. 282 No.lo. y 283 No. lo. Pr.Pn., pues con todo y 

sus defectos, estas tienen que ver con la AUSENCIA DE LA 

POTESTAD DE JUZGAR; Y no en la discu?ión de competencia para 

conocer o no de un juicio. 

4.4. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL DE LOS CONFLICTOS DE 

COMPETENCIA. . 

El principio constitucional que autor iza al Organu 

Judicial, para conocer y resolver los conflictos de 

competencia, esta regulado en el arto 172 inc. lo. 

Cn.; y claramente expone que la potestad de juzgar 

es propia del Organo Judicial, denominandose: 

"PRINCIPIO DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA", y 

que de acuerdo al mismo se confieren diversas 

atribuciones a la Corte Suprema de Justicia, entre 

otras, la de dirimir los conflictos de Competencia, 

regulada en el arto 182 No.2 de la Constitución; 

por lo que el Principio Constitucional de carácter 

sustantivo, debe ser desarrollado por la ley 

secundaria de . conformidad con la materia . jurídica 

donde tenga lugar. 

En efecto, el art. 14 No. 30. Pr. Pn., desarrolla dicha 
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atribución y los arts. 31 Y sig., dan el procedimiento a 

seguir cuando en materia procesal penal se suscite un 

conflicto de competencia. Constitucionalmente las 

disposiciones 

sustanciales, 

en 

lo 

comento no han 

que comprobamos 

sufrido 

en la 

cambios 

siguiente 

transcripción de la ley primaria de 1886 que literalmente 

dice: 

de 

"Art. 94.-Corresponde al poder judicial la potestad de 

juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en materia -,-

civil, comercial y criminal". 

"Art. 97.-Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia; 

90. -Dirimir las competencias que se susciten 

entre los tribunales y jueces de cualquier 

fuero y naturaleza que sean". 

En iguales circunstancias, las constituciones siguientes 

1950, 1962 y 1983, regulan aquel principio y su 

consecuente atribución, sin introducir modificaciones que 

cambien la facultad del Estado de administrar justicia. En la 

Constitución de 1950, se encuentra regulado en los arts. 81 y 

89 No. 2; y la de 1962, en los mismos artículos; excepto en 

la Constitución de la Repúblicade 1983, pues ya no en los 

mismos artículos, y que literalmente dice: 
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"Art. 172.-La Corte Suprema de Justicia, las Cámaras de 

Segunda Instancia y los demás Tribunales que 

establezcan las leyes secundarias, integran 

el Organo 

exclusivamente a 

juzgar y hacer 

Judicial. Corresponde 

éste Organo la potestad de 

ejecutar lo juzgado en 

materias 

Mercantil, 

Constitucional, Civil, Penal, 

Laboral, Agraria, y de lo 

Contencioso Administrativo, aSl como en las 

otras que determine la Ley". 

"Art. 182.-Son atribuciones de la Corte Suprema de 

Justicia: 

20.- Dirimir las competencias que se susciten 

entre los Tribunales de cualquier fuero y 

naturaleza". 

En conclusión repetimos, que el principio constitucional 

fundamento de la institución en estudio, es el principio de 

LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA, atributo propio y exclusivo 

del organo judicial, de donde se desprenden di versas formas 

de ejercitar dicha potestad entre las cuales encontramos, la 

de dirimir los conflictos de competencia que se susciten 

entre los jueces y tribunales que forman parte del mismo 

órgano. 
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4.5. CLASIFICACION y TRAMITES DE LOS CONFLICTOS DE 

COMPETENCIA. 

Los conflictos de competencia, pueden promoverse 

por INHIBITORIA y POR DECLINATORIA. En el primer 

caso se intenta ante el juez o tribunal considerado 

competente, a fin de que libre oficio al estimado 

incompetente, para que se inhiba (abstenga) y 

remita al otro los autos. 

En la declinatoria, se propone al juez o tribunal 

que se tiene por incompetente, sin facultades 

judiciales para conocer el caso, para que se separe 

del proceso que esta tramitando y remita los autos 

al calificado de competente. 

Estos conflictos revisten dos modalidades; la mas 

frecuente la POSITIVA; en que dos tribunales 

entienden que les corresponde exclusivamente, a 

cada uno, tramitar y resolver la causa; y la 

NEGATIVA; en , que ninguno de los requeridos para 

incoar la se considera designado legalmente para 

ello. 

Al menos en la fase preliminar del conflicto de competencia 



promovida por declinatoria, el conflicto no es 

propiamente entre dos tribunales, sino entre uno 

gue de hecho tiene alguna intervención y la parte 

opuesta a gue siga conociendo. 

Nuestro código identifica tres formas de promover 

los conflictos, sumando a las dos anteriores la 

facul -tad oficiosa del juez o tribunal para 

iDiciarla, pero en el fondo solamente existen dos: 

La Inhibitoria y la Declinatoria. Para la doctrina 

esta especie de actos previos al conflicto 

propiamente dicho, reciben el nombre de "CUESTIONES 

DE COMPETENCIA". 

Nuestro Código de Procedimientos Civiles, regula 

los conf lictos en el capítulo V, Titulo 11, del 

libro 111, parte segunda del citado cuerpo de 
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leyes i específicamente del artículo 1193 al 1206 

Pr.C. bajo el acapite de "Las Competencias", notando 

la misma clasi_ficación planteada en 105 pá,rrafo~ 

anteriores, pero haciendo mas breve la declinatoria 

gue en materia penal. En esta rama del derecho 

podrán promoverse: por razon del territorio 

salvo gue la jurisdicción se hubiere prorrogado, 

arto 32 y 1194 Pr.C.; por la cuantía, arto 474 y 



87 

512 Pr.C.; por la . -]erarqula, art.49 y sig.; por 

razon de la materia, que puede darse entre un juez 

de lo civil y otro de lo mercantil; y por último 

puede suscitarse un conflicto de competencia corno 

consecuencia de la acumulación de autos, arts. 544 

y 558 Pr.C. 

4.5.1. CONFLICTOS PROMOVIDOS DE OFICIO. 

INHIBITORIA DE OFICIO. Art. 32. 

Oficiosamente el conflicto puede susci tarse por 

inhibitoria, que se dirigirá . al juez que se 

considere incompetente, razonando los motivos en 

que se basa el requirente y anunciandole 

competencia. De esta forma pueden iniciarse, por 

razón de LA MATERIA, EL TERRITORIO Y LA CONEXIONo 

Por lo que antes de establecer el tramite 

inhibitorio, es necesario definir en que consiste 

dicha forma de promoción. 

"La inhibitoria consiste en la excitativa que hace el 

juez que se cree competente al que estima que no lo es, para 

que se abstenga de continuar conociendo del proceso y 1 e 

remi ta los autos respectivos. Dicha exci tati va se lleva a 

cabo por medio de un oficio que torna el nombre de OFICIO 
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INHIBITORIO, porque en él se pide al Juez incompetente que se 

inhiba, esto es, que no continue conociendo del juicio".(36) 

El artículo 32 Pr.Pn., nos establece el trámite a seguir 

en el conflicto de Inhibitoria en forma oficiosa así: 

1) El Juez que se considere competente para conocer en 

un juicio (requirente) que instruye otro (requerido), 

le dirigirá oficio en el que le expondrá las razones 

en que se funda para atribuirse competencia en ese 

caso. 

2) Al recib i r este juez el oficio, pueden presentarse 

dos situaciones: a) que le parezca valederas las 

razones que le e >:, pone el juez que suscita la 

competencia, de tal forma que el juez requerido 

pronunclara resolución · en la que se declarará 

inhibido para seguir conociendo y le remitirá dentro 

del tercer día al juez requirente todo lo que hubiere 

actuado, con notificación de las partes, y b) que al 

Juez requerido no le sean valederos los motivos 

planteados por el requirente y al no aceptar dichos 

fundamentos, siempre dentro del tercer día de 

recibido el oficio, contestará a éste exponiendole 

los fundamentos de su negativa; reafirmando su 

competencia. 

(36) PalIares Eduardo, Derecho Procesal civil, México D.F. 1968. Pago 94 
y 95. 

l 
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3) Al recibir el requirente el oficio del requerido, 

puede suceder, ""que §ste, desista de su pretensi6n por 

parecerle acertadas las razones del juez requerido o 

puede que tales razones no le satisfagan, en cuyo 

caso, así lo comunicara a §ste en el acto; y 

4) En tal situaci6n, ambos jueces deberán remitir lo que 

hubieren instruído a la Corte Suprema de Justicia, 

con sus respectivos informes, ordenandolo aSl 

mediante auto que al efecto proveerá, para que la 

Corte dirima el conflicto. 

sin embargo, si el requerido acepta los fundamentos del 

requirente, esto no obsta para que las partes promuevan ante 

este un nuevo conflicto de competencia por la Vla de la 

Declinatoria, es decir, que el conflicto al principio 

iniciado de oficio, puede terminar siendo dirimido por la 

solici tud de cualquiera de las partes al intervenir e'n el 

proceso. 

DECLINATORIA DE OFICIO. 

En t§rminos generales declinar es: 

conocimiento de un juicio o dejar de 

abstene.cse del 

concer ael misl110 

como incompetente para que lo haga el Juez considerado 
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competente, remitiendole al efecto todo lo actuado. 

Se aclara, que la Declinatoria Oficiosamente promovida, 

únicamente puede suscitarse cuando un Juez carece de 

competencia por razon del territorio; circunstancia regulada 

en otra seCClon . de nuestro Código, específicamente en el 

artículo 27 Pr. Pn.; no existiendo ninguna disposición que 

autori~e al juez a declinar de oficio por razón de la materia 

y la conexión, constituyendo un vacio en nuestra legislación 

procesal penal. 

Sin embargo, la práctica judicial ha obligado a los 

Tribunales a darle aplicación al arto 711 Pr.Pn., al remitirse 

al Código de Procedimientos Civiles, específicamente al arto 

1204, para resolver en estos casos, al no regularse la 

declinatoria de oficio. 

La anterior práctica, se notará en una de las sentencias 

incluídas en el apartado correspondiente a la jurisprudencia 

salvadoreña, donde en Segunda Instancia se discutió la 

competencia para conocer de un caso de la competencia de 

tránsito, por la apelación de la parte civil interviniente en 

el proceso; y la corte falló en aplicación a los arts. 14 

No.3, 16 y 711 Pr.Pn.; 51 No. 25 L.O.J. y 1204 Pr.C., al 

notar la forma en que uno de los tribunales en conflicto 
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había iniciado la promoclon del mismo 

Como punto concluyente, . adelantandose quiza a la 

inhibitoria y declinatoria promovidas a petición de parte, es 

necesario aclarar que el conflicto de competencia no surge 

mientras los tribunales intervinientes no nieguen o acepten 

su competencia , es decir, que las comunicaciones previas, 

implican los requisitos sine qua non para llegar al 

conflicto propiamente dicho, que surge en el momento procesal 

señalado. 

4.5.2. CONFLICTO POR INHIBITORIA.- ART. 33 Pr.Pn. 

(a Instancia de Partes) 

La promoción de los conflictos a petición de 

parte es otorgada a los siguientes sujetos 

procesales: 

a) La FiscaliaGeneralde la RepGblica, 

b) La Acusación Particular, 

c) La Defensa, y 

d) El Imputado. 

En virtud, de este modo de promover el conflicto, el 

solicitante excita al juez que no tiene el proceso para que 

éste, fundamentándose, se diri ja al que esta conociendo a 

efecto de que le remita lo actuado, declarándose incompetente. 
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Los primeros tres literales anteriores, otorgan el 

derecho por naturaleza a los sujetos ahí mencionados; pero 

donde no fué claro el legislador, es en el caso del imputado, 

ya que procesalmente no 

defienda por si mismo 

es parte 

art. 62 

en el 

inc. 

juicio; salvo que se 

2 Pro Pn.; creemos 

entonces que si el legislador no previó dicha situación, lo 

que debemos entender es que el imputado, se defienda por si 

mismo o no, esta facultado para promover el conflicto de 

competencia . en el juicio qu~ se le sigue. 

Ahora en lo que respecta al trami te de la Inhibi toria, se 

observan las siguientes cuestiones: 

al Ante la petición del 

libra o no el 

incompetente; todo 

interesado, el juez decidirá si 

oficio al juez considerado 

dentro de las cuarenta y ocho 

horas. Aquí el peticionario puede verse perjudicado 

si el juez decide no librar el oficio pedido, ya que 

la ley no franqueó nlngun recurso, ni salida procesal 

ante la negativa del juez, por lo que se debió 

regular algo al respecto como en el ~aso de las 

excepciones, al admitir la apelación de la 

denegatoria a las mismas; no obstante, si se deja 

transcurrir el término establecido en el numeral 

primero del artículo 33 Pro Pn.; puede optarse por el 
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Recurso Extraordinario de Queja por Retardación de 

justicia arte 563 y sigo Pr.Pn.; 

b) si se resuelve librar el oficio, el Juez requirente 
~ 

debe fundamentarse jurídicamente exponiendo los 

motivos en que basa su competencia; 

c) El requerido al recibir el oficio Inhibitorio, deberá 

en la siguiente audiencia resolver si acepta las 

razones del requirente o no. En la primera situación 

remi tirá todo lo actuado a aquel, irnplicando con ello 

la terminación de lo que pOdría llegar a ser un 

conflicto. Pero si se considera también competente, 

siempre dentro del término señalado, lo notificará 

aSl al requirente exponiendo también sus razones al 

efecto y excitándole que manifieste si aun persiste en 

su poslclonoiiginal; 

d) El requirente al recibir la contestación del 

requerido dentro de cuarenta y ocho horas resol verá 

si reconoce la competencia de este o si aun mantiene 

su posición original de competencia. En el primer 

caso dejará de conocer y le remitirá el juicio para 

que aquel continue con la tramitación del mismo 

poniendo a su orden al imputado en su caso. 
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Pero si aun persiste en su competencia, no aceptando 

las razones del requerido, surgirá el conflicto 

propiamente dicho y remitirá todo lo actuado a la 

Corte Suprema de Justicia; lo mismo deberá hacer el 

otro Juez, previa comunicación, para que el Tribunal 

Supremo decida quien debe conocer del proceso. 

4.5.3. CONFLICTO POR DECLINATORIA.- ART. 34 Pr.Pn. 

Esta forma de promoción del conflicto de 

competencia pueden ser solicitado por los mismos 

sujetos 

conflicto 

procesales que 

por Inhibitoria, 

encontrarán con las 

intervienen en el 

quienes además se 

mismas limitantes 

establecidas en el trámite de la anterior forma 

de promoción, ya que si el Juez, en determinado 

momento deniega la solicitud que lo promueve, la 

ley no a establecido ninguna salida ante tal 

resolución, por lo que consideramos que se debió 

regular al menos una acción de tipo impugnativa 

ante la declaratoria de Improcedencia de la 

solicitud, recomendando la salida jurídica que ya 

se establecio para la Inhibitoria. 
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En cuanto al trámite del conflicto declinatorio, se 

observan las reglas siguientes: 

a) Ante la solicitud del interesado el Juez Olra a la 

parte contraria por el término de veinticuatro horas, 

concluído dicho término - con o sin la opinión 

de la parte contraria, resol verá la procedencia o 

improcedencia de la solicitud; pues no debe retardarse 

el .juicio a espera de la opinión contraria; 

b) Si los argumentos e xpuestos por el peticionario son 

suficientes para establecer la incompetencia del 

Juez, este remitirá el juicio al otro considerado 

competente, para lo cual notificará y emplazará a las 

partes .para que esten a derecho ante el nuevo juez, 

poniendo a su orden al imputado en su caso y todo lo 

que se relaciorie con el juicio; 

c) No obstante, el juez a quien se remite la causa puede 

considerarse también incompetente, en este caso lo 

resolverá aSl y remitira el proceso inmediatamente, 

razonando su incompetencia, a la Corte Suprema de 

Justicia 

momento 

para que 

procesal 

dirima el conflicto. 

donde surge el 

competencia propiamente dicho. 

He aquí, 

conflicto 

el 

de 
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Es de hacer notar, que el conf licto por Inhibi toria, 

lleva necesariamente a la Corte Suprema de Justicia ha 

conocer en "COMPETENCIA POSITIVA"; pues ambos jueces se 

consideran competentes para conocer; y el conflicto por 

Declinatoria obliga a la Corte a dirimir en "COMPETENCIA 

NEGATIVA" ya que ninguno de los jueces se considera 

competente. 

La Cor~e, en todo caso, al conocer ya sea en competencia 

negativa o positiva, · debe observar cier~os postulados al 

efecto que le ayuden a proveer una resolución no solo apegada 

a derecho sino a la justicia; dentro del térmlno de 8 

días conforme al arto 1201 pr e ., fundamentandose en los 

criterios siguientes: 

a) La aplicación de la ley de la materia al caso 

concreto; 

b) Estudio de la causa, que puede llevar consigo la 

aplicación de la sana crítica en la valoración de las 

pruebas, que tengan relación sobre la competencia e 

incompetencia; y 

c) Estudio conciso de los motivos expuestos por el Juez 

para su declaratoria de competencia o incompetencia. 

Los anteriores criterios, tomados de algunas entrevistas 
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con exmagistrados de la Corte, también hizo de nuestro 

conocimiento, que en la práctica, no es la corte en pleno la 

que resuelve el conflicto, sino los magistrados de la sala de 

lo penal o de lo civil en su caso, y que posteriormente dicha 

resolución es sometida a la aprobación de la corte en pleno. 

5.4. REGLAS COMUNES O EFECTOS DE PROMOCION DEL CONFLICTO 

DE COMPETENCIA. 

Las llamadas REGLAS COMUNES del arto 35 Pr.Pn., no 

son más que los e fectos producidos en la promoción 

del conflicto de competencia, ya sea que se 

promuevan de oficio, o a petición de parte, tanto 

por Inhibitoria o 

ellos una mixtura, 

Declinatoria; encontrando en 

dependiendo de la forma en que 

hayan sido promovidos presentandose las situaciones 

siguientes: 

a) Si el conflicto es promovido a instancia de 

partes, producirá los siguientes efectos: 

1) No podrá abandonarse, ni recurrir se a otro 

modo de promoclon, ni emplearse 

simultánea o sucesivamente, es decir, que por 

el hecho de haber iniciado el conflicto, ya 

sea por materia, territorio o conexión, no 

puede abandonarse para emplear otra forma de 
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promoci6n, ya que se violentaria el principio 

de Economía Procesal; además no puede 

utilizarse al mismo tiempo la Declinatoria e 

Inhibitoria, ya que podría dar lugar a 

resoluciones controversiales entre ambos 

jueces o tribunales; y por último, tampoco 

puede por ejemplo iniciarse ante un juez por 

Inhibi tor ia y luego sucesivamente ante otro 

por Declinatoria, aclarando 16gicamente que 

así como la prohibici6n afecta a dos jueces o 

tribunales distintos también debe entenderse 

la misma ante un mismo juez; 

2) El conflicto promovido a Instancia de Parte 

durante la Instrucci6n, no suspenderá el 

trámite normal del proceso, ni tampoco seran 

nulos los actos practicados por el juez 

incompetente; implicado esto el surgimiento 

de un Incidente de solo Especial 

Pronunciamiento. 

3) Resuelto el conflicto por la Corte Suprema de 

Justicia y por el mismo principio de Economía 

Procesal y para evitar mayores dilaciones en 

el procedimiento, no se podrá plantear de 
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nuevo ante el mismo juez, ni en el mismo 

proceso; salvo que a este se le haya 

acumulado otro que por su natruraleza e 

independientemente dé lugar a la promoción de 

otro conflicto. 

4) El conflicto promovido a Instancia de Parte 

procederá unicamente 

Instrucción; excepto 

Inquirir ya que a 

en la etapa 

en el término 

nuestro -- criterio 

de 

de 

se 

violaria el derecho del imputado de ser 

puesto en libertad si al concluir dicho 

término no existiere mérito para su 

detención. 

b) La promoclon del conflicto de oficio, producirá 

los siguientes efectos: 

1) Resuelto el conflicto por la Co~te Suprema de 

Justicia, no podrá el juez que oficiosamente 

lo promovlo; iniciarlo nuevamente por las 

mi smas razones, salvo que éstas se basen en 

un proceso acumulado al anterior. 

2) Oficiosamente el conflicto puede promoverse 

en cualquier estado o grado del proceso, es 

decir, en primera o segunda instancia. 
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3) Si oficiosamente se promovieren en la etapa 

contradictoria, se suspenderan los 

procedimientos (en uno o ambos tribunales) 

hasta que el conflicto sea 

Corte Suprema de Justicia, 

Incidente de Previo 

dirimido por la 

dando lugar a un 

y Especial 

Pronunciamiento, siendo atentatoria cualquier 

resolución posterior a dicha suspensión 

debido a la perentoriedad de los términos 

art 556 # 3, .. Pr.Pn.¡ no obstante 

el juez o 

diligencia 

dilate la 

tribunal practicará cualquier 

absolutamente necesaria que no 

causa, ni produzca perjuicios 

irreparables a las partes, aunque estos se 

hayan ordenado antes de la suspención del 

proceso. 

Para concluir, argumentamos nuevamente que el "acápi te 

de reglas comunes" no es propio pa:rr.di apl .it~.arse alas d.istiñtas 

formas de promociónl sino que dentro del mismo artículo 35 

Pr.Pn., encontramos que unos se aplican a la forma oficiosa y 

otros a la dispositiva, y no en forma generalizada. 
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4.6. LEGISLACION COMPARADA REFERENTE A LOS CONFLICTOS DE 

COMPETENCIA. 

Se considera que lo mas avanzado de la legislación 

en materia de los conflictos de competencia esta 

contenido en el nuevo Código Procesal Penal 

para Iberoamérica y El Anteproyecto del 

Procesal Penal Guatemalteco. Por lo 

modelo 

Código 

que el 

conten ido del 

transcribir de 

presente acápite consiste en 

los mencionados documentos las 

disposiciones que regulan la competencia y los 

conflictos que sobre la misma se suci tan en los 

países que han adoptado dicho sistema, el equipo 

de investigación de la presente tesis realiza este 

esfuerzo ante .la perspectiva de la actualización 

del Derecho Procesal Salvadoreño. Por lo que a 

continuación se procede a citar las disposiciones 

pertinentes del modelo Iberoamericano y el proyecto 

guatemalteco; acompañados de las disposiciones 

análogas contenidas en 

adoptado. 

los países que las han 
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Código Procesal Penal, Modelo Iberamericano. 

""Art 8: La competencia penal de los tribunales es · 

improrrogable y se rige por las reglas de la 

organización judicial. 

Sin embargo la competencia territorial de un 

tribunal no podrá ser objetada, ni modificada de 

oficio una vez iniciado el deb~te; exceptGa 

aquellos casos reglados por una disposición 

constitucional que distribuya la competencia 

entre distintos tribunales". 

En la sentencia, el tribunal con competencia para 

juzgar hechos punibles mas graves no puede declararse 

inco~petente por que la causa pertenezca a un tribunal para 

juzgar hechos punibles más leves". 

DISPOSICIONES ANALOGAS 

Código Procesal Penal de la provincia de Córdova, 

Argentina, establecido en el arto 18. 

- Ley de Enjuiciamiento Criminal, Espafia, art.8 

- Código Procesal Penal, Costa Rica, art.13 

- Ordenanza Procesal Penal de la RepGblica Federal de 

Alemania., art .16 
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- Código Procesal Penal de Italia, 

art.34 

(año 1930-1955) 

- Anteproyecto del Código Procesal Penal para Guatemal~, 

art.29.27 

ANTEPROYECTO DEL CODIGO PROCESAL PENAL PARA GUATEMALA.-

ORGANIZACION JUDIC~AL.-

11 Art. 460. Co:npetencia penal de · la corte suprema dl2 

justicia. 

La corte suprema de justicia conocerá, en materia penal: 

1) El recurso de anulación contra las decisiones 

dictadas en causas en las gue corresponda la 

competencia originaria de la corte de apelación (art. 

461 inc. lo.); 

11) El recurso de revisión de aguellas sentencia en las 

gue hubiere sido competente para intervenir en el 

recurso de casación; 

111) La extradición de reos reclamados por paises 

extranjeros; 
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IV) El procedimiento especial de " " -averlguaclon o 

habeas corpus; 

V) Sobre la prolongación del plazo de privación de la 

libertad durante el procedimiento y sobre sus 

consecuencias; 

VI) Sobre la exclusión de un defensor y la revocación de 

esta decisión; 

VII) Los conflictos de competencia y sobre el 

apartamento de oficio o recusaclon de los 

magis"trados. 

La extradición de reos reclamados por países Extranjeros 

será tramitada conforme a las disposiciones de la Ley, 

tratados, o a falta de ellos, según la reglamentación que 

dicte la Corte Suprema encomendándose la instrucción del 

procedimiento y la ejecución de las decisiones si fuera 

necesario, a uno de los Magistrados que integre el Tribunal. 

En los demás " casos, la Cámara Penal conocerá los 

asuntos, según la reglamentación que dicte la Corte Suprema 

de Justicia". 

"Art. 461_ Corte de Apelación. Las Salas Penales de la 



105 

Corte de Apelaciones conocerán: 

1) En Primera Instancia, los Juicios en gue se impute 

algunos de estos Delitos: a) Delitos contra la 

Consti tución, b) Delitos contra los Presidentes de 

Organismos del Estado, c) Delitos contra el Orden 
\ 

Político Interno\ del 
I 

Estado, d) Fracazo de la 

Impugnación en los casos de revisión; 

11) El Recurso de Anulación; 

111) La Revisión de las sentencias en las gue hubiere 

sido competente para intervenir en el Recurso de 

anulación; 

_ IV) Sobre el apartamiento de oficio o recusación de los 

Jueces de Primera Instancia; 

V) La unificación de Condena o Penas, cuando 

corresponda; 

VI) En el procedimiento de liguidación de costas, de las 

causas de su propia competencia originaria. 

En el caso del Inciso Primero, la Sala Penal se 

integrará, además, con cuatro jueces, según la reglamentación 
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que dicte la Corte Suprema. 

El Presidente de la Sala correspondiente decidirá 

durante los actos preparatorios del juicio, precidirá el 

debate y la deliberación. Los Jueces de Primera Instancip. 

serán competentes para el 'control de la instrucción y para la 

realización del procedimiento intermedio, según las reglas 

comunes". 

"Art. 462. Tribunales P;enales de Primera Instancia . En 

cada Departamento 

Justicia nombrará 

de la República la Corte Suprema 

los jueces de Primera Instancia 

de 

de 

Instrucción y de sentencia necesarios para cumplir todas las 

labores que el Código Procesal Penal les asigne. 

Según la reglamentación que dicte, podrá dividir la 

competencia de los juzgados en Secciones Departamentales". 

"Art. 4 6 3 . Competencia de los Tribunales Penales de 

Primera Instancia. 

Dentro del ambito Territorial del departamento o seCClon 

correspondiente, los Juzgados Penales de Primera Instancia 

conocerán: 

1) El procedimiento Penal Común y en los Procedimientos 
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Penales especiales, conforme a lo dispuesto por este 

Código Procesal Penal, con excepclon de la 

competencia originaria de la Corte de Apelación y de~ 

Juicio de faltas; 

11) Las Solicitudes de auxilio Judicial de Otros 

Tribunales; 

111) La unificación de Condena o penas, cuando 

corresponda; 

IV) En el procedimiento de liquidación de las costas, de 

las causas de su propia competencia". 

"Art. 464. Extraterritorialidad de la Ley Penal. ~n los 

casos de extraterritorialidad de la Ley Penal la competencia 

se reglra por las reglas siguientes, sin perjuicio de la 

distribución que corresponda por la materia: 

1) Si se trata de un delito cometido en su totalidad en 

el extranjero, será competente el Tribunal del 

Departamento o Sección donde el imputado tenga su 

domicilio 

donde 

donde 

él 

se 

o residencia, el correspondiente al lugar 

hubiere sido aprendido, aquel del lugar 

hubiere tenido la primera . noticia del hecho o 

se hUBiere realizado el primer acto de 
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procedimiento, en ese orden de exclusión; 

11) si el delito se hubiere cometido en nave o a~ronave, 

sera competente el Tribunal correspondiente al 

primer puerto de arribo en territorio Guatemalteco; 

111) Si el delito se hubiere cometido solo en el 

Extranjero, será competente el Tribunal del lugar 

donde se hubiere realizado los actos delictivos 

dentro del Territorio Nacional, segun las Reglas 

Comunes. 

11 Art. 465. Organización. La Corte Suprema de Justicia 

reglamentará el funcionamiento, Organización, administración 

y Distribución de los Tribunales Penales de Primera 

Instancia. 

Los Jueces de Instrucción tendrán a su cargo las tareas 

de control del Procedimiento preparatorio y actuarán corno 

Tribunal del Procedimiento Intermedio, sin perjuicio de los 

casos excepcionales y de urgencia en los que el control de 

la instrucción puede ser delegada en los Jueces de Paz y 

comarcales, 

Suprema. 

segun la reglamentación que dicte la Corte 
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Los jueces de Sentencia cumplirán las funciones 

previstas en el juicio, integrando el Tribunal del debate 

junto con dos conjueces, sorteados para cada caso, según la 

reglamentación gu~ ,dicte la ~c:T_eSuprema de Justicia. 

Cuando el hecho objeto de la decisión sea punible con 

una pena cuyo mínimo alcance los cinco años de privación de 

libertad, cuando lo solicite el imputado, o cuando el 

Ministerio 'Público lo reguiera, fundando en : la gravedad y 

complejidad del asunto el Tribunal del procedimiento 

intermedio se integrará por el Juez de Instrucción junto con 

dos conjueces, segun la reglamentación gue dicte la Corte 

Suprema de Justicia. 

Salvo el caso previsto en el párrafo anterior, los 

Conjueces solo . -eJerceran su función desde el comienzo del 

Debate. Durante su preparación, decidirá el Juez de 

Sentencia". 

"Art. 4 68. Juzgado de Faltas. E-l Juicio por f al tas 

estará a cargo de los jueces de Paz, y comarcales, o de los 

Juzgados de Faltas, gue especialmente, organice la Corte 

Suprema. 

Sin perjuicio de las funciones previstas en el párrafo 
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anterior, los jueces de Paz y Comarcales colaborarán en el 

control de la instrucción, conforme a la reglamentación que 

dicte la Corte Suprema de Justicia". 

dos 

OTRAS DISPOSICIONES DEL CODIGO PROCESAL PENAL TIPO PARA 

IBEROAMERICA. 

"Art. 9. Prelación. Cuando a una persona se le imputare 

o mas delitos, 

distintos Tribunales, 

cuyos conocimientos corresponda a 

los procedimientos respectivos serán 

trami tados simultáneamente y se Sentenciará, en lo posible, 

sin entender a ningún orden de prelación, préstandose ambos 

Tribunales el auxilio Judicial debido, salvo que para ello se 

presentare inconvenientes de carácter práctico, especialmente 

los derivados de la Defensa en Juicio, en cuyo caso los 

procesos se tramitarán y se sentenciarán sucesivamente, con 

prelación para el Tribunal de mayor jerarquia, suspendiendose 

los demás procedimientos hasta que los inconvenientes 

desaparezcan o se dicten las sentencias. 

Entre los Tribunales de igual jerarquía cuando no sea 

posible la tramitación simultánea, tendrá prelación aquel que 

juzgue el delito mas grave, a igual gravedad, aquel que 

juzgue la causa cuya fecha de iniciación sea más antigüa". 
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DISPOSICIONES ANALOGAS 

- Código Procesal Penal para Guatemala, Art. ' 28. 

"Art. 11. Conexión. (Efectos). Cuando se trate de causas 

por delito de acción pública que fueren conexas, conocerá un 

único Tribunal, a saber: 

1) El que tenga competencia para juzgar delitos mas 

graves¡ 

11) En caso de competencia idéntica, aquel que juzgue la 

causa cuya fecha de iniciación sea más antigüa¡ 

111) En caso de conflicto, el que sea designado por la 

Corte Suprema de Justicia. 

Pese a intervenir un solo Tribunal, él podrá disponer la 

tramitación separada o conjunta, segun lo provoque con ello 

un grave retardo para alguna de las causas o según convenga a 

la naturaleza de ellas". 

DISPOSICIONES ANALOGAS 

- Código Procesal Penal de Cordoba Argentina, Art.38. 

- Ley de Enjuiciamiento Criminal España, Art.18. 
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- Ordenanza Procesal Penal de Alemania Federal, Art.5. 

- Anteproyecto del Código Procesal Penal para Guatemala, 

Art. 30. 

"Art. 12. Casos de Conexión. Habrá conexión: 

1) Cuando una misma persona se le impute dos o mas 

hechos punibles; 

Ir) Cuando los hecho's punibles hubieran sido cometidos 

simultáneamente por varias personas reunidas o 

aunque hubieran sido cometidos en distintos lugares 

o en tiempo, si hubiese mediado un propósito común o 

acuerdo previo; 

111) Cuando uno de los hechos punibles imputados hubiere 

sido cometido para perpetrar o facilitar la 

comisión de otro o procurar a un participe o a 

otros el provecho o la impunidad; 

IV) Cuando los hechos punibles imputados hubieran sido 

cometidos reciprocamente". 

DISPOSICIONES ANALOGAS 

- Código Procesal Penal de Cordoba, Argentina, Art.37. 
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- Código Procesal Penal Italia, Art. 45 y 13. 

- Ley de Enjuiciamiento Criminal Espa5a, Art. 17. 

- Código Procesal Penal de Costa Rica, arte 21. 

- Anteproyecto del Código Procesal Penal para Guatemala, 

Art. 31. 

CUESTIONES DE COMPETENCIA. 

"Art. ;1.4. Medios de Promoción. El Ministerio público y 

cualquiera de los intervinientes admitidos podrán promover 

una cuestión de competencia, bien por inhibitoria, ante aquel 

Tribunal al cual consideran competente o por declinatoria, 

ante aquel Tribunal que tramita el procedimiento y al cual 

consideran incompetente . 

. Sin perjuicio de la facultad del Tribunal de e xaminar de 

oficio su propia competencia quien utilice alguno de estos 

medios no podrá abandonarlo para recurrir al otro, ni 

emplearlos simultánea o sucesivamente. 

Al promover la cuestión, quien la propone deberá 

expresar, como requisito para que se admita la solicitud, que 

no ha utilizado el otro medio; si resultare lo contrario, 

aunque la cuestión se resuelva según su pedido o fuere 

abandonada, será condenado en costas". 
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DISPOSICIONES ANALOGAS 

- Anteproyecto del Código Procesal Penal para Guatemala, 

Art. 33. 

"Art. 15. Oportunidad. La cuestión de competencia 

Terri torial o las cuestiones fundadas en la conexión de 

causas solo podrán ser propuestas hasta antes de comenzada la 

audiencia del debate. 

Las demás cuestiones de competencia podrán ser 

propuestas en cualquier momento del procedimiento, salvo que 

se tratare de la competencia material y se pretendiere que el 

Tribunal competente para juzgar hechos Punibles más graves 

transfiera la causa a un Tribunal con competencia para juzgar 

hechos punibles más leves, caso en el cual regirá la regla 

del párrafo anterior". 

DISPOSICIONES ANALOGAS 

- Anteproyecto del Código Procesal Penal para Guatemala, 

Art. 34. 

"Art. 16. Trámite de la Declinatoria. La declinatoria se 

tramitará según lo previsto para las excepciones". 
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DISPOSICIONES ANALOGAS 

- Código Procesal Penal de Cordoba Argentina, Art ~ 44. 

- Código Procesal Penal de Costa Rica, Art. 26. 

- Anteproyecto del Código Procesal Penal para Guatemala, 

Art. 35. 

"Art. 236. Excepciones. Los intervinientes podrán 

oponerse al progreso de la Persecusión Penal o de la acción 

Civil por los siguientes motivos: 

I) Incompetencia". 

DISPOSICIONES ANALOGAS 

- Código Procesal Penal de Cordoba Argentina, Art.372. 

- Código Procesal Penal de Costa Rica, Art. 329. 

- Anteproyecto del Código Procesal Penal para Guatemala, 

Art. 255 . 

"Art. 237. Trámite. Durante el procedimiento 

preparatorio la petición se hará ante el Juez que estará 

conociendo o al tribunal competente según las oportunidades 

previstas en el procedimiento para lo cual se agregarán los 

elementos probatorios en que se fundamenta dandose aviso a 
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los demás interv·inientes, quienes cumpliran con la misma 

exigencia anterior. 

El rechazo de la Excepción no impedirá que sea deducida 

nuevamente durante el procedimiento intermedio". 

DISPOSICIONES ANALOGAS 

- Código Procesal Penal de Cordcba Argentina, Art. 375. 

- Código Procesal Penal de Costa Rica, Art. 330. 

- Anteproyecto del Código Procesal Penal para Guatemala, 

Art. 256. 

"Art. 238. Efectos. La cuestión previ sta en el Inciso 

Primero del Artículo 236, sera resuelta antes que otra cosa. 

Si se declara la incompetencia del Tribunal, de Oficio remitir 

a los Antecedentes al que se consideró competente, poniendo 

a su disposiciqn los detenidos que hubiere, sin perjuici~ de 

la realización de los , actos : urgentes, que no admite 

dilación. 

Si se reconoce la multiple persecusión Penal simultánea 

se deberá decidir cual es el único Tribunal competente y 

proceder conforme a los Artículos 17 y 21, según el caso. Si 

se tratare de cosa juzgada se archivará los Autos". 
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DISPOSICIONES ANALOGAS 

- Código Procesal Penal de Cordoba Argentina. Art. 378. 

Código Procesal Penal de Costa Rica, Art. 334 y 

siguientes. 

- Anteproyecto del Código Procesal Penal para Guatemala, 

Art. 257. 

"Art. 17. Trámite de la Inhibitoria. La solicitud de 

Inhibi toria:, se presentará por escrito. Con el escrito se 

agregará la prueba documental en poder de quien la propone o 

se indicará el lugar donde se haya y la oficina a la que debe 

ser requerida. En esa oportunidad, se ofrecerá también toda 

la prueba que pretende utilizar quien propone la inhibitoria. 

El Tribunal decidirá previo recibir S QilmazrÍl.ametra t e los 

medios de prueba que considere pert'inen'tes y útiles para 

resolver la cuestión y oir al Ministerio Público, a cuyo fin 

determinará el plazo de estudio. 

Si es aceptada, librará oficio Inhibitorio al Tribunal 

que corresponda, acompañado de todos los elementos de Juicio 

que justifiquen el reclamo de competencia. 

El Tribunal requerido, decidirá previa vista al 
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Ministerio Público y a los demás intervinientes admitidos en 

el Procedimiento. Si rechaza el reclamo, comunicará la 

resolución, sin demora, al Tribunal requerente". 

DISPOSICIONES ANALOGAS 

- Código Procesal Penal de Cordoba Argentina, Art. 43. 

- Anteproyecto del Código Procesal Penal para Guatemala, 

Art. 36. 

"Art. 18. Competencia. La Inhibitoria será decidida por 

el Tribunal, según las reglas de la Organización Judicial". 

DISPOSICIONES ANALOGAS 

- Anteproyecto del Código Procesal Penal para Guatemala, 

Art. 37. 

"Art. 19. Efectos. Las cuestiones de competencia no 

suspenderán el procedimiento preparatorio, ni afectarán a 

esos actos, sin perjuicio de su renovación o ampliación 

posterior, si se le considerare necesario. 

Durante el procedimiento intermedio tampoco suspenderán 

su trámite, pero si las desiciones finales; la declinatoria 
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planteada en este momento será decidida antes que las otras 

cuestiones. 

Cuando la cuestión de competencia fuere planteada 

durante el juicio, el trámite se suspenderá hasta que fuere 

resuelta, sin perjuicio de que se pueda ordenar una 

instrucción suplementaria". 

DISPOSICIONES ANALOGAS 

- Código Procesal Penal de Cordúba, Argentina, Art. 45 y 

46. 

- Código Procesal Penal de Costa Rica, Art. 27 y 28. 

- Anteproyecto del Código Procesal Penal para Guatemala, 

Art. 38. 

"Art. 20. Conflictos de Competencia. Si existiere entre 

varios Tribunales un conflicto sobre la competencia, la Corte 

Suprema de Justicia por decisión de uno solo de sus miembros, 

determinará el Tribunal · que debe intervenir". 

DISPOSICIONES ANALOG~ 

- Código Procesal Penal de Cordoba, Argentina, Art. 41 

- Ordenanza Procesal Penal de Alemania Federal, Art. 14. 
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C6digo Procesal Penal de Costa Rica, Art. 24. 

- Anteproyecto del C6digo Procesal Penal pqra Guatemala, 

Art. 39. 

"Art. 21. Incompetencia. Cuando se tratare de un delito 

de acci6n pública, firme la declaraci6n de incompetencia, el 

Tribunal remitirá de Oficio los Antecedentes al que se 

consider6 competente, poniendo a su disposici6n los detenidos 

que hubiere sin perjuicio de la realizaci6n de los actos 

urgentes, que no admitan dilaci6n. 

Análogamente se procederá en los delitos de acci6n 

privada, a solicitud del querellante". 

DISPOSICIONES ANALOGAS 

- C6digo Procesal Penal de Costa Rica, Art. 19. 

- Anteproyecto del C6digo Procesal Penal para Guatemala, 

Art. 40. 

COMENTARIO A LAS DISPOSICIONES ANTERIORES 

Las disposiciones citadas del c6digo tipo para 

Iberoamérica y del anteproyecto del c6digo Guatemalteco 

implementadas en otros paises Latinoamericanos, y de Europa, 
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demuestran un cambio radical en la legislación procesal penal 

tradicionalista. Sin embargo para llegar al nivel alcanzado 

por estas legislaciones ha sido necesario la_ reforma 

sustancial de la Constitución de la República, las Leyes que 

rigen el Organo Judicial y algunas disposiciones de los 

Códigos Procesales Penales de cada país. Lo anterior implica 

un avance Democrático y Legislativo al incluir nuevas 

insti tuciones en la Ley Procesal y aumentar el número de 

sujetos intervinientes en el proceso, no para dilatarlo, sino 

para lograr la pureza del mismo. Merece menc~ón especial el 

valor que tienen en estas legislaciones los hechos relatados 

por las victimas, introduciendo y dando un papel determinante 

a la victimología corno ciencia auxiliar del Derecho Procesal 

Penal. 

En todo caso, nuestro país aun se encuentra dando los 

primeros pasos en este nuevo sistema, aunque incipientes y 
, 

aisladas se estan tratando de implementar nuevas reformas 

propuestas; pero sí afirmarnos, debido a la incapacidad de los 

jueces que en la actualidad es casi imposible y antihistórico 

entrar de golpe en un nuevo sistema procesal que amerita un 

vasto análisis de estudio, para lograr así, la eficacia de 

las instituciones penales que los nuevos códigos 

establezcan. 



Tal como 'se dijo anteriormente, el sistema Mixto Moderno 

o Democrático, produce grandes transformaciones en la 

·legislaci6n de cada pals, especialmente r en aquellos que 

mantienen la estratificaci6n judicial tradicionalista, y la 

cual en El Salvador, actualmente la conforman la Primera 

Instancia, La Segunda Instancia, La Sala de lo Penal, y la 

Corte Suprema en Pleno, la legislaci6n moderna establece una 

nueva estratificaci6n dividiendola de la manera siguiente: 

a l Tribunales Penales de Primera Instancia, 

bl Corte de Apelaciones o Salas Penales, y 

cl Corte Suprema de Justicia. 

N6tese que prácticamente desaparece la Segunda Instancia 

y algunos Recursos ordinarios de la misma, como la Apelaci6n 

y la Consulta; dejando únicamente los Recursos de Anulaci6n y 

el de Revisi6n que seran resueltos por las Salas Penales. 

Otra de las sustanciales modificaciones, es la 

derogaci6n de la etapa de Instrucci6n y de la etapa Plenaria; 

es decir, que ya no tiene lugar en el proceso una etapa de 

Instrucci6n Inquisitiva y 

relativa Oralidad (Sistema 

una 

Mixto 

etapa contradictoria con 

Clásico l; sino que en la 

legislación moderna, el juicio en primera Instancia se divide 

en tres momentos o etapas, las cuales son: 

122 



123 

a) Procedimiento Preparatorio o Instrucción, que sirve 

para preparar la acción penal pública o acusación en 

su caso. 

b) Procedimiento Intermedio, que sirve para la 

aportación y valoración de pruebas; y la citación del 

imputado a juicio; y si se establece la existencia 

del delito, se pasa a la siguiente etapa y sino, 

tendrá lugar el sobreseimiento. 

c) El juicio Propiamente dicho, que implica la 

integración del Tribunal, y en una audiencia pública, 

se da la más expresiva manifestación de Oralidad, lo 

que conllevará al pronunciamiento de la sentencia. 

En caso de impugnación de esta sentencia las Salas 

Penales o la Sala Penal competente entablará practicamente 

un nuevo debate, como el del juicio de primera instancia, 

facili tando el conocimiento de la causa a los magistrados, 

quienes al presenciar la nueva audiencia podran fallar más 

acertadamente, distinto al poco conocimiento y al escaso 

estudio de la causa que por razones de todos conocidas se 

hace en la actualidad en las cámaras de segunda instancia. 

4.7. CONFLICTOS DE CARACTER INTERNACIONAL 

En materia de Derecho Internacional, los conflictos 

de jurisdicción se presentan cuando los jueces o 
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tribunales de distintos países se atribuyen la 

competencia para atender jurisdiccionalmente en 

determinado asunto. En lo interno lasolucion del 

conflicto se regula por el poder nacional; en 

cambio en materia internacional, los malos 

entendidos entre las soberanías complican estas 

cuestiones, pero el cauce mas apropiado de su 

solución se haya en los Tratados Multilaterales 

debidamente ratificados. (37) 

Los conflictos en materia internacional tienen lugar en 

el Derecho Internacional Público y en el Derecho 

Internacional Privado. 

En el primero, no hay conflictos como los que 

normalmente regulan las legislaciones nacionales o los 

tratados internacionales, sino que la disputa es entre 

Estados, cuya soberanía se ve lesionada por uno u otro, como 

por ejemplo: El caso de Honduras y El Salvador, cuya disputa 

territorial ha sido del conocimiento del Tribunal 

Internacional de Justicia de la Haya (Holanda). 

Generalmente éste Tribunal internacional dirime los 

conflictos entre los Estados, pero antes hay un tramite 

optativo llamado Arbitraje, que puede ser resuelto por el 

{. 37) Apuntes de Clase de la Materia Derecho 

s / a ys / f. 

Internacional 
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mismo tribunal o por una personalidad, como el Papa, un Rey o 

un jefe de Estado. 

En el segundo caso, es decir en el Derecho Internacional 

Privado, los conflictos se dan sobre la aplicación de la ' Ley, 

a meras relaciones de Derecho Privado. Sin embargo, el 

Derecho Internacional Privado no pretende entrometerse en la 

soberanía de cada Estado, sino que trata de armonizar y 

resolver los conflictos de leyes, estableciendo las adecuadas 

resoluciones de los mismos. En base d ellos, los conflictos 

internacinales se clasifican así:(38) 

a) Inter-Regionales o de espacio (dentro o fuera de la 

misma soberanía). Los que a su vez se subdividen en: 

1) Conflictos Inter-Provinciales, 

2) Conflictos Inter-Estatales y 

3) Conflictos Inter- Zonales. 

b) Inter-Personales (conflictos entre grupos y dentro de 

un mismo territorio). Que se subdividen en: 

1) Conflictos Coloniales y 

2) Conflictos Inter-Etnicos. 

(38) Ibid. 



En materia de Derecho Internacional 

conflictos Positivos reciben el nombre de LEX 

Privado, 

FORI, 
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los 

que 

consiste en que en la Ley de cada estado, según lo 

determine el Derecho Internacional Privado las cosas o 

conflictos se solucionan por la ley nacional. 

Los conflictos negativos se conocen con el nombre de: 

REENVIO, que consisten en la aplicación del Derecho 

Extranjero, remitido al Derecho Interno de otro pals para que 

resuelva el conflicto, . es decir, al país que ha contribuído a 

generar él conflicto. 

La peculiaridad del Reenvío, es que siempre termina en 

un circulo vicioso entre los dos jueces que se envian y 

reenvían el asunto, dandose la de nunca acabar para resolver 

el conflicto, por que no hay una norma universal para la 

calificación de la competencia. 
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ANALISIS EN LOS CASOS RELATIVOS A CONFLICTOS DE 

COMPETENCIA. 

El propósito del presente capítulo es el de presentar un 

conjunto de casos relevantes 

indicativa de la problemática 

competencia, ocurridos en la 

Jurisprudencia salvadoreña de 

gue denotan una muestra 

de los conflictos de 

práctica como en la 

la primera y segunda 

instancia. La 

del 

muestra 

ámbito 

casuística aguí presentada 

pL-oviene, constitucional y ' . de ·la ley 

secundaria; las reformas promulgadas en dicha m~terid y 

las consecuenc.ias gue esto ha generado. A continuación 

se exponen los casos: 

5.1. ANALISIS DEL CASO UNO. 

El Art. 182 de la Constitución vigente, en su 

numeral segundo, a repetido lo gue las 

constituciones de 1886, 1950 Y 1962 regulaban en 

cuanto a la facultad de la Corte de dirimir 

conflictos 

términos, 

es 

al 

decir, la 

establecer 

impropiedad 

gue la 

jurídica de 

Corte dirime 

"Competencias", mencionando además, lo referente al 

fuero y naturaleza de los Tribunales, lo cual ya 

criticarnos en su oportunidad. 
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5.2. ANALISIS DEL CASO DOS. 

La Ley Orgánica Judicial de 1984, que fué reformada 

en lo que respecta a la competencia territorial de 

los Tribunales de la República, ha derogado lo que 

se conocía corno DISTRITOS JUDICIALES, pues de la 

lectura de la reforma publicada el 20 de diciembre 

de 1990, se colige del Art. 3 de la misma, que los 

Tribunales estaran comprendidos segun el 

departamento a que pertenezcan¡ y ya no a Distritos 

Judiciales corno anteriormente estaban delimitados. 

(D.L. No. 641, D.O. 20/12/90). 

Por otra parte el Art. 6 inc. 40. Y 50. de la citada 

ley, reformada mediante Decreto No. 317, publicado el 23 de 

octubre de 1989, sustrajo de la competencia de las Cámaras de 

Segunda Instancia de lo Penal del Departamento de San 

Salvador, a los Tribunales Tutelares de Menores, en cuanto al 

único recurso que se permite interponer en esa materia, el 

cual es la Revisión de la sentencia, Art. 102 C. de M.¡ y en 

la actualidad las resoluciones de los Tribunales especiales 

de menores, al ser impugnadas iran a conocimiento de las 

Camaras de lo Civil. 

Lo anterior, a nuestro criterio, a lesionado la 

competencia por razon de la materia procesal penal, ya que 
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las cámaras de lo civil caeran en el absurdo al conocer de 

un asunto relativo a un menor, que ha cometido tal o cual 

deli to, y que por su edad no responde penalmente, pero Sl 

está sujeto a sanciones preventivas por el delito cometido. 

El arto 82, No, 60. C. de M., establece que una de las 

medidas que pueden ordenar el Juez de Menores es la 

colocación del menor en un centro de readaptación, es decir, 

lo que en la practica se lleva a cabo en" los Centros Penales 

de Readaptación, art. 9 OC. de M.; Y si en la sentencia 

definitiva el Juez ordena su colocación en cualquier centro 

penal, y se interpone recurso de revisión de la misma, será 

la Cámara de lo civil la que decidirá sobre la procedencia o 

no de la medida tomada. 

A continuación transcribiremos una sentencia pronunciada 

por la Cámara Segunda de lo Penal de la Primera Sección del 

Centro, el 18 de abril de 1985; donde ese Tribunal conociendo 

en revisión de la sentencia definitiva contra el menor Carlos 

Alberto Gutiérrez por el delito de Hurto calificado, dijo: 

"""CAMARA SEGUNDA DE LO PENAL DE LA PRIMERA SECCION DEL 

CENTRO: San Salvador, a las doce horas del día dieciocho de 

abril de mil novecientos ochenta y cinco.-------------

--------------El presente expediente se conoce en esta 
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Instancia por haber interpuesto recurso de revisión el 

procurador de menores adscrito al Tribunal, que pronunció 

resol ución, que dispuso el internamiento del menor CA'RLOS 

ALBERTO GUTIERREZ o CARLOS ALBERTO GUTIERREZ MORALES, a la 

fecha de la sentencia con una edad de dieciseis afios.­

----------- En las diligencias instruídas por el Juez a quo, 

se han practicado los respectivos estudios referentes a la 

personalidad familiar, social, educacional y económica del 

menor, objeto de la medida, dictámenes que fueron rendidos 

por t§cnicos en la materia y agregados a fs. 58 a 60 y de fs 

62 a 64, estos dict.c:amenes como muy bien lo puntualiza el juez a 

quo no son uniformes, sino contradictorios, pues en el 

primero no se recomienda el reintegro del menor al hogar, ni 

al centro especial de readaptación del mismo, situación que 

Sl se recomienda por el psicólogo a fs. 64, en tal situación 

este Tribunal, no se encuentra en la situación sefialada en la 

parte final del inciso segundo del artículo 104 del código de 

Menores, todo lo contrario y para resolver el recurso puede 

basarse en sus propias convicciones y desde luego, en el 

código de Menores que regula el presente caso,-------­

--------En las diligencias vistas en revisión, este Tribunal 

considera: que el menor CARLOS ALBERTO GUTIERREZ o GUTIERREZ 

MORALES, constituye un estado de peligro o riezgo para su 

propia persona, familia y por ende para la sociedad y medio 

en que se desenvuelve . , el delito de HURTO CALIFICADO, que 
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motivó su inicial reclusión lo sitúa en la causal No.S 

del Art. 99 del Código de Menores; su conducta y prueba de 

confesión judicial que obran en el proceso, no lo hacen 

proclive en un criterio futuristas a cometer delitos contra 

la propiedad, sino que realmente ya es una amenaza para 

atentar contra la propiedad privada, basta consignar que el 

ofendido RICARDO ALAS RIVAS, fué ofendido por dos veces en la 

segur idad de su hogar por acciones delictivas del menor; 

además y aunque no se investigó a fs.17 declaró como ofendido 

el se50r CARLOS ALBERTO ALVARENGA DIAZ, contra el mismo 

menor, imputandole el asalto y robo de DOSCIENTOS COLONES, 

para lo cual y en compa5ía de otro individuo apodado MOTANGA, 

la golpearon salvajemente,----------------------------

Por otra parte y del informe agregado a fs.S6 

aparece que otro menor recl uído de nombre MANUEL DE JESUS 

VEGA . MEJIA, informó que el menor GUTIERREZ intentó violarlo, 

situación que también le coloca en la causal 40. del Art. 99 

del Código de menores, osea, atentar o ser proclive a la 

integridad física y moral del menor denunciante. Por otra 

parte, la relación familiar, social, de guarda y orientación 

de la madre del ·mismo y por ende su representante legal 

se50ra ROSA MIRIAM GUTIERREZ, refleja un claro abandono de 

ésta al menor GUTIERREZ, motivado posiblemente por las 

siguientes razones: a) comodidad de trasladar el cuido, 

guarda y mantención del menor a la Bisabuela del mismo, o sea 
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a la anciana ELENA GUTIERREZ MORALES de noventa y dos años de 

edad, cuya lógica consecuencia será el no cuido ni poder de 

correCClon sobre el menor; b) asumir la guarda del menor 

proclive a cometer más delitos contra la propiedad o personas 

así mismo llevar la intranquilidad al hogar que forma con su 

compañera de vida o cónyuge y sus menores hijas, de quien 

serla un vivo mal ejemplo; c) aunque los ingresos del negocio 

de la Madre serían suficientes para mantener aún modestamente 

al menor, la inclusión de éste, actualmente dedicado a la 

vagancia, en el grupo familiar, acarrearía desajustes, que 

repercutirían en la expulsión o abandono voluntario del menor 

del hogar materno,------------------------------------

Todas las anteriores consideraciones llevan a este Tribunal, 

de conformidad al Art. 104 Inc. 20. del Código de Menores, a 

modificar la resolución pronunciada por el Juez a quo, quien 

había dictado completar un año de reclusión al menor, en el 

Centro Penal La Esperanza, reclusión que vencería el día 

nueve de octubre del corriente año, medida que este tribunal 

considera insuficiente, porque no se completaría un proceso 

de su readaptación; por tal razón se modifica en el sentido 

de que su reclusión en dicho centro debe ' ser de dos años a 

partir de la fecha fijada por el juez a quo, desde luego 

observando se las restricciones señalada en el Art. 101 del 

código de menores, debiéndose readaptar durante ese tiempo de 

reclusión y en la forma que establece la ley del menor CARLOS 
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ALBERTO GUTIERREZ o GUTIERREZ MORALES,----------------

POR TANTO: conforme a las razones expuestas, disposiciones 

legales citadas y aplicando los articulos 547 y 548 Pr.Pn., a 

nombre de la República de el Salvador, DIJERON: a) confirmase 

la sentencia recurrida, debiendo ésta modificarse en el 

sentido de que el pla'zo de reclusión que deberá guardar el 

menor CARLOS ALBERTO GUTIERREZ o GUTIERREZ MORALES, sera el 

de DOS ANOS a partir del nueve de octubre del año próximo 

pasado, t :í.PffipO qtl'? ' deberá ggardar , en el lugar en , c.J\J€_ ast:l.l~1,r.1e¡:r\:e se 

encuentra, debido a que ccmc se consigna en la resolución 

revisada, los centros de reclusión para menores al tener 

politica de puertas abiertas posibilitarian su fuga y no se 

conseguiria el fin principal de ésta medida, la cual no es el 

castigo, sino la readaptación y encausamiento legitimo, 

honrado y honesto del menor al seno de su familia y por ende 

de la sociedad; b) con la certificación de ley , vuelve el 

expediente al tribunal de origen.-""" 

~O SOBRE EL CAED IX)S. 

De acuerdo a la anterior sentencia, la Cámara de lo 

Penal modificó la medida tomada aumentando el internamiento 

del menor, situación que la camara de lo civil no podria 

realizar, pues el fundamento del fallo del Juez inferior fué 

la secuela de delitos cometidos, aspectos lógicamente del 

orden penal y no civil. Siendo desatinada la reforma del 

Art.6 L.O.J., en relación con el Art. 67 No. lo. del código 

de menores.-
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Por lo tanto debe reformarse nuevamente la .citada 

disposición en el sentido de aclarar situaciones como la 

presente y otros casos de naturaleza civil, como las Tutelas, 

cur~durias, etc., de los menores, Art. 114 código de Menores, 

separando las atribuciones de las cámaras, segun la 

naturaleza del hecho investigado y llevando al conocimiento 

del Juez de Menores. 

Además, debe aclararse Sl se ha derogado tácitamente la 

disposición que faculta a la cámara de lo penal para conocer 

del asunto, Art. 126 C. de M., siendo esta una Ley especial 

que priva sobre la secundaria, es decir, que aun está vigente 

la competencia de la cámara de lo penal, por ser el código de 

menores la ley especial que priva sobre la Ley Orgánica 

Judicial.-

5.3. ANALISIS DEL CASO NUMERO TRES' 

c) La Ley Procesal Penal aplicable bajo el régimen de 

excepción, publicada en el Diario Oficial # 216 Tomo 305 del 

22 de noviembre de 1989, en el capítulo segundo, de la 

~jurisdicción y competencia~decía: 

"Art.6 Los Tribunales militares especiales, con 
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jurisdicción para aplicar la ley, son: 

1) Los juzgados_ de Primera Instancia de lo Militar, 

2) Las Cámaras de lo Penal de la Primera Sección del 

centro, la cámara de lo Penal de Occidente y la 

Cámara de lo Penal de la Primera sección de Oriente; 

3) La Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia. 

Los juzgados de Primera Instancia de lo Militar con 

sede en san Salvador, conoceran a prevención de - los 

delitos cometidos en todo el territorio de la 

República. 

La Cámara Primera de lo Penal de la Primera Sección 

del Centro conocera en Segunda Instancia de los 

procesos tramitados en los Juzgados Segundo y Tercero 

de Primera Instancia de lo Militar; y la Cámara 

Segunda de lo Penal de la Primera Sección del Centro, 

de los tramitados por el Juzgado Primero de Primera 

Instancia Militar. 

La Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia 

conocerá en Casación". 

Nótese que en el Inciso tercero del mencionado artículo, 



inobservando el Principio de Jerarquía de los Tribunales, 

divide la competencia de las cámaras de San Salvador, 

dependiendo del juzgado que se trate; pero · debió hacerlo 

tornando en cuenta que la Cámara Primera precede a la Segunda, 

por lo que aquella debía conocer del Juzgado Primero de 

Primera Instancia de lo Militar; y la otra de los restantes 

tribunales. Corno dijimos antes, esta ley entró en vigencia el 

primero de diciembre de 1989 según el artículo 59 de la 

misma, pero con fecha doce de septiembre de 1989, se publicó 

el decreto 316 que contenía reformas a la Ley Orgánica 

Judicial, que entraron en vigencia el primero de noviembre de 

1989, segun lo ordenó el decreto número 338 

publicado el 29 de septiembre de 1989. El arto lo. de la 

citada reforma decía: 

" " " Ar t . 1 • - EN el Distrito Judicial de San Salvador, 

decláranse convertidos, desde el día prlmero de octubre de 

mil novecientos ochenta y nueve, el juzgado Quinto de lo 

civil en Juzgado Tercero de lo Mercantil: El Juzgado Sexto de 

lo Civil en Juzgado Cuarto de lo Mercantil; el juzgado 

Primero de Primera Instancia Militar en Juzgado de Primera 

Instancia Militar; el Juzgado Segundo de Primera Instancia 

Militar, en Juzgado Octavo de lo Penal; y el Juzgado Tercero 

de Primera Instancia Militar, en Juzgado Cuarto de 

Tránsito ... """" 
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De acuerdo a lo anterior, la Ley Especial gue regulaba 

el régimen de excepción nació a la vida jurídica con un error 

evidente; el cual era atribuir competencia a Tribunales gue 

ya no existían, pues el Juzgado Segundo de Primera Instancia 

Militar se convirtió en el Octavo de lo Penal; y el Tercero 

de Primera Instancia Militar en Cuarto de Tránsito. 

Esta deficiencia se trato de solventar mediante el 

Decreto 407 publicado en el Diario Oficial del 20 de 

diciembre de 1989, gue en su artículo primero decíct: 

"'"'Art. lo.-Tendrán competencia en materia Militar 

especial mientras dure el Régimen de Excepción contemplado en 

el Decreto Ejecutivo numero treinta y uno de fecha 12 de 

noviembre del corriente año, publicado en el Diario Oficial 

número 209 Tomo 205 del 13 de noviembre de 1989; y el Decreto 

legislativo número 406 del ocho de diciembre del corriente 

año, y sus prórrogas, los juzgados Octavo de lo Penal y 

Cuarto de Tránsito con asiento en esta ciudad.-"" 11 

La falta de 

anteriormente citadas, 

adecuación en las disposiciones 

creó incertidumbre en loi aplicadores 

de la ley; tanto así, gue el Juez de Primera Instancia Militar 

en el caso conocido como 11 LA MASACRE DE LA ZONA ROSA 11 , 

cometido el 19 de junio de 1985; cuando se interpuso el 

recurso de apelación de auto de sobreseimiento definitivo en este 
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proceso; primero emplazó a las partes, a la Corte Marcial 

Ordinaria, posteriormente cambio el auto de admisión del 

recurso y emplazó a las partes a la Cámara Segunda de lo 

Penal de San Salvador, ya gue la Corte Marcial no estaba 

integrada; pero en definitiva, los autos no fueron remitidos 

a la Cámara Segunda, sino a la Primera de lo Penal. 

Este Tribunal, consideró gue no era competente para 

conocer del · asunto y resolvió: 

"""Sobre el particular, este Tribunal considera los 

siguiente: de conformidad al Decreto Legislativo Número 317 

de fecha 31 de agosto de 1989 publicado en el Diario Oficial 

del 23 de octubre del citado año, que reforma el art.6 de la 

ley Orgánica Judicial, compete 

Pena~ de la Primera Sección 

a la Cámara Segunda de lo 

del Centro; conocer de los 

asuntos tramitados por el Juzgado de Primera Instancia 

Militar; en consecuencia DECLARASE INCOMPETENTE este Tribunal 

para conocer y remítanse los autos a la referida 

Cámara."""""(Resolución de las doce horas del 29 de enero de 

1991) .-

Por su lado la Cámara Segunda, argumentó sobre su 

competencia lo siguiente: 
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"""De conformidad con el art.6 inc, 40 . de la Ley 

Orgánica Judicial; y art.6 inc. 30. Ley Procesal Penal 

Aplicable bajo el Régimen de excepción; el Tribunal 

competente para conocer en Segunda Instancia de los asuntos 

trami tados por el Juez de Primera Instancia Militar ., :;lJ8sulta 

ser esta Cámara, en tal sentido se r esuelve: DECLARASE 

COMPETENTE ESTE TRIBUNAL para conocer en la referida causa.­

---------~------Continúese con el trámite que prescriben los 

arts. 521 Y siguientes Pr. Pn. -"" (Resolución de las diez 

horas del 30 de enero de 1991). 

La razón por la que en esta oportunidad es la Cámara la 

que esta conociendo en Segunda Instancia bajo el régimen de 

e xcepción, es porque así lo autorizó el artículo seis del 

Decreto Legislativo No. 376 publicado el 22 de noviembre de 

1989; pero antes de la vigencia de este decreto se aplicó el 

Decreto 618, que era copia fiel del Decreto 50, el cual 

entro en vigencia en febrero de 1984, Y que en su arto 2 

establecía como tribunales jurisdiccionales competentes los 

Juzgados Mili tares de Instrucción, los Juzgados de Primera 

Instancia Militar, las Cortes Marciales y la Comandancia 

General de la Fuerza Armada. r 
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En tal sentido es de hacer notar gue en este sonado 

caso, en su principio conocieron de acuerdo al Decreto 50: 

los siguientes Tribunales. 

a) El Juez de Primera Instancia Militar, gUlen en 1987 

sobre~eyó definitivamente a favor de los imputados, en 

aplicación de la ley de Amnistía para el logro de la 

Reconciliación Nacional, publicada · en el Diario Oficial No. 

199 del 28 de octubre de 1987. Resolución gue fué impugnada 

por el Fiscal adscrito al Juzgado militar. 

b) Sin poner en libertad a los imputados conforme al 

Art. 34 del Decreto 50, se remitió el proceso en apelación a 

la Corte Marcial Ordinaria de conformidad al mismo decreto en 

su Art. 7, Tribunal gue confirmó lo resuelto por el Juez de 

Primera Instancia Militar. 

c) La Corte Marcial confirmó tal resolución. remitiendo 

en consulta la causa ante la Comandancia General de la Fuerza 

Armada, de conformidad al Art. 286 del Código de Justicia 

Militar y 38 del Decreto 50, Tribunal donde se revocaron las 

resoluciones de las dos Instancias anteriores, argumentando 

gue no se aplicaba la ley de Amnistía. en este caso; en vista 
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de que no solamente fueron asesinados ciudadanos Nacionales, 

sino también de otras nacionalidades (Chilenos, 

Estadounidenses y Guatemaltecos); algunos de ellos 

Internacionalmente protegidos por estar adscritos a 

representaciones diplomáticas acreditadas en el pals; de 

acuerdo a "La Convención para prevenir y sancionar los Actos 

de Terrorismo configurados en delitos contra las personas y 

la Extorsión Conexa cuanto estos tengan trascendencia 

Internacional, y a la Convención sobre la prevención y el 

Castigo de Delitos contra personas internacionalmente 

protegidas inclusive los Agentes Diplomáticos, publicadas el 

24 de agosto de 1972 y el 2 de junio de 1980 

respectivamente; ambas ratificadas por el Organo Legislativo 

conforme al Art. 144 de la Constitución de la República de El 

Salvador, siendo en consecuencia leyes de la República.-

Estas fueron las argumentaciones de la Comandancia 

General de la Fuerza Armada; dirigida por el Presidente de la 

República en aquella época, Ingeniero JOSE NAPOLEON DUARTE, 

para quitarle el carácter de delitos Políticos y afirmar que 

eran simples delitos comunes, obviamente por moti vos 

políticos y de compromisos con la Administración Norte­

americana, para negar de esa forma la libertad de los 

procesados, al excluirlos del beneficio de la Amnistía, 

criterios que han sido aceptados por los Tribunales 

judiciales que- han conocido del juicio.-
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En la actualidad, a partir de la vigencia del Decreto 

376 desde 1989 los Tribunales competentes para conocer de 

este caso han sido: 

a) Juzgado en Primera Instancia Militar. 

b) Cámaras de Segunda Instancia de lo Penal. 

c) La Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia. 

Observese la bifurcación que han tenido las leyes 

ESPECIALES aplicables bajo . el . reglmen de excepción, 

especialmente cuando este último decreto sustrajo de la 

aplicación de las anteriores leyes especiales, el caso 

cuestionado (Art. SS del Decreto 376) en lo atinente a las 

cortes marciales y la comandancia general de la fuerza 

armada; ya que hoy son competentes las Cámaras de lo Penal y 

la Sala de lo Penal.-Esto creemos se debe: a) El carácter de 

Tribunales permanentes que tienen las Cámaras de Segunda 

Instancia y la sala de lo Penal, en relación con la categoría 

de Tribunales transitorios que ejercen alguno~ Tribunales 

Militares. 

Justicia, 

b) Se 

cuando 

persigue una 

los juzgadores 

mejor aplicación 

sean miembros del 

de la 

Organo 

Judicial, pues los miembros de las Cortes Harciales estan 

compuestas por S miembros, 3 de los cuales son Jefes y los 
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restantes oficiales, Art. 204 C.J.M.¡ además por la 

calidad de las personas involucradas en el delito, estas 

tienden a tener desventajas superiores a las gue se tienen 

en el Organo 

polí ticos y 

Juo; cial , para ser juzgado por- . del i tos 

adem~.s la razón mas importante es el 

cumplimiento del Art. 172 de la Constitución vigente, en la 

parte que dice: 

"""Art. 172.- Corresponde exclusivamente a estes Organo 

la potestad de juzgar y -hacer ejecutar lo juzgado en 

materias ¡ constitucional, Civil, Penal, Mercantil, Laboral, 

etc ... """ 

En conclusión, los Tribunales competentes para conocer 

en casos como el presente deben ser los Juzgados de lo común 

fundqmentados en las leyes comunes y no militares especiales 

aplicables bajo el Régimen de excepción, pues atentan contra 

los derechos humanos y procesales de los imputados. 

COMPLEMENTO DEL CASO NUMERO TRES. 

Las primeras diligencias de instrucción se llevaron a 

cabo por el Juez 

al Juez Sexto 

Sexto de Paz, remitiendolas posteriormente 

de lo Penal.- Tribunal gue se declaró 

incompetente debido a la vigencia del regimen de excepción, 



remitiendo 

Instrucción 

lo actuado 

Militar, Art. 

al 

30 

coordinador 

Cn.; D. L. 

de 

No. 

144 

juzgados de 

10 de fecha 

veintiuno de octubre de mil novecientos ochenta y cinco 

publicado el veintidos de octubre de mil novecientos ochenta 

y cinco.-

El Tribunal que siguio conociendo fué el Juzgado Segundo 

Militar de Instrucción el veintiuno de junio de mil 

novecientos ochenta y cinco, Tribunal donde se rindieron las 

declaraciones judiciales de los reos, ya que las 

extrajudiciales se rindieron en la Guardia Nacional. 

El proceso fué remitido al Juzgado Primero de Primera 

Instancia Militar el veintiuno de enero de mil novenientos 

ochenta y seis, donde se pronunció sobreseimiento definitivo 

por Amnistía el doce de noviembre de mil novecientos ochenta 

y siete, por ser delitos políticos conexos con el delito 

común de Hurto Calificado en el vehículo que los transportó 

al lugar de los hechos. 

Se interpuso apelación del auto mencionado el diecinueve 

de noviembre de mil novecientos ochenta y siete, confirmado 

por , la ,corte Marcial ordinaria el veintidos de enero de mil 

novencientos ochenta y ocho; pero conociendo en consulta la 

Comandancia General de la Fuerza Armada revocó la resolución 
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el veintiuno de febrero de mil novecientos ochenta y ocho; en 

aplicación al convenio para prevenir los actos de terrorismo 

configurados en delitos contra las personas _ y otras 

cuestiones conexas con trasendencia internacional y la 

convención sobre prevención y el castigo de delitos contra 

personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes 

diplomáticos. 

Ratificadas las anteriores, por la Asamblea Legislativa 

y publicadas en .el Diario Oficial el veinticuatro de agosto_ 

de mil novecientos setenta y dos y dos de junio de mil 

novecientos ochenta; siendo en conclusión los delitos 

cometidos comunes y no políticos, según se resolvió. 

El dieciseis de julio de mil novecientos ochenta y ocho 

fué consignado al juzgado 50 de lo penal el imputado JUAN 

ANTONIO LUCERO MORALES, a quien se le imputaba la 

participación juntamente, con JUAN MIGUEL GARCIA MELENDEZ, 

JOSE ABRAHAM DIMAS AGUILAR y WILLIAN CELIO RIVAS BOLA~OS, por 

los delitos de Homicidio y Asociaciones Subversivas; el 

primer delito cometido en perjuicio de Marines 

Norteamericanos y otras personas, hecho sucedido en el lugar 

conocido como "LA ZONA ROSA" Y notando el referido juez que 

en el Juzgado de Primera Instancia Militar se instruía 

proceso contra los otros imputados, remitió lo actuado en el 



146 

juicio de Lucero Morales, al Juzgado Militar para efectos de 

Acumulación. Recibido el juicio por el Juzgado de lo Militar, 

omi tiendo la Acumulación, el diez de julio del mismo ano 

sobresee Definitivamente al imputado Lucero Morales de 

acuerdo al art.5 de la Ley de Amnistía para el logro de la 

reconciliación nacional, calificándose los delitos como Actos 

de Terrorismo y Asociaciones subversivas. De dicha resolución 

se alzo el fiscal militar permanente adscrito al tribunal 

Mili tar , por lo que se empla zo a las partes a la Corte 

Marcial Ordinaria, tribunal donde se remitieron los autos 

para conocer de la Apelación interpuesto siendo devuel to el 

juicio el veintinueve de julio de mil novecientos ochenta y 

nueve por no haber Corte Marcial que conociera del "caso al no 

haber magistrados nombrados en ella.-

Estando pendiente la resolución del recurso de Apelación 

el Juez de lo militar por resolución de las doce horas y 

treinta minutos del veintisiete de octubre de mil novecientos 

ochenta y nueve, en una resolución a todas luces Atentatoria 

e ilegal se declaró incompetente por razón de la Materia para 

seguir conociendo, al haber expirado la vigencia del decreto 618 

el treinta y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y 

Ocho Y no haber Ley especial de Procedimientos para aplicar 

en el caso; ignorando el 

materia nuestro Código 

Declinatoria Oficiosa. y 

referido 

Procesal 

que el 

juez que por razón de la 

Penal no regula la 

mismo decreto 61 8 le 
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facul taba para seguir conociendo; remi tiendo los autos al 

Juzgado quinto de lo penal. 

Lo anterior no significa la existencia nl la iniciaci6n 

de un conflicto de competencia, pues como ya dijimos la ley 

Procesal Penal no regula estos casos; sin embargo, el Juez 

quinto de lo Penal por auto de las nueve horas y quince 

minutos del veintiocho de noviembre de mil novencientos 

ochenta y nueve, resolvi6 que al haberse admitido el recurso 

de Apelaci6n del Sobreseimiento a favor de Lucero Morales por 

el Ju ~gado Militar, ~l carecia de competencia y asi lo 

declar6, remitiendo los autos a la Corte Suprema de Justicia, 

para que esta determinara que tribunal debia conocer en 

Apelaci6n del sobreseimiento mencionado, desconociendo el 

trámi te de los conflictos de competencia y continuando con 

las resoluciones a tentator ias al juicio. art. 521 inc. 20. 

Pr.Pn. 

Con todo y los errores procesales cometidos, la Corte 

Suprema de Justicia dirime en competencia negativa el trece 

de junio de mil novecientos noventa, aplicando los mismos 

tratados internacionales que se aplicaron en la causa contra 

los restantes imputados y por 

Relaciones Exteriores a la 

un informe del Ministerio de 

Corte Suprema de Justicia, 

concluye que los ofendidos son personas internacionalmente 

protegidas y orden6 la Acumulaci6n de la causa contra Lucero 
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Morales a la que se instruye en el juzgado primero de 

instancia de lo militar contra los restantes imputados, 

ordenando además la tramitación que ordena el Decreto ~O que 

suspendía las garantías constitucionales vigente al tiempo de 

la comisión del delito atribuído a los reos mencionados, en 

relación con el arto 15 del Código Penal, debiendo conocer en 

Apelación en los dos procesos ha acumular la Corte Marcial 

respectiva. En conclusión se declaró competente , al juez de 

Primera Instancia Militar para seguir conociendo del asunto. 

Corno ya dijimos esta resolución se dió el 13 de junio de 

mil novecientos noventa y el Decreto 376 que también 

suspendio las garantías Constitucionales había entrado en 

vigencia el primero de diciembre de mil novecientos ochenta y 

nueve y en su arto 55 este decreto decía: 

"Art. 5 5 Los procesos pendientes 

Militares especiales establecidos 

procedimientos penales aplicables 

ante los tribunales 

por 

al 

la ley 

suspenderse 

de 

las 

garantías constitucionales, se continuaran tramitando de 

conformidad con las disposiciones de la presente ley y por 

los tribunales a que ésta se refiere". 

Entonces, de acuerdo a la anterior disposición la 

sentencia de la Corte Suprema de Justicia al atribuir 
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competencia a la Corte Marcial fué errada, pues el proceso 

nunca se inició en base a la citada ley ni en el juzgado 

militar. Sin embargo por resolución de la Sala de · lo 

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de las Once 

horas y quince minutos del trece de mayo de mil novecientos 

noventa y uno, dicha sala conociendo en Exhibición Personal, 

recomendó entre otras cosas la acumulación de los procesos 

mencionados, y ordenó como correCClon a la sentencia del 

conflicto 

apelación 

anteriormente pronunciada, que del 

la Cámara 

recurso de 

interpuesto debia conocer 

respectiva; modificando lo · resuelto 

de lo 

en relación 

penal 

a la 

competencia . susci tada, concluyendo en que había fundamento 

legal para la detención del favorecido. Aún la Sala de lo 

Consti tucional se e x cedio en sus funciones, pues ella no 

podía modificar la resolución sobre el conflicto que se había 

suscitado con anterioridad, sino resolver unicamente si había 

o no fundamento legal para la detención del favorecido en 

atención al arto 72 de la Ley de Procedimientos 

Consti tucionales, pues el acto reclamado era de naturaleza 

constitucional y no procedimental. 

Finalmente el tribunal 

fué el juzgado militar y 

segunda de lo Penal de la 

que siguió tramitando el juicio 

en segunda instancia, la Cámara 

primera sección del centro, no 

pudiendose verificar la Acumulación de los Procesos, pues en 
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el Primero ya se había sentenciado definitivamente en forma 

condenatoria, y en el segundo proceso, o sea en el juicio 

Apelación el contra Lucero Morales, apenas estaba en 

Sobreseimiento Definitivo. 

5.4. ANALISIS DEL CASO NUMERO CUATRO. 

Otro juicio que estuvo a punto de crear conflicto 

de competencia debido al vaClO constitucional en 

cuanto al privilegio procesal de ANTEJUICIO, es el 

caso que .se inició contra el Diputado suplente de 

la Asamblea Legislativa Manuel Inocente Morales 

Erlich¡ quien en el ejercicio de su cargo, en una 

institución oficial autónoma cometió supuestos 

actos de Administración Fraudulenta en la misma, 

por lo que 

Legislativa, 

fue 

la 

denunciado 

cual abrió 

para determinar si ha lugar a 

ante la Asamblea 

expediente------­

formación de causa 

en su contra; resultando positivo el informe de la 

Comisión Especial de Antejuicio se remitió el 

expediente a la Cámara Primera de lo penal de la 

Primera Sección del Centro Según el arto 417 

Pr. Pn. , 

Introducido el expediente en ese Tribunal, surgió una 

discordia entr.e los dos Magistrados Propietarios de · la 
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Cámara, donde se argumentaba que el conocimiento sobre el 

mencionado caso correspondía al Juzgado Tercero de lo Penal 

donde se había interpuesto una denuncia contra el mismo 

funcionario por los delitos de Administración Fraudulenta y 

Estafa en la misma Institución; debido a que el delito se 

había cometido antes de ser electo Diputado Suplente, en 

consecuencia no gozaba del Privilegio Procesal de Antejuicio. 

La otra posición era que la Cámara es la competente ya 

que no importaba la fecha de realización del delito, sino la 

Prerrogativa que tiene el Diputado de la Asamblea 

Legislativa, pues la constitución vigente no dice cuando 

deben cometerse los delitos para tener derecho al antejuicio. 

Para dirimir la discordia de los Magistrados, se llamó a 

uno suplente, siendo la resolución pronunciada la siguiente: 

"" "CAMARA PRIMERA DE LO PENAL DE LA PRIMERA SECCION DEL 

CENTRO: San Salvador, a las ocho horas del día veintiocho de 

enero de mil novecientos noventa y uno.-----------En relación 

al Antejuicio instruído por la Asamblea Legislativa, así como 

con respecto a la competencia o incompetencia de ésta cámara 

~ara conocer del proceso penal respectivo, es procedente 

hacer las siguientes consideraciones: La Constitución de la 

República incorpora en el Título VIII las prescripciones 
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FUNCIONARIOS PUBLICOS por 

en forma judicial, 

los delitos que cometen, 
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DE LOS 

así como 

el procedimiento a seguir para hacerla efectiva. Y en una 

fórmula general, después de hacer eoumeraClon de los 

distintos personeros de la Administración Pública a quien va 

dirig ida, la norma del art. 236 expresamente consigna que 

tales personeros o funcionarios . "" "responderán ante la 

Asamblea Legislativa por los delitos oficiales y comunes gue 

cometan""" - .---------A primera vista, la expresión 

consti tucional antes referida, contenida en la parte final 

del art. 236 citado, es clara en cuanto al sentido que 

incorpora, esto es, que por lo que se refiere a los 

Funcionarios Públicos que delinquen, a diferencia del común 

de los ciudadanos, están sujetos a un régimen especial de 

procedimientos para su juzgamiento, que consiste en someter 

previamente a la consideración de la Asamblea Legislativa los 

hechos constitutivos del delito o de delitos que se les 

imputen no realmente para que la Asamblea los juzgue, sino, 

para que esta, oyendo a un fiscal en su seno y al indiciado, 

o a un defensor especial, en su caso, declara que si ha o no ha 

lugar a formación de causa.----------Si con todo, la 

expresión constitucional es suficientemente clara en el 

sentido expuesto y mas aun tratándose de los delitos 

oficiales por cuanto, tales delitos solo pueden ser cometidos 

por los funcionarios en el ejercicio de sus cargos, la 
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claridad de la ley no es la misma tratandose de delitos 

comunes en tanto que estos pueden haberse cometido con 

anterioridad de la fecha de su elecci6n.-----~--~---El arto 

236 de la Constituci6n solo dice que los funcionarios a que. 

alude: """responderan ante la Asamble Legislativa por los 

deli tos oficiales y comunes que cometan, """------, pero no 

dice en referencia de estos últimos """que cometan cuando"""; 

dicho de otra manera: si el fuero Constitucional, por los 

deli tos comunes que cometan, se extiende en el tiempo gue 

antecede a la fecha de su elecci6n. 

Un aforismo jurídico dice que: cuando la ley no distingue no 

le es dable distinguir al interprete y en ese sentido la 

respuesta es afirmativa; pero si a esto agregamos que la 

raz6n de ser del fuero o prerrogativa procesal de que gozan 

los antedichos funcionarios, que no _es mas que una forma de 

protecci6n a fin de evitar los peligros que podrían devenir ' 

para la paz pública y el orden constitucional, a causa de un 

procedimiento por motivos políticos o con provecho de estos 

con posterioridad a un procesamiento, la afirmativa se 

impone,--------------------En efecto, dice la doctrina en 

relaci6n al Título VIII constitucional: 1111 Los funcionarios 

estan sujetos a un reglmen especial cuando se trata de 

infracciones de derecho común. Las altas posiciones oficiales 

son blanco, no solo de Críticas Constructivas, sino de toda 

clase de infundios movidos por intereses políticos o por 
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egoísmos personalistas. Para que los altos 

tranquilidad sus 

funcionarios 

actividades, puedan desarrollar con cierta 

necesi tan alguna protección. No se trata de impedir que · se 

les procese, sino de que se les procese con base 

probatoria""".------En tales condiciones pensarnos de la misma 

manera que la doctrina antes referida lo hace: que la 

protección a que se refiere no es en razón del funcionario, 

sino de la función, la cual cumple sus fines durante el 

período de . ejercicio, en suma, es el Estado mismo el que se 

protege, y en esas circunstancias debe entenderse protegido, 

incluso, por los hechos que cierta o falsamente hubieran 

cometido sus funcionarios 

elección.----------------El 

en el 

art.238 

tiempo anterior a su 

de la Constitución, con 

una referencia expresa hacia los diputados, no hace otra cosa 

que confirmar lo antes expuesto.-----------------En el 

"resumen del plenario de la constituyente", en lo relativo a 

"doctrinas y comentarios", en relación al art.238 se dijo: 

"Durante todo el período comprendido desde el día de su 

elección, hasta que concluya el período de tres años para el 

cual ha sido elegido, ningún diputado puede ser juzgado por 

delito grave que corneta a menos que la Asamblea Legislativa 

haya declarado previamente que ha lugar a formación de causa, 

tal corno lo hace con el resto de funcionarios ya mencionados 

en los artículos anteriores".-------------D~bese destacar, 

además, que la Honorable Sala de lo Constitucional, al 
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conocer en auto de Exhibición Personal decretado a . favor del 

imputado, sentenció que se levantaran las restricciones a la 

libertad del Diputado 

ERLICH, precisamente 

suplente MANUEL 

reconociendole 

INO.CENTE MORALES 

su 

consti tuciona 1 y sin ignorar, desde luego, la 

privilegio 

fecha de la 

comisión del hecho delictivo que se investiga. Resolución con 

la cual la Honorable Sala de lo Constitucional de la Corte 

Suprema de Justicia, ha dirimido anticipadamente cualquier 

conflicto de competencia que se pudiera propiciar y sin que 

esta camara, entendiendo, sea el Tribunal .. competente para 

cuestionar las resoluciones de la Máxima autoridad en 

materia constitucional, que ha interpretado y aplicado la 

al caso cuestionado.-------------disposición atinente 

--Como consecuencia de los expuesto, disposiciones legales 

citadas y siendo competente esta Cámara para conocer de los 

hechos a que se refieren el proceso de antejuicio instruído 

por la Asamblea Legislativa y proceso que han sido remitidos, 

instrúyase el informativo que ordena el art.4l7 inc. 20. 

Pr.Pn.-" 111 

COMENTARIO SOBRE EL CASO NUMERO CUATRO. 

De acuerdo a lo anterior concluímos, que debido al vacio 

consti tucional, la discordia entre ambos Magistrados de la 

Cámara Primera de lo Penal, estaba prácticamente dando lugar 

a un conflicto de competencia a futuro, entre la Cámara y el 
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Juzgado Tercero de lo Penal.-

Este problema podría solventarse con una reforma a la 

consti tución, agregando un inciso como el que contenía la 

constitución de 1886 

lo relati v o a la 

en su arto 65 inciso 40., que decia 

responsabilidad de los Diputados 

en 

lo 

siguiente: 11 Si hubieren cometido un delito grav e antes de la 

elección, la Asamblea, una v ez a v eriguado el hecho, declarar§ 

nula la elección y someter§ al culpable a los Tribunales 

competentes".-

Por lo que es correcta la resolución de la C§mara en la 

parte que considera que ella es la comp@tente para conocer 

del caso; ya que la constituc i ón no es clara en cuanto al 

tiempo en que se cometa el delito, para tener Derecho al 

Antejuicio y lo que se protege es el privilegio que tienen 

los diputados por el cargo que obstentan y no su persona 

individualmente considerada. Pero no es correcta la parte de 

la resolución que dice que anticipadamente la Corte ha 

dirimido cualquier conflicto de competencia que se pudiera 

suscitar, pues esa atribución es propia de la Corte en pleno 

y no de la Sala de lo Constitucional individualmente 

considerada. 
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s.s. ANALISIS DEL CASO CINCO. 

El 16 de noviembre de 1989 en las instalaciones de 

la Universidad José Simeón Cañas (UCA) fueron 

Asesinados por un comando militar seis sacerdotes 

jesui tas y dos personas de su servicio, que los 

acompañaban; hecho que se cometió,mientras se 

llevaba a cabo una amplia ofensiva guerrilllera en 

la capital de la República y otros departamentos 

del país. 

Las instalaciones donde se cometió el delito 

pertenecen a Antigüo Cuscatlán, jurisdicción de 

Nueva San Salvador, Departamento de la Libertad i 

sin embargo el proceso fué iniciado por el Juez 

Tercero de Paz de San Salvador, quien colaboraba 

conjuntamente con el Cuarto de Paz y Cuarto de lo 

Penal del Distrito Judicial de San Salvador, debido 

a la situación imperante y la multiplicidad de 

reconocimientos forenses a practicar por los 

Juzgados mencionados los cuales tenían señalado 

turno específico para esa fecha; en ese sentido, el 

primero en apersonarse al lugar de los hechos fué 

el Juez Tercero de Paz, para prácticar el 

reconocimiento e inspección de ley, trasladando los 

cadav.eres a la morgue del Centro Judicial 1 sidro 



Menéndez; pero de 

Pr.Pn. dicho Juez, 

conformidad con el 

estaba inhibido 
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arto 149 

de seguir 

conociendo, por lo que remiti6 lo actuado al 

Juzgado Cuarto de lo Penal. 

Se aclara, que pese a la v igencia del regimen de 

excepclon no podría conocer el Tribunal Militar Especial 

debido a que la Ley de la Materia entr6 en vigencia el lo. de 

diciembre Q.e 1989 según Decreto 376 publicado en el Diario 

Oficial 216 del 22 de noviembre ' de 1989; en consecuencia el 

deli to cometido fué antes de la vigencia de dicho decreto, 

por 10 que el Juez de lo comun 

conociendo.-

estaba autorizado para seguir 

Dentro de la depuraci6n del proceso, la defesa de los 

militares implicados en el crimen; interpuso la excepción 

dllat.orla de falta de competencia del Juez arto 283 No.lo. 

Pr. Pn. argumentando que por Raz6n del Territorio, el juez 

competente es el Juzgado Segundo de lo Penal de Nueva San 

Salvador.-

Ante la petici6n hecha por la defensa el juez cuarto de 

lo penal Declar6 sin lugar la excepci6n planteada; lo que 

moti v6 que la defensa recurriese de hecho ante la Cámara 

respectiva para que se les admitiera el recurso, arto 539 

Pr . Pn. 
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La Cámara al recibir la solicitud resolvió: 

"" "CAMARA PRIMERA DE LO PENAL DE LA PRIMERA SECCION DEL 

CENTRO: San Salvador, a las ocho horas y cuatro minutos del 

día veintinueve de agosto de mil novecientos noventa,­

--------A esta Cámara los Doctores Carlos Alfredo M~ndez 

Flores, Jos~ Raul M~ndez Castro y Bachilleres Eulogio 

Rodríguez Barahona y Jos~ Adalfredo Salgado, en su concepto 

de defensores de: Coronel Guillermo Alfredo Benavides Moreno, 

Teniente Yusshy Rene Mendoza Vallecillos, Teniente Jos~ 

Ricardo Espinoza Guerra, . Subteniente Gonzalo 

Avalos 

Guevara 

Vargas, Cerritos, Subsargento Antonio Ramiro 

Subsargento Tomas Sarpate Castillo, Cabo Angel P~rez Vásques, 

Soldados Osear Amaya Grimaldi, y Alberto Cierra Ascencio; en 

el juicio que se instruye en el Juzgado Cuarto de lo Penal de~ 

este distrito por el delito de Ases inato en los sacerdotes 

Jesuítas Ignacio Ellacuría, Segundo Montes, Ignacio Martín 

Baró, Juan Ramón Moreno, Amando López y Joaquín López y 

López, en la señora Elba Juli a Ramos y en la menor Celina 

Maricela Ramos, han presentado una solicitud de- recurso de 

hecho contra la resolución dictada por el Juez a quo, en la 

que denegó el recurso de apelación que interpusieron contra 

la interlocutoria en que declaró sin lugar la e x cepción de 

incompetencia que le habían planteado.-----------Al respecto 

se observa lo siguiente: el códig~ Procesal Penal en su arto 

31 Y siguientes, regula los conflictos de competencia. 

Establece dos formas para s usci tar lo i la Decl i na tor ia y. la 
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Inhibitoria.---------------El mismo Código en el arto 282 al 

referirse a las excepciones dilatorias consigna la falta de 

competencia del Juez como una de ellas.------~----------­

Según lo anteror existen tres formas de lograr que un Juez 

que esta conociendo de un juicio, no siga haciéndolo y que 

pase los autos al conocimiento de otro.---------------

----Si del planteamiento de los conflictos de inhibitoria no 

se lograra lo anterior, será competente para dirimir la 

competencia la Corte Suprema de Justicia conforma al arto 182 

No. 20. de la Constitución; en cambio de la resolución que 

recaiga en cuanto a la excepción dilatoria de incompetencia 

conocerá en apelación una Cámara de Segunda Instancia, Según 

el arto 285 inc. último Pr.Pn.-------------------Planteada 

aSl la situación se hacen las siguientes consideraciones: a) 

Ha sido el espíritu de nuestra legislación el evitar que el 

mismo hecho sea juzgado por autoridades distintas que puedan 

dictar sentencias contradictorias.-------------------­

----Esa es la principal razón de ser de la acumulación de 

autos. ---------------El hecho de que una Cámara entrara al 

conocimiento de un recurso; como lo pretenden los 

peticionarios, podría en determinado momento, hacer que se 

llegara a esa situación.--------------b) la disyuntiva entre 

que si 

de la 

es la resolución de la Corte Suprema de Justicia o la 

Cámara de segunda instancia la que en definitiva 

determinará la competencia de un Juez, debe verse a la luz de 

las disposi~iones constitucionales pertinentes.--------
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---- La norma que le da la competencia a la Corte Suprema de 

Justicia es la Constitución de la República, en cambio la que 

se le dá a la Cámara de segunda instancia es el código 

procesal penal; de manera que al anteponerse aquella a esta, 

debe ser la primera la que deba aplicarse, ya que el arto 246 

de la misma carta magna dice: ""Los principios, derechos y 

obligaciones establecidos por esta constitución no pueden 

ser alterados por las leyes que regulen su ejercicio.­

-------La constitución prevalecerá sobre todas las leyes y 

reglamentos. ----------·--El interés público tiene primacía 

sobre el interés privado. ""----------------Expuesto lo 

anterior se concluye que las disposiciones del Código 

Procesal Penal que regulan la excepción dilatoria, en el caso 

planteado, se contraponen a la constitución y con base en 

ello debe ser declarada su inaplicabilidad por este Tribunal, 

de acuerdo a la facultad que le concede el art. 185 de 

nuestro máximo estatuto. -----------------Consecuente con lo 

anterior, en atención a lo solicitado, con fundamento en las 

razones expuestas, disposiciones legales citadas y arto 541 

Pr.Pn. ; se resuelve: a) declárase inaplicable - el caso 

planteado el arto 283 No.lo. y 285 inc. final, ambos del 

código procesal penal, por ser contrarios a los preceptos 

Consti tucionales. b) siendo ilegal la alzada, declárase sin 

lugar lo solicitado. Notifíquese.-""""" 
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COMENTARIO DEL CASO NUMERO CINCO 

La Cámara plantea que hay tres formas para que un Juez 

deje de conocer en un asunto, los cuales son: la Inhibitoria, 

la Declinatoria y la Excepción del arto 282 No. lo. Pr.Pn. 

Por otro lado plantean que para evitar resoluciones distintas 

sobre el mismo caso es procedente la acumulación de autos, y 

si la Cámara conociera tendría lugar lo primero; dicen que es 

disyuntiva, . en lo que respecta a la competencia de la Corte y 

la Cámara, pues la norma que dá la competencia a la Corte 

(entendemos nosbtros para dirimir conflictos) lo dá la 

constitución y a la Cámara el Código Procesal Penal; en tal 

sentido, la primera se antepone a la segunda, segun el 

artículo 246 de la constitución; resolviendo en definitiva de 

conformidad con el arto 185 de la misma r declarar 

Inaplicables los arto 283 No.lo. 285 Inciso final Pr.Pn.; por 

ser contrarios a los preceptos constitucionales, declarando 

sin lugar la alzada.-

La Cámara erro en este punto, por que la atribución que 

le dá el Código Procesal Penal; no es la de dirimir 

conflictos de competencia, sino la de resolver sobre el 

recurso planteado, cuando tenga lugar la excepción de falta 

de competencia del Juez; y de esta forma, decidir a que 

Tribunal puede ser competente; pero cuando la parte oponga 
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ante el Juez la excepción, y esto que quede claro, no es 

conflicto de competencia entre tribunales; por lo que los 

artículos declarados inaplicables por la Cámara no 

contradicen la ley fundamental en cuanto a la atribución de 

la Corte Suprema de Justicia, de dirimir conflictos entre 

Tribunales de 

facultad, en 

decidir que 

justicia; pues solo a ella compete tal 

una palabra, 

tribunal era 

lo que la cámara debió hacer es 

competente, cuando la parte 

defensora entraba en conflicto con el Juez, lo cual no es 

inconstitucional porque no son conflictos de competencia 

entre tribunales, sinó entre el recurrente y el Juez. 

Particularmente sobre quien corresponde conocer sobre 

este hecho, se conocen varias posiciones: 

1) La sustentada por el Juez Cuarto de lo Penal, 

fundamentado en la prevención de la competencia, pues 

el arto 22 Pr.Pn., se refiere a delitos que se 

comienzan a ejecutar en una d~mar6ación judicial y se 

consuman en otra, y por encontrarse de turno dicho 

Tribunal, la prevención a que se refiere dicho 

artículo le reviste de competencia para conocer en el 

caso planteado; fundamentando lo además, con una 

teoría doctrinaria, denominada TEORIA DE LA UBICUIDAD; 

la cual significa: "Lugar de sucedido el hecho o 

. ' 
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ubicación del hecho ", es decir, que faculta al Juez 

donde se inició la acción delictiva, así como el Juez 

del lugar del resultado, para conocer como competente 

del asunto. 

Estas justificaciones en ningún momento fueron 

convincentes para algunos, pero posteriormente se incluyeron 

nuevas figuras delictivas cometidas por los imputados, las 

cuales son: 

ACTOS DE TERRORISMO, PROPOSICION y CONSPIRACION PARA 

ACTOS DE TERRORISMO Y, ACTOS PREPARATORIOS DEL TERRORISMO; 

ref ir iendose a que estas dos últimas infracciones, son las 

que le dan la base para seguir conociendo, pues se consumaron 

en el interior de la Escuela Militar.-

Concluye además dicho Juez, en que la proposición y 

conspiración para Actos de Terrorismo (art, 403 Pn.) y Actos 

de Terrorismo (art. 400 Pn.); forman parte del ITER CRIMINIS 

ó VIDA DEL DELITO, Y que se consuman cuando se dan los Actos 

de Terrorismo; siendo figuras punibles autónomas, por esa 

razón se califican los mismos dentro del proceso; al 

configurarse lo establecido por el arto 22 Pro Pn.-

2) La segunda posición es la argumentada por la defensa, 
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y consiste en gue la competencia del caso gue se 

trata es propia del Juez 20. de lo penal de Nueva San 

Salvador, ya gue territorialmente el Municipio de 

Antiguo Cuscatlán, donde se encuentra ubicada la 

Universidad José Simeón Cañas (UCA) corresponde al 

distrito de Nueva San Salvador; para lo cual se 

presentó en el proceso Constancia y planos del 

Instituto Geográfico Nacional. 

Este criterio a nuestra forma de ver, 

aceptado, pero con las agregaciones siguientes: 

es el mas 

La prevención tiene lugar cuando un Juez se anticipa al 

conocimiento de un hecho de acuerdo con el arto 22 Pr.Pn., el 

cual en esencia permite gue cualguiera de varlOS jueces 

competentes en una misma demarcación judicial, está facultado 

para anticiparse a los otros e iniciar el informativo, arto 

116 Pr.Pn. Pero entre san Salvador y Nueva San Salvador, no 

e x isten varios Jueces competentes, ya gue son lo gue antes la 

Ley Orgánica Judicial definía como Distritos Judiciales 

Distintos, hoy Departamentos independientes, San Salvador y 

La Libertad, 

Judicial.-

arto 146 sección la. de la Ley Orgánica 

Para ampliar" la anterior poEf:i;ción, se retoma lo gue para MANUEL 
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OSORIO es DISTRITO JUDICIAL: 

""Cada una de las demarcaciones en gue se divide un 

terri torio o una población, para distribuir y ordenar el 

ejercicio de los derechos civiles y políticos, o de las 

funciones públicas, o de los servicios administrativos, en 

detallada, def'inición académica."" (39) 

En conclusión, a nuestro criterio, es competente para 

conocer de este juicio, el Juez 20. de lo penal de Nueva San 

Salvador, no obstante gueda claro el problema gue originan 

las excepciones en materia procesal penal, en lo gue respecta 

a la falta de competencia del Juez, por lo gue sería 

pro~edente sugerir una reforma atinada a ellas o únicamente 

la iniciativa de promover los conflictos de competencia se 

gún el arto 31 y sigo Pr.Pn.-

Por otro lado, los nuevos delitos gue según el juez se 

configuraron, es decir, actos preparatorios de terrorismo, 

actos de terrorismo y proposición y conspiración para actos 

de terrorismo, no tiene razón de ser, aungue se hayan 

calificado pretendiendo atribuirse competencia en base a la 

prevención entre dos departamentos distintos, San Salvador y 

(39) OSORIO MANUEL: Diccionario de Ciencias Jurídicas Políticas y Sociales 
Editorial ELIASTA, Buenos Aires, Argentina, 1989, pago 260. 
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La Libertad; pues el deli to tuvo un basto plan criminal gue evi ta la 

posibilidad de un solo lugar de planeación del hecho, donde no 

sólo los directamente imputados pudieran tener participación 

organizativa y ejecutiva del mismo, sino como lo argumenta la 

Acusación particular en el proceso, "el delito no es fruto de 

acciones independientes del personal de la Escuela Militar ni 

del comando del Batallón de Reacción Inmediata Atlacatl, sino 

gue es una masacre autorizada del Alto Mando del Gohierno, o 

de un complot de una asociación criminal creada oentro del 

Ejercito".(40) 

Objetivamente, esto nos ilustra para sostener gue el 

hecho no fué planeado días antes o momentos antes en la 

Escuela Militar, sino gue pudo haber sido con meses o años de 

anticipación, pero se aprovechó el momento conflictivo de la 

ofensiva para su consumación. 

Volviendo a la intencionalidad, creemos gue esta "no iva 

dirigida al terrorismo, no porgue los miembros de la Fuerza 

Armada no puedan cometerlos, sino porgue cuando los actos 

preparatorios tienen un carácter ineguívoco del propósito 

delictuoso, matar, son parte de la acción criminosa. 

( 40 ) Tornado del Escri to de Acusación Presentado en el Juicio por los 
Abogados, representantes de la Compañía de Jesús en El Salvador. 
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Al respecto Nicola Framarino Dei Malatesta, en su obra 

LOGICA DE LAS PRUEBAS . EN . MATERIA CRIMINAL, dice: 11 En general 

toda materialidad que ha sido producida, no como realización 

concreta del delito, sino como medio que inequívocamente 

conduce a esa realización, cuando en si misma no es 

delictiva, no queda incluída en el resultado criminoso, sino 

en la acción criminosa. (el homicidio no tiene actos 

preparatorios punibles). 

Ese hecho, repetimos, realizado para alcanzar y darle 

muerte a otro, no es un resultado criminoso, sino un simple 

medio, una parte de la acción delictiva."(41) 

En sintesis, desde este punto de vista, cualquiera que 

haya sido la acción, de derribar puertas o ametrallar locales 

con armas de alto calibre o explosivos; estas no son acciones 

delictivas independientes, sino parte de la acción criminosa 

homicida en su momento consumativo; entonces a nuestro 

críterio no hay tales actos preparatorios del terrorismo, ni 

actos que produzcan terror, como el juez de la causa lo 

sostiene; sino más bien la aplicación del No.6, del artículo 

153 Pn.-

Para concluir, es oportuno comentar, suponiendo la 

existencia de los actos preparatorios punibles y los actos de 

(41) Framarino . dei Malatesta, Nicola; Lógica de las Pruebas 
en Materia Criminal, Tomo I parte 30. capítulo 20., "de la 
prueba directa e~cialmente considerada". pago 193 a 216. Edit. TEMIS 
30. Edición, Bogota-Colombia 1981. 

" 
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terrorismo; que constitucionalmente, existe una disposición 

que tipifica hechos delictivos de la competencia ,especial 

Mili tar , en el art. 3 O Cn.,. específicamente aquellos que 

atentan contra la existencia y organización del estado, la 

personalidad interna e internacional del mismo y contra la 

paz pública, asJ. como los delitos de trascendencia 

internacional, cuando las garantías constitucionales hayan 

sido suspendidas. 

Puede entenderse, que con solo suspender las garantías, 

independientemente de que exista o no la Ley Especial de 

Procedimientos que regule esta situación, cualquier delito 

que lesione los bienes jurídicos tutelados, por así decirlo, 

en la tipificación constitucional del arto 30 Cn., será 

competencia de los tribunales Militares Especiales. Entonces 

si las garantías constitucionales fueron suspendidas el doce 

de noviembre de mil novecientos ochenta y nueve; el delito 

cometido contra los sacerdotes jesuitas fue el diesiseis de 

noviembre de ese mismo año; y la Ley Especial entró en 

vigencia el primero de diciembre de mil novecientos ochenta y 

nueve; la competencia entonces en ese delito debió ser del 

tribunal Militar Especial y no del tribunal de lo común como 

se ha tramitado hasta hoy; por otro lado, la existencia del 

homicidio, como delito común, podría llevarnos, según la 

forma de realización del delito, a la aplicación del Art: 29 

Pr. Pn. , que significaría sentenciar de Derecho . contra los 
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imputados en ese proceso, y no someterlos al conocimiento del 

jurado. arto 317 #30. Pr.Pn. 

5.6. ANALISIS DEL CASO SEIS. 

Otro antecedente y guizas el mas importante, es el 

contenido en la interpretación auténtica delart. 

551 No.lo. Pr.Pn., según D.L. No.922, publicado en 

el Diario Oficial número setenta y siete, Tomo 

doscientos noventa y nueve r del veintisiete de 

abril de mil novecientos ochenta y ocho, gue 

literalmente dice: 

""DECRETO LEGISLATIVO No.922 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPUBLICA DE EL SALVADOR. 

CONSIDERANDO: 

1. -Que el art. 551 No .10, contenido en título 111 del 

libro Tercero del Código Procesal Penal, ha sido 

interpretado por los diferentes Jueces, en el sentido 

de comprender dentro de la expresión "por razón de la 

materia", aún los casos gue se ventilen en otros 

tribunales 

penal; 

con jurisdicción especial en ma'teria 
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11. - Que tal interpretación contradice el contenido de 

otras disposiciones del mismo 

finalidades conservar la 

cuerpo 

unidad 

legal, cuya 

procesal y 

sal vaguardar los intereses de la sociedad, tales 

como los arts. 27 inciso tercero y 35 inciso cuarto 

del código procesal penal; 

111.- Que es necesario interpretar en forma auténtica el 

artículo y numeral citados en el sentido en que la 

expresión consignada 'o se refiere a materia . 

diferente a la Penal, como la Civil, Mercantil, 

Inquilinato o Contencioso Administrativo, no 

debiendo tener aplicación a los casos que conocen 

otros Jueces con jurisdicción en material penal, 

aún cuando esta sea especial como la de Hacienda, 

Militar o de Tránsito. 

POR TANTO: 

En uso de sus facultades consti tucionales y a 

iniciati va del presidente de la República, por medio del 

Ministerio de Justicia. 

DECRETA: 

Art. 1.- Interprétese auténticamente el art . 551 No.lo.) 

del Código Procesal Penal, en el sentido de que la expresión 
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"por razon de la materia" contenida en tal disposición se 

refiere a toda materia diferente a la penal, como la civil, 

mercantil, de inquilinato o contencioso administrativo y no a 

la que conocen los jueces en este ramo aún cuando sea 

especial, conforme al arto 20 Pr.Pn. 

Art. 2.- La presente interpretación auténtica se 

entenderá incorporada al texto del arto 551 No. lo.) del 

código procesal penal. 

Art. 3. - El presente decreto entrará en vigencia ocho 

días después de su publicación en el Piario Oficial."" 

En otras palabras, lo que ésta interpretación auténtica 

pretende es: que la materia penal, es propia de los Jueces de 

lo penal común y de lo penal especial, Hacienda, Militar y 

Tránsi to y los Tribunales Especiales Mili tares, que tienen 

competencia bajo el régimen de excepción; quienes forman en 

su conjunto 

facultades 

la materia penal; 

para instruir 

en ese sentido, todos 

procesos por 

tienen 

igual, 

independientemente de la naturaleza de los delitos, es decir, 

que un Juez de hacienda puede conocer de un homicidio, un 

Juez de Tránsito de un contrabando de mercaderías, y un Juez 

de lo común de un caso de deserción Militar; y las 

actuaciones de éstos, no estarán afectadas de nulidad, debido 
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que la interpretación auténtica del citado artículo, los 

faculta para ello. 

A continuación, transcribimos un estudio analítico al 

respecto, elaborado por el Doctor Jorge Santos Zavaleta, ex­

Magistrado de la Cámara Primera de lo Penal de san Salvador, 

el cual dice:""" 

" " "" " "Cabe determinar los alcance s o incidencias que 

tiene en la legislación procesal penal la interpretaciórr ­

auténtica del número uno del arto 551 Pr.Pn.¡ efectuada por 

Decreto Legislativo Número 992 publicado en el Diario Oficial 

del 27 de abril de 1988.---------------------En . los 

considerandos del Decreto y en el artículo Primero del mismo 

se consigna que cuando expresa el numeral primero que existe 

nulidad parcial o total del proceso "por razon de la 

materia", debe entenderse que se refiere a toda materia 

diferente a la Penal, como la Civil, Mercantil, etc.-­

-----------------En tal sentido se puede concluir que los 

jueces que conocen del ramo penal que se enumeran en los 

artículos 14 y sig.Pr.Pn. podrían quedar englobados o 

comprendidos dentro del termino genérico de "jueces penales". 

Por consiguiente, si un Juez de lo comun conoce de un 

proceso cuyo conocimiento le corresponde a un Juez de 
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Hacienda - lo actuado por aquel no adolece de nulidad, siendo 

válido lo actuado.------------------------------------

-------De aceptarse de modo absoluto tal conclusión 

resul taría · -desestll'lando- desde luego que efectivamente pudiera 

darse el caso que un Juez de Hacienda conociera de un proceso 

por Homicidio, llamara a Juicio y sin someter la causa al 

Conocimiento del Jurado Pronunciase Sentencia. Ello desde 

luego, desde un punto de vista jurídico-procesal, resultaría 

una abiert~ violación al arto 189 de la constitución.­

---~-----_· ----Se plantea el caso en mención para poner en 

evidencia hasta donde se .podría llegar si se aceptase de modo 

absoluto y se aplicara literalmente el mencionado Decreto 

legislati vo de IL Interpretación Autentica LI. Vol viendo a los 

efectos que traería consigo, hasta podría suponer o sostener 

que la mentada interpretación ha derogado tácitamente toda la 

estructura o andamiaje de la competencia por razon de la 

materia contenida y regulada en el Código Procesal Penal.­

------------------Hechas las anteriores consideraciones y 

habida cuenta a las razones por todos conocidas que 

impulsaron a los legisladores para emitir tal Decreto, tal 

interpretación auténtica se debe valorar y analizar en 

relación a las otras disposiciones procesales contenidas en 

el Código.----------------A tal respecto tomase como punto de 

partida lo dispuesto en los incisos últimos de los arts. 27 y 

35 Pr.Pn.---------------El primero, comprendido en la Sección 
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Tercera la que trata sobre "Competencia de Territorio" 

dispone que la declaratoria de incompetencia por razón del 

territorio no producirá nulidad de los actos de instrucción 

ya practicados; y el segundo comprendido, en la sección 

Quinta "Conflictos de Competencia" expresa que los conflictos 

de co~petencia, cualquiera que sea la que se cuestione dado 

que no especifica si se refiere a alguno en particular 

territorio conexión o materia promovidos durante la 

instrucción no suspenden el curso de esta siendo válidos 

todos los actos practicados hasta la remisión de los aU3:0s .-:-­

!---cabe advertir que en ambas situaciones aGn no se ha dictado auto d~ 

elevación a plenario ni de llamamiento a juicio. ---Si el conflicto se 

promueve después de proveídos diGhO~ autos I se suspenden los 

procedlln.iento$ hasta que los conflictos . se . decidan, pero los · jueces 

practicarán cualquier actuación - que sea absolutamente necesaria.--~ 

Obviamente estas actuaciones imprescindibles tienen desde 

luego valor legal y como nada se dijo sobre la validez de las 

actuaciones realizadas con posterioridad al auto de elevación 

a plenario o de llamamiento a juicio, y aun mas si autorizan 

al Juez para practicar diligencias despues de instaurado el 

conflicto, se puede concluir que tanto éstas como las 

realizadas en el lapso correspondido entre la elevacióri a 

plenario o instauración del conflicto son válidas, con la 

reserva desde luego en lo atañero a las resoluciones que 

ponen fin a la fase de instrucción.-------------------

-----De conferirle a la interpretación auténtica un campo de 
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de aCClon que abarcase también las sentencias def ini ti vas 

podría resultar lo siguiente:----------------INCOMPETENCIA 

DEL JUEZ DE HACIENDA .--------------Un Juez de Hacienda 

conoce de un delito cuyo conocimiento legal corresponde al 

Juez de lo comun; en tal sentido el imputado tiene derecho a 

ser juzgado 

establecido 

por los 

la ley de 

tribunales que 

acuerdo con el 

previamente 

art. 15 

haya 

de la 

constitución de la República; corno aquel Juez carece de 

facultad legal para instalar jurados, sentenciaría de acuerdo 

con la~ pruebas del proceso violando aSl ·ló. n orma 

constitucional, por lo que el Tribunal basado en el arto 185 

C.P. podría declarar la inaplicabilidad del Decreto que 

contiene la interpretación auténtica, por 

circunstancias,-------------VEREDICTO DEL JURADO 
~~~~~~--~~~----~~~~---

estas 

-------El veredicto del jurado, conforme al arto 389 Pr.Pn., 

no admite recurso alguno; únicamente puede impugnarse 

invocando la nulidad del mismo. ----------------El art. 390 

No. 20. PrPn., dispone que el veredicto es nulo cuando el 

deli to se somete al conocimiento del jurado y no es de la 

competencia del fuero común. --------------------El art. 16 

Pr. Pn., preceptúa que los Jueces de Primera Instancia del 

ramo penal conoceran de los procesos sujetos a la 

jurisdicción comun; el arto 17 le confiere al Juez de 

Hacienda competencia pri vati va para conocer de los delitos 

que se nominan en dich~ norma, y también para conocer de los 
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delitos comunes, que afecten los intereses del erario 

nacional, Municipal, e instituciones autónomas.-------

---El art. 316 Pr. Pn., dispone que son c'ausas sujetas al 

conocimiento del jurado las que se instruyen por delitos 

comunes cuyo conocimiento compete a los Jueces de Primera 

Instancia, con las excepciones del caso.-------------por 

consiguiente, si se trata de un delito comun no sujeto a la 

jurisdicción privativa, y que no está excluído del 

conocimiento del jurado conforme al arto 317 Pr.Pn., el 

proc~so debe someterse al conocimiento del jurado; y de no 

hacerse, la sentencia basada en la prueba del proceso carece 

de basamento legal puesto que de acuerdo al arto 505 Pr.Pn., 

en los juicios que conoce o deba conocer el jurado la 

sentencia def ini ti va -sea condenatoria o absol utor ia- debe 

.basarse en el veredicto, de modo que si ella se basa en el 

proceso la sentencia debe revocarse no obstante lo dispuesto 

en la interpretación auténtica, ya que sus alcances no llegan 

hasta el punto de destruir o vulnerar toda la estructura 

legal del sistema procesal vigente especialmente en lo 

referente a la competencia del tribunal del jurado.--­

------------y siendo que la nulidad puede recaer en todo o en 

parte del proceso, y sirviéndose del contenido de los arts. 

27 y 35 Pr.Pn., normas que reconocen la validez de los actos 

efectuados durante la instrucción, y en ciertos casos de las 

diligencias practicadas durante la etapa contradictoria, se 
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puede concluir que de los actos practicados por el Juez que 

es incompetente de acuerdo con los arts. 14 Y siguientes 

Pr. Pn. , 

---Por 

cabe excluir 

consiguiente, 

la 

si 

sentencia definitiva.---------

la sentencia se funda en un 

veredicto, y este se declara nulo, como consecuencia obligada 

la sentencia que en él se fundamenta también es nula.-

---------las razones consignadas en los considerandos del 

Decreto contentivo de la interpretación auténtica ponen en 

evidencia ~ue el propósito rector fué el de conceder validéz 

a las actuaciones judiciales del Juez incompetente, para que 

al ser remitido el proceso al Juez que sí lo fuese éste no 

tenga que reponer el proceso; pero tal validación no puede 

comprender los autos de elevación a plenario, ni de 

llamamiento a juicio, mucho menos las sentencias definitivas, 

ya que con aquellos que tienen su propia peculiaridad se 

inicia la fase contradictoria que precede a la sentencia, y 

como cada juicio tiene regulaciones especiales conforme la 

competencia que le asignan los arts. 14 y sig., Pr. Pn. , 

obligadamente tiene que llegarse a la conclusión que las 

actuaciones judiciales practicadas por cualquier 

conozca del ramo penal son válidas excepto los 

Juez que 

autos de 

· llamamiento a juicio, plenario y la sentencia definitiva, 

resoluciones que deben ser dictadas por el Juez, que conforme 

las regulaciones contenidas en el Capítulo "Competencia por 

Razón de la Materia", le corresponden su conocimiento."""""" 



, 

179 

COMENTARIO AL CASO NUMERO SEIS. 

En conclusión, de acuerdo con el Doctor Jorge Santos 

Zavaleta, la interpretación auténtica del arto 551 No. lo.) 

Pr.Pn., tuvo -obviamente un matiz político, en el momento en 

que entró en vigencia, para darle validez a lo actuado por 

ciertos Jueces de lo Penal, para conocer de delitos 

estrictamente Militares o Políticos, lo que trajo como 

consecuencia, afectar el andamiaje regulador de la · 

competencia procesal penal y la derogación tácita de la 

misma, por razón de la mater~a en Primera Instancia. 

Si lo que tuvo en mente el legislador, fue conferir 

validez a las actuaciones del Juez incompetente, en la etapa 

de instrucción, habría bastado con interpretar en su recto ./ 

sentido el arto 35 inc. 40. pr.Pn., ya que los conflictos de 

competencia se originan por razon de la materia, el 

territorio y la conex ión; de modo que la validez de los actos 

practicados comprende a los procesos en que se discute la 

incompetencia en razón de la materia; y no debió interpretar 

el arto 551 No. 1 Pr.Pn.-

5.7. ANALISIS DEL CASO NUMERO SIETE~ 

Otro antecedente discutido en cuanto a la 
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competencia es el gue se tramitó en el Juzgado 

Quinto de lo Penal de San Salvador, por el delito 

de Estafa en perjuicio patrimonial del Instituto 

Nacional de Pensiones de los Empleados Públicos, 

Institución Oficial Autónoma de Derecho Público. 

Se sostiene que por la naturaleza 

institución, y de conformidad con el ¿rt. 

la 

17 

Pr.Pn., el Juez competente es el de Hacienda; otro 

punto de vista es el gue le da competencia al Juez 

de lo Penal, debido a que es un delito común, pues 

los fondos sobre los cuales recayo la supuesta 

estafa, estaban bajo la custodia de la institución, 

destinados a los cotizantes, pues fueron obtenidos 

del excedente de sus propias cotizaciones; es 

decir, gue en el fondo el perjuicio patrimonial 

recae en los fondos de los cotizantes; los cuales, 

iban a ser destinados en la construcción de 

viviendas y posterior obtención de las mismas a 

favor de éstos. 

La tesis anterior, a nuestro criterio es la . correcta, 

pues el arto 37 y sig., de la Ley del Instituto Nacional de 

Pensiones de los Empleados Públicos, establece el destino DE 

LOS RECURSOS TECNICOS, los cuales en su utilización se comete 

el supuesto delito de estafa, por lo gue en su esencia el 
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ofendido no es la Institución, sino los cotizantes y 

pensionados, 

juicio, el 

común.-

siendo competente para 

Juez Quinto de lo Penal, o 

la tramitación del 

sea el Juez de . lo. 

Para mayor comprensión del anterior criterio, 

recomendamos la lectura de la resolución por la Corte Suprema 

de Justicia, dirimiendo competencia, entre un Juzgado de 

Hacienda y uno de lo comun, con fecha 22 de mayo de 1972, 

publicada en la Revista Judicial tomo LXXVII, numeros 1 al 12 

de enero a diciembre de 1972.-

5.8. CASOS DE JURISPRUDENCIA EN PRH1ERA Y SEGUNDA INSTANCIA. 

En éste acápi te, se incluyen algunos extractos de 

resoluciones proveidas por la Corte Suprema de 

Justicia, resolviendo en los conflictos de 

competencia. La doctrina ha sido obtenida de algunas 

Revistas Judiciales, que a nuestro criterio 

contienen una rica e ilustrante lección sobre 

Derecho Penal y Procesal Penal, lo qué en la 

actualidad, en el momento de planificar la 

presentación, ha sido dificil de recolectar por 

haberse suspendido la edición de las Revistas del 

Organo Judicial antes de Mil novecientos ochenta. 
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DOCTRINA 

1.- La competencia negativa suscitada entre el Juez 

general de Hacienda y un Juez de Paz, para no conocer de un 

asunto en que resulta la comisión de una estafa constitutiva 

de falta comun y la tentativa de fraude de caudales del 

Estado, debe decidirse en el sentido de que cada Juez es 

competente para conocer de la 

corresponde Juzgar. Revista 

octubre de 1972, pago 307. 

infracción que por la ley le 

Judicial, Tomo LXXVII, 26 de 

2.- A falta de datos fehacientes que demuestrén que el 

delito se haya cometido en distintas jurisdicciones el Juez 

de lo penal del lugar donde la denunciante manifiesta haberse 

ejecutado el hecho, es el competente para conocer del 

juicio. (REVISTA JUDICIAL, Tomo XXXV, once de enero, 1930, 

pag. 83). 

3.- El efecto de la acumulación es el de que se sigan en 

un solo juicio los procesos y se decidan en una misma 

sentencia, lo que supone que ambos juicios se encuentran aún 

en proceso y en condición de poder ser tramitados 

conjuntamente. Si un reo ya esta cumpliendo sentencia 

definitiva condenatoria y comete otro delito por el 
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que · se le enjuicia y sentencia también en forma definitiva 

condenatoria, no existe contienda por competencia, ya que 

ambos juicios h~n llegado asu término y el reo simplemente 

debe cumplir las penas de acuerdo al artículo 63 Pn. (REVISTA 

JUDICIAL, Tomo LXXVI, 21 de mayo, 1971, pago 103). 

4.- Es competente un Juez de Primera Instancia para la 

averiguación y castigo de un delito comun, si hay presunclon 

de que se ha cometido dicho delito dentro de los límites de 

su jurisdicción, salvo la prueba contraria. (REVISTA 

JUDICIAL, Tomo LXX IV, 29 de septiembre de 1969, pago 239). 

5. - El Juez de Hacienda es competente para conocer de 

aquellos delitos que en alguna manera afecten los intereses 

del erario nacional. 

Si una persona que desempeña un cargo en la Agencia 

Auxiliar de la Procuraduria General de la República, se 

apropia de fondos que habían sido depositados por personas 

particulares a favor de otros particulares, el acto delictivo 

cometido no afecta los intereses del erario nacional, por lo 

que es indebida la declaratoria de incompetencia de un Juez 

de lo común. (REVISTA JUDICIAL, Tomo LXXVII 22 de mayo de 

1972, pago 305). 
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6.- Hay concurso ideal de delitos si un subsargento en 

un regimiento golpea en los oidos a un soldado cuando este 

estaba haciendo limpieza de armamento, suponiendo aquel 

simplemente que el soldado estaba dormido, informativo en el 

cual aparece también un médico que dice: "Todas las pruebas 

de diapasones y audiométricas revelan sordera total del 
/ , 
oldo 

derecho y parcial del oido izquierdo". Aunque tal dictamen no 

sea de un médico forense. 

Lo anterior - de los elementos de juicio suficientes . que 

al reo se le imputen en dos delitos: uno sujeto a la 

Jurisdicción privativa comprendido en el arto 113 del C.J.M., 

y otro a la Jurisdicción común, cual es el de lesiones hecho 

consumado en una sola acción, por lo cual de acuerdo al arto 

29 Pr. Pn . . , el c0mpetente para -conocer es el juez de lo común. REVISTA 

. JUDICIAL, Tomo LXXX, 24 de enero de 1975 pág . 148. 

7.- Cuando un reo introduce ilegalmente al país 

sustancias destinadas a entrar en la composición de 

explosivos o aparatos incendiarios, existe concurso ideal de 

deli tos, su jeto a dos jurisdicciones: La pri va ti va, por el 

delito de contrabando de mercaderías y la comun por la 

t.enencj_¡:; o comercio ilegítimo de productos estancados o de 

importación o exportación prohibidos, por lo que es 

competente para conocer de ambas infracciones el Juez de lo 
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comun. 

si bien es cierto que el ni trato de potasio no solo 

puede ser utilizado para la fabricación de poI vora, segun 

dictamen pericial esa sustancia mezclada con otras, produce 

explosivos, por lo que es necesario, conforme al artículo 

quince de la Ley de Fabricación, importación y comercio de 

armas y explosivos, para comerciar con dichas sustancias, 

autorización del ministerio de guerra hoy defensa y seguridad 

pública y si no se tiene esa autorización: '~se ,c.omete delito 

conforme a dicha disposición legal. (REVISTA JUDICIAL, 

Tomo LXXX, 25 de febrero de 1975, pago 179). 

8. - No se puede determinar la competencia de una Juez 

para conocer de una infracción penal por el hecho de que se 

establezca de que aquella se comenzo a ejecutar en una 

comprenSlon territorial y se consumo en otra, pues en este 

caso, al igual que cuando ocurre en la linea divisoria, es 

competente el juez que previene jurisdicción. (REVISTA JUDICIAL, 

Tomo LXXX, 29 de julio de 1975, pag~ 153). 

9.- Si en el curso del proceso no se promovio incidente 

de competencia por razón del territorio entre los jueces, la 

Corte Suprema de Justicia no tiene jurisdicción para 

resol verlo, ni tampoco la tiene la Sala en el Recurso de 
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Casación interpuesto en contra de la sentencia de Segunda 

Instancia; aparte de lo anterior, los jueces que conocieron 

en el juicio, son los oompetentes para ello. (REVISTA JUDICIAL, 

Tomo LXXVIII, seis de abril, 1973, pago 553). 

10. - Si. la resolución emitida por un Juzgado de 

transi to corresponde a la materia penal, como es en este . 

caso, en que se dicto sobreseimiento, después de haberse 

depurado el informativo, por no haberse logrado la prueba 

suficiente para discutir en la etapa contradictoria si 

procede imponer la sanclonal que resultare culpable del 

accidente y consecuentemente el pago de la indemnización de 

dafios y perjuicios, de acuerdo a lo preceptuado en el inciso 

segundo del artículo cinco de la ley especial sobre 

accidentes de tránsito, el tribunal de segunda instancia para 

conocer en apelación, de dicha resolución es aquel al cual la 

ley organlca judicial le ha determinado su compe;tencia por 

razon de la materia y de conformidad al arto 6 de dicha ley, 

es la cámara de lo penal respectiva, por ser esta a quien 
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corresponde decidir en relación con los asuntos penales 

trámi tados por el Juez de tránsito respect i v o . No e x iste 

ninguna infracción o inobservancia al arto 6 inciso tercero y 

quinto de la Ley Orgánica Judicial, por cuanto, si el 

sobreseimiento es confirmado el interesado podrá continuar su 

acción civil, a la que sigue teniendo derecho en los 

términos señalados en el art. 45 Y sig . de la ley de la 

materia; y de las resoluciones que se emitan dentro del 

juicio civil conocera la cámara de lo civil respectiva, por 

tratarse única y exclusivamente de lograr c o n ello la 

indemnización de los daños y perjuicios causados por el 

accidente, (42). 

(42) Sentencia de la Corte Plena de fecha 16 de enero de mil novecientos 
ochenta y cinco, conociendo en competencia negativa, cuando una cámara de 
lo penal se negaba a conocer de una apelación de sobreseimiento 
provisional, interpuesta por la parte civil, al no estar conforme con la 
resolución mencionada. 
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6. RESULTADOS DE LA INVESTIGACION DE CAMPO. 

Este capítulo tiene como objetivo exponer los resultados 

obtenidos en la investigación de campo; realizados mediante 

la entrevista, aplicada a una muestra de funcionarios del 

Organo Judicial, compuesta 'por Magistrados y Jueces; que se 

desempeñan en las camaras, sala de lo penal y ju zgados de 

primera instancia de la ciudad de San Salvador y algunos . del 

interior del país. 

Un aspecto importante para conocer la problemática 

referida a los conflictos de competencia, lo es la edad de 

los funcionarios indicados en el Organo Judicial, en razón de 

que la edad refleja el grado de madurez y experiencia que las 

personas adquiere en la vivencia profesional. Así un 

funcionario de cierta edad puede manifestar criterios sin 

ningún fundamento debido a su poco tiempo de ejercer la 

profesión; no aSl un profesional con mayor edad que puede 

fundamentar su oplnlon o criterio respecto ' de una 

problemática al respecto, los datos resultantes se observan 

en el cuadro No.l. 

La entrevista 

investigación, sera 

estructurada y aplicada en esta 
la base para el análisis cuantitativo y 

cuali tati vo de los resultados obtenidos, en función de las 

hipótesis establecidas en el diseño elaborado al planificar 
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la investigación. Al tabular y comentar dichos datos, se 

demostrará el grado de veracidad respectiva, 

hipótesis que orientaron la investigación. 

segun la 

Los resultados se exponen en el orden en que fueron 

previstos en la entrevista, los cuales son como sigue: 

6.1. EDAD DE LOS FUNCIONARIOS ENTREVISTADOS 

. CUADRO No. l. 

ANOS 

37 - 50 

51 - 71 

TOTAL 

EDAD DE LOS ENTREVISTADOS. 

NUMEROS 

8 

10 

18 

PORCENTAJE 

44.4 

55.6 

100.% 

El cuadro No.l reflejo que el mayor numero de 

entrevistados sobrepasa los cincuenta años de edad, lo que 

indica el grado de experiencia adquirida en el desempeño de 

sus funciones al administrar justicia; lógicamente la edad de 

los entrevistados implica un grado significativo de 

experiencia. Sin embargo muchos de los actuales tribunales 

estan conformados con personas 

necesariamente implica una 

de avanzada edad, 

menor eficacia 

lo 

de 

que 

la 
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administración de justicia, pues algunos funcionarios de 

mayor edad se basan en criterios alejados de los modernos 

procedimientos penales. 

6.2. CARGO QUE DESEMPENAN LOS FUNCIONARIOS QUE CONFORMAN 

LA MUESTRA ESTUDIADA. 

La calidad de las personas involucradas en el que 

hacer de la administración 

determinant.e para apreciar 

de 

el 

justicia es 

grado a . la 

caracteristica de la problemática respecto a los 

conflictos de competencia. Así, la calidad de la 

muestra estudiada, denotó la característica 

conforme al cuadro siguiente: 

CARGO 

Juez 

Magistrado 

TOTAL 

CUADRO No.2 

NUMERO 

12 

6 

18 

PORCENTAJE 

66.7 

33.3 

100% 

El numero de funcionarios entrevistados desempeñan el 

cargo de Jueces de Primera Instancia en un total de 12 y los 
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Magistrados en un total de 6, por lo que la muestra utilizada 

es suficiente para deducir los resultados que de acuerdo al 

tema de investigación se pretenden evidenciar. 

Si parece reducida la cantidad de funcionarios 

cuestionados, aclaramos que los resultados no hubieran 

cambiado sustancialmente. Además la poca accesibilidad y 

colaboración de algunos funcionarios ha sido uno de los 

problemas que más afectaron ésta investigación. Es notorio el 

rechazo a ofrecer información o a dar acceso a las fuentes 

documentales para disponer de la información pertinente. 

6.3. TIEMPO DE SERVICIO DE LOS PROFESIONALES DE LA 

MUESTRA; 

Otro aspecto, complementario al anterior, es el 

referido al tiempo de laborar en la Institución 

judicial, lo que refleja el grado de conocimiento 

que por esa situación pueda mostrar un funcionario 

SOJ.)re una problemátiaa @specifica. Así los datos recabados se 

tienen en el Cuadro No. 3 a continuación: 

Años 

4 - 10 
11 - 20 
21 - 35 

TOTAL 

CUADRO No.3 

TIEMPO DE SERVICIO. 

NUMERO PORCENTAJE 

8 44.5 
6 33.3 
4 22.2 

18 100 % 
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El tiempo de servicio de los jueces y magistrados 

cuestionados demuestra la capacidad por ellos adquirida y al 

grado de experiencia que permite la objetividad de la 

investigación y la confiabilidad de los datos en función de 

los objetivos del presente trabajo. 

6.4. LOCALIZACION DEL AREA DE LA ENTREVISTA. 

A efecto de identificar una .zona o &rea en que se 

manifieste el problema sobre los . conflictos de 

competencia, ya que de acuerdo a la naturaleza del 

tema la ciudad de San Salvador es la que presenta 

las características m&s relevantes sobre todo por 

el crecimiento poblacional y consiguientemente el 

aparecimiento de asentamientos nuevos lo que 

provoca situaciones de competencia judicial entre 

los diferentes tribunales. El &rea o sitio elegido 

fué San Salvador, lo cual para efectos de 

comparaclon se tomó otra area denominada "otras 

secciones judiciales" tal como exponen en el 

siguiente cuadro: 

CUADRO No.4 
UBICACION DE LA POBLACION ENTREVISTADA 

LUGAR NUMERO DE FUNCIONARIOS 

San Salvador 
Otras secciones 
Judiciales. 

TOTAL 

12 
6 

18 

" 

PORCENTAJE 

66.7 
33.3 

100.% 
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Debe señalarse el hecho que originalmente 

la cédula de entrevista, 

el lugar 

fué San fijado para aplicar 

Salvador; pero debido a la falta de colaboraci5n de algunos 

funcionarios judiciales, se determin5 en la necesidad de 

pasar la entrevista hacia el interior del país. 

En San Salvador la entrevista se administro tal como se 

mencion5, con una muestra de jueces de Primera Instancia y 

Magistrados de Segunda Instancia, y en el interior del país 

s510 con jrieces de Primera Instancia. 

6.5 GRADO DE EFICIENCIA DEL TRAMITE ACTUAL. 

Uno de los objetivos, que se pretendían lograr y una 

de las hip5tesis que se quería evidenciar en la 

presente investigaci5n es lo referente al 

procedimiento actual para dirimir los conflictos de 

competencia. Es decir, se trata de obtener a través 

de los mismos funcionarios, el grado de eficiencia 

que el trámite vigente señala para resolverlos. Los 

datos obtenidos se muestran en el cuadro a 

continuaci5n: 
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CUADRO No.S 

OPINIONES SOBRE LA EFICIENCIA DEL TRAMITE ACTUAL DE 

LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIA. 

OPINION 

si es eficiente 

No es eficiente 

Abstención 

TOTAL 

NUMERO 

6 

12 

18 

PORCENTAJE 

33.3 

66.7 

100% 

Como se puede apreciar en el cuadro No.S, las dos 

terceras partes (66. 7) indican que no es eficiente, lo que 

quiere decir que la mayoría de funcionarios externaron su 

inconformidad con el actual procedimiento para tramitar y 

resolver los conflictos de competencia en nuestra 

legislación, pues obedece a posiciones que dilatan el juicio, 

ya que no se posee un trámite más breve lo que atenta contra 

el principio de pronta y cumplida justicia. Sin embargo una 

minoría representada en el 33.3% es de opinión en la eficacia 

del trámite actual y que no sería necesaria ninguna reforma, 

ni tramite tal que modifique el que rige actualmente. 

6.6. FACTORES e8SUALESEN LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIA 

Luego que se ha determinado que el procedimiento 

actual para el trámite de conflictos de competencia 
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es ineficiente, tal como se indicó en el acápite anterior. Es 

procedente ahora señalar los factores causales, para la cual 

la entrevista la agrupó en tres tipos de causas, recibiendo 

los resultados como se califican en el cuadro No.6 que sigue: 

CUADRO No.6 

FACTORES QUE DETERMINAN LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIA 

SEGUN LOS ENCUESTADOS. 

FACTORES 

Jurídico 

Político 

Personales 

TOTAL 

NUMERO 

12 

2 

4 

18 

PORCENTAJE 

66.7 

11.1 

22.2 

100% 

Tal como se observa en el cuadro No. 6 los criterios son 

variados, destácase el aspecto jurídico que los manifiesta, 

mas de la tercera parte sobre poniendose a lo político y a 

los de carácter personal o de interé$ propio de los jueces. 

Realmente, el aspecto político es mas determinante en lo que 

atañe a la solución de los conflictos. En su origen la 

mayoría de factores problemáticos son jurídicos y al mostrar 

alguna conveniencia personal o algun interés político en él, 

estos aspectos toman el papel determinante en la solución de 

los conflictos~ entonces pese a la opinión de los jueces y 
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magistrados, la sociedad politizada actual, influye, 

grandemente al momento de tomar desiciones, especialmente en 

los intereses políticos como consecuencia de la crisis 

institucional ligada a la crisis sociopolítica general que 

vive el país sobre todo desde hace 11 años. 

6.7. EL OBSTACULO DE LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIA 

Como es· obviQ, la problemática de la retardación de justicia 

afecta o influyt2 en la ineficiente administración de la 

ITL-Lsrna. La pregunta pertinente en, la entrevista refleja lo que 

a continuación se expone en el siguiente cuadro. 

CUADRO No.7 

OPINION DE QUE SI LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIA 
SON üN OBSTACULO PARA EL PRINCIPIO DE LA PRONTA 

APLICACION DE LA JUSTICIA. 

OPINION NUMERO PORCENTAJE 

SI 12 66.7 

NO 6 33.3 

Abstención 

TOTAL 18 100% 

La lógica se impone, la mayoría de los encuestados con 

los cuales se comparte dicha opinión, concluyen que el actual 
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trámite de los conflictos de competencia es monótono y 

absolutamente dilatado; lo que naturalmente viola el 

principio de la pronta justicia. Sin embargo como siempre 

ocurre, algunos se oponen al cambio poniendo resistencia a lo 

tecnicamente más aplicable, y así una tercera parte (33.3%) 

concluyeron y coincidieron en la reforma o adecuación de las 

disposiciones pertienentes, es por ello que se consideró que 

el procedimiento actual es un obstáculo para una rápida 

administración de justicia, por reflejar una mayor burocrac~a 

al resolver dichos conflictos. 

6.8. EXPERIENCIA CONCRETA DE LOS FUNCIONARIOS 

ENTREVISTADOS. 

Con el objeto de ratificar lo que se ha venido 

exponiendo referente a la problemática de los 

conflictos de competencia, la entrevista clasificó 

los casos en positivas y negativas en aquellos en 

que los funcionarios han experimentado en su vida 

profesional encontrandose las respuestas que se 

indican en el siguiente cuadro: 



CUADRO No.8 

EXPERIENCIAS POSITIVAS O NEGATIVAS DE LOS 
FUNCIONARIOS EN CASOS DE COMPETENCIA. 

OPINIONES NUMERO PORCENTAJE 

positivas 8 44 . 4 

Negativas 10 55.6 

TOTAL 18 100.% 
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Los datos del cuadro No.8 muestran que un poco más de la 

mitad 55.6% reportan experiencias negativas. Pero también 

representan casi equitativamente el conocimiento o no de 

juicios relevantes en algunos tribunales, en lo atinente a 

los conflictos de competencia, teniendo siempre en contra la 

supuesta negativa a la publicidad del proceso alegada , por 

algunos jueces, ya que prefieren negar el conocimiento de 

algunos jucios en su tribunal, argumentando que no pueden 

adelantar criterios al respecto. Sin embargo el equipo de 

investigación ha sal vado este punto, con la accesibilidad de 

otros jueces que han invocado juicios como el denominado caso 

de la Zona Rosa y otros, debido a ello, la investigación aún 

con la escasa información obtenida sobre este punto , ha 

logrado el objetivo de identificar la negatividad o 

ineficacia del procedimiento para dirimir los conflictos de 

competencia. 
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6.9. CRITERIOS UTILIZADOS PARA CONSIDERARSE O NO 

COMPETENTES. 

En función de la problemática que se estudia, 

interesa detectar en .que basan su fundamentación los 

f uncionarios para· conslderarse canpetentes o no ante un 

proceso' determinado, _ la pregunta pertinente en la 

entrevista arrojo los resultados así: 

CUADRO No.9 

CRITERIOS UTILIZADOS PARA CONSIDERARSE COMPETENTES 
O INCOMPETENTES. 

OPINIONES NUMERO PORCENTAJE 

Legalista 12 66.7 

Doctrinario 4 22.2 

Abstención 2 11.1 

TOTAL 18 100 % 

La mayor cantidad de encuestados el 66. 7% son fieles 

aplicadores del Derecho Procesal Penal, fundamentan sus 

resoluciones estrictamente dentro del marco que el código 

establece, es ' decir, dentro de lo estipulado en las 

disposiciones legales pertinentes; de acuerdo a su 

competencia por razón de la materia, del territorio, o de la 



200 

conexión. Sin embargo otros jueces y magistrados que 

representan el 22.2% de los entrevistados se apoyan en la 

doctrina judicial, es decir, se apoyan en resoluciones 

anteriores sobre casos semejantes. Una minoría (11.1 %), ni 

siquiera se atrevió a opinar. El grupo de investigación de la 

presente tésis es de opinión que la declaratoria de 

incompetencia debe fundamentarse como la mayoría de los 

entrevistados, en base a lo establecido en el código; pero 

tomando en cuenta también la doctrina judicial aplicable, 

inclusive la sana crítica, en su momento determinado, lo que 

llevará a emitir resoluciones apegadas a derecho. 

6.10. EL SISTEMA PROCESAL PENAL MIXTO Y LOS CONFLICTOS 

DE COMPETENCIA. 

La hipótesis primera que orienta la presente tésis 

señala que la 

procesal penal 

conflictos de 

fal ta de unidad en la legislación 

influye en 

competencia 

la incidencia 

(capítulo 1) • 

de 

La 

pregunta alusiva a tal situación plasmada en la 

entrevista tenía el propósito de detectar el grado 

de conocimiento sobre el sistema procesal penal 

mixto moderno. La opinión resultante fué así: 
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PROCEDENCIA O IMPROCEDENCIA DEL SISTEMA PROCESAL 
PENAL MIXTO MODERNO, EN RELACION A LA COMPETENCIA. 

OPINION NUMERO PORCENTAJE 

sí procede 4 22.2 

No procede 4 22.2 

Abstención 10 55.6 

TOTAL 18 100% 
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Los datos del cuadro No.lO evidencian el alto grado de 

desconocimiento, pues un poco más de la mitad (55.6 %) se 

inclinaron por uaa abstención a la pregunta realizada. Las 

respuestas sobre este punto no fueron las que se esperaban 

tener, pues estas estan determinadas por el poco conocimiento 

o no del sistema procesal penal mixto moderno, el cual es 

desconocido por -la mayoría de los encuestados, sin embargo 

los que estuvieron de acuerdo coincidieron en la 

implementación de nuevas disposiciones que hagan más viable 

la promoción y solución de los conflictos. Lo anterior 

demuestra, desgraciadamente que muchos de los actuales jueces 

no estan al día en los avances del derecho Procesal Penal, de 

ahí, que sería un gran problema la implementación prematura 

de este sistema sin la capacitación actual de los jueces o el 

nombrar a nuevos jueces que si respondan a los principios que 
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que propugna este nue vo s i stema procesal. 

6.11. NECESIDAD DE REALIZAR REFORMAS. 

Lógicamente, ante lo obsoleto o la ineficiencia de 

un procedimiento, la respuesta obligada es 

proceder a reformar la legislación. Ante la 

pregunta correspondiente, las respuestas recibidas 

se exponen en el cuadro siguiente: 

CUADRO No.ll 

OPINION SOBRE LA NECESIDAD DE REALIZAR REFORMAS EN LO 
ATINENTE A LA COMPETENCIA PROCESAL PENAL. 

OPINION NUMERO PORCENTAJE 

Si es necesario 12 66.7 

No es necesario 6 33.3 

Abstención 

TOTAL 18 100 % 

En efecto el cuadro No.ll refleja el clamor de la 

mayoría representado en un poco mas de las dos terceras 

partes (66.7%) expresan su opinión en sentido positivo a la 

realización de las reformas en lo concerniente a la 

competencia procesal penal. La explicación de ello se tiene 

en que la dilatación del procedimiento es excesiva, pues los 
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oficios entre los tribunales hacen mas dilatado el 

procedimiento lo que atenta siempre contra el principio de 

pronta justicia. Algunos mencionaban fuera .del contexto de la 

encuesta que los avances de la tecnología deben legalizarse 

para el bien de la justicia, como el caso de las provisiones 

por medio de telefacsimil, lo que se podría dar en lo oficios 

inhibitorios. Como es normal siempre hay opiniones contrarias 

y fueron expuestas por el 33.3% de funcionarios entrevistados 

que sostienen que la leyes clara y precisa, el problema de 

atrazo de los juicios, depende de - 0tros trámites 

administrativos no judiciales, señalaron. 

6.12 SITUACION CON LA CREACION DE NUEVOS TRIBUNALES. 

Un aspecto que coadyuvaría a la fluidez en la 

administración de justicia sería la creación de más 

tribunales, que ofrezcan respuesta a una cumplida y 

pronta justicia. Esto supuestamente generaría 

problemas de competencia, por lo que la entrevista 

planteo la pregunta para detectar el punto de vista 

de los funcionarios de la muestra. Los resultados 

se plasmaron en el cuadro siguiente: 
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CUADRO No.12 

OPINION SOBRE LOS PROBLEMAS QUE PUDIERAN DARSE EN CUANTO 
A LA COMPETENCIA CON LA CREACION DE NUEVOS TRIBUNALES 

OPINION NUMERO PORCENTAJE 

Si habría problemas 4 22.2 

No habría problemas 14 77.8 

Abstenciones 

TOTAL 18 100.% 

Al observar el cuadro No.12 resulta obvio la tendencia 

general de las encuestas, pues casi el 78% manifestó que no 

habría problemas. Solamente un mínimo grupo que representa 

menos de la cuarta parte manifestó que el crear nuevos 

tribunales si generarán conflictos, pues la proliferación en 

ellos, dará lugar a que un mismo hecho comiencen a conocer 

varios tribunales; debido a que pueda prevenirse la 

competencia. En cuanto al mayor grupo de entrevistados que 

mantienen la posición de que no se originaran conflictos, 

condicionaron a que debe reformarse la Ley Orgánica Judicial 

en forma técnica y planificada, delimitando aSl, la 

compet·encia de cada Juez. Además el decreto de creación de 

estos tribunales debe preveer en su contenido, situaciones 

que no generen conflictos; ayudando de esta forma a 

descongestionar los tribunales que se tenían con 

anterioridad. 
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6.13 LAS REFORMAS Y SUS EFECTOS. 

Para finalizar la presente investigación de campo, 

fue menester detectar en los entrevistados su punto 

de vista en torno a las consecuencias que han 

producido o produce las reformas implementadas. Las 

respuestas categorizadas en tres opciones 

exponen en seguida: 

CUADRO No.lJ 

OPINION SOBRE LAS REFORMAS EMITIDAS ACTUALMENTE 
Y LO CONSECUENTE A LA COMPETENCIA DE LA MATERIA 

Y EL TERRITORIO. 

OPINION NUMERO PORCENTAJE 

Adecuadas 

Inadecuadas 8 44.4 

Indiferentes 10 55.6 

TOTAL 18 100 % 

se 

Como puede visualizar en el cuadro No.lJ, un poco mas de 

1 a mi tad el 55 • 6 % s e mo s tr aron indiferentes ante tales 

reformas. Así mismo, ninguno de los entrevistados se 

manifestó sobre lo adecuado de estas reformas. y otro grupo 

de encuestados manifestó en un 44.4% su inadecuación a la 

problemática actual. Esto se explica por las razones 
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siguientes: El legislador debe ser objetivo en cuanto a la 

delimitación del territorio, la materia, la conexidad, por lo 

que en la actualidad las reformas han sido emitidas sin hacer 

un estudio jurídico; lo que ha venido a afectar 

estructuralmente el andamieje 

implementaciones en estas, 

interpretación autentica del arto 

procesal ·, 

como por 

551 Pr.Pn. 

al hacerse 

ejemplo: la 

que tácitamente 

está derogando en primera instancia, la competencia en razon 

de la materia. Pues permite conocer a un Juez de un hecho 

que · jamás pcxJ.ría conocer (un j .uez de lo com1)n puede conocer de un 

juicio de Hacienda). Por otro lado, las que conforman el 

porcentaje mayoritario, sustentan su respuesta basados en su 

experiencia adquirida, ya que consideran que la ley procesal 

penal, ha establecido el procedimiento y no hay donde 

perderse, por lo que siempre solucionaran el conflicto, 

mediante la aplicación de la Ley en vigencia reformada o no. 

Lo que para tales funcionarios es un derecho Positivo 

vigente, que hace mantener su opinión de indiferencia hacia 

dichas reformas. 
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7. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

Sobre la base de la investigación realizada, el equipo 

de investigación ha arribado a las conclusiones y 

recomendaciones que a continuación se enuncian: 

7.1. CONCLUSIONES 

Los sistemas 

determinantes 

de procedimiento penal han sido 

en la évDiuci& jurídico-política de 

la sociedad, implementando, en cada caso, formas 

coyunturales propias de cada 

medida que la evolución misma 

sistema, pero a 

ha tomado giros 

diferentes, la sociedad se ha tornado más compleja, 

haciéndose necesario implementar nuevos modelos 

procedimentales para enfrentar estos cambios que en 

definitiva son originados en el movimiento 

histórico de la sociedad. 

7.1.1. La legislación salvadorefia, a través del 

tiempo ha venido desarrollando instituciones 

buscando enfrentar este cambio; pero que 

desgraciadamente la falta de un origen 

jurídico propio ha sido el principial 

obstáculo para la evolución del Derecho, pues 
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el legislador, al retomar de otros países 

e implementar en el nuestro otras 

instituciones, comete el error de aplicarlo 

en un lugar distinto del que específicamente 

fueron llamados a regular. 

7.1.2. Se concluye que si bien es cierto que la ley 

primaria salvadorefia es una de las más 

7.1.3. 

avanzadas en América Latina, también es 

cierto, que las leyes secundarias que la 

desarrollan no poseen existencia objetiva; 

por lo cual la primera será letra muerta y 

carente de aplicación práctica. 

estudio realizado EEn .la :rnaypria de 

legislaciones procesales latinoamericanas, 

se ha obtenido un sistema foráneo, heredado 

y que debido a la incapacidad de muchos 

legisladores y aplicadores de la ley no se 

ha buscado Sl no hace pocos afios, la 

implementación de un sistema procesal penal 

con amplios matices sociológicos y 

humanitarios que pretenden borrar del 

panorama jurídico Latinoamericano toda 

aquella legislación que atenta contra los 
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principios elementales de la persona humana. 

7.1.4. De acuerdo a la investigación realizada en 

10 13 Tribunales de la República la práctica 

denota la falta de celeridad y díligenciadel 

tnámi te de ·. lo-s' procesos, y . esp:eci.almente en 

lo que respecta a los conflictos de 

competencia-

7.1.5. En conclusión se establece que la 

jurisdicción, competencia y conflictos que 

sobre esta se susciten no estan abstraidos 

de las realidades anteriores e influyen en 

las decisiones judiciales que en los 

procesos se pronuncien, pasando a veces 

desapercibido la violación a los principios 

procesales, como lo es el PRINCIPIO DEL JUEZ 

NATURAL, pues las decisioneE;i políticas que 

han dado origen a tribunales especiales 
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militares, lesionan en mayor o menor medida 

la garantía del Juez natural y la 

independencia del Tribunal que debe Juzgar. 

Es obvio que cuando se trata del juzgamiento 

de personas por parte de funcionarios 

pertenecientes a la orbi ta del poder 

ejecutivo, la garantía del Juez natural y la 

independencia del mismo estan frontalmente 

lesionadas, no obstante, esto va conspirando 

paulatinamente contra la independencia del 

tribunal, en la medida en que el nGmero d~ 

los posibles miembros de los mismos se vaya 

reduciendo, y en especial cuando esto sucede 

en delitos políticos o con directa 

vinculación política. Todos los regímenes 

latinoamericanos contemporáneos tienden o 

han tendido a someter estos delitos a 

tribunales no ordinarios, ello se debe a que 

es mucho más fácil presionar políticamente o 

seleccionar con sentido político a un grupo 

minoritario de Jueces, que a todos los 

miembros de la magistratura. 

En tal sentido, cualquier especialización judicial, 

resul ta altamente peligrosa, y en defini ti va, lesionante de 
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la independencia y objetividad de los juicios, cuando se 

asienta con el objeto de conocer fundamentalmente delitos con 

significación política directa. De ahí que toda sustracción 

de estos delitos a la jurisdicción ordinaria, resulta 

lesionante de los Derechos Humanos. 

7.1.6. Estamos de acuerdo en que la única forma de 

sacar adelante las instituciones de nuestro 

Derecho Procesal Penal, es implementando 

sistemas más acordes de la realidad jurídica 

de nuestro país, y no copiar instituciones 

de otras legislaciones, ni tomando tampoco 

posiciones conformistas de "no complicarse 

la vida 11 , en la creación de normas 

procesales objetivas. Por lo que es 

obligación de todos aquellos aplicadores del 

Derecho, contribuir a la concresión de estos 

postu~ados, que nos lleven a la creación de 

un Derecho Procesal Penal con normas 

estables, que protejan los derechos mínimos 

del procesado. 
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7.2. RECOMENDACIONES. 

La recomendaciones que le proponemos son las 

siguientes: 

7 • 2 . 1 gue la Corte Suprema de Justicia proponga reformas . a 

la Constitución de la RepÚblica en lo que 

respecta a la atribución segunda del arto 182 

Cn. haciéndolo más entendible y tecnicamente 

ob-jeti vo; además puede crearse · un ente qUé· 

forme parte o no del Organo Judicial, que se 

encargue unlca y exclusivamente de dirimir 

conflictos. Todo esto dentro de la atribución 

conferida a la Corte Suprema de Justicia, la 

cual basándose en el arto 182 No.S puede 

proponer este tipo de soluciones, para 

desarrollar de esta forma el principio de 

Pronta y cumplida justicia; por otro lado, 

puede crearse una nueva forma de solución, 

como la que propugna el sistema procesal 

mixto moderno, mediante la cual se le dá a un 

magistrado de la Corte 

atribución de dirimir 

(Sala de lo Penal) la 

los conflictos de 

competencia que se susciten. 
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-ConEide~amos pertinente recomendar además 

que la constitución de la República 

incluya desde que época los funcionarios 

que tienen privilegio del Antejuicio, 

responderan por los delitos que cometan, 

es decir, el tiempo de su comisión; ya 

sea antes o en el ejercicio de su 

función, como claramente lo estipulaba la 

Constitución política de 1886, en todo 

caso, debería desaparecer de nuestra 

legislación dicho privilegio, porque ha 

sido utilizado en muchas situaciones para 

encubrir acciones delictivas de personas 

que encubiertas en ese privilegio se 

aprovechan ' logrando la impunidad de sus 

actuaciones; lesionando además el 

principio de igualdad jurídica, estable­

cido en la. Carta Ha1!Jiíil3. 

2.- Reformar la Ley Orgánica Judicial, 

dependiendo de las 

la Constitución de 

enmiendas que se hagan en 

la república, para que 



214 

aquella regule las atribuciones que la ley 

primaria les confiera. Además la ley orgánica 

debe establecer claramente el caso de "los 

turnos judiciales", los cuales por cierto han 

quedado derogados conforme al Decreto 594 

publicado en el D.O. 240 tomo 309 del quince 

de octubre 1990, dejando sin efecto el 

art. 152 de la referida . l~y. , Sin embargo, 

en el presente ano los turnos siguen 

teniendo aplicabilidad en los tribunales 

judicales. 

3. - Reformar el código procesal penal en lo que 

respecta la competencia por razón de la 

materia en el art. 14 No. 3 ya que la Corte 

conocerá de los conflictos de competencia en 

materia penal y no de "Recursos de 

Competencia" como literalmente reza dicha 

disposición, pues los conflictos no tienen un 

carácter impugnativo si no más bien una 

intención de saneamiento del proceso. 

4. - Adecuar los artículos de la competencia por 

territorio en relación a la forma de promover 

el conflicto de oficio arto 27 y 32 Pr.Pn. en 
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un solo apartado. 

5.- Regular en la sección atinente a los 

conflictos de competencia un procedimiento 

más breve para tramitarlos y resolverlos. 

6. - Modificar el epigrafe del art. 35 Pr. Pn. en 

sustitución del ahí mencionado, puesto que en 

realidad lo que sucede son efectos en la 

trami tación del conflicto, ' que dependerán de 

la etapa procesal donde se promueven, así; en 

la instrucción se suscita un incidente de 

especial pronunciamiento y en el plenario uno 

de previo y especial pronunciamiento. Por lo 

tanto las reglas del arto 35, no son comunes 

a la Promoción de los conflictos porque no 

producen las mismas consecuencias. 

7.- Es necesario incluir una disposición que 

faculte al solicitante a impugnar la 

resolución judicial que declara sin lugar la 

promoción 

resolución 

del 

en 

conflicto; pues 

la actualidad 

dicha 

deja 

ilflposibili tadG al solicitante de .. alegar . la 

improcepencia y agravio de la resolución, o 
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simplemente al no pronunciarse al respecto, 

puede incluirse como una resolución apelable 

y en un caso extremo también al omitir 

cualquier resolución favorable o desfavorable 

o dejar transcurrir los términos legales de 

las reglas primeras de los arto 33 y 34 

Pr. Pn. , tiene aplicación entonces la 

alternativa del recurso extraordinario de 

Queja por Retardación de Justicia, de 

conformidad al arto 563 Pr.Pn. 

8.- Creemos conveniente la reforma del artículado 

respecti vo a las excepciones, pues no puede 

coexistir la del numeral primero del arto 282 

y la del numeral primero del 283 Pr.Pn., 

porque da lugar a efectos idénticos al ser 

denegadas o aceptadas, esto es, al admitir 

apelación, y 

encontraríamos 

en segunda instancia nos 

en la posibilidad de que la 

cámara no se creería competente para conocer, 

al pensar que haciéndolo esta dirimiendo un 

conflicto. Como ya lo expusimos la del 

numeral primero del arto 282, tecnicamente 

esta mal redactada, pues un Juez salvadoreño 

no puede ser falto de jurisdicción, sino de 
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competencia; ya que la primera es la potestad 

estatal de administrar justicia y no . 

atribución de un juez determinado, a quien ' 

solamente se le puede reclamar la falta de 

competencia. Lo q ue se está haciendo en las 

nuevas legislaciones procesales penales 

Hispanoamericanas, sistema procesal mixto 

moderno,es derogar las excepciones dilatorias 

y perentorias, manteniendolas unicamente como 

e xcepciones sin clasificación alguna; y en 

lo atinente a la incompetencia, darle el 

trámite que estos señalen al conflicto de 

competencia promovido por declinatoria; de 

esta forma se e v ita un trámite análogo a los 

conflictos, y que puede dar lugar a malos 

entendidos, abreviando además el trámite 

declinatorio. 

Sin embargo en nuestra legislación también 

pueden derogar se definitivamente, pues la 

mayor parte de e xcepciones dilatorias y 

perentorias, estan reguladas ya en otras 

partes del código, 

naturaleza, esto 

sosbreseimiento 

competencia. 

es, 

y en 

pero 

en 

los 

con distinta 

las causas 

conflictos 

de 

de 
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9.- Pretendemos que el arto 415 Pr.Pn. debe 

reformarse en la parte que dice: "los 

administradores de Rentas, los empleados de 

aduanas y los alcaldes municipales, cuando 

estos Gltimos ejerzan funciones judiciales". 

Es necesario establecer que los antes 

dichos funcionarios no .. ejercen ' funciones 

judiciales, pues no tienen competencia para 

pr§cticar diligencias judiciales; esto se 

debe a que esta disposiciqn es .un resabio 

histórico del drt. 3 inc. 20. del código de 

instrucción criminal y de lé\s disposiciones 

generales del código fiscal. 

10.- Debe derogarse la interpretación auténtica 

del numeral primero del arto 551 Pr.Pn., pues 

ha derogado tácitamente la competencia por 

razón de la materia en primera ingtancia; al 

considerar gue tanto la competencia comGn, 

militar, hacienda y de tránsito, son una sola 

materia penal . 

el arto 35 

conflictos 

razon de 

de 

la 

Lo gue debe interpretarse es 

inc. 40. Pr.Pn. ya gue los 

competencia 

materia, 

se originan 

territorio y 

por 

la 

conexión; de modo gue la validez de los actos 
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prácticados comprende a los procesos en que 

se discute la incompetencia en razón de la 

materia; y no debió interpretarse el 551 

numeral Primero Pr.Pn. 

11.- Al reformar las disposiciones de los códigos, 

el legislador debe preveer las consecuencias 

que algunas reformas traerían; es decir, que 

otra institución del mismo cuerpo de leyes 

tiene relación con la reforma realizada. En 

este sentido, al proponer las reformas hay 

que tomar en cuenta también los art. 572 Y 

573 en sus numerales primeros Pr.Pn., en 

cuanto a los motivos del Recúrso de Casación; 

y adecuarlos a la terminología correcta de lo 

que es competencia y jurisdicción, ya que al 

ser motivos de casación deben guardar 

concordancia 

código. 

con los demás términos del 

12.- Deben adecuarse a las disposiciones del 

procedimiento penal las obsoletas leyes 

especiales de competencia de hacienda, con 

el código fiscal, Ley Represiva del 

Contrabando de Mercaderías y DeÉraudación de 
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la Renta de Aduanas; además, darle el 

carácter propio de Ley Especial a la Ley de 

Procedimientos Especiales sobre accidentes de 

tránsi to, pues en la actualidad, los jueces 

la aplican como otra ley procesal penal 

comun. 

13. - Rechazar como lesivo a los Derechos Humanos 

cualquier sometimiento de civiles al juicio 

de funcionarios dependientes del Organo 

Ejecutivo o jueces y tribunales carentes de 

independencia. Cuando conozcan en materia 

militar especial. 

Eliminar toda especialización judicial en 

materia de delitos con directa vinculación 

en tales casos el política y propugnar 

conocimiento de la 

ordinaria. 

competencia penal 

14. - Se Recomienda a los Jueces y Magistrados del 

Organo Judicial, ser mas 

con los colaboradores 

investigación, que bu'scan en 

accesibles 

grupos 

ellos 

información estrictamente académica. 

y 

de 

una 
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15. -Se recomlen d a la implementación de los avances 

tecnológicos más que todo en comunicaciones, 

debido al atraso actual que poseen los 

tribunales al realizar diligencias que fuesen 

necesarias y urgentes, lo que constribuiría a 

darle cumplimiento al principio de la pronta 

aplicación de la administración de justicia, 

evitando con ello que aquellas provisiones se 

hagan por correo nacional, pudiendo 

diligenciarse inclusive los oficios 

inhibitorios por medio de Telefacsimil. 



222 

BIBLIOGRAFIA 

OBRAS 

1.- AGUILERA DE LA PAZ ENRIQUE; Comentarios a la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal. Madrid, Editorial REUS Tomo 

1923 

2. - CASTANEDA VEGA, MARIO FRANCISCO. La competencia en 

materia Criminal, Tesis Doctoral UES. 1971. 

3.- CAVALARIO, DOMINGO. Instituciones del Derecho 

Canónico, Libr'a Feria la Rosa, Par is Francia. s/f. 

4.- CONTRERAS CASTRO, PEDRO. De la Jurisdicción y 

competencia en Materia Penal. Tesis Doctoral UES. 

1975. 

5.- CARNELUTTI FRANCISCO, Lecciones sobre Proceso Penal, 

Tomo 11 Ediciones Jurídicas Europa BOSH y Cia. 

Buenos Aires Argentina. s/f. 

6.- DEI MALATESTA, NICOLA FRAMARINO. Lógica de las 

Pruebas en Materia Criminal. Volumen I~ 3a. Edición, 

Editorial Temis, Bogota - Colombia 1988 . 
. . 

7.- GAVIGIOLI, JUAN PROFESOR. Derecho Canónico, 

Editorial, Revista de Derecho Privado, Espafia, 1947. 

8. - CLARIA OLMEDO, JORGE. Tratado de Derecho Procesal 

Penal, VII, EDIAR, Buenos Aires, Argentina, 1968. 

9.- COVIAN y JUNCO, VICTOR. El Procesamiento Penal 

Teórico y Práctico para: la Jurisdicción Ordinaria, 

Fuentes y Capdeville Editores, Madriq Espafia. 1886. 

10.- FLORIAN EUGENIO. Elemento de Derecho Procesal Penal, 

Editorial Bosh, Barcelona, Espafia. 



22~ 

11 - ILANUD. Los Diversos Sistemas Procesales Penales, 

Principios y ventajas del Sistema Procesal Mixto 

Moderno. Unidad Modular IV. San José Costa Rica, 

1988. 

12 - OSORIO MANUEL, Diccionario de Ciencias Jurídicas, 

políticas y Sociales. Editorial ELIASTA, Buenos 

Aires Argentina, 1989. 

13 - ODERIGO MARIO, Lecciones de Derecho Procesal Penal, 

Tomo 1 de Palma, Buenos Aires, Argentina. 1971. 

14 - PADILLA y RENE. História de la 

Codificación 

VELASCO, 

Procesal Salvadoreña. Revista del 

Ministerio de Justicia. 1964. 

15 - ROSENTAL y P.F. IUDIN. Diccionario Filosófico. 

Edición 1971. s/f. 

16.- ZAFARONI, EUGENIO RAUL. Sistemas Penales y Derechos 

Humanos en América Latina. Documento final del 

Programa de Investigación Desarrollado ' por el 

Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 

Editorial de Palma, Buenos Aires, Argentina; 1986. 



224 

DOCUMENTOS 

1.- CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, El Salvador, 1947. 

2.- CODIGO DE INSTRUCCION CRIMINAL, Recopilación de 

Leyes de 1967, El Salvador. 

3.- CODIGO DE JUSTICIA MILITAR. El Salvador. 1964. 

4.- CODIGO PROCESAL PENAL, El Salvador, 1974. 

5.- CONSTITUCION POLITICA DE LA REPUBLICA DE EL SALVADOR, 

de 1886. 

6.- CONSTITUCION POLITICA DE LA REPUBLICA, 

Salvador, de 1950. 

7.- CONSTITUCION POLITICA DE LA REPUBLICA, 

Salvador, de 1962. 

de El 

de El 

8.- CONSTITUCION DE LA REPUBLICA, de El Salvador. 1983. 

9.- REVISTA JUDICIAL, Tomo LXXVII, del 26 de octubre de 

1972. 

10. - REVISTA JUDICIAL, Tomo XXXV, del 11 de enero, de 

1930. 

11. - REVISTA JUDICIAL, Tomo LXXVI. del 21 de mayo de 

1971. 

12.- REVISTA JUDICIAL; Tomo LXXIV, del 29 de septiembre 

de 1969. 

13.- REVISTA JUDICIAL, Tomo LXXVII, del 22 de mayo de 

1972. 

14.- REVISTA JUDICIAL, Tomo LXXX, del 24 de enero de .1975. 



225 

15.- REVISTA JUDICIAL, Tomo LXXX , del 2 5 de febrero de 1975. 

16.- REVISTA JUDICIAL, Tomo LXXX , del 29 de julio de 1975. 

17.- REVISTA JUDICIAL, Tomo LXXVIII del 6 de Abril de 1973. 

18.- Código tipo para Iberoamérica. 

19~- Anteproyecto del Código Procesal Penal para 

Guatemala - Alberto Binder Y Julio Maier. 



CUESTIONARIO ESTRUCTURADO SOBRE LOS CONFLICTOS DE COMPETENCIA 

PREGUNTAS: 

Primera Parte. 

(1) Edad. 

( 2 ) : Sexo 

(3) Cargo que desempeña 

(4) Tiempo de servicio 

Segunda Parte. 

(1). Considera Usted, que el actual procedimiento para· tra-- · 

mitar y resolver los ccnflictos de competencia, es el -

medio adecuaoo a nuestra ?roblematica Jurídica actual? 

SI NO SE ABSTIENE 

Cualqtiiera que SEa su respuesta le rogamos indicar 

el motivo de la misma. 

(2) Qpe factores considera Usted que inciden par,a que se prQ 

duzca un conflicto de competencia? 



(3). En su opini6n los cpnflictos de competencia son un obs-

taculo para una pronta y cumplida justicia? 

SI NO SE ABSTIENE 

Cualquiera que sea su respuesta, el sugerimos indi 

car el por que. 

(4) . Diganos cual es el caso de mayor relevancia que ha teni 

do a su cargo sobre conflictos de competencia en su Tri 

bunal. 

(5). QU~ criterio utiliza para decretar su competencia o --

incompetencia en un asunto? 

(6). Creé Usted que con la implementaci6n del nuevo sistema 

procesal mixto moderno, se lesionara la competencia en 

nuestra legislaci6n? 

SI NO SE ABSTIENE 

Cualquiera que sea su respuesta indique el porque. 

(7). Considera Usted que los conflictos de competencia, ade-

más de ser Jurídicos, son Políticos.? 



SI NO SE ABSTIENE 

Cualquiera que sea su respuesta, indique el porque. 

(8): Cre~ Usted que es conveniente reformar la Legislaci6n en 

lo referente a conflictos de competencias? 

SI NO SE ABSTIENE 

(9). Cre~ Usted que la creaci6n de nuevos Tribunales produci-

ra conflictos de competencia? 

SI NO SE .~BSTI ENE 

(10). Las reformas emiti¿as sobre la competencia en lo que -

ccncierne a la materia y el territorio, Usted los con-

-
sidera? 

Adecuadas 

Inadecuadas 

Le es indiferente 

Cualquiera que sea su opini6n diga por que: 



PRINCIPIO DE 

OFICIALIDAD 

PRINCIPIOS BASICOS DEL SISTEMA PROCESAL MIXTO MODERNO 

TRIBUNALES DE JUSTICIA 

~ ESTABILIDAD 1 MINISTERIO PUBLICO 

POLICIA JUDICIAL 

DEFENSA PUBLICA 

{

INTERVENCION DE OFICIO 
- OFICIOCIDAD 

INEVITALIDAD 

NECESIDAD DE LA PROMOCrON DE LA ACCrON 

IRRETRACTABILIDAD 

- LEGALIDAD INDECLINABILIDAD O IMPRORROGABILIDAD 

INDISPONIBILIDAD 

11 



PRINCIPIO DE 

INVIOLABILIDAD 

DE LA DEFENSA 

INTERVENCION 

CONrRADICCION 

IMPUTACION 

INTIMACION 

AMPLIACION DE LA IMPUTACION E INTIMACION COMPLEMENTARIA 

CORRELACION ENTRE ACUSAC I ON y SENTENCIA 

REPARACION DEL DANO 

FUNDAMENTACION DE LA SENTENCIA 

l' 



PRINCIPIO DE 

VERDAD REAL 

ORALIDAD 

INMEDIACION CONCENTRACION O CONTINUIDAD 

IDENTIDAD FISICA DEL JUZGADOR 

PUBLICIDAD DEL DEBATE 

IMPULSO E INVESTIGACION JUDICIAL AUTONOMA 

LIBERTAD DE LA PRUEBA 

COMUNIDAD DE LA PRUEBA 

INDUBIO PRO REO 

SANA CRITICA RACIONAL O LIBRE CONVICCION 

il 
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CERTIFICA: que ' en el Incjdente de Compp.tp.nciá suscitada 

- ~n'i:f'e' la Cámara Segundá "de ro i ' ciri~lel~ rá l ; ~imeia Secci6n elel Centro 

- y 'la' Cámar~Segunclade ' lo ci';il cJé ' in misma Secci()n, ' sr. ~~cu~lltra la 

•• 4 ' t ' . 1 " 1 ' t ' l ' t" ' "d' i titltlltll'llt"""II " 't"lttlt~ItII,,"tt.ilt1tI IC ORTr. SI', I,o,E sen cnCla que 1 era men ~ ce: , ~ 

MA' DE JUSTI'CTA: ' SAN S/\LVADOR, "a las elil'¡ lioras y Vei¡"lte minutos del 

día ': d{ec1séls de Enero de mil novecí"entos ~c"herit; y ' ci~co.-Vistos en 

" com¡)'~ t.' ~'ncia" ~e¡ ga tíva ' s'usci"tacla ' en tre "la 'Cáma ra Segunda de lo "Penal de 

1'~ p~{n;e "'¿a " Se~ci6n dei" C"entr~ :1 la "t¿ma"ra Segunda de lo Civil' -de la -

ZOR MALDONADO, por el del{t¿ di lesiones cul~dsas cau~adas en acciden­

te " de "! t"r~n;H; o en Carlos Armando Nerio " L6p"e~' y 'Ana del Carmen Clara -

H.i;¿í'riez"" '"'c¡'e "Nerlo,hechd que ' tllVO lU ~;lr " cnmo a las 'lu 'ince horas y trei,!! 

!" t'B.: nl{'dut~s: de"l día vpintiocho 'dé 8f,ostO de mil noveci~ntos' ochen"ta y 

.. 1 : _ 

por fé' C;:llle Olorr:ega y i\venioa I1o'pan-

~ kó, Ci~d~d CnEDrS~,So~; radgo.- Y, CONSIDE ~A~nO: 1.- Que por resolti¿~6n 

-e'mi Hila "' a' 1"035 die z h o ras )' tre fn ta minu"t os de'l día s ie t 'e de Agos"to de 

.. '\ : I •• . _'. : . . ' . . .! .~. : '. : " # , " • , 

cmi 1 nov'ecien tos ochí'n"t"a 'i "cua tro, e 1" Juzgado Tercero de Trans i to d"e e~ 

""ta " !ci "~dad p"ronuncl6 ~uto ; ci "~ ", sobreseimi~nto en 1'1 pr~ 'ceso en refl"rencia, 

ef't'u'sl' ""litera'lmente dice!: ''''''JUZGADO TERci-:r. O" IlE TRANSITO: S "':N' SALVADOR, 

a la's" die"i ' h o"rRs y treintl\ ' mlri~t'o s 'riel Jla sJ. 'pt"e de' "ap.,osto cito mil novto­

"ci"en,t:bs i oc'henta y 'c"iJa 't~'o._f\ su's an ,tecede"ntes" el a~te;ior escri"t'o' pre­

s'e'ntad"o p'ór la: "sdíora' P"i's c'at a'dsc"rita a "'este Tribu"nal y sobre lo mani­

~feiitkdo en el ' inism'~ se RF.SllE'LVE: ' El ' p~e'sen'te jul{cio ' i"~s" truíd 'o en'con­

tra: d~'jbsE " CATALrNO 'tn"IANZOn" NALDONADO, de ge'n"era 'ltos " ignoradas por" ser 

r-e-o 'Í!usente, p'c'oc'es';,d'o 'por el elelito "'de LESIONES" CULI'OSAS EN ANA DEL 

.. . ,- ' . " . . . ~ . . ~ . .. . ' . 

'C .\R~fE"N ' C~"RA ~tARTINF.Z DE "NERTO producidas en " ac"cidente ele tránsito, se 

J-ia" de:!,ur'éldo rac 'ional"m~n" te, 'ye1 cuerpo del del lit;; se' prob6 con el reco­

nóciÍTIient~ inédico fo~cnse ' "que corre agregad~ ' a- -f's. 15 y 51, sin embar-

) 



go en virtud de no haberse 0. ' tabl.~cido en la r;¡edida legal la parti-

cipaciún delictual de dicho imp"tado en la co!~isi.ón del hecho 'lue se 
t 

le., a tribuye, ;S,O BRESEESF., F' I :OV I SH):~A L~ICI~TE a f ,1vo r del mismo, de con--

f~rmiJad .a los Artos. 275 No. J y 277 l'r. Pn., en :consecuenci;¡ conti-

núe ~"\ la, libertad , en qlle se encu~ntra sin np.cesidad ele fi1lnz1l, por-

no haber existido m~rito rara su detenci6n. Así mismo y de con[ormi--

d~d , a , l~s Art{~ulos 275 No. 1 y 277 Pro Pn. SOBRESEESE DEF1NITIVAMEN 

Ti:: a f,a>:0ló. del mismo imputado porquo:' [as lesiones reconocidas a fs. 

5 y,.50 ,en ,CARLOS AR'j¡\NDO Nf\R10 l.OI~~: Z no constituyen delito'.- ÍJé.jase 11 

_salvo e~ ;derecho de las partes intr>resPld as en cuanto ·al ejercicio de 

la . acci6n civil pertinente.-" NOT1I'J{1ÚESE.----SE[{!{ANO- /~. , Ante mí,--

firma ilcgible.Srio""".----l'uhricadas.----- De diclto fa,llo el Joctor 

A r tu ro , Pe r a z a N a g a ií él in ter p u s o re c u r s o d e a r' e 1 <'l ció n y e 1, J u z g a ti o de 

Irá,nsito ref e rido lo admitió en ambos efectos, remitienclo las dili--

gencias a la Cámara ~eguncla de lo ienal de la frimel8 Secci~n del ~en 

tro.-; 11.- La "ámara Scgundil de lo 1('1);)1 por considerars;e incom,;p.ten-

te" , ~emi tó el proc.e,so .a la tiÍma ra :'p.,i",unrla de lo Civil de la misma Sec . ' -
ci6n., argument,ando 1.0 siguiente: "EL INF[;.ASCKLTO S ECP,C TI\l'.IO. CEP,TIFI-

CA: de,l ,incidente respectlvo la sE'ntEn,cia que literalmente dice: ''''CA 

}IARA SF:CUNDA DE LO P[NAL DE LA I'RIHERA S¡:CCIOn DEL CENTRO: San Salva-
! ' , 

dor, ¡ a las nueve horas úel veil1titn!s dI'! 'oc,tubre d~ mil nov,eci,entos: 

finiti,vo provd:si,onal p:r ,onunc:iado p;o,r el Jue_z. Tercero. de TrlÍnsito, a -

.las q~iez horas y, treí,n,ta Ilünutos del día ;si (, t ,e , de agosto del presente 

_a,~?, l e, ~ la. causa. pena 1, ins truída c,ont ra JOSE CATALINO U~IANZOR ¡,! ALDONA 

00, proc~sa,do p,or el deli to de lesi c' nes Culposas en ANA DEL CARHE N == 

CL¡\RA MARTINEZ DE NERIO; hl'!cho con'elido como a las quince, horas y --

t r e i f1 t a ,m in u t o. s del día ve in t i o c ha. d e a g () s t Q del. a ñ o p r 6 x i m o p 1\ S a d o -

en l~ inter..sec ,ción de ,.l a Calle Olomega y la Avenida 1lopango, Ciudad 

Credisa de Soyapargo.---LElf)()S LOS AUTOS : Y, CONSIDf.I'.AtJDO: 1) VlstQ 

'. 
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2.---

el' j'uicio de tr3nsíto, corre"l'onuír>nte al pr('sente rpCt'rso de al'e:lacíón 

in 1: e r p u e s t o por e 1 do e t o r A r t \l r ° pe r a z" Ha g" í'í ¡¡, ;J a r t e c iv i 1 e n el j \1 i -

cio, sc¡;ún prticjón de fs. 17, este tribunal hace l¡¡s sif; lJientes conside-

raciones: De confor,nid;¡d;,l Arto &2 Inc. 2~. e11'! la Ley de l ' rocedimientos 

ESl'eci;¡lC's sobre '~ccidpntps de Tr:5n~ito, este Tribunal conoce d~ los re-

cursos de apelaci6n dI' lo ~ autos de sobrr"pi~irnto, de lla~pmi~nto a jui-

cfo y de otras rcsolu·cionr:s pro'nunciarlas por los Jurcf>s ele Tránsito, no 

así en consulta de los mismos, tal co~o lo indica el Inc. último de la 

disposición citad;,; rpcalcando, que por ser la ley referida de carácter 

especial, ~o procedería lo indicado en el Inciso último del Art. 527 Pro 

Pn.- En el caso de autos, se tiene qlle el r('cIIJ:so de ape l ación del cllal 

conoce esta C'mara, [ll~ incoado pdr la parte civil, o spa por el doctor 

, 
Peraza Nagaña, Lal como claral~ente lo expres6 en su petici,)n de fs. 17, 

en la cual hizo ahstracci6n de la materia penal pertinente a la invpsti 

gación, de 10 cual rr:sulta qu(' 1" i.ntención del recurrente es ohtener una 

prestaci6n de natlJraleza civil, " ya que propi.am~nt~ pretendl' un", rep~ra--

ción de ('s~ n~turél1eza, situaci')n jurídica que no compete rC?solvf'rla a 

~~te Tribunal .de conformidad al I\rt. 6. Inciso 32. de la L~y Orgánica Ju-

dicia1, sino a la Cál~lélra Segl1nda de lo Civil de E'"t" Sección juclicial, -

que es el Tribuna I c",", :, ptrnte p;' ra resolver las prf'tension~s civi 1,.s y no 

pen.,lps como ha ocurrido ('11 .. 1 p)'I'Sf'nlt" jl1icio. En raz6n a 10 dicho, DE-

CL:\l\i\.Sr:. l'ICr"lt,ilFTI.NTE (' " ta Cá,,:;,¡-a, i'~r é' rf'solvf'r ~l asunto civil pretcndi-

do por el impf'tr .~ nle y en cO\l s ecuenci.a, remí 'e. se el juicio a conocimiento 

del re fe r ido Tri bu n al. - N o ti f í q u e s e • - - - 1 1 1 • - La C á In;¡ raS' ~ g u n el a del o C i -

vil, consideró que no le correspondCa conocer del juicio en referencia,-

expresando en el in[orl1ll' rp.sp('ctivo SIlS (lrgtlm~ntos al rp.spf'cto que son 

los siguientes: IlONOI:ABLJ': "ORTE SUPREMA DE JUSTICJA.En cllmplimi!'!nto a lo 

ordenado por el Artículo 1204 del C6digo dI'! Procedimientos Civiles, a Vos 

con el debido respf'to ~1ANlrl~S TMfOS: En el jllic~o i 'nstruído contra José -



Catalina Umanzor ¡'¡alclonaclo , de generales ign o radas, por .s~r <lusente, 

?rocesade por el d~lito de lesiunrs culposas en Ana del Carmen Clara 

Martínez de Nerio, producidas en accicl~nte d~ trJnsito, ~l Juez Terce 

ro de Tr'nsito, por resolución ele las diez horas y treinta minutos -
r ' , 

del siete de a"osto " , recién pasarlo, sO,breseyó pr"visionaL!ente a favor 

del referido imputado por ,.) delito mencionado, de conf o rmiclnr] a lo -

dispuestq en los artlculos 275 n~m0 ro 3, y 277 Pro Pn; y de conformi-

d!ad a los .Artíc ulos 275 nútller,o 1 y 277 1'r. Pn. sobreseyó defi.nitiva ,-

men~e a fav 0 r del mismo imputado, porque las lrsionrs reconocirlas en 

Carlos Armando Ncrio,Lópcz, no constituyell delito,; y dejó a s<llvo el 

derecho de las p ' rtes int~resnda:; en cuanto al. ejercicio de la acció'n 

civil pertinente. De esta r e solución el doctor ~rturo ¡eraza MaRaHa, 

ecn~ su carácter de al'0derac!o ge neral judicial de Carlo,s Armando Ner!o, 

intC'rpus" recurso de apelación, el q\le le fue admitido por r~soluci-3n 

de .las diez horas del veinticinco de a?osto del aHo en curso, rn la cual 

se ordenó remitir los aut o s a la I/onorable Cámara Scguntla de lo 1-",nal-

de la Prim",ra Sección del Centro. Dicho Tribunal por resolución de l a s 

nu~ve horas del veintitrés de octubr~ del corriente año se declaró in-

competente, aduciendo qUt" en el r r~sente caso se trnta de \Jn .asunto p2:!. 
. ! ' . ' . ... . 

ramente civil, y remitió los autos a esta L'mara. El motivo por el 

cual ~ste Tribunal consi.cll"ra que no lr correspondl" el conocimit"nto del 

presente asunto, se bnsn preci.sllmente en 'I"C la ;¡cc 16n civil e .ierctt:l-

da por el doctor Arturo l'eraza ~Ia¡:;ari:l COI1: O apodl"rado r,enl'ral judicial 

de Cnrlos Armando Ne~io, no ha sido decidida ~n el auto de sobresei--

miento como se desprende del texto del referido auto en el cual el -

Juez acertadamente, clej6 a salvo ('1 derecho de las partes pAra el ejeE 
." 

cicio de la llcci6n civil correspnndiente. Y opinamos 'Iue la referid;¡ -

acción hasta este mornento no ha sido decidida en el auto C](' sobr('sei-

miento referld~, ya que ~st(' ~or su p ropia nnturaleza penal solo ana-
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liza y r~s ¡l~ lve · s 0bre. la particip;¡ción del .,¡"p ntl' y no lils consccu~n-

cias civiles del dalio C<lusIJ(]Oj e :' la afirtllaCi,Sn 111 hacelllo~ can base ;¡ 

lo precej>tuadG en el inciso 2Q .deol artículo 22 de la Ley de rroc~cli 

mientos Espt'ciales Sabre "ccídC'ntcs de Tr ~~nsi to, que orclC'na que ~n -

los casos d~l artículo 275 Pro I'n., si el intl'resado huhiere reclamado 

la acci6n civil, podr' continuar el juicio p~ra debatir l~ acción ci-

vil ;¡nle ' ~l mismo jue.z, sigui.¡f;¡d()se el' proc.edimiento d~l artículo 45 

y siguientes, sin necesidad de nu~va petición, al quedar ejecutoria-

d~ el auto de sobr,..:· ... iml"r¡to ,nJn c 1I ." ndo ést.e.'no tenga el carácter de 

de fin i t i v o. La 110 n o r ;) b 1 e C á lila r a S e. g II n <1 a d ('. lo ¡' e na 1 <l n t e s r <" fe r i rI a , 

al remitir los .'.l utos para el'c(,no~imiento d~ é sta , hace referencia al 

~rtl~ul~~2 inciso 2e. d~ la .P.E.S:A.T., pero no ~dvirrtC' que <li-

chos recurs os cuando S"" TI'~fieren a los ,lutos de s(,breseimiento 0' 11a-

mamirnt.o a juicio, son de exclllsivo c:onoci l;,j""lto de las C;1m.1ras dI' ¡je 

g u n el <~ 1 n s t.:1 n c i n c 011 : ]' '" t ~ n t ~ s por r <l z 6n rl ~ 1 n ¡na t (' r i él Y l ~ l' r 1 t o r i o, lo 

cllal h8 sirlo confirmado ('xpr~sa !'le nt(' por 18 Ley d('l Orr,ano Jurlicia1 -

~n el inciso 5Q. del I\rtículo :{> que'. elice: " La CámarA S{"l',unela de lo 

Pen;¡l ·de la I'rilllC'ra Sección elel Centro conocerá de los asun·. o~ trami-

tados por los Jueces ' r'~ui'nto, Sexto y Séptimo de lo ¡ 'enal, con asl~nto 

en San Salvador; ele lo!' tr nm í t:,,]os por ("1 Jue z de Prime r.'l lns tanci él -

Nilitarj ele los l'en;-,IC's tr"lIIit",.los ¡,or el Juez Ser;untlo ele lIacjpndaj 

de los tramitados por ' ('1 Jupz Se¡;,undo Tutelar d~ " ~¡~norE's y ,le los A-

suntos penales tr ~i-rl itHdo' s por el Juez Ter"cero de Tr<Ínsi.to, con asiento 

en San Salvador.". En conclusión, consiriera esta ClÍmara que de la lt'c-

tu-r~' del" procesQ ;¡ue' .na llegatlo a nuestro conocimiento, se advierte que 

su cont('nido es ~sen('.ialll¡pnt(' (](" miltl"rl.a I'en<'ll pu<,s se. r('fi"re a una-

illvl'stigaci,6n de Irt"cltos c1llposos ~'ltribuiclos él unil 1'''1'50'18 y de la cual 

resultaren lt"sione~ co~roralp5 y posibl~s clanos m8tcrialesj y que el -

hech~ de que uno de lo s ofendidos haya ~iprcitado la acci6~ civil ' para 

' ~ecla~;ar una ind~mnización pl"cuni8ria, no desvirtúa hasta el actual mo-

mente en qlH' se ~nCllPlltra dicho ]'roct"so, su naturaleza pE'llal, naturale-



~a . ~~e sí finaliza con el sobres~imiento ejpcutorindo, riando pnso en-, . 

tonces al ejercicio de la acción civil c:orre:;ronrli('nte, tal como lo -

dispone el inciso 2º del Artículo 22 de la Ley de la matpria.- Mien-

tras un sobreseimiento dictado en mat e ria penal no haya sido ejecuto-

riado, nO"se puede adrr,itir qUE' ~stn Cárnara tenD,a competrncia rnra co 

noce~ en grado de dicho sDhresei ~ iento; sería i16 f ico pens~r que un 

sobreseit1liento dictado por un Jupz de Tráns ito en que resuelv .. la nc-

c~ón penal y deja a s;rlvo . el "lel'Cecho de las part~s respecto . al ejer-

cicio de, la acción civil, . pueda sprrevisado, conrirmado o revocado -

por un Tribunal, cuyn competencia exclusiva es la materia civil y so-

bre la ., ~ual el juez . no se ha I, ronunciado. Competencia civil que emana 

de . lo dispuesto en el inciso 3 2 • del Art. b de la Ley OrgJnica Judi-

clal, que ?ice: "La Cámara Segrrnda de lo Civil de la Primera Sección 

del .Ce .~tro conocerá de . lo.s asuntos civiles trn:nit ,',dos ante el Juez Se 

gutldo de Hacienda; de los civilc:' y eJe corllrrcio tramitados por los 

Jueces . Cuarto, ~uinto y Sexto de lo Civil con asiento en San Snlya-

do r .; d .e los l r a m ita ti o s por e 1. J II (' z del n q u i l .í. 11 ~ ' t o . y el e los e iv i 1 E' S -

.~rami~ados en el Juzf,a .do Tercero de Trán s it .. o con asiento e .n SanSalva-

do r". N o o h s tan te 1 a c 1 a r i. el <1 d .d e lo " n ter i o r, 4 u e des 1 i "d a 1.0 s c a m p o s 

'penal .Y civil que . l'uednn surr.ir de un accidr-'nte d~ tr:ínsito, quP. d~[i-

nen la competencia deesta Cám;:,I''' rar ", con llC (,l" s(JJ.<lm(,llt~ ('11 la . pnrte-

c!-vil' l eleVAmos a \luestre ilulratlo carrocil!lif'fltu r1 P"I"sPllte C<lSO par;¡ 

que . decidáis lo cClnveniente.-" Así 
-, 

nUf'stro inforrnt>. For la s rilZOll~S 

l'x¡;uestas e,nvío. a .. este Tribunal el pro.ceso para. resolver el conflic-

to 9~ ,compl"ten,cia suscitado en . <1mbo s tribrrrlales.- Esta Corte, des--

. pué.s del análisis del, . rroc"s<'l y .. " blrse a. lo pi escrito por la Ley de 

Proc~dimientos E~peciales sobre Accid('ntes de Tr'lI s ito, hace las con-

_sideraciones siguientes: De confornr .idari .1 .1 Art. 49. de la . mencipna·d;¡ 

Ley, . un. accidente ¡da lUf1,<1r a la ilcción penill y a la acción civil; la 

tiene por obj~to la aplicación de las sanciones que correspo~ 
• • ,' f 

"" da a <¡u ien " s r", sul. Laren culpables y la s egullcla el lograr la inrlemniza 
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ción por lo!" d;lÍ'ío,; v pr-'¡'juício:; r.~:;UJl ,'Hltf"!" del il<:cidf"ntl".- El Art. 7 

d{'l mismo cU"rpo rlt" ley"':;, s('íi;d, 1l que "los I'~rjurlicados podrán, den-

te o por ('scrito al ju"z, qUf' 1 .. :; é, (';:1n indelllllizados los d;¡fíos. y pf" ,r-

j u i c i o:;, e n c u yac a s o ,;.. 1 r> S t .. fI ¡j r íí c () 111 o p;¡ r te c iv i 1 ". E 1 a r t í c u lo 2 2 

inciso 2!1 de la misma L ... y conlC'mpl<l ,..L ca:;() de '1u/:, cllando ha existi-

d0 la reclamación del intó'ri"sado ,-l enLro rlel proceso p .. nld y no proce-

diendo dictar autn ele 11.;1I11ami.rnto a juicio, el juez 'lUt" h;¡ conocido 

la acci6n pf"n;¡l~stá fRcultado pRrA continu ~ r conocjendo de la civil,-

sin noec ,C'sidad de nUl"va petición, <JJ qUl!'dar ejf"cutoriado 1"1 auto de so-

breseimiC'!lto.- En el caso en e " tudio se ",j<,rcitó la acción pe 1'1 él-l , ha-

biendo dictado el Juzgado Terccr~ de Tránsi to, auto de sobreseimiento 

por no hab("rse I'>stablecido ('n la mcciida le Ral la I'articir,acién delic-

tual del imputado José Ca~alino Uln;¡nzor Ha.!-dollar]o I"n el clf", lito de le-

sionl's (',ulposas {'Il An;¡ dI" 1 C3rllll' 11 e l :Ira ~lar t íne z d .. :'l(' r io, de c n n (or-

m i da u a los {1 r tí c u 1 () s 2 7 'j N o. J Y 2 7 7 r' r. 1,' n., y rl t' ;¡ c ti e r rl o a los ¡\ r-

dculos 271 NCl. y 277 Pr. I'n;, y til~,bién souresey ó uefinit ivamp nte 

a favor del mismo imputado, por con s id~rar que las It' s iones causadas 

al señor C" rlos ArmAnd" Ncri o L6pE'z no con stit uían delitos. 'De dicha 

res~1uci6n, 5cg6n ~on 5 ta en ~l acta de notific;¡ción de fs. 76 v., ape-l. el doctor Arturo l'erAzA N"f',aíia, 'Iui"'ll s~ hahía mostrarlo parte civil 

en concepto ele apodf"r:Jclo !,-~I1r.r.,l jlldicial c..lel s .. íior C"rlos Armando Ne-

rio. fs. 17).- Inr1el'f.'nrli~lltemel1ll" de considerar en e~; ta sentencia 

"si el doctor l'eraza Mnr,;¡í'ía estaba o n o filcu1.tAdo para interponer el 
1,' 

recurso de apclaci.6n, ' y" que no es 'plinto a decidirse, esta Sala estima ' 
- j , 

que lA resoluci6n impugnada es con-"ccucllcia directa ele la acci6n penal 

p6blica ejercida y con el r"curso prell'nue hacer valer su criterio 0-
" 

pUf.'sto al sobreseimient .... dictada, '!u .. en su e aso particular le acarrea , 

rerjuicil!>s al considerarse que las lcsion(,$ r'.'col1,ocid<1s a su I'landante , 



no con!ltituyen delito, necesitando del r C' cllrso pa rél, en 1<1 e x pres i ón 

d~ agravios, si le e s admitido, ~ xpoll!"ro 10!l ¡¡ n !.un¡entos contr;)'rios a 

dicha resolución, demostrando en I"Sél oca:;ión, que las l. ... sl o n('s causa-

das a su pOC:f'rdante sí const i tuyen dedit o , a efecto de lo g rar la con-

tinuaci6n del proc ~ so de n cul'rcln " lo rrescri to eIl lo:; Artículo .~ 23 

y siguient<"s de' la Ley d" la m;¡tc'ria.- Tenemos entonces que lo 'IUI'! se 

trata de ventilaroa través del r e curso inlerpur !l to es dI' naturaleza es-

trictamente penal, correspondiendo ¡¡ la Colmara deo 0o::'gunda Instan c ia ele-
, 

terminar el recon o cimiento o 1<1 n e ¡:', ,¡ción de la existr>ncia de un de l ito 

" 0 y la participaci6n del i ctual del ill'l ··U' . ado y en e s te caso, ("1 Artlcu-

lo 62 de la Ley E!l pecial ' Sob r l' Accidt'lltes de Tr~n" i to (:i t ado por la 

Cá!'lara de lo renal, en términos~("'n.-r ;d es da cornr' ct('ncia ['ara c o n0cer 

de los r e cursos de a pelaei6n ("n l os procesos de trán ~ it o a las C6m;¡ras 

de Segunda In!; t2nci?, e n ml' e tenci<l 1<1. cual debemos entender, por q ue así 

lo dice la misma el i sro s 'i e inn, qUe es ell rn zón d~ lama t p r ia, por lo --

que, si l<1 ' resolueión em; ticla por un JU 7.g ndo de Trán !l ito corr~sponde a 

la ma .teria penal, ~cmo . ~ en ~ " te caso, en que s~ dict6 sohreseimiento, 

después de hab<!rse ol"pur a do el informa tivo, por no h;¡berse lo g loado la-

prueba suficil"nte .pala cli s cutlr en la etapa c t'ntradictoria si procede 

imponer la °sanción al qu e resultare (:lllpah'le del acciJent~ y c()mo (;on-

secu¿ñ~ia el p a go de la ind~r.1lli z acinn de daños y pC'rjuí.cios, de> acu",r-

do a 1" 'prl"ceptu il do en ('1 inei.so 2~. c!l"l ¡\rtrcllio :; de la citRcla Ley, 

el Tribunal de Segunda Ins t ancia cOTnl'etl"ntl" I'a r a conocer en a prlación, 

de d i c h a r e s • 1 u ció n e s a q u e 1 a 1 c 1I a 1 1 a L l" Y U r ¡; á [l i ca J Ij d i c i a 1 1 e h a el e 

terminado su cOIll[)etencia par raz6n de 1" rnatl"ria y, de conformidad al 

' ~"rtículo 6Q .de ,ficha Ley, rs la CiÍflIlI r;1 Se~lJndR de lo [' ('n a 1 de la 1'ri-

mera Secci6n del Centr", por ser ~ : ; ta a qllie !l c o rresponde ele,: i'!i.r ~n 

relaci6n can los ¡¡Stll1to~ penil ' rs tr;t, ,, itad os I,or el Jur'z T.-rc l" ro d (' 

T r á n s i t o con a s i (' n t o . en l' s t a e i u d a el • - N o e x 1. :; t c n j rt f', UI\ a in [ r a c e i 6n o 

inobserv .'l nciR al Artícrtlo 6Q. incis" 3Q. y 5 1l . rie I. a L,.y Orí':~l1ica Jll-
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dicial, p<>r cll ;,n tc, si el sobr<"$~illlj~llt() es conrirmado, el int:,r<"s il do ro-

dr!Í c:;,ntinuar su acci6n civil, a lél que sj P, lJ~ t~ni~ndo de r"c he C'n los tér-

d~ las resolu cio n~s que SI" ~l1\itan dentro del Juicio civil c on oc('.rá la CiÍ-

mara Segunda de lo Civil, por tr nt., rse línici'\ y e xc lusi 'v;¡rr;~nte de lo g r a r 

cnn ellt> la indemllizaci6n de los c1lliíos y perjuicios causad os por el acci-

dente. POI, TM,TO: de acucnlo a las rélZOIH'$ expuP ., las, clisp :l.5i cioncs le ~a -

l("s citadas y Artículos 18 2 l"e g la 2º. de la C0l1stitur:i6n de la República 

de El Sa1v8dor, 14 No . 3, 16, Y 711 I'r. I n.¡ 5 1 No .25 Ley Or~ánica Judi-

cía1 y 1204 I'r. C., e:, ta Corte Re s llo:> lvr:: DecJ.;¡rar cornp et'?nte r!lra cono--

DE Li\ [' !':'H1 Eh/, S r.CC J ON 01::1. CE ~¡ TI{O, " 'iuj~n sr> 1 " r~li¡j tiráll lo:; ,1\JtOS co n -

la c~ rtí[i 'cació n c orrespond i.nnle.- Cl'rtifíque s c <".sta resolución a la Cá,r.a-

ra Segundél de 1.0 Civil de. 1n IIIÍ S; II!l S~cc ión, para lns ef ... ctos 1e.(?,,' les con-

s ir, \l i en t e s • - E n 1111' n rI il do - a c c i <l '! n l <" - en!; 1- Dt' j iJ " e - r '"' 11 1 í t i ó t p r" pi ;' I' ·e n tI' - los - a s 11 n:" 

tos-los-proceso-nn te-~l-natll r;,lnzé\-ürf', állic!l -r~Cllrs os -V a le.- l·l~s /!nm~nd:Jd0-

sus ci lada-sea- V!l I e . -------- \,\.!¡.:¡ ~ r-t:l-. () . -------- (.IJTTERRE 7. C. --------------

IlERClILCS 1'.-------------IIEP,i~ ,\'WE7.. C.-------------E.ALT:"REDO CIJELl, /\R. ------

VI T.LACOIÚ' A . - - - - - - - - - -If • i\ n "l A Nn. S !ltK 11 • C. - - - - - - - - - - - -J. S • C,\r. DE N!\S • - - - - - - - --

R.A.GAnAY.-------------AVILA.-----RIYERA.----DUE~AS· .----~----- cnrDüN.----

I'R ONU NC T i\ DO P (' l, l.ns S Eí,.()i' ,,: :; ~IAI~ l :~ TP. ,\ I'('S " ' ;r: Ln :; II :~ í.R 1 nr-: N • - - r:R tlr-:STO ;', 1 V "R:\ 

C.""·tt··'·,·'.-------Hul }r ic..nclrJs .- - -

r.:J C("H' ("; i,:I'lE COI-! su OT\lCJi'IAT., con el ClI éll se c ()II frolltó: en 

la Secretaría de la ::;ala de lo l ' e~al de 11\ Corte Suprema de Justicia,San 

S a 1 v a d o r, a los v/! i n ti oc h o <.1 f a s del 1', ~ s d e E n e ro d e mil n o v € cien los 0--

c!lenta y cinco, para r~mitírse a 1;, c;\~r¡\p,A SEG UNrl}\ DE LO r C~J,',l. rlE LA P¡{l 

~iEHA S¡'; CCI (lN DEL CEiH RO.- Enm"nd"'¡0-c0ntr:a-provisional-Sn! ' P.Etl/, -resolución-

se- int~rs<"cci6n-1.-6-resllelv(",-VII(" str .-lnrle" .. ndj en t,. '~nte-RI \I ~ IIA- "lJF::t\S -

Vale.-

SEcr.E TARJ () 

Jarlch;¡varríll. 



R.A.GRANADOS.-

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: San Salvador, a las doce horas del dia diecinueve 

de Octubre de mil novecientos ochenta y siete.-

Vistos en competencia negativa suscitada entre el Juez Primero 

de lo Penal de este Distrito Judicial y el Juez Tercero de Primera Instancia 

de lo Militar, relativa al conocimiento del proceso instruido en contra 

del imputado JAHtE ALIRIO MIRA MIXCO, por el delito de tenencia de arma 

de guerra tipificado en el Art. 411 Pn .. 

y CONSIDERANDO: 

1.- Que por auto emitido a las once horas y treinta minutos del 

dia cinco de febrero del corriente año, el Juzgado Primero de lo Penal resol­

vió lo siguiente: "" Finalizado el término de inquirir se resuelve; a Jaime 

Alirio Mira Mixco de diecinueve años de edad, sol tero, soldado retirado, 

originario de San Francisco Gotera, residente en Colonia Santa Lucia Calle 

Principal, casa número cuatro, Ilopango, hijode Armando Mixco y Ladis ~laria 

Hira; y Oscar Armando Sorto, de veintidós años de edad, soltero, obrero, 

originario de San Alejo, La Unión, residente en Calle Roosevelt casa ' número 

dos, Soyapango, hijo de Basilio Alfaro y Teresa de Jesús Sorto; se les proce­

sa por el delito de robo y al primero adem&s por tenencia de arma de guerra, 

tipificado en los Arts. 241 y 411 Pn. El cuerpo del delito y la participación 

delincuencial del imputado Jaime Alirio 1-lira Hixco en el delito de Tenencia 

de Arma de Guerra se ha establecido mediante su confesión judici.al de [s. 

20 y 21, en la cual acepta la tenencia de una granada fragmentaria desde 

el año de mil novecientos ochenta y tres; vista la anterior consideración 

y de conformidad al Art. 247 Pr. Pn. decrétase la detención provisional 

del imputado Jaime Alirio Mira Hixco por el delito de Tenencia de Arma de 

Guerra. Art. 411 Pn. Continúe el imputado en la detención en que se encuen­

tra. No existiendo mérito para decretar la detención del imputado Oscar 

ARmando Sorto, déjese en libertad sin necesidad de fianza, y désele la trans­

cripci6n cor'respondiente al señor Jefe del Presidio Preventivo "La Esperan­

za". Apareciendo en' las presentes diligencias que el delito de Tenencia 



de Arma de Guerra relacionado, fue cometido encontrándose suspendidas las 

garantías constitucionales, declárase incompetente el suscrito Juez para 

conocer del mismo y en consecuencia certifíquese 10 pertinente al Juez Ter-

cero de Primera Instancia t-lilitar, y póngase a su disposición en el Centro 

Penitenciario "La Esperanza" al referido imputado, librándose para ello 

los oficios correspondientes."" 

11.- El Juez Tercero de Primera Instancia de 10 Hilitar, por 

resolución proveída a las doce horas del día doce de junio del presente 

año también se declaró incompetente, argumentando 10 siguiente; 'If'No::ando 

el suscrito Juez, que la presente causa fue remi tida por haberse decla.rado 

incompetente el señor Juez Primero de 10 Penal, pero· a la fecha en que el 

reo Hira Mixco, fue detenido, ya estaban restablecidas las Garantías Consti-

tucionales, por 10 tanto los Juzgados Militares en esa situación, únicamente 

seguirían conociendo de las causas que tuvieren pendiente , de acuerdo al 

Art. 40 de las Disposiciones Generales de la Ley de Procedimientos Penales 

Aplicables al Suspenderse las Garantías ,Constitucionales, contenido en el 

Decreto 50, derogado con fecha 28 de febrero, del presente año, la cual 

fue sustituida por el Decreto 618, publicado en el Diario Oficial No. 55, 

Tomo 294, de fecha veinte de marzo del corriente año,. cuyo contenido es 

igual, la cual solo puede ser aplicada cuanuo están suspendidas las Garantías 

Constitucionales y en los juicios que están pendientes. En vista de 10 ante-

rior, declárase incompetente el suscrito Juez, para conocer de la presente 

causa y remítase nuevamente al Juzgado Primero de 10 Penal, por ser a éste 

a quien corresponde seguir conociendo de la misma, poniendo a su disposición 

al mencionado reo, quien guarda prisión en el Centro Penal de La Esperanza 

del cant6n San Luis Mariona de la jurisdicción de Ayutuxtepeque."" 

I1I.- El Juez Primero de lo Penal, considerando que el criterio 

sustentado por el Juez Tercero de Primera Instancia de lo Militar para de ter-

minar la incompetencia no era el apropiado, remitió los autos a esta Corte, 
<S 
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para dirimir la competencia. 

IV.- Conforme a la prueba que corre agregada en autos, el imputado 

Jaime Aliri·o Mira ~lixco fue capturado bajo el cargo de tener un arma de 

guerra el día treinta de enero del año en curso, fecha en que se encontraban 

suspendidas las garantías constitucionales y estaba en vigencia el Decreto 

No. 50, que contenía la Ley de Procedimientos Penales Aplicables al Suspen­

derse las Garantías Constitucionales. 

V.- La Constitución de la República, en e! inciso 30. del Art. 

30 de la Sección Segunda que trata del Régimen de Excepción, literalmente 

dice: ""Restablecidas las garantías constitucionales, los tribunales milita­

res especiales continuarán conociendo de las causas que se encuentren pen­

dientes ante ellos . "" 

Aplicando las reglas de interpretación de la ley, en lo que se 

refiere al tenor literal y el sentido natural y obvio de la palabra, causa, 

es el proceso penal que se instruye de oficio o a instancia de parte y, 

en consecuencia, al restablecerse las garantías constitucionales, la disposi­

ción constitucional debe entenderse en·el sentido que los tribunales milita­

res especiales deberán seguir conociendo únicamente de aquellos procesos 

que ya estaban iniciados con base a la ley especial decretada con anterio­

ridad. 

VI.- En el presente caso, no consta en auios que el Juzgado Terce­

ro de Primera Instancia de 10 Militar, a la fecha en que fueron restablecidas 

las garantías constitucionales, tuviere pendiente causa contra el reo Jaime 

Alirio Mira Mixco; por 10 tanto esta Corte considera)como ya lo ha sostenido 

en anterior ocasión, que de acuerdo a nuestra Constitución, para determinar 

la competencia en este tipo de delitos no debe tomarse en cuenta el tiempo 

en que el imputado delinqui6, sino la existencia o no de procesos pendientes 

de resolución ante los tribunales militares especiales al restablecerse 

las garantías constitucionales. En el caso de autos, por no existir causas 

pendientes ante dichos Tribunales al restablecerse las garantías constitucio-



nales, el conocimiento del asunto corresponde a los tribunales comunes. 

POR TANTO: De acuerdo a las razones expuestas, disposiciones lega-

les ci tadas y Arts. 182 No. 2 de la Consti tución, SI No. 25 Ley Orgánica 

Judicial y 1204 Pro C., esta Corte RESUELVE: Declárase competente para cono-

cer del proceso de que se ha hecho mérito, al Juez Primero de lo Penal de 

este distrito judicial. 

Remítase el proceso correspondiente al Juez mencionado con la 

certificación respectiva y comuníquese esta resolución al Juez Terr.ero de 

Primera Instancia de lo Militar, para los efectos legales correspondientes.E~ 

mendado:inquirir:Vale.-

I 

/ 

·qONUNCIADO pon lOS SERonES . MAGISTRADOS QUE LO SUSCfilBH 

. --- ?~3 ~ 
~~ . . 

j 
; 

c. 



I 
in (·.i.d"nLe res.":' 

pcclilln, cC l"!: i fjcr] la ~; (' nl.("'n ci ' l 'IUt~ ] j Lr ' l" d lrnr'nL ,' di.ce: "", .. ",,,,,.,,,,, 

, 
CORTE MARCIAL. San Séllvador, él lu!> 

. ~ . . \. . 
doc.:e horus y Lrci.nla minutos '" 

veinlidCls de en ere· de mil ; nov eci"er)tcis ochenla y ocho.-. . 

VisLo en u'pelild.6n el auLo cle sobreseimiento .. , 
, 

sin res lricciones provcid? pur el senor Juez Primero dci 

Primera Instancia ¡'UliLar, ti las nu<.::ve lloras del .dia die-
• : • . t 

cinueve de noviembre de mil novecientos ochenta .y siete,,:::: 

en la Causá Criminal inst~uida contra lus reos prescnte~ 
. I .: 

JUi\H i'lHjU¡:;~. GI\HCIA l'1!:.:U:':~W~Z, a quicIO s·", 18 ' procesa por ,-:--
t • •• • • 

los delitos de ASOCIACION¡ SUUVSRSIV0, Arl.376 lnc. 61timo 

Pn., COOPI::IU,E:ION EI4 1'IWP/\\.iMJO/\ 5UBVCI'<SJV/" Art;,~f30 Pn • . y 

,,\CT05'DE TI::WWIUSMO, /,rt.rOO Pn.jJOSC ¡\llH/'¡ IA~ . [)IM!lS A9l!.!.. 

LAR, a quien se le proces~ por e~ delito deASOCIACION " i~ 

5UBVE l\ 5IVA, 'I\rt.376, lnc.! último Pn. : y ~iILL II\M S:E:L~,O .H~,..,­

VAS DOLARos, d 4uien s~ l~ prccesa por los delitos de ASO 
! ~ : - -

CIJ\CION 5lJUV[":1~ 51V/\, AtL. ~7G Inc. úl Lirno Pn.) ACTOSp~ . ~:-: 

Tf:iHí~oinSJ'm, Art. 400 Pn.y ¡JUnTO C/,LIFIeADo, Art. 238,No •. 

6º ·Pn. delitq común conexo con polílico de con.formida.d ¡::­

con . el Art.15I Pn.; causa . que se encuentra en estudio que . -- . ... " 

consta de cuatro piezas , . ~res piezas de doscientos folios 

útiles y la cuarta de ciento sesenla y ocho folios útiles 

sunwndo por todos setecic'!lto5 scsenta y ocho fs. (¡tiles~;. 

Y, CON51Dl~IU\NPO; -- . i 

1.- Que el 5e~or Juez Primero de Primera In~­

Lim cia l'1ililill.· sobreseyó a [ovar de los rE;OS antes mencio 

naJos seyún eonsLa a fs.7'12 de la cuarta pieza, habiéndo-
~ -. . 

se notificado a la s partes; y según const~ a ' fs.750 de ~s , --
ta, el . señor Fiscal Adscrito éll Tribunal Je Prirner~ lns':"­

taneia Militar ape16 de tal reso}uci6n habi~ndose admiti-. . , . 

do dicho recurso según cc;n~ta a fs. 755 vueltonotlficán­

doce a 105 péll.-tes tal cerno apa~c:ce . a fs. 768 vuel to emp~ 

z(~ndo5e iJl sc::fíor Fiscal /,dscd to i'I (~ste Tribunal a las 2!:!.. 

c<; lloros y lnd.n té) IlIinu Lú~; dél c1ii;l Jl.e~ de diciernbre de : -
\ 

mil novecientos ochenta y siete, 01 De::f é.! l1súr del imputado 
( . 

~ILLIAMC~LI~'RIVAS BOLN!bs se le notificó y emplaz6 a --

las doce horas del dia di~z de diciembre de mil novecie~­

Los ochenta y ' siete por medio de su Defensor Doctor RigQ­

berta Castillo ,\r6valo y 'a 10B imputados JUAN MIGUE:L GAR-
o r • • • : • 

Cl:, 1'1~!--t::;~JDl;;Z . y JOSE i\DH/\Il( \1'1 Uli'1/,.'.:i /\CLJILJd~ se les notifi~6 

lO! admisi.ón de lu Clpelélci~n a lCls doce horas y treinta !!li 
nuLos del dio di~z de diciembre de mil novec~antos ochen­

ta y sietc, por medio de su defensor Uachiller Armando --
. , 

.... " . 

" 1' , 

-.. _ . ..... _ .. _ ... ~- _ .. ~_ . . ... -._: . ... ... _-.... --- ._ .. "':"":.-.- .---_ .. _.,_ .. _._---.... '~ 



. ¡ 

-' 

Portillo Urruli~.-

11.- HAbiéndose m~st("adó parte en <;sla c~t! 
te el defensor '.le los imputados JO:;E /\8RJ\HN'1 D.U1/\S .'\GUIL/\R y 

~UI\N nIGUEL G/\f :CII\ ¡'lELENDEZ ~, ' se lf'S tuvo como tul según 
, . 
~on5ta a fs. ~1 del antecedente que esta Cortd lleva, no ~s! 

~l "Doctor Higobcrlü CiJsU.Uo ,'\l~évalo ~n su cnr6ct~r de ' Def.so.. 
I 
~<Slr del lndiciélclo WILLII\M CELlr) ' RIVAS [JüLAfjO~~ no hi7;ü U!W de 

,sus' der:echos que cemo tal lf.O correspondl",,' no obstnn te (le ha 

~ér sido notificado y emplazad¿ en legal forma.-

• .s "[ - II!. - 81 señor F'isci11 /\dscri to ~ t\ es ta Cor-

:te presentó sus : alegatos de bien probado según censta : i1. [5.­

~5, 46 y57, de la sIguiente m~nera: ~Queen relaei6n con el 

traslado que se me ha conferido por el Recurso ~e Apelación 

interpuesto por la FiscalíaGe~eral de l~'República en el --
i 

Juicio pró";-eído contra los imputados JOSE: Af3HAHAM DIM/\S AGUI 
, 

LAR 
~ . , JUAN .MIGUEL GM<CIA ~1ELr:;NDE:Z y I¡JIU,IJ\M CE:LIO HIVI\S BOL/'-

Ros, ~~r'los delitos de Asociaci6n Subversiva y otros, trami 

~~do en el Juzgndü Primero de Primera I~~tancia Militar de -

kste riis~rito, expreso agravio~ en la forma siguiente: lQ.-­

be~emos considerar que el 'fund~mento q~e sirvi6 de base para 

decretar la Ley de i\mnistíu es lel 'de logréir la reconcili~ci6n 
hacion~f como un dcrjvnJo del Joc~menLo suscriLo en la Repó­

blica de Guatcrnuli1, conocido como Csqulpul<:l$ 11; 1", ,'\si1ml)lca 

Legislativa cOIl:::.idcr6 <¡ue esta :yraci.a que se 'conceeJe sC'::lúrl -

el 't'\rt.i de la mcncionado Ley .;¡ lus personas seun nacJ.onalcs 
, ' ... 

(5 extranjeFas, que hayan parti¿ipndo como uutores inmediatos, 
! , . 
~ediatos ' o c6mplices, en la co~isi6n de delitos: a) pol!t~--

t<Js; b) Comunes conexos con lod políticos;'c) DeÍiL:s (Wr.1U--
I . " . , ' , " . 

, ~escuando en su ejecución hubieren intervenido un número de 

pe¡s¿n~~ que'no baje de velntc~ comc~id05 hasta el vcintidos 

~e. octubre de mil Ilovcc.i.f'ntos ;cltcntil y siete; y cid Turnblén 
I .. 

~~ losAlzDdos en armns que Jen~ro eJe los quince dias subsi--

gulentes a 'l~ viyenciél eJe 1<:1 L~y ele ¡\lTInistía, se pres(~lltcn a 
; . I . . 

las aütoridades cdviles o :militC:lresj ' rnunifestando su deseo -
,. . i • 
dá renunciar a la violencia y de acogerse a la Aministla.---

Que 'conside~o que el Juc;' me~ci:onCldo eJebe trumitar legalrnen-
. ¡ . ' 

te ";1 : Recurso eJe ,1\pcluciún ci tildo porque as!, ' lo estiJblcce II 
! ' 
teral~ente los ~rLs.29 eJe la Ley eJe Procedimientos Penales -

~pl'icables al 5U.spcllder:;e 1,lS c';:.¡runt1as Constit\lciof1ules y­

~demás 'podemos ;,cr¡u1ilr que Je COIl fonnidad nI !\rt. GS[l Pr. Pn., 

que aunque ' no lo es l:,,111 cceh expresamen te lo con t i.enen en [or 

ma' imp11cita, tic q u'~ la I\rnrlislfu tiene como efecto, Cldemús -

d.~ .extinguir 1i! <1cciún penal, c):linguir también y corno con::;c 



CUE:1H:j<.;, la l"c;sponsabilillad penal y sicndu ésLo una 
" sobrese:iri",icn to, de consiguiE:n te' y de con fÓr;i\idéld al Art. 200 Pro 

Pn., ~~e establece en ambo~ ' efecl6s.~ 29 ~n el prese~te caso y , , 

tomando en consi~erD~i6n et funáamento en que se concedi~ l~ --

gracia de Amnistía, ~ste Min~st~rio Póblico es de crft~iio que" 
! , . ". . ! . ' 

la conductn delictiva de los imputados en nlngun momento encaja 

en ' los Arts. 1 'd~ la cItada Le,/~ pue'sto CJtIC~ no se trata de Jri '- ' 

delito polídcOi ,de un delIto cornún cOnexo con un politica; ' n~ 
I 

de un qel i Lo ~ol11ún en c¡ue hayan ' in terven ido c:n su ej ecuci6n un 

número de veinte pers~nas o más. Basta leer detenidamente el"' " 

Ai-t.151 Pn., que textualmente di,ce: ,"Para los efectos penales 1-
son delitos politicos 1'05 hechos punibles contra la personali~'~d 

intern~cionat o intern~ del Est~do, excepto el vilipendió a ~a 

p'a tr i a, sus simbolos y a' ' los P r6ceres. ,Tarnbién se considera' de­

litos politicos 10~ , comunes com~tidos con fines politicos, ~x~­
ceptos delitos cometidos contra' la vida y la lnte'gridad perso~­

nal de los Jefes de Estado. Son; deli tos 'c;/nunes conexos' P~litL.: 
c'os los 'que te[)(J2n reli1ci6n dir1ecta o in:medi,~I:() c~n el delito': - ' 

político o sea un ~edio natural o frecuente de preparar, reali~ 

zar o favoiecer &ste, debiendo desde luego c2lifica~se comO co­

nexo con los políticos, 0n el delil:o de Rehclíon, la sustrac--­

ci6n o distracción de coudales 'pt'bllcos, la eX2cci6n, l :a adqu'i-, , 

sici{n oc nríllas './ municion es , la t¿:nencic, p()rta~i6n o conduC"-':" 

ci6n de ¿ll'"llliJS ,oe Cjuerré\, li¡ in Ú'l"J"upción dco: l;:¡s 1 {neas ' radiof6-

nici i , telC:tJr(~fic¿¡s y tclef6nicé\s y lo ret<',:lc: i6n de le' corresi)~n 
d"c; ', ci~;". Pi1r a cr.:rroJ.",OJ- l1 r ]0 C1!;;~Vt" r; lcu cll"llt,:l'i.orll:cnl..c. 3Q.-C~ oI2.h 

n 'i6r. 5Gst.:: nidiJ pe!" trati.1distus de Del-echo PrOCEsal PE'nal " y Ca-­

teclr{tic05 Universit~rios; de sue ]i1 raz6n jurídica pri~cip~l ',­

de Jc:ndo (ille' 5usl",ent,a 1<1 necesi:déld de 1<1 existencia d'el Recurso 

de A?claci6n y su procedcncJ,a en estos ca~as, es que ~ihgú~ jue~. 

de un Tl~ibunul de Prlmcr¿¡ JnsLi,ncj¡) puede ccmsjderclrse ce,mo exen 

to oe: L:l-rOr, es deci.r infaUbJ.i: al cillific;:¡r la natur'aleza de' - ' 

c~lc::, delitO!; éümc pallLlca:;, corno ce'niunes conexos 'con palftl--" 
\ . , . 

COS i por lo que rE:sul ti.\ ,illlprcscindibJ e , pro c\::::, ¡:¡ 1 rn"E:ll te hablondo', 

que el Trj bunúl Supcd,or dclx'; exandnar las razónes y "fundamen'-­

tos (¡\.le ,tuve el Jt.:ez respectivo para esas, calificacion'es de di-" 

chos delitos, a fin de establecer desde el punto de vista juri- ' 

dice y legul si su fallo o sent~ncia estuvo ccnido, de confor~i 

dad (\ 111s ]p.ycs de 1<3 mtlt(;riü, o no y si procede confirmar o :ll 

voc,n" e!J0 5 full,:)!:; o senlcnr':1¡¡::; ' que el Juez a quo haya pronuncg : 

do. I::n la causa en rcfer'c:r:cia J)O canEta en ninguna de sus p'i~~- ' 
zas, de c¡ue los hechos de 'san9rc que repud.i.ó 1 él sociedad sal va-o 

doreña y el mundo (;n lero, hayai,' si<1o cometido poy un número de' . 



, ! 
\ ,' 

ve.1Jl~e personClS o Il1fl;" p'Hi\ lI G l,.II- ue ~:t..:n:,:.ld'-T,~II. ' cJ. .\rl.:1 de: 1" 
.. # r ~ 

citada Ley. Si contri\ 1<1 111ucrl c vi(), lcnl~i) dE: 'JuCi, DS PCC;OII.1S que 

y de li:l:; --
,, 'o 

cuales seresponsubiliv.',a <.l los Lrc", :i,mpul:arJos a 10:0 cl":ülcs , ~; E: -

trata de favorecer C C' rl 1<:, gruci¡, ue /\1l111isU"j qu e e" ó1 Ludos l.1:!. 
1 

ces, , en el prescnl~ ci)"·o, imprc1ccdcl1Lc: uC~;JE: el pUJ1[r_, ue vista 

legal por ,no llen<ll-: ;(: los rcr,¡uié,;ilo," pi)ri.l 1,) 1ll1sl11¿J. "l~<.- .\1 e~~<1 

minar ,qeLeniclamerJ Lec ' lo es l¿lblccido r:n lo:; c(llls¡dcr ':HlrJOS y en el 
:, l' , 

,articulado que conl.i.::nc <21 rnenCi,Ol\i;U(l clecr8lo UC !\Jninis1:í", no 
....... ! . . 
es procedente consid c l'ur cuma delilüs políticos o delitos comu-

nes ,Conexos con deli t.os pol.í ti.cos l D S hE:chos in\{csti9i1dc'::; , CS~ 

cialment,e si , tornalnos en cuenl.u, corn,o Y¿l lo dijirno~;, que en (,~--: 

t~s ~ucesos fueron , a s esihsdo~ vQrio:; ciucladunos s~lvudorc~os --
! ( 

que ¡)ada tel\ian que ,ver con las in lenciones dd icU va~ de los -
, " t 

PEoc'Tsados y. ,<W8 no té~l1i<m relación
l 

de ningún, tipo con el Bsli)-

t~s ,consular o diplO1l1ático de los marines ul timados. Considero, 
" 1" : ' 

Hono,sable Corte ' ~1ard,8l, ,que el señ,or ,Ju e z a quo al ¿üificar -
.. ' 

los delitos que se les atribuyen 
• - :, '.' ~ • t • 

como : responsables en la pcesente 
- l ·" ' , 

él los impu tudos que i3parccen -
I . 

ca,usaj debió llaber tipificado 

_~.n~ ,?~imer término ,los hechos que' se
l 

investigan ,como homicidio -

.a_~ra~ado; por; ,lo que soy del, rqrece,r qu~ :se equ.ivocó al mi3nifes 

tar que seest~ conoclc~dc de un deliLopolitico o delito ~cm6n 
.,cQne~o con pol.ítlcc; yu que se lrol,u de un delito común puro y 

~'imp{~ en que no t)an 'intervenido en: e.l l1;isrno el númer'o el núrne-
' 1 ' 

rb d~ personas especificados paru considerarlo en In Ley de Am-

nist{a.~ E.:n -'consecuencia tenemos que concluir que nos crlcuntr,a­

.mos en,' pr:esencia ,de del,incuentes comunes ,cuyi1 conducLa puni.ble 
• I . . " . 

. es'tá : típ:L'ficada en nuestras leyes p:en~les como delitos de i\sesi 
. " . l 

nato; ,cuyos elementos constitutivos de premedit¡:¡clc)n, ulevos1a 
• '. J \ • • : 

y :ventaja están compr-obéldu3 con lns; misl!lils ,declarucioncs de los 

i "proc¿sados, 'que C011 fi L.") I 1 en el presenle j\Üclu. Todo ello Jo con 

for,rn1-.dad al I\rl:.151} I'n.- ¡Ionorable Corle J~.;¡rciiJl, considero que 

existe pruebu m[\s qU(~ su[icienle pa'ra re~;pon5ubili7.¡¡r él los irn­

p'utados JaSE i\BR,!\Hl\f-'~ DHlI\S /\CiUILM, , : JU.\il IHGUEL G/d¡C1,\ r1CLLtJDl::Z 
. . " . ' 

y ,W~~LIAt-1 CELIa ,1UVl\.S BOL.'\NOS, de lps hecr.os ccrnet,idos; en con-

.s~cuéncia soy de ~pini6n que el se~pr Juez a quo cometi6 un 
. .• I ' j 

erro~- de derecho ' al cillificar los h,echos punibles q'ue se inves-
: .. ¡ . ~ . 

tigan corno, comprendidos den tro de ) o::; hechos delictu030S qüe 

cO~~1mpla el Decrelc de In Ley de 'I\~ói.itíaj por lo que u vos 
. PIDO,:, se revoque por cen tL-arJo imperio y v io1 aci6n expresiJ a la 

.. . : ' ¡ 

Ley ~l auto ~e sobr~seimiento dictado por el Tribunal a quo a -
_ . t ' 

fav~~ de Jos referidos imputados. Reforzando los argumentos an-i !, ' ' : , 
! teriores, también a9t'E.'go: que> en el supuesto caso de que esta -

I 
¡ 



~ 

Honorabl e Corte deses timare como vál idos los argumentos anterib ' 

res es de considerar de que por ~ elio ~amás, una Ley secun;aria . 

cómo es el ca~n del Decreto de ~mnlstiá; pueda contradecir o -~ . . . 
evadir l~s oblignciones intcrna~ionales contraidas en un Trata~ 

do v[¡lido y obligatorio pura la 'Hepública de 1:.:1 Salvador; pues ' 

en todo caso debe ' de preval ecer ·el Tra tado denominado "Conven...;.:'" 

ct6n de Vienil Sobre Helaciones Diplomáticas", t:al como lo esta::' . . . l · , 
blec€: expresamente el I\rt.144 C.:P., porque en caso de ' conflicto 

entre el tratado y la ley, prev~lecerá el Tratado conform~ al " ..;. 

atticulo Constitucional ya citaJo y ' el párrafo I del Art~5 . d~l~ , 
Ci:ipi tulo 1, Secci6n Primera de l 'a Convenci.6n el e Viena ' Sobre Re- ' 

laciones Consulare s, que es obligatorio para el Estado ~alvado:'" 
. ! , , 

reño. Además de lo ya relacionado porqu,e la ,Asamblea Legislati:.. · 
" I . ' 

va de El Salvador lo ratific6 el treinta y uno de octubre de' ..;.~ . 
. i . . . 

mil novecientos setenta y dos. Por lo que los imputados en la';.. ­

muerte de lqs ~iembros del perso'nal administrativo y t~cnico d~'; 
la Emhajada de 10sEsta~os Unidos de Am&rica no pued~n ~er ben~ ; 

ficiados por las disposiciones del Decreto de Amnistia reterido, 

pcirque los Tribunilles d~ El Salv~dor violarian las obiigaci¿~e~ :' 
. .' ¡ 

de"caráter internacional referidas, violentando como yádijimos 

el orden constitucional establecido; enconsecllencia reite~amos 

nuestra petici6n de que se t-evoq'ue por contrario imperio y vio':" 

' laci6n expresa a la ley, ' el auto: de sobreselmiento dictado 
i' 

por , 
el Tribunal a quo a favor de los' refet-idos imput:ados. Así expre " 

. , -I.. ~. 
SO agravios". 

El seRor Defensor e xpres6 ' sus ' agravios qué 

comQ tal le correspondia según consta n fs. 54 de la siguiente ! 

manera: /1/1 JOYo , AR!vIANL;O POF.:TILLO URf<UTI/\, de generales : cono~idas 
. ... ~ . . .' 

en el incidente &etap~iliaGi6n inl~rpuesto por la Fi~calla Gene-~ 
. . . 

rai de la República, en la causa' que se instruy6 e~ el Juz~ado i 

Primero de Piimera Instancia Militar, constra los imp0tados JO~ 

se AElH.\Jtilf'1 DIrIJAS AGUILi\J{ y JUAN lUGUr::L GM,CIA Mf:.:LENDEZ por ACTOS 

DE: TE~ rmOrn~I'10, tipificados como PCLI'l'O~ l'üLITlCUS, a vos 1I0nora 

ble Corte f.1.3rcial, con el l-e:..;peto que os merecéis, ·os EXPONGO:":' ) 
I 

Que hncic:ndo uso del trasl ado qu!,= se me ha cen ferido, PARA CX";'-:" 

PRE:SION DE ¡,.G[(AVIOS, me perroi to haceros las siguien tes conslde~ ' 
raciones; que de acuerdo ala eslipulado en el Art. 3 del DECRE ' 

TO DE: ,\t·1NISTlr\, mie pa tl-ocin'Cldos ' an tes rel acionados tienen el ' 'pk 
no derecho de 90zar d e l bencflcl~) que esL ... blye 1,;1. pr'ecitüdo De..i 

I '. ' ' : 

'creto, puesto Cjud lo~ delitos rot los cual ~ s s e les juzga, n6 ';'1 

'est6n comprendidos den tro de las: excepcionE:s del indicado Dec~e; · 
to, por lo que respetuosamente 05 PIDO: confinncfs el auto de ~ 

sobrescimien ti) dIctado por el señor ,Juez. Primero de Primera Ins ". 

",-, 



, , 

tan<?ia Militar, desc::;Lirlli3ndo :as .L li) p'-~liciéln inlcrpu(~;, la pOL" lá 1 

Fisdalía GenerCll d',:: l~ Hepúblic:a, por :U·1['I\OCCD~;:NTr;. 
IV.- - Verifi~ade un cstudi¿ minucioso de -

e.::;;t~ proc:eso esto Corls ccnsidero: '"ue lo fiscalitl en sus i!lc.9E., 

tos ¡exp<:me que los dc.1.itos p0r: l()s cu¡;¡les se juz9u ¿) los imfJu~, 

dQ.s I ~Ul\N MIGUE:L G,\r~CI,\ r'lCLl~N~l~Z, JP;j[; "1./)1</\1:.'\1·' DIr~¡\::; .,\GUIL.'di y - .• 

. \VILL.IAl-1 CE:LIO ruv¡\s 130L/\i:os nQ son deU tus pOliLices ::¡jno C¡UE"- ' .. .. . . ~ 

es un·delito común i InardLi.est" que ló1 cülifiO:;¿lciún de estos de : 
.1 , . . ,"'..,. .. - , 

l~tos hecha por el scikr Jl!eZ PrImen' de ~ri¡¡:t:rl:l Insl<:nciu r.Jlll
J 

tur :no .. est'á confonllc el derecho¡ pe,r0 re::;ultCl que este pn:'ccsCil,:; 

. s.~ ~mpezó a in s trui r- como dell tu común en · el J\.:zyéldo ~e;~ to ue -~ 

P~zde este Distritu ,Judicial, lal: cOllle const,) ¡;l [s.l de la prl-
e ' 

m~ra pieza y o [s. 70 de 6~ta se remile djcha causo D] Juzg?do! 

s~~to de lo Penal l' a [:.:' . 72 el seiíQr . Juez de derecha en su n~E..9. 

lución se declarú . ll1c:.',npelc:nLe pnr? conocr.r· sobre este ht.:cho pa~ 

tener cará.cLer de ,v..:n.<j [)E; T[~I{I\Ura::.;r , !u y lo rerni Uú ¡ü señor Cü~ 

dinador c;:Ie los JUZIJiJ¡Jc·::: de ln5lrucclún ¡·-Jil i túr por ser cOfllpelen-
: I . .1. 

cia: ; de ésle; COnfOl:!lIdnUlIsc ' cn e~Lc Inorn0.l1lc la Fiscalía (;(.'n 1<1.E!:. 
r . , .. 

sol~ci6n proveida pur el seiíor Juez Sexto de lo Penal de este 

.Distrito Judicial Y¿l que . no presen .tarcn escritu Dl(::luno en-su 

oportunidad y , ese ' ¡-]in isterlü ·.·Públ i .co es t¡:¡ba represen lodo por los 

s§ñc;res Fiscales Espccín cos Licen'ciudo l:eyna1do ¡Je Jesús Yanes,¡'::: 

V~l~atoro, .Luis /\rturc' Ven Lura Hiv:,!L"o y ~os . lJachilleres Jorge fQ.r 
lo~ ! .. ~igeac . ~isneros y COIllO l~isciJl ,\dscri lo <:11 Tribun¿¡] el B<1chi-:- ·, 

lle~ Juli6 C~sar ufos Andrade, cuyas credenclClles se encuentran. 0 

~gr~gadaS a fs. 20, l'2 Y 24 de ID pdmr:ra pi eza ¡ ¡:¡d~lT1á s el t\rt.2 ;: 
de la Ley·de Amnist:la pilra el loyro ' dc la - reconciliaciún nacio-~ ~i 

I '1 . . . J (.,! 

nal ldice claramen le que son delitos politicos los menci6n-a.dos .en:~ 
i . , . • . , . t~t 

.1()~:Arts.~73 al 380 y 1100 01411 Pn.y ' están deI1Lr'o 'd'e .esacall 
• r • • • • • 

caci6n los , delitos comelidos por l~s irnpulados en este procese,~ 
. . , , , ~ "'" 

.a(le~)ás la . mencionada Ley de '\1I1I115lL) e n sU A~L.3 lllelreiollü 105 . 6-
! ~ : • 

nicos casos en que no se gozDr~ de la gracia; y no est6n enmar 
- ,' . • I 

, I 

do~ I,~el~tro de <;llchus e>;cC'pcionc!; lp3 hechos , irnput()?o~tl los m 

.cIo~ados reos¡ ' si , la ley no e xc luyó u · los irnputacJo~ en hechos 

metid~s ·~ontra' perscnas que ampara~ los conven~ios 
- ~- . ~ • . f 

les ifue una omisi6n del legiSlado r y en Este caso es la parte 

cur:-~en te la . q';le , lleno derecho de in terponer los n~cur.::;(;S 

conven ien tes en los Tr.ibunales correspondienLes.-
. ..... 

V.- Es criterio d? esla Corle que el 

~~erito sin restricciones proveido por el señor Juez Prim0.ro de -~ 
' . I : ~ . ( J ':" 0 

.Pr~l~era InstClncia I'Hlll:L1r cst{¡ c.onfonnc D. dere cho pues de ccnfor;";, 

niiciad con los Arts. 2, 3 Y 4 No.3º, y 59 de la Ley de i\rnnistíD. --;.; . 
I , . I ¡ 

Par:~ el Logro de la Heconciliaciún' NClcional y de acuerdo a lo~ el' 

men't"os de juicio e>:islclll:cs en e] proce so , calif5.c<Jn::;e corno deU 
<6 



de 11~()CIi\CIO!'I[:;S sUCVt::r(SlV.'I~j /\rt.37G lnc. (¡] timc, Pn., COO1'[I\/I-
". 

crON U~ PI ~ OP/\Gi\ND/\ 5UIJVCHSIVA Ar\:. 300 PI)., y ACTOS DE TClmO-

rn51"10 /\rt.1I00 refon'i:,do Pn., los iltriL>uiclos él JU:UJ J'.1IGUEL CAH 

CIA t1SLE¡';Dl::Zj de ,'\~;CCIl,CIOtJl:::S.SUWVGI\~IV¡\::;, M- t.37G Inc. últi­

mo Pn., el que se a tribuye a JO::';!;; /1!,lflAII/,M DH1/\S '''GUILld~ y de 

ASOCI!,CIOI·)f.S SUlJVL.:¡:;SIVAS Art. 37f, Inc. ú1 timo r'n., ACTOS DC -

TSI<I<OR.ISr':O, I\rlo tlOO reforma.do Pn., y IIUH'l'U C/ILJ:F'ICAOO /\rt.33ü 

14o.6Q Pn., común conexo con de:lito politico ArL.1Sl Pn., ·los 

a tribuidos a \HLIN-1 CE:LIO HIV/\S iJOLAijOS, por lo que es proce­

dente . confirmar el auto opelado en todas sus parLes.-

POH T/,NTO: Conforme el las raZOf)(;!3 expuestas,­

disposiciones legales citadas, J',rts.30, 31, 33, 39 y 41 de la 
, 

Ley de Procedimientos Penales Aplicables al Suspenderse las -
I 

Garantías Constitucionales, Art~ ~ 547 y 5118 Pro P·n., a nombre 

de la Repú~lica de El Salvad~r, 6IJEkGN~ a) Confirmase en to--· 

das sus partes' el auto de sobresd. mien;~ ~in restricciones -- : , 
provefdo pOt- .eJ. señor Juez Pr1mero de Prlmera Instancia Mill-- : 

tar El fClvor de los reos prescn tes JlJ/\I~ I"IIGlJeL GM<CIAMELENDCZ J 

JOSE 1d31U,IIAfo1 DUlAS AGUILAR y 'dILLI/\M CELIO rUV/\5 BOLAnOS, a -­

quienes se les procesa por los deli los especificados en el p&.­

rrafo rrimero de esta sentencla y p6ngaseles inmediatamente ·en 

libertad a dichos imputados sin hecesidad de fianza; b) Vuelva 

el proceso al Juz.gado de ori<Jen con su respectiva certl ficaci6n 

de Ley. - CÚMPLASE:. Gnrnendados Cas ti llo-cadic ter.-ele-habl ando-

tr j bun al es-P 1- irnero-in teq)\l es lo-d e-apel ac:i6n . -·)Aal en.-

A. VCL:\-SCO P. 1\. MONGF: ----------------------

R. r3A~!\ r.STRA rw RR]: e A 1) :\ S --------------------

P rWN UN CIí,Di\ POR LO':; Scf10HC::; I·J/\(aSTIU\OCJ s ~l)E: L./\ :';U SCHI lJEN • 

l'I~Nr. .'j. v .. \L:nVTI:: .' iO nLJlWI ',::\IJA --------~ci o. ___ " tt"".r" "" 11 

E:S CONF'OHHE: CON .sU ORIGHL\L, L.\ ' ~UI-: .sI': C()Nr.'r~uNT U [·:N LA SEé:RETA­

Rli\ De r::s'1';\ cornr. MAIlCI/\L, I~N SAN; S ¡\LV/,J)OI~, 1\ LOS Vf.INTISF:IS 

D1.\::; Del. r'1F:S !lE r.'~IL NOVC;CHNTOO OC 11 E "'1' " y OCHO.­

--~- ~~~. ' 

Causa No.42/86ó 
rsvr/ 



·Señore s 1'1"gi:; l¡-LlclO S ele 1<1 COl~ te M,¡rclFll, cl:l- ti fi ': dn d e l incidente 

instruJ.do en conl: ra de .los u 'o s JlMN MI ~ ;UI~L G/\i U' I,\ rlJl :; U:;¡JIlI·:::-: , JOSE: __ 

OIII\II.\M OI!J1I\S I\GlJILI\!~ y i'JILLI¡\N C!';LIO IUVf\~ BOL/\iWs, los pusajes pe..;: 

del presente proceso que literi11rnenle dice: "",",,,,,,,,",,",,",,", 

infrascrito Presi~enle de la R~pGblici1 de El 5alv~dor y Coman~ 

I te Geneyal de la Fuerza Armada, ~r;RTIF'ICI\: que en la causa cririir 

r:~l con t ra JUI\N MIGUE:L G I\I~CI 1\ ' r.IJi ~ LE;N !DEZ, JO:;¡;: /lI3IUIIIAI'1) DIMAS AC;UI r..;l\f~ : 

WILLIAN CI::LIO. HIV/\S 130LI\ÑO~, por diversas infracciones rjenal'es que 
• ~ . ! . . 

les imputan, remitida a esta CO~lndancia, en consulta de la se~-

interlocutoria pronunciada por la Corte Marciaf, él las 'doce 
! 

as y trein ta minutos del día ve!n lidós de ene·L-o de mi 1 novecien­

tos oC,hen la y ocho, ha recaído resql ud. ón que, 1 i tet-illrnen le, DICE: .~ . 

IIII.III1I1I1'COf'.1I1NDANCIA GE:I~E:RI\L DE LA F'UE:RZfl AHMADA: San Sal vador-, a .las 
~ ¡ 

ueve horas del dí~ veintiyno de f~brp ro de mil n~vecientos ochenta~ 

. ocho. Vi~tos en consulta la sentqncia interlocutoria definitiva, 

unciada por Ú¡ Corte Marcial a ,las · doce horas y trelnta . ininut6s·· 

el día veintidos de en~ro de este ,año, rel~tiv~ al sobreseimient6 ' ­

efinitivo pronuncia0o .. por el Juzgado Primero de Prim~ra Instanci~ -
. t , . 

e 10 Militar, a las diez horas del día doce de noviembre de ~il ~o~ 

ientos ochen~a y siE:Le, .,=:n el, juicio crimin a l que se instruye· ,coL!. 

ra JUAN MIGUEL G/\RCIA MCLf::NDEZ, JQSE III3HI\I'L\M DIf"i .\S AGUILAR y -\fIILLIAN , 
. C~LIO RIVIIS BOL.'\ÑO~, por imputárseles diversas infcaeciones penal:es}. 

tidas en esta ciudcld y en otro~ lugares ~el tecritorio nacio~aI ; 

di ferentes fechas. - , Y, CONSI DEI<.I\NDO: - . r. - EL JUE.Z PRIf.IJCRO DE PRI~ 
t . : 

,t:!ERA IN~T!\NCI/\ DE LO MILITIII~, EN HESOLUCION PIWNUNCIADA r;¡~ LA FE:CHA · ' , 
~N~8S INDICA~A, EXPHf::SO LO SIGUIENTE:- ~De conformidad al Art. 5 de ; 

ta ,Ley .de amnistía para el logro dl2 la RE;conciliación Naciollal y de i1 

los elementos de juicio ~xistentes en el proceso a la fe-~ 

vig~neia del Decreto Legislativo NQ 805 de fec~a 27 deo~~ 

ttibre. ·de mil novecien tos ochen la y , siete, cali fícase como de: ASOCIA 

ONSS SUI3VE:RSIV/\S Art· • . 376 Ine., ,(JI timo Pn., COOPERACION 'EN PROPA-..:.· 

ANDA SUBV[J(SIV/\ I\rl. · 380 Prr., y IICTOS DE: n:rlHOIlISMO Ar't. 400 refor-

l1l.ado Pn., los .J trihuidos a, JU.iN JVIH'ULL· GARe] /\ 1'1f::Li:;r~DeZ; de ASOCIIICIQ 

: ~E·S SLJI3VE:RSIVl\~, A("t:. 376 irlc. Gltimo Pn., el que se aCr.ibuye a JOSe 

. . RI\Hi\l'l DIM/\S AGUILM~. y de . j\SOCIACIONF:S SUI3Vf.nSIVilS Art. ,376 inc~G1. 

Pn •. , ACTOS DE: TE:RHOIUSMO Art. . 400 reformado Pn., y HURTO CALrP.:t 

Art. 238 NQ 6 Pn., com6n eonexo con delito político Art. 151 Pn., 
I 

atribuidos a WILLIAM CELIO RIV~S nOLA~OS, en la causa criminal - ' 

e en este Juzgado se les instr.uYf-. Tomando en consideración la ' ca-
I 

ificación anteriol- y de acuerdo al numeral 3º del Art. 4 ' de la ley ' 

tes mencionadá, declárüse exlin(JllÍ(la lü acción [)enül" en consecuen· 

a: SOBRESSESE: sin restricciones a fdvor de 10::; reos ,JOSE ABRMIAM -_. 

JUAN MIGUEL GARCIl\ ~ Mf::L~NDEZ Y WILLIAM CSLIO RIVAi : Bo~ r 

.. ~ ... lB • 

I 
I ' 



l ' 
I 

LAÑOS, en 01 procedimienl:o inst:r.uído ('n ;;u contr..l, por lo;, 

mencionados, 'y parn los p[nctosl egn l es p6ngaseles 

LIBERTAD y desen la~ 6rrlenes n'?spec 1:1 vas a quIenes correspond,m. 

sele cumplimiento u lo preceptuauo en el Art. 6 de la 

librando notas de ~visos a l a Honor.able Corte Suprema 

Co~isión de Derechos !fumanos ' y Comisión de Reconciliilclóh Nrlciona 

Prqveído lo anterio'r, ar.chívese el presente juicio".- 11.,... LA 

MA~CIAL EN LA SENT~NClA .lNTERLOCUTORIA D~ MERITO, RE~OLVIO LO 
! .: 
I -

TE:- " a ) Con~í 'rmase en todas 51.15 partc's el ilutO de sobr.eseirnien 

r.est'riccionc's proveído por e'l Juez Primero de Prim''2riJ Inst¿¡ncia 

ta:r él fa,vor de 10sn"Qs presentes JUAI-I I'ÚG UI~L CI\RCl/\ MELENDF:Z, 

,ABRAHI\M DIMAS AGUILAR y WILLII\M CELIO ~IVI\S BOLI\~OS, a quienes 

lesprocesél por los delitos cspecificiJdos ' ~n 61 p&~rafo primero " 
¡ 

~s~a Sehtencia yp6ngasel e s inmediatamente en libertad a dichoi! 

ta~os sin necesid ild de fIanza; b) Vuelva e l proceso nI , , 
i-ig,en con su r e spe ctiva certificación de ley. CUI'1PLI\ :~ E:. "- Esta e 
PAN,CIA Gr::N~, r.~ 0.~._~c ,t.l:!~ ,r190_ ,~.n : .C?_~::;~!:-·~·J~ " 

~u~ dió origen al pres e nte jui~io tuvo lugar ~n los r~s taura~tes 
nominados "1'1EDITL RR/\Nf.0" y "CHILIG", de la , Zona Rosa, ubic.-l00S ' s ' 

el :Boulevard del Ilipódromo ' de la Colonia San Deni l:.o de 

~o~ó a las veintiuna horas d~l día di~cinu~ve derJu~io de 

~ientós ochónta'y cinco, dohde falleci~rnn a con~ecu~ncia de 

n~i por arma de fuego lRs·siguienLes personAs : G~ORGE VINEY, H 

TO :SA~NZ Sf.I3I\LLOS, IIUl'lO!':nTO /\NTONIO ROSALr:S PINE:D/\, RIClr:\fW r~RN E 
.. 

MAC ,ÁRDLE ' O ARDIE VI ';~l'rUrUNO, I\HTUHO I\LONSO SILVI\ HOPSS, TII0r-1I\S -

, HANDWOEK, Grn::GORY Il.l,.J88BE:R, PI\TRICK K\-/O ,SI\.SKY, socmIE JOf. DICKSON ' 

R.OB,ERí'O ' ALVIDRES, OS~'l!\ L !)O GCNZ¡\LGZ. $ ,\fJjBRN4Y y Josr; ¡::LMr::R VIDt\L 

1I. ,- La 'razón de estu mas a cre ocurr.ida en e l 1 uga r 

'9~n6 en ;la idea preconcebid", y planificaJa de eliminar a unos iri 

ces: de milrina de la .Emb¡Ü .. :tdCl de los ,E.:slados Unidos ,de Norte I\m~d 

en :nuestro país, cuyos caL-gas y n ócion.,lid.ldo.s Impul saron i1 

res' a efectUill": el hc: clln delIctivo , " PUl1li1'¡O, ;:¡un'I'U0. 0. 11 r .,7'/m 

',' ' ,mo hecho hayéln rf'sult: Qdo' otros delito\; -comuneo que no pued0 n, eJe n 

, ~ . <4 Uh:a . manera, ser calificados ele políticos. - 111.- 1\ est e crimen ' , 

r~n: aplic&roeles, los ins trumenl:.os ' inl:. er n ilcionales siguicntAs':' a) 

YENC10N P /\¡,,\ PRr::vt:IH r~ y .s/\NCION,\r~ I ,OS I\CTOS 'OC, Tr~ RRorn.sr"10 CONF'IGU 
! ' , ' 

DOS GW Dt:~LITOS CONTrZ¡\ L .\S pE:r<SONJ\:~ y L,\ r: XTOrZSION CQr-lr::x.'\ clJ.\~,IDO:E : . , 

TF.:NGAN TR/\ SCf.N DCNCI . . IIHE:r~ N .\CION rd~, r'., ti fi c.leJa por nw!::; l ·ro paf $ ' ;'5 
I • , 

~ecFe to Legisl~tivo NQ 76 elel die~i5iete de agosto de mil novcci 

'¡>,~t~nta , y d05,. pubJici1do en el Di ilr.-i Q Ofici a l NQ 15G - de l vcinticu 

~el : ,mismo m0S y aAo, cuyos artículos 1 y2 ~extualm~nte dicen: Ar 

1: ¿'Los Est ,1dos contril ti1ntes se 01 )11 go n p ntre sí; toman~lo 



\ 

Señon~s M'lg i .' ; lra rlo s ele l e1 COI~te M,¡rci;¡l, c,,¡-li fi r:d n ckl ' incidente 

in·st ruJ. (.lo en con 1"" ra d e 10!j u,os JU/\ N M1 t ;UI~L C;/\i; (.' 1,\ t~I :: LI;:Jn)l-:~~, JOSE: __ 
\li> 

AIL\M [)HIJJ\:~ AGU1LA!i y \:JILLL\N CI';LIO IUV/\S nOLMJO S , los p¿¡S d jes pe.!: 

d e l presente proceso que litecillmen lc dice: ",,""""",",",",,,,", 

""El infrascrito Pn:!si<.)enLe de la Repúblicil de [1 Salvador y Coman-, 
l . 

ante Geneyal de la FUErza Armada, FERTIPICA: que e n la Ci:lusa crirrii" 

1 contra JUAN ¡"1IGUCL G/\I{CIA · r"1 :~ LE; Np f.Z, JO :, l·; /\8H ,'II I/\ J"I DIMAS AGUILAR: 

HIV /\S OOLAi~O~, por. diversas infl~acc.iones rjénares que ,. . ! ' . 

imputan, r e mitida a esta Cornandancia, en consulta de la sen­

encia interlocutoria pronunciada por la Corte Marciaf, a las ·doce 
I 

oras y trein ta minutos del día vein tidós de en e ·Lo de mi 1 nove·cien-

tos ochen ta y ocho, ha recaído res~l ución que, 1 i tenllrnen t e , DICE: " . , .. 
1I111111"""COi'-1I\NDANCIA GE:J~ERAL DE: LA PUE:RZA AHMl\DA: Son Salvador-, alas - , 
ueve horas del di~ veintiyno de f~hr~ro de mil novecientos ochenta~ 

. ocho. Vistos en consulta la sentp'ncia interlocu"toria definitiva ·, 

unciada por la Corte Marcial a Ila s · doce horas y treinta. ininut6s·· 

díaveinLidos ele en~ro de este ,año, rel~tiva al sobreseimiento" -

d.efini ti vo pronunciaQo .. por el Jpzgado Primct-o de" Primf=ra Instancia -

e lo Militar, a las diez horas del d ía doce d e n o"Jler;¡bre ""de inil no~ 

cientos ochen~a y sie:te, en e l, jui c io crimin a l que se instruye" ,co.!:! 

ra JUAN MIGUE.L G/\RC IA t"1CLl:NDEZ, JQSE J\I3fIAI"L\M I)Ifv'j t ,S AGUILAR y"vJILLIAN 
I • 

C~LIO RIVJ\S BOL.'\ÑO~ , por imputár·s e l es diversas infr-accion e s penal:es}. 

tidas enesla ciudad y en olro~ lugares 0e l t e rritorio· nacio~al : 

diferentes fechas.-"Y, CONSIDI::IU\NDO:- ·I.- E:L JUE.Z PRrr"1r·:RO DE PRl_ , 
MERA INSTANCIA DE: LO MILITJ\I I , EN RGSOLUCION PHONUN CIAOA EN LA PECHA· 

, - • , I I 

~N'I.'f.S INDlCA~A, EXPI(l~SO LO S lGUIGNp::- ';De conforrnidad al Art. 5 de ; 

la Ley de amnistia para el logro de la Re,"concili a ción Nacio~al y de :1 
- < 

los elementos de juicio ~xistentes en el proceso a la fe--

· ~"ha de l~ vigencia del Decreto Legislativo NQ 805 de fecna 27 de ·oc"- : 

\;.ubre "de mil novecientos ochenta y¡ si ete , califícase corno de": ASOCIA 

ONES SUBVI::RSIV J\S Art • . 376 lnc., Gltimo Pn., COOPSRACION EN PROPA-~ 

ANDA SUBVL~H5IVA Art. " 380 PIT., Y ACTOS In: n:nl <Oln ,')MO Ar't. 400 refor·­

l1lado Pn., los Ll tribuidos a, JU .\N IVIl (;ULL GARCli\ r'1CL i:;r~DE:Z; de ASOCIACIQ 

:~ES SUBVE:RSIVAS, Art. 376 inca (¡ltimo Pn., el q ue s e at:tibuye a JOSE 

" """"', n Afv1 DlM/\S AGUILAH. y de . f\SOCI ACIONr:S SUBVp.nSIVI\S Art. ,376 inc~úl. 

Pn.", ACTOS DE: TERROIUSMO Art. 400 reformado Pn., y HURTO CALrFI "' 

Art. 238 NQ 6 Pn., común con9xo con delito político Art. 151 Pn., 

atribuidos a WILLIAM CELIO . RI~AS BOLA~OS, en la causa criminal - ' 

en este Juzgado se les insLr.uYf-. Tomando en consideración la ' ca-
I 

ificación anteri Ol- y de ac uerdo al numeral 3º del IÚ"t. 4 " de la ley ·" 

tes mencionadá, declár.use exlin(jui(la lü acc.i.Ón penal, " en consecuen 

a: SOBRESE:ESE: sin restricciones . a f¿¡vor de 10::; reos JOS E ABRAfIJ\M'-" 

AGUlLAR, JUAN ~IGUEL GARC IJ\ ' MLLLNUEZ y WILLIAM CE:LIO RIVAS : Bo~ t 

._ LE • 



. LA~OS, en 0.1 procedimicnl:o insl:ruíd(l ('n ;.u cont_riJ, por lo;. del! 

mencionados, 'y pi3ril los ('["'c:I: os ' lf' fyllcs póngaseles 

LIBERTI\D y desen laG órdenes r:-Aspecl:ivas él q uienes correspondiln. 

sele cumplimiento Q lo precep~uado en el Art. 6 de la 

librando notas de ~Vi50S a l a Honorable Corte Suprema 
. ¡ , , 

Comision de Derechos lIumanos y Comision 

Prqveído lo an teri.or, ,3 rchí vese el presen te j uicio". - 11. - LA 

MA~CI,\L EN LA SF;NTF:NCI/\ -INTE:RLOCUTOrU¡\ DI~ f-1EIUTO, RE;~OLVIO LO 
, -

TE:. - "a) Con ~í ·rma.se en todas S\.I5 partes el ilUtO de sobreseimicn 

r.estriccione·s proveído por e'l Juez Primero de Prim''2riJ lnst,:¡ncla 

ta:.l~ a fa,vor de los n:,()s presentes JUI\I~ M'IGUI~L GARel,\ MELENDEZ, 

ASRAHI\~ DIMAS- I\GUILAR y WILLll\M ceLIO RIVAS SOLAnOS, a quienes 

les : procesa por los delitos especificados'~n 61 p&~rafo primero " , 
~s~a Sentencia y p6ngaseles inmediatamente en libertad a dichoi ' i 

ta~os sin necesidad de fIanza; b) Vuelva el proceso ill 
I 

-'rigen con su respectiva certificación elp. ley. CUI'1PLI\::;E:_ "-~E:::;.' .s::..'.::.t.::.a~~",,! 

bANCIA GENERI\L ~ctuando e n ' CONSULTA . .. _. ___ :::J. __ .. .... .. ___ ... _ .. _ .. __ 'o _' _ .. __ "_ " _ " _ , .. 

~u~ dió origen al presente jui ~io tuvo lugar ~ n los r~stilura~tes~ 
ro~inados "}\1CDITUU¡ I\Nr:O" y " CHI LIG", de la , Zona Rosa, ubiG'lrlos 

.:el ;Soulevarrl del Ilipódromo'de la Colonia San Deni to ele esta cl~d 

~o~ó a ~as veintiuna hora s d~l día di ~cinu~ve de,Ju~io de mil n 

cie:ntós och~nta ' y cinco, d..oncJc fallecÍf'!con a consecu~ncia de les! 

n~~ por arma de fuego lAs-sigui e ntes personas: GEORGr: VIN[Y, 

To .isAENZ SF.I3ALLOS, IIU~10!';r<T0 I\NTONIO ROSAU:S PINeDA, RIClI /\ I\O r~RNE 
¡ 

MAC .ÁRDLE- o ARDIl~ vu,rfurUNO, AHTUI<O ALONSO 

. HAND\.,rOEK, GI\EGOR'X 11.lrJr::SBE;R , PI\TRICK 1<IrJO .SI\SKY, BO 13 BIr:; JOE OICKSON 

RoS,ERTO ALVIDRES, OS:·1.'\LDO GCNZi\LCZ. Si\f'1[irU\NY y Josr: 

II • . - La 'razón de es ta mas acre ocurrida en e l 1 úgar 

'9~n6 en :la idea preconcebid q y plani ficaua de eliminar a uno::; iri 

I:es: de marina de la j~mb i'Ü.::¡da de los -bstados Unidos .de Norte Am~ri 

en 'nuestro país, cuyos CiU-gOS y n,~c.lon ,-ll·ic],ldrs impul::;iJrnll il 

res' a efectuar: el h('c !lo delictivo , ilpunLildo, nun<j·u0. 011 r' il7,c'm 'dr:l ' 

' . mo hecho hayan re su ll:ado' otros deii tO!; corh'uneG q 'ue no pueden, de 
~ . 9uh:a. mahera, ser calific<.ldos ele p~líl:icos.- 111.- 1\ este crimen 'd 

r~n .. aplidirseles, lo ::; ins trumen los ' inl: e rn.lcionales siguicntp.s':· a) 

,YE:NCION P,\I¡ ,\ PRr:;vt; rHr~ y SANCI ON,",,¡ · I .OS I\CTOS ' O¡~ , :rr~I\RORI5rv¡O ' CONPrC;U . 

DOS, EN ' Dl:LITOS CON'!'r\¡\ L.\5 p¡:;r l.SON,\$ y L/\ r:XTOI<SION COr,)E:X I\ CU.\NDO;t . 

TF~NGAN TRASCf.N DeNC1., II~'l' r:; IW .\CIONM~, t'il ti fi c ,'lda por n u(!~ l: ro paí s' ;' , 
6ecreto Legis l ativo NQ 76 d~l die~i 5i~te de agosto d~ mil no~ccl 
s~t~n tao y dos" publ icildo en f'l Di;¡ do Oficial NQ 15G· riel vcintic 
l ' , 

del ¡ mismo mes y aRo, cuyos artículos 1 y2 ~extualm~nte dicen: A~ , 
1: ¿'Los Es t .lCJos con t r i.l ti'ln tes se ol ~ ligiln pn t re sí; tomando 



das ' Iuc c on:.;ideL't~ n 

\ 

i 
efi c dcc :; de ,'-J cucnl o' C O Il :;u:; 

1 
r e specti ViJ S l~,-

y espcci a ]mcnec las que ; se es t <l lJlec;e n en esta' convención, 
... - - " . 

~~:::"::":::-.J::..::...:::..::...:::..:...:..::;.::...-,----,,~.:.:::..=~:...:;..-=-.:::.!::........::::.:::...:::..:::=-...;d:::.'.:::.e--.::t:..::e:.:r:...::...r.:::.o..:;c~i:..::s::.;.m:.= Y ene's p'eci a 1 el 

la v ida y la inte 

. . ! 

1 , ' , ,'-

person a s a <luienes e 'i F.slado ti e ne 'e l' 'deher dé ' exte,!:! ; ' 

d~'r 'p'rotección e~,p~'~iai: "~~'n'f.o;~'~''-~~;''d';~~~hO irlt e rn Cl c:(~~,~l~~ --: ~~~ c~Q:' ( 

la e x tors ión cone.xa-- 'c 'on"estos d e litos". Árt.2: "P¡j 'ra ' 1'05 efec"j" 
.." ... I . 

d'~ es t'a convención, se consideran 'd e li fo s c omunes , de tra 'scen..!-
, • ' r 

nc'ia int e rnaéional ,cualquiera' que sea su ¡f.6vil, el secuestro" r~l 

icidr~ ' y otros at'p.nl:ados contr'a)a ' víday Id i 'ntcgridad de la~ 

a f] tii c nes e. ] ' EsCa do tiene ; el deher d e cx, t ender'p'rot ,e~ción 
conforme' al derecho intcrnctcio'nal ', ¿¡ sí como' la ' e x torsión 

esto s deli tos"; y b) CÜi,IVf.NCION, S081n:; ' L/\ ' PREV~NCICN y :-. 
DE DCLITOS CON-rnA PE;I~SO~'I\S ' INTE:nN I\C ION i,LMLt'JTL PROTE~GI":':'" 

• . • • • . r • 

INCLUSIV\:: LO.s I\Gr::NTI:, S DI PLOr"¡/\:l'ICOS , ratifiC:i.ld¿¡ hor nuestro' ''':':''' 

'po r d e c,retoNQ 250 de fccl-ia vi=inti siete' d e ma'yoJ derni'l nove'~­
PUhl,iC i3. dJ en el D~¿¡ rio Oficial sin núm ( )'0 ' tlomo , 

7 de f e cha dos de junio de ese año,' cuy'os, ¿n' lículos 1 y 11 lit~­

lmente dice n: lll't. '1: "PaL'a los efectos ele la ' pre sente conven-":­

se entie'nde por' "persona inte~n¿¡cionalm'(;' nte protegFJi:i';: a) un 
• .. • • I 

'de Est ', dó, incluso uno ele los' mi c rnb ro·s de un' órg ano 'colegiado 
. ' "1 r . . r · 

ndo ', de ' con f o r'mid d d con 1<.1 Con:;'l:i lucipn r e spectiva '-cumpla las · 

fu~¿iones de jefe d~ C~li1d'O,' un je:f e de (Jobi e'¡ no o :un Minlst ,ro d~ 
lilcion e s e x teriore s, si emr;j~c' qU(~ ' lal peLSOl1d ~c e ncue ntre en un 

, .' ; r 
lado e'x trarljero', asi como los rniE.'lIlbros de' su farllilia que lo acom 

r . , . " . .; r 
en:; b) ' cualquier represen Lante~ ' funcionario o rie rsonalidad ofi::.. 

.....-r •. - - --:. _.' - '- ...•.. -,. • ---.~. - . __ .... ' , .. ' : _ .. - -_.. ' . .•. _..... .... . _ . '-'!:, 
al , d~, IJn Csta d o' o cualquier funciona' rio, personalidad oficIal 'u ' 

• ' r-
troageri te de una o['(ja~'i'z~;c1'óri' in\'-e 'rgubema~lental ' que, en 'el mO':"-

.. :' ' .:1 ' . . ' . . 
to y en el lugar en que se comel:a el d e lito ccntr~ él, sus-- lo~-ª. 

su res~den'cia particu1,'¡r o sus me dios de tr~:ll1?por~e, 

conforme al derecho' inten'dciol'lctl" a una protecci6n 
, ' , , 1 , 

atentado a su person;J, libe¡:'t¿¡d o. dignidild, -ª. 

co~o los miembrosd~ ' i~ familla - ~0¿ - to~~en parle de su ca s a; y 

• Se entiende por "presunto culpable" la persona' respe cto de' q~lén 
. I • _ _ • _ , .. ' ") . , __ . _ . _ _ • 

1sta.n suficientes" éiérilentos de prueba p d ra determinar primafacio 

ha cometido o participado en una o m6s' 6eios delitos ' ~~é~is-­

el Art. 2 ••• Art. 11: "El Estado pacte en' el que se entable 

acción penal cont ra el presun to cu1 p ;:t1:-> 1 e del deli to comunicar'á 

1 , resullado final de esa accjbn al Secretario Gen e ral de las Na~­

la inforrnaci6n D los demás Esta~-

partes". E:n virtud de 10 ¿interior el d e lito debe ser consider-ª., 

como com6n grave y no como político.- En con s ecuencia no puede . 

---- - --, ,--,--,-, 



aplicar.se en esLe car.o la lp.y d~ <lmni~. ti.a en victud de que 
-.. i 

'" se ley como los 1: r"1 l: .::¡dos intp.~t1<Clcioni)lcs, form,-¡n pd r-t~ 
ti ' . / 

Ilegislación, ésto~ úl.Umos en virtud de lo (jue est ,-lhleLc el I\rt · 
• • • t 

144 de la constil:uc.ión que a la.lelra dice: .Art •. 11\1j: "Los ,tr 

~¿s internacionales celebrados por El .Salvador con otro~ est " i .,' . , . ' . . " : . 
~on . organismos inlcrn~clonales, ~onstituyen leyes d~ . la 

- ' t " :. : . 

a~ entr~r en viyencia, conforme D las disposiciones del 
- : • • J .. ~ •• t ., : . ," .' . 

tádo y de esta constitución. La ley no pOdía modificar- o deroga 
- • , - ~ . . . . • . I ' ; .' i '. . e' . . ' . • 

1,16,acord.:J,d? en,. u~ tr,.\tad.o vig.ent? pdriJ, E:l Sa :lv.d~?.r. f.n ca:~~o de), 

\j f~ircto entre el, Ú·" L"..Jo y la l e~, p.reval~cerá 'e l tr'lt ' l<Jo". ; ,J ' J . 

. do pues una interpretación arm6nica de nuestra legislAción se 
. " . , . . . . . . ,' : . ' . . : ' ': ~ .. 
. ga .a la. conclusión .de que los delitos de actos de terrorismo e 

l i : . " : . .' , ' , ,. : . . •. .. . 

. dos en personas extranjeras protegidas por el. derecho inlern ' . . . : - ' . . . .'.- ' . 

nal, ,están 'excluídos de la . aplie:aclón de la gracia de amnistí,·. 
• • ,- .. ~ ; 4 • • • • I . . • . ' . " . • . .' 

IV. - Las otras infracciollC"s mencion"lcJas en 
;! I , . . 

.~~tada~" nO .están calificadas rle ac uerdo a la prueba . ~ue apa 

.?utos, por 1.0 que la Clpli c ación . del decreto .de ~nJnist.ía 
r 

diciones no es apcopiada.- V.- En virtud de . lo anlerior 
'- . . . . t • : 

teh revocar la resolución venida en consulta _ .. _¡ ' ; . , . ' . ' . , . : 
a , derecho • . ~ POR T¡\NTO-:"-vistas las razones expuesL ·ls y en base 

': . , . . 1 . "..: . 

que. prescriben .los Arts~ . 38 de la ,Ley rJe ,Procedimi e,n Los Penal~;>i : 

pli,cnb,les. . al Susrenclerse .las Gar~lntías . Constitucionales; 286 
, • ,. 1\ t . . . • . : t· ' . 

. digo de Justicia Militar y 547 y 548 . Pro Pn. qle esta.blecen qUEl 
t . ' • • . ' .., • L • ' . ' • • • ~ • I • ..,1 

consulta es un r e curso en el cual tiene esla C~mClndancia Gener rr J . . : I • , • • • :. '. I 

la fac.ultad de¡ revocar, modificar confirmar o declarar nula 1 
,:' ': I . . ; . . ; ~ . : .. . . ~ ' ! 

-f~ción vén~~aen c?nsu1ta, a nombre . de la RepGblic~ de . 

FALLO; 'Re~6~a'se la resol~ción ve'nid'~ en' con~ 1 t¿, ' or no esta 
~ J . . .. .. . . 

glada a derecho;. permanezcan los imput~dos en la detencibn 
-------~. 1_-,-, ___ ........ . ' ' . '.' I I . . . ' . ! " •. 

se encuentrpn; continúe el Jue~ de Primera Instancia de lo 
i :. , . . ' .' • l . . ' •. '. 

d~purando el infpcm~tivo objeto Je esta. consulta y vuelva. el 
• • I . . . . . 

t~ juicio n la Corte M~rciDl con cerlificnción de c~t~ sen ten 
, '!. 

CUMPLA,SE. :-¡:;nmencl ,)~ Jo::;:- lib~i)ndo- MAC I\IWLE:- Mili tClr- 'Valen.,... 
~ , I . ~ .. . 

m~n~ado-de fini ti vo-Ville. ------J. N. DUAWrr::------JO::>[; NAPOLE:Otl 

-~----Presi dente de la Reppblica y Comandante General de l ~ 
I • ¡ . . ~ ' . . ~ . 

Armada-----'---Ant e mí: ------R. SUM\E;Z SUAY------Rom;rno SU,\I(EZ . , i' - . ' . ' .. , 
SUAY-----Secrc t;lrio-----RUBRICAI)/\S"""""""!"'o y p;:¡ril ser 

. I 

a la Corte Marci<tl, e x tiendo, firmo y s~llo la presente 
¡. . . " . " l ' . 

ción, ,e.~ la ciucl.'3d ele Sun S<llvaqor, ' Cl los veintidós días 

.... " ' 
1 

•• .. 1 

: ' 



de febrero de mil novecienlos ochenl:,·} y ocho. I::nmendados: Supcema­

se-P rim e ra -V¡d en. - Mtí s enrnend "1Clo: /\n J)L! -: -V;lle. -

LOS sl~fioRI~S r"IAGI :;TfV\J)OS ':iUE 1./, .'.>lJ.';Clunr.N. -

ES CONFORME: CON .'JU OIGGINAL, CON LA ~UE Si:; CONFRONTO E:t~ LA SE:CRE;­

T/\HI.\ DE: r::STA CO[(TE: MMKI/\L, l~¡~ SAN S¡ILV .ÚJOR, A LOS ONCl:.: OI/\5 DEL 

MES DE: /\lmIL DE 1'1IL NOVECH~NTOS OCIIENTA y OCJIO.-

/mcrlema. 

: i 



R.A.GRANADOS.-, 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: San ~al vador, a las nueve horas del día veintitrés 

de Agosto de mil novecientos ochenta y ocho. 

Vistos en competencia negativa suscitada entre el Juzgado Segundo 

de Primera Instancia de San Francisco Gotera y el Juzgado de Primera Instancia 

de Santiago de María, en el proceso instruido contra CONCEPCION HERNANDEZ (mu­

jer) por el delito de asociación subversiva, hecho ' que tuvo lugar entre el me s 

de noviembre de mil novecientos ochenta y seis y el once de, diciembre del año 

pasado. 

y CONSIDERANDO: 

1.- Que el Juez Segundo de Primera Instancia ~e San Francisco Gote­

ra, departamento de Morazán, pro:1unció resolución a las once horas y treinta 

minutos del día seis de abril del presente año, la cual literalmente dice: "Des­

glósese las presentes diligencias criminales contra los imputados MA RCELI NO 

VENTURA HERNANDEZ Y CONCEPC10N HERNANDEZ (mujer), declárase incompete nte el 

suscrito de seguir conociendo de la presente causa, por razón del terr i torio, 

y de conformidad al Art. 27 del Ctdigo Procesal Penal, remítanse las {espec ti vas 

causas al Juzgado de lo Penal del Distrito Judicial de La Unión, la ref erente 

al imputado MARCEL1NO VENTURA HERNANDEZ; y al Juzgado de Primera Instancia del 

Distrito de Santiago de María, Departamento de Usulután, la causa contra la 

imputada CONCEPCION HERNANDEZ (mujer) •••• ". 

11.- Que el Juez de Primera Instancia de Santiago de María, a las 

diez horas cuarenta y ocho minutos nel día veinte de mayo de este año, pronunció 

la resolución que en lo pertinente dice: " ••.. Por considerar el suscrito, no 

poder conocer en el presente juicio, declárase incompetente, y remítanse or ig inu­

'les los autos a la Honorable Corte Suprema de Justicia, para que sea aquel Tribu­

nal Superior, e1que decida a quién corresponde la competencia para conocer ; 

todo lo anterior de conformidad con los Arts. 14 Pr. Pn. Numeral 30. Y 1204 

Pro C.". 

111.- Sobre el presente con~licto de competencia, esta Corte, des­

pués del análisis del proceso, hace las siguientes consideraciDnes: 



Ninguno de los Jueces expusieron las razones de su incompetencia , 

J tomando en cuenta lo expresado por el Juez de Primera Instancia de S:Jr 

lcisco Gotera se infiere que lo hizo porque la imputada, en su declaración 

:lgatoria, indicó que fue "reclutada" por los guerrilleros en el cerro "el 

re" de la jurisdicción de Santiago de· María, del departamento de Usulután. 

La reo Concepción Hernández es procesada por el delito de asociación 

versiva i su conducta se enmarca en el 6ltimo inciso del Art. 376 Pn.; dicho 

ita no es de ejecución instantánea, como lo puede ser un homicidio, en el 

1 se determina cuándo y dónde comienza a come ter se y cuándo y dónde se consu-

El delito cometido es de aquellos en los cuales la acción delictiva se pro­

sa en el tiempo, siendo violatorio de la ley penal en cada uno de los momentos 

que se permanezca dentro de ella, constituyendo un hecho punible calificado 

trinariamente como delito permanente. 

El Art. 22 Pr. Pn. establece las reglas precisas para este tipo 

delitos al expresar "si se trata de delit.o continuado o de delito permanen­

••.• conocerán a prevención el juez del luggr donde ocurrió en todo o en parte 

:lcción u omisión y el del lugar en que se consumó". 

El presente proceso se inci6 en el Juzgado Segundo de Primera Ins­

:ia de San Francisco Gotera, por haberle sido puesto a su orden las diligen-

3 instruídas en la Policía Nacional, así como la imputada en mención, conse­

ltemente, dicho juez conoció a prevención en dicha causa, por lo que de con­

nidad a las reglas sobre la competencia por razón de territorio es a este 

l a quien le corresponde conocer y así debe resolverse. 

POR TANTO, de acuerdo a las razones expuestas, disposiciones legales 

:Idas y Arts. 14 No. 30., 16 Y 711 Pro Pn.; 51 No. 250. Ley Orgánica Judicial 

.204 Pr. esta Corte RESUELVE: declarar cc·mpetente para conocer del proceso 

ue se ha hecho referencia al Juzgado Segundo de Primera Instancia de San 

1cisco Gotera, a quien se le remitirán los autos con la certifi.cación corres­

iiente • . 

\ 



3 -
- 2 -

Certifíquese esta resolución al Juzgado de Primera Ins.tan c i.a de 

Santiago de María, departamento de Usulután, para los efectos legales consiguien-

tes. 

/ 

~j:~ 

PRONUNCIADO POR LOS SERORES MAGISTRADOS QUE lO SUSCRIBÉN 
. -



'a"'-:""" 1 .. . t 

\ .... f " ",,' 

etada General 

Supre ID a - de Justicia 

i Te!. 71-3511 

I 
<. 

EL INFRASCRITO SECRETARIO DE 

JUSTICIA.-

CERTIFICA: De las diligencias de competencia negati: 

va suscitada entre e l Jue~ Quinto de lo Penal y el Juez de 

Primera Instancia de lo Militar, en la causa contra JUAN -

ANTONIO LUCERO MORALES, la resolución que literalmente di-

ce: 11 11 11 11 11 11 11 .. 11 ti 11 If 11 11 11 tt 11"" 11 11" ti n "" 11 If ti" 11 11," ti ti" 11 1111"" 11 11 1111 "" 1111 11 11 ti "" 

"""CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: San Salvador, a las ocho ho 

ras y tr~inta minutos del dia trece de junio de mil nove--

cientos noventa.-------Vistos en competencia negativa sus-

citada entre los Jueces Quinto de lo Penal de este distrl -

to judicial y Primero de Primera Instancia Militar, rela-

tiva al conocimiento del proceso seguido contra el reo pr~ 

sen te JUAN ANTONIO LUCEHO f"íOHALES, por del:i. tos de terrori~ 

1110 Y 1l01Ilicic1io.-------CONSTDE:RANDO: Que el proceso fue --

iniciado en el Juzgado Quinto de lo Penal de San Sa l vado r, 

según re~olución de fs. 14,por delitos que fueron califica 

dos provisionalmente como homicidio doloso en TllOMAS HAND-

WOCK, BOBBIE JOE DICKSON, GREGORY H. WEBERS, PATRICK KUSAS 

KI, CEORGE VINEY, ROBEHT ALBINDHES, RICHARD ERNEST MAC ARD 

KEDE, OSWALDO GON7.ALEZ ZAMBROIDE y. por pertener a Asocia--

ciones Subversivas, tipificadus respectivamente en los 

Artos. 152 Y 376 del Código Penal.En la resolución de fs.-

29 se decretó la detención provisional del imputado JUAN -

ANTONIO LUCERO MORALES, Y en la resolución de fs. 48, el 

Juzgado Primero de Primera Instancia de lo Militar sobre--

seyó a favor del mismo, de conformidad con el Art. 5 de la 

Ley de Amnistía para el logro de la Reconciliación Nacio--

----_oz.:.:.'. ,~ .. ~'';'~~'::'' ~.:;'::''- :~::_=. :;;;¡;;;;;:.::. ;;tp;;;,,;;;:. ;::;;;).;;;:::::;====::::: ... ~';,...~,;::>;~;m:lll~,~p.i;$;:;;~;' ;L~~~<;;;;;;-~.·~: 
._----
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nal , calificándose los deli :s otribuidos al imputado LU-

CERO MORALES, como acto~ d e .. c rrurismo (Art.400 Ph.) y , 

Asociaciones subversivas.t( I\r : . . TiC, ). De dicha resolución de 

sobreseimien to, in terpus'o el : -·:.~ curso de apelación el Fis--

cal adscri to al Juzgado Pri!lw ::-f) de Primera Instancia Mili-

taro admitiéndose la apela cú' :1 en resolución de fs. 53 Y -

ordenándose el emplazamiento J e las partes y la remisión -

del proceso a la Corte Marc i~! .-Finalme~te, en su resolu--

ción de fs. 65, el Juez Primc co de Primera Instancia de lo 

Militar se declaró incompelcl . . n por razón de la materia 

para seguir conociendo del p ;, ¡c e s o , en virtud de que el De-

creto LegislativoNo. 758 d :~ Y';C; la 3 de septiembre de 1987, 

publicado en el Diario Ofi c i ~ : Tomo No.296, expiró la vi-

gancia del Decre t o Legislil U.'.· "-' No. 618, pues termin6 el 31 

de Diciembre de 1987, ord en ¿: ¡~ < :<) remitir el proceso al Ju~ 

gado Quinto de lo Penal.---- ·- -- CONSIDERANDO: Que el Juzg~ 

do Quinto de lo Penal , por nI, · ! .i 0 de la resolución de fs.-

68, resolvió que e ·l au to d e !: '" - 39 táci tamen te es una de-

claratoria de incompe tencia ;':) j ~ haber prevenido conocien-

do del proceso sobre el mi:-;m ' I :echo el Juez Mili tar y que 

por haber ac1mi tido é:; le e:I r , · :\: c; o de apeluci6n carece de 

compe tencii:1, . ri:1z6n por. la qIJ " ~ ;r~ declaró incompe ten te y -

remitió el proce s o a este Co . 1'(: para que . se determine el -

Tribunal que ha de conocer ~ ¡ l Qpelación del sobreseimien 

to dicho ;--CONSIDERANDO: Que (: ;1 el Juzgado Primero de Pri-

mera Ins tancla de lo Hili t.:.l.r ,;r, s igue proceso con lra los 

reos JUAN MIGUEL GARCIA MELr:: ' : I): ~ 7.. JOSE ABRAHAM DIMAS AGUI 

LAR Y WILLIAM CELIO RI VAS BOI .ANos . por delitos de actos 

de terrorismo (Art . 400 Pn)_ .::; r.·;ne tidos el día diecinueve 

, . ,:, ,::: , 

. 
, ecreta=i'I 
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de junio de mil novecientos ochenta y cinco, en el Boulevard 

El Hipódromo,Colonia Sán Benito, hechos conocidos como la Ma 

sacre al Centro Nbcturno de la Zona Rosa, en los que, segón 

su confesión extrajudicial, participó el reo JUl\N l\NTONIO -

LUCERO MORALES, causando la mu~rte de varias personas·, inclu 

yendo infantes de marina al servicio de la Embajada de Esta-

dos Unidos en El Salvador, a quienes el Estado tiene el de--

ber de extender protección especial conforme al derecho in--

ternacional, especialmente para dar cumplimiento al Art. 144 

de la Constitución que establece: "Los tratados internacio--

nales celebrados por El Salvador con otros estados o con or-

ganismos internacionales co~ stituyen leyes de la Repóblica -

al entrar en vigencia, conforme a las disposiciones del mis-

mo tratado y de ésta Constitución. La ley no podrá modificar 

o derogar lo acordado en un tratado vigente para El Salv ador . 

En caso de conflicto entre el tratado y la ley, ~revalecerá 

~l tratado . "-------Los tratado s invocados por la Comandancia 

General de. la Fuerza Armada en su resolución de las nueve ho-

ras del veintiuno de febrero de mil novecientos ochenta y 

ocho, donde revocó la resolución de la Corte Marcial confir--

mando el sobreseimiento <1ecretLlcJo ror el JuzgilelO Primero ele 

Primera Instancia Militil~ a favor de los reos JUAN MIGUEL- -

GARCIA MELENDEZ, JOSE ABRAHAM DIMAS AGUILAR y WILLIl\M CEL I O 

RIVAS BOLA~OS, son: al La convención para prevenir y sancio-

nar los actos de terrorismo ocnfigurados en delitos contra -

las personas y la extorsión conexa cuando éstos tengan tras-

cendencia internacional, ratificada por El Salvador segón --

P . 
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Decreto Legislativo No.7G olel diecisiete de agosto de mil 

novecientos setenta y 'dos, ,pub:icado en el Diario Oficial 

No.156 de fecha veinticuat r o del mismo mes yana, en sus -

'artículos 1 Y 2; Y b) La Convención sobre la prevención y 

castigo de delitos contrCl personas internacionalmente pr9. 

tegidas, inclusive los 0S( .ltes diplomáticos, ratificada -

por El Salvador según De creto No. 250 defecha veintisiete 

de mayo de mil novecientor ochenta, publicado en el Diario 

Oficial sin número Tomo 207 de dos de juniode ese mismo ano, 

cuyos artículos 1 y 11 d c t~ rminan quiénes son las personas 

internacionalmente protegiJas y la obligación de comunIcar 

el resultado final de la acción al Secretario General de -

Naciones Unidas.-------Por otra parte, el Ministerio de Re 

laciones Exteriores de la República de El Salvador, según 

¡ ¡ oficio dirigido al Presidente de la Corte Suprema de Justl . , . 
: ~ ~ 
', 1 cia el veinte de septiembre del ano recién pasado, en que 

; . se hace la transcripción d e una comunicación dirigida a la 

Embaj~da de los Estados Unidos de Norte América, dictaminó 

que los infantes de marina al servicio de la Embajada ex~-

presada, que resultaron trógimente muertos el diecinueve 

de junio de mil novecientos o chenta y cinco, son personas 

internacionalmente p rotegida s , a las que hace refcrenciiJ el 

Art.l literal b) de la Convención de Nueva York de mil no--

vecientos setenta y tres."-------En tal virtud y por tra--

tarse del mismo delito~ deberán acumularse en el Juzgado 

Primero de Primera Instancia Militar, el proceso seguido 

con tra los reos JUJ\N MIGUEL GARCLA MELENDEZ, JaSE AI3RAIIAM 

DIMAS ACUILAR Y WILLIAM CELIa RIVAS BOLJ\~OS, con el que se 

' . 
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cretarta General 
Supre m a -le Justicia 
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sigue contra el reo JUAN AN:rONlp LUCERO MORALES Y al cual 

se refiere la competehcia planteada . A estos procesos se 

deberá dar la tramitación que señala el DecretoNo.50 de la 

Asamblea Legislativa, que contiene lil Ley de Procedimientos 

Penales aplicables al suspenderse las Garantias Constitucio 

nales, vigente al tiempo de la comisión del delito atribui-

do a los reos mencionados, en :relación al Art. 15 del Códi-

go Penal, en cuyo caso deberá conocer la Corte Marcial del 

recurso de apelación presentado en los dos procesos a acu-

mular.-----~-POR TANTO: De acuerdo a ~expuesto y las dispo-

siciones legales citadas en nombre de la República de El --

Salvador, DIJERON: declárase que es competente para conocer 

del proceso seguido contra el reo presente JUAN ANTON IO LU--

CERO MORALES, el Juez de Primera Instancia Militar a quien 

deberán remitirse los autos, con certificilción de esta reso 

lución, la cual será comunicada al Juez Quinto de lo Penal 

de San Salvador.-----------J.G.A.-----------VILLACORTA.---

~----------SILVA.-----------DUEÑAS.-----------RODRIGUEZ D.-

----------RAMIREZ AMAYA h.-----------AVILA.---------------

ROMERO C. -----------CUESTAS. -----------llERCULES P. --------

---CARDONA.-----------]'ronun c iildo por los señores Magistra-

dos que lo suscriben.---------ERNE STO RIVERA G.--"" " """" 

Rubricadas.""""""""""""""""" 

ES CONFORME CON SU ORIGIN.'\L con el cUill se confrontó 

en la Secretariil Generill de la Corte Suprema de Justicia -
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a las once horas del diecioc ho de julio de mil novecientos 

noventa en la ciudad de San Salvador, extiendo la presente, 

para remitir al señor Juez de Primera Instancia Militar.-

Enmendado: a 10- dic ciocho-V~lc.-

cdeo. 

Conf . :cdco/JALópe z. 

1. 



' , . 
n:A.Gratlados.-

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: ,San Salvador, a las nueve horas del dia diec iocho 
:~ , , ; : . : ' 

:de Julio de mil no~ecientos ~ noventa ~ 
" .~ . ~. ; I : ( : ii.~ l ! .. " . ~ . 

. ; . . . 
l' ·" ' .. :1 . . ' ' /'.' , . . . .. : ..... ; ····;i·'·" '··¡·:l h:-' ~ . ~ ~ · 1\ ·;\ri" ·::f.J :. !,f. t';t,~:-,t' .: . I I . ~. 

V~stos en competencia , p·ositiva suscitada entre los Jueces de Prime -
;' ~ . t, ·.:.. "'''' "J ' : , '",: ",,<. 1';' :p,· ·, ... : : :·íi · .... ¡:· ·· ... 1. ~,. · ·r . l . ;~' ~ · ' I , --. ~· I. ¡f CJ. : ' : ' 1' 

ra InstaJ1cia de Santiago de Ma~ia ; S~gund~~ 'a~ j'¡a~Úl~da ' de ~ste Distrito J~di-
.. ~" I : : ' :1 11 ''-~ "'; '; . • , . . ... . ~ . ,' ; .. ," ... ~ .! .: .. ~'.; ., id: ~H ; ' ¡' .. '-¡:. :I " ~' . :'rJ. ~J· j ·. ·: r· ·". ,.; , : ;- :"; ;. I', ;:,, ! .. ,,, ',':'. ' .) · "; : . d. ~' '," 

cial, ~ob~e a q~ién de 'be corresponderle el conocirnibnto del juicio c on t ra Modes-
. • .• : ... . : r ' " : ' . , ... , ' l ' . :~ · f ;·" ·.;','-· : ~. ·:d. ¡'¡,t'- . ~:.! ~ · ' ~·· ': r . .I · l \ ' .. ·:~· i :.I ~!' i.I " I~ :- ' · .. .. , ... : ~:': " '¡:'. ''''¡:!. :¡' . 

to David Escamilla M.ej ia y Rafael Antonio Reyes Mata I procesados por Adminis tra-
•• j" . , ~~: I '. : ,· ·. ~T '~ ;'·!~;~ I ~·~t' :.d ;·· ·: : : I l· ;· j··;f!·· ; :·tl..· ) : ·'~I:l::· . · , .. ·: I ·· f: " ";({' . !/.''. : ,, '" j 

ci6n Fraudulenta en perjuicio dé la Cooperativa. , de Cajas de Crédito ' Rural Limi-
. . 1 , ~;. ~ ' .-- '. ' fl'" .';. \ '. ¡·,f : :,.t·~~ ·{" ' ! fI ·'~ ' . 1''- ; ~ . : : I: ~ ~·.':J t . . ':. .. J:. , t; , ;\; ·,.i\I : ~:,h) . · ! .lI · ! ";11' 

tada o Federaci6n ·de Cajas de Crédito Sociedad Cobperativa de Respopsabilidad 
.... , ' . 1 "' ; '. 

Limitada; . y i 

.. .. ; ( ? " 1 : 1 . ~ u( : · .i ':-
. CONSIDERANDO: 

: I .'¡ " ' .. ~ : , ., ' . ·· ·¡ P:"¡ .' ' ; 'J ' , . ) " . : 1' . ' .. I~ ':: I.p ·, !:. I ; I .... ; '· ... jl l ',¡ ; f : : r " 1 
1 , - Que por autos de fs, 73 y 83 emitidos a las do c e horas de l 

.. C' , " , . ~ ... !' " . f ; : >'., .... ,1 ' .. : i ' j .' . i , .. ! .. , '; ';' : ' ¡ '. : / '. 

~ quince de Marzo de mil no~ecien tos noventa y & las on~e horas y veinté minutos 
,' . . r ( ·~·· .. ;1 , . . : 1" . , '.~ ... -!;'~::" ': :' ~: ~" · ' ~ ' ·:":' I ··~· t· /~; ; ~. :·.'~~ :/· ··~ ,:I · ' ~ " l " ' : / . ' ," ; .. . " .: .. ... ; 

del veintiocho de Marzo del mismo allo, '~especti~ám~ilt'~ ', ei j~ez d~ Primera In's-
'. . .. ; ... . : : .... ! ':'.'; .;. : .. .. :. ;~. -l.i~' ;": '; '" ·1·· .• ) i\ ~)l ·f·:: ~~il.i,\'.I , !'~. { . ¡: :.:, '.' .; ,¡.! ': / :': . . '\ :; 

tancia de Santiago de Maria se declar6 competente para conocer del mencionado 
' . ' ' ,~: ! -,. : ./. ,";"" t ";" r:;' .• : ..• . . !., ·~ ! i;'i; l f l ·" :-·¡,, ,"rp ' : .• , ' .); . . . ... . . ,: - , ' 1'\ ' ~ , . ' 

juicio expresando lo siguiente: ""Declarar sin · i~gar ·1a '·peh~i6~ ' formiíiada por 

' ~a ~e 'fe;1sa en su e scr~to de fs. · ~4"'·~or~~:1:6iae;~·;"~·t ~:u6c~it~ ' J~;~; " q~e"~~" ~'~'p'ro-
• " ~ • ~ " .' , .- : [ • , ; : " / . , 1;' ) I ; .' . , : • " , ., , ' , :'. 

I cedente, ya que al : ,mencionar que ' de 'confo rmidad al Art, 58 de la Le y de l Cré-
: ~ .. " ',1 ... ~':. I. ''\'~ . . .,' 1'/ : .~; ::,'l ;d" rl ':' : " , ~ 

.dito Rural y Art., 17 del Código Procesal Penal, a quien corresponde la compete n-
.' .' . <, .. ,,_ " . l. I . I '''j ' " : . . .. .. . ':"!"" " L~\I " ':! '1. 1' ": .. , :~ " ÚI " ',1,"" l ': " ~ 

. cia es al Juez de'.: Hacienda.::sin teh'el;'{.en c~enta' 10.' ,qu.e " al" efecto Telaciona el 
... I í ', .J ~.' ; , :. '. ::. /,;." , . <:;,-~.! ,,( ': .' 1 ' , f.·~>.L·:.~L. · ~·~). i ·.:) ::·.'i\··r~·~~:f.: ~L' ; '!;'~ j; I~ 'ii':; " ~'~f" :'i~j~~;}~{~j " .~r.:~ > .. ~y: I~:{. ·.:~ '~;·~ . I , 

Art, · lo, de la m~sma Ley en .su· inciso .' segundo, ·· · que:,: '~w . su · tenor: llteral d~ce : _ , 

. : I : , " . !: , . " \ .. ~ ' ¡ , '.~' ;' {,~ j :"! ~ f) - ,. / \ , ... :: .. :;. ; ( 1 '~'';:: ':i \ ''L?; ~,, ~I,' i i r :;, ' ~; '1 : : . t ;·:/~:· .· .: ;: ¡ .'.:: ,' : ~' I . 
que el sistema del Crédilo Rural serA aesarrolla~6 .por sociedades locales que : 

se de;~ominsrAn :'~~:/Ás ' ~E 'C~~pf1'~::'~U~AU;: ~'\~~'~;' ~~~:l'~~~;~~i¿~: Jei' ~;l~~' i que -
.': ' . . ,~ " ,',', . i \ ' .. , ,.. :, . ;';. '. ;'. I '. ' ! ' ~ : . ' ~.~ .:. ;~ :·~' · :·i ~~ ~·: á ~ :': ' .. ;-,:\(r.~·i · ", ·~vi: · ~ ::l~l" ~" j :tlt";;~r..::.'-~:'. i/,:i:.';· .·1 ~ ' .. ,'.'- ., ~:l >. :: .. , r: ~, . \ ;. "-\'I ~ :\.- . \ . 

c6órdinará · :, ~'~s funciones ' y q~e "" ~e ':'ae's '~g~~~á "COOPER/Vf:tVi\ ''[lE . CAJAS DE' 'CREbíTO , 
' . ) ·.r : . . . . ~ ; '.: " """' J · ~.: ... , · r. ~/ I ;· ·': I ' ·' ~ " .:'1 i ·~' · · · · i . " ' · ~:~ · ·!o:~ ~ ~.;l }\ ,t j ·; (;· · ~: ~ : · t :~! .. ,,'.'.' .: . . '\ . .. ; : . : . ' .... :': .-

RURAL LIMITADA " ,que es .la que 'tiene la institucionalidad aut6noma de uti1idad 
. . ' , •. . . .• .- . ¡ , " . ' . ' : '. :, ¡ ~ ;. ; ~ ' :: .- : ''1 '' .-

pública, y no la de es ta ciudad,"" . ----- "" En cuanto al oficio proceden te del 
.. t ··· ; . . ; . ) ; I , .; , I " ! ; . ' 1' · ... , .. I : I ., • . ~ r. . ( 1 ' .• .. . ' •. '. ' , :;.' l ' r J', '; I I I . l. ' : ) • • -r .~. ~ 

. Juzgado Segundo de Hacienda, este Tribunal considera ser e·l competente para el 

co~~~i~~~n~o del p;~~~nt~ ~~ao ·;' ' ~~; ' :i~ " q~~ ~~ J ~'¿~'fb't~ij~~ "¡l A~t '.' 3j Niai : 60, 
.1 ! ; C· ; ·. , ', ' I ~ : ·j; ' i· l .' ,,· :·: .~~ ,', .. :.- ,; . . : .. ~ " . ; : . • .r , ',," : 1, . . . ; J ' J: 

Pr, Pn, Y 182 Nral. 20, de la Ley del Organo Judicial; remi h ,se originales los 

• " • t -: ' , • : . ' ; ., f ' i . I . . , I .' ; , .)., I . j' I ' . .- ' . ~ . " : . . ~ .• ) ... ... :. 

autos a la Honorable Corte Suprema de Justicia I para · que seaaqÍlel · Alto Tri bu-

. j·. 1 ... . ' r· / : 1:· , 'J ' ¡ : 1 1 , -.: '. '; ., , " .,'.: 1.: · í, · : J" , 

',; r·' '':'· 
¡ ! 

. \ .. , 



, -

. '1 . , ', , ~ ... 

. :1 ; ¡ i : ,. ,. , 
nal , quién dirima la competenGia. "" 

;. ." .-':', 1: , } , ' 
, 

: ¡ 

n .- El Juez Segundo de Hacienda, por resoluci6n que consta a fs. 
'1" , .' ' , 

;1" . ' , , .. ... ' ;:.' 

3 de este expediente, dictada a las diez horas del veintiuno de Marzo del pre-
,:: t , j ' : 1' 0.' " ' " 1 ' ! ' ; ' . ' f ' :t\.i .11" .' '.: " 

sente ano , también declaró su competencia ~e la manera siguie.nte: ""Siendo aten-
. : ; '; .. ' :' " . . ' , ' . " I ' / ': ;; ' 

dibl·es las razones expuestas, . por el Bachiller Mauricio Adalberto Quezada Damas, 
, ' "r ,; .' , I , '1 ,¡ '~ ,'. 7' (. ' " :! '! 

.en cuanto, al. cqnflicto de competencia por inhibitoria, 'en raz6n de la mateFia, 
, .. 1 , " ! -: : : ' .-::. ;. ,,' : , . , , " ' ) 1 ~ :. ; I :: {~)I! ' : .' :.; '1 : ' : ' (' ' .. ' 

que ha promovido en este juzgado, de conformidad con el Art. 58 de la Ley del 
, .1 ~ . I ' -, • :. , .. .! ; :" , '} ',J: . 1: '~I ; , • , i" ' .1;J ~. . 

Crédito Rural, disposici6n legal en la cual se estabtece que las Cajas de Cré-
, • .; I , ~ i . r ; , ; , 

dito Rural son Instituciones Autónomas y en relaci6n al Art. 17 Pro Pn., parte 
: " .. ~\:!, ~ I I : ¡: ', ,;, " ~ 

I':i nal, el cual regula que los Jueces de Hacienda, conocerán privativamente de 
,' • • : , . j " " , ! 

cual·quier . delito que afec t e las instituciones aut6nomas cualquiera que sea el 
, , .11; " ' . ,!,. "". " . ..,' , . .. ,~ ' I ' ; ,, ' , r J ;', ' .. ..... : : .1. ¡ I. i : 1;'. f, ' ." ' : 1.: '; '.") 

grado o la naturale z a de la autonomia; y encontrándose de turno al momento de 
.: 11 ; ,.; . ' ;, : • l .: :: .. ,: ! :~ r ~.I i.-t o :~'T , :d '.J ' , ':d "/: :;~i. J ,: ; 

la .captur~ de los imputados Modesto David Escamilla Mejia y Rafael Antonio Rey es 
: I . !'· r ; t >! '.'.:' .• / r ; ' ; 

Mata este juzgado, es procedente librar oficio inhibitorio, al sef'!or Juez de 
" .1 :; •. ' : • . ' \ ; ' , ' ,;';.: f· .. : i : • ~ I ," 1 ' ! 

Primera Instancia de la ciudad de Santiago .de Maria departamento de Usulután, 
, J ; ' . . I ", .¡ j , t.I: I !, 

,de c;onformidad con el Art . 33 No . . lo. Pro Pn .. "" ,. .. / , . ., 
, " " , j ' 

. , " 
111. - Con b<lse en l o ex pues to , los ci tados j ueces remi tieron los 

. • ' l' I t ~) : , ~: . I ! t. I.~ ' ~ , . 

autos a ,e ·sta Corte para que este Tribunal dirima la competencia planteada. 
l • : . : . I , :'~' l. I . ' I i : ,!; .' :. : ' .; ':': : : .. J • I '. 

IV. - . E~ pun to esencial sobrEi el cual ha versado la compe tencia es 
• • ' l ' ;". • . , 11 i f ,: .; ':' , I t ~,, :, ', ' ' ! ' . . f 

la calidad de la entidad perjudicada; es decir, precisa determinar si la Caja 
, • J, ' \ , 1 , ~ ' . • , , " , , '.' ,.' '. , ' ' : • 1,1 : L " · t " j . , : ' : :. I ': ; , , ! : : ' . ' ! : '. 

de Crédi ~o, Rural . de San tiage; .de Maria, como miembro ! ~e }t.~~d7,r:.~ci6n de Caj as 

.de: ,Crédito Rural,~s , t.ma,.de laSd.l~st:ituciéxles · BÚtmanas a las que . se refiere, el Art. 17-
. ! .' .' . . \ 1. , . ',' " ," ; I l: ~ I f '~'! ) I i l ' I ., , :' •. ,. ( ~ , 

. ·Pr. Pn., pues qe ello .depende a .quién de los jueces corr·esponde conocer del he-
: 1 ,1, ' ' • , . ' ' 1 , r • ' I :1 i · If ' , I • ! j l::: ~) 1: ! : ' " , : . ' ; ; I ' • !; ; " 

, . . La descentralizaci6n es una situaci6n de autonomia administrativa 
I " , • '; . '. ji ' } i " :3 ~ : "' , 1, :', I . 1 , . , ' : , , :' ; ¡ .. . 

., Y, financier~ 1.~:1 que se encuentran a,~ :gUJl?S : ~~t~s, . de (~7~~~~0 p?~:l; i c o " c~e::l(:o~ por­

la , ley." en, el sentido de que gozan de independencia respecto ele la adm i nJstra-
: , " I I ' ":'.' \ .' 

ci6n central, pero deben su existencia a un acto de autoridad del Estado y se 
) " " 1 ' 1 .. ' 1 , \ , ~. " , • , 1 1 ' .; 

hallan sujetos en diversos aspec t os a su fiscali z aci6n y dirección . 

. ' i ..... , . 

,: . ~ 

.:' 

.' ~ ' 



- 2 -

Otras caracteristicas que identifica a los, entes aut6nomos es que 
. 'f ', " ' , . : , " . ; .: . 

su patrimonio y el manejo presupuestario de éste, guar.dan estrecha relaci6n con: 
: ; . . . " ," (1 

el Fondo General del Estado del cual forma parte; " ya sea porque provienen de 
',1, , ' ". ,l. , , 

Wla asignaci6n especial de recursos como lo establece el Art. 225 Cn:, o porque,' 
I . ',! . I . ! : I . . : ¡ . " . ,.; . : 1 ; ~ . 1: ,) \ I . " .. '; ', ! . ~ . ' 

según ' lo dispone el Art. 227 inc. 4 Gn., dada la , na turaleza de tales en tidades, 
r: : ': 

éstas deben regirse por presupuestos especiales y sistemas de salarios aprobados 
" ., : ,' ~ 1 

por el Organo Legislativo. 
" 1 • , ····· · 1 • . 

Es decir, que las instituciones aut6nomas han tenido su origen en 
" ;' . ", ' l · ; ' : ' ! 

la administraci6n central, de la cual son ,independientes en lo administrativo 
, , ,,, I , ',: 

y financiero, pero dicha independencia persigue la única finalidad de lograr 
. ~' ~ . , 

una mayor eficiencia y especialización en el servicio pÚblico o actividades es-

pecificas cuya prestací6n es necesaria para el cumplimiento de los fines del 
. I :-; ' '1 : . ; -

Estado, y es por tales razones que el Estado ejerce Wl control permanente sobre 

" 
, ', ; ; , ,;', ¡', ' , '; ' 

ellas. 
., ,' . ~ : , :. . I 

" " 

El sistema del Crédito Rural " según el Art. 1 de la Ley del Cré-
1 I , • 1 • , I i ,\ ' I JI I . ! ; i . ' ; . ~. r • I . I I , 

dito Rural, será desarrollado por sociedades locales que se denominarán "Cajas 
I : ~ ,. . .' : . . I .~ ... , _ . . , . t 

de Crédito Rural" o Cajas Rurales y por Wla Federaci6n de ellas, que coordinará 
:; .. ;(:: :. j 1 : • . : , • . ;' ~ " ' , ' . ', . l . 

sus funciones y que se designará "Federaci6n de Cajas de Crédito" o'''Cooperati-
" ! ~ 1 • ,l ' .' ;) . ,: :. ;l~.i ~:. l . ' : ó" , ' 

va Central". 
. .: : t ' I " , ~ . I .: : . : ;' 

El Art. 58 de la misma Ley del Crédito Rural define el objeto y 
• , • J , ; j ,.¡ 1 ~~.~ r:, I i . ' 11 .• : . h . • 

naturaleza de la Cooperativa Central diciendo que será una "Instituci6n Aut6no-
.' : l . : , ','/ n ,~ I I , ',' ! !: ; l ' I ~ ', : 

ma de Utilidad Pública y se constituirá en fórma de Sociedad Cooperativa por 
) I', , ~ , :,~~).t : : ": ' . , ~.(Í,,: ' l r'~ . ¡ . ¡ r,' t 

Acciones, mediante escritura pública y de conformidad con la presente Ley" . 
• '~ " 1 ' : J ;:: ' ¡ I I ~ " ' I 

No obstante la anterior definición , legal, las demás disposiciones 
, '..I " ¡ , I ~ i , : : : i l ,: ' ' , , " • f ; ' ; I : I ; I . ' . 1 ' i 

legales que regulan lo concerniente a la constituci6n y organizaci6n de la Coo-
f 1/ ' 1 , • J ~ ," , ' " f " , : l 

perativa Central, demuestran que su estructura y funcionamiento no corresponden 
,1 .. " 

a las de una instituci6n aut6noma, cuyas caracteristicos ya se analizaron, sino 
" ' ; ', ; : ' I 

que más bien se trata de una Sociedad Cooperativa de Economia Mixta . 
:, _ ,1 , 

Los Arts. 63, 6Q, 67, 68, 123, l2Q i 125 de la Ley del Crédito Ru-

l ': 

,( 

., 
~ : ¡ 

ir 

l ' , 
l. 



-' 

. , 
ral establecen que, en cuanto al capital fundacional, éste fue aportado por el 
; . : 
Organo Ejecutivo en los Ramos de Economia y Agricultura y Ganaélerla, por el Ban-

\ I ' . ' ! '" i 

co Hipotecario de El Salvador y por diversas Sociedades Cooperativas que para 
" .0 , ' , 1;; ' . ·· 1·· . · :; , . 

entonces ya flmcionaban como Cajas de Crédito Rural; y, en lo referente al capi-

tal operacional, gobierno de la institución y a las personas juridicas que están 

facultadas para ingresar como socios, opera un ré~i,mel,1 simiiar al de una socie-
• ' " , .. : : ' " " '! 

élaél anóni~a, pues funciona mediante acciones nomin~tivas por uú valor de cien 
, ' .' ' q¡ ', .:,;, " 
colones caéla una; existe \.ma Junta General, una Junta de Gobierno y UJl Gerente; 

. [ . ;., .:. : J I' : 

y, pueden participar .como socios las mismas personas juridicas que comparecieron 

a su constitución y cualesquiera otras instituciones autónomas qu~ sean acepta-
. ¡ , r . .. ~ . ... . 

,: \ , ",J 

das como socios por la Junta de Gobierno. 
···· 1 ":' · ' t. 

Los anteriores párrafos describen la organización y funcionamiento 
: . 1 .. ; I 

.; ( 

de la Federación de Cajas de Crédito o Cooperativa Central, de la cual forman 

parte en calidad de socios las Cajas de Crédito Rural o Cajas Rurales, integra-

das a su vez por personas naturales o juriélicus que aportan individualmente los 

recursos financieros necesarios: éstos tienen el carácter de acciones 'llominati-
" ,!. , ' ' . 

vas con un. valor nominal de diez colones. 
, . : .•... : ; :,'" 

La Federación éle Cajas de Crédito o Cooperativa Central es el or-
" , 

ganismo que de termina si es proceden te aprobar .la fundaci6n de las Caj as Rllra.les 
, '. 1" : .: . ¡l ' 1, ' ' 1 " 

y además realiza las funciones de Ílwpección y control. permanente de las mismus. 
' ''.1 ,;,·;1 ; ; : 1'" 

Dichas fUJlc:Í.ones son equivalentes a las que ejerce .la Superintentlencia tle Socie-
," . , .: f • . ' I ~. " ' :. 11", ; I!:': : . 

élades y Empresas Mercantiles respecto de las sociedades anónimas. 
•• . r ~.!! -,:.' ".; . _ i ( r " ' , .: 

Por todo lo expuesto, tanto la Cooperativa Central como las Cajas 
:! .,j , . 

Rurales, son i nstituciones crediticias cuyos patrimonios provienen de aportacio-
, , • . ,\: ' ¡ : . 

nes vo).untarias de terceros y, aunque e.l Estado interviel1e necesariamente como 

Bocio de la Cooperativa Central, lo hace desprovisto de su calidad de ente sobe-

rallO y no existe UJla fiscalizaci6n que ' la atlministraci6n central ejerza sobre 

ellas; en consecuencia, las citadas entidades no son ' instituciones autónomas 

..,.. 
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de las mencionaélas en el Art. 17 PI'. Pn. y por lo tanto el conocimiento del pro-

ceso corresponde al Juez de lo común. 

POrl TANTO: De acuerao a las razones expuestas, disposiciones lega-

les citadas y Ai,t. 16 Pr o Pn., esto Corte rlESUELVE: Declúruse compe tente al Jue z 

ae Primera 1ns tancia de San tiago de María, para COJ)nr,P.l~ del proceso penal contra 

MODESTO DAVID ESCAMILLA MEJIA y rlAFAEL ANTONIO rlEYES MATA por el delito de ,Admi-

nistración , Fraudulenta Art. 2 114 Pn. en perjuicio de la Caja de Crédito Rural 

(le Santiago de María, Departamento de Usulután. 

Remítase el proceso al mencionado Juez con la certificación de ley, 

y comuníquese e sta resolución al Juez Se gundo de Hacienda para los efe cto s l ega-

les consiguientes. Enmendado:final-conocer:Vale.-

... ....... / . ... . . . ~ ... , '.1,';"'-' · t' ._-.. • - .- ... - - -- .- -- - -.-- . ,_ .... , 



CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: San Salvador , a las quince horas del cuatro 

de junio de mil novecientos noventa y uno. 

vistos en competencia negativa suscitada entre los Jueces Segundo 

de Hacienda y Séptimo de lo Penal, relativa al conocimiento del proceso 

seguido contra RAFAEL PEREZ VASQUEZ,OSCAR ALFONSO ESQUIVEL MEJIA y JOSE 

DE JESUS AYALA, procesados por hurto calificado y falsedad material en 

perjuicio del Banco Agricola Comercial; y 

CONSIDERANOO: 

I)Quepor auto de fs.150, emitido a las once horas del once de fe-

brero del presente ano, el Juez Séptimo de lo Penal de San Salvador se 

declaro incompetente para conocer del rrencionado juicio expresando lo -

siguiente: " . • • notando el suscrito Juez, que los hechos que se investigan 
.. 

han sido cometidos en perjuicio de una Institucion Bancaria, cuyo capi-

tal en su mayoria es propiedad del Estado, de conformidad a los Arts.17 

Pr.Pn., 1204 Pro C. y 551 Pr.Pn., declarase incompetente este Tribunal 

para conocer en el presente proceso, y remitanse estas diligencias al 

Juzgado Segundo de Hacienda de 'esta ciudad .•• " 

II)El Juez Segundo de Haciennda, por resolucion dictada a las once 

horas y cuarenta y cinco minutos del veinte de febrero del corriente -

afio, tambiá~ declaro su incompetencia expresandose en los términos -

siguientes: " ••• Cuando se decreto, sanciono y promulgo la ley de na-

ciona1izacion de las institucicnesde crédito y de las Asociaciones de 

Ahorro y Préstamo en su Art.1 dispuso, que se expropiaban por ministerio 

de ley, las acciones de dichas Instituciones las cuales pasaron a propie-

dad del Estado; en el Art. 2 se ordenaba al Estado ofrecer hasta en un -

veinte por ciento las acciones de cada una de las instituciones financie-

ras nacionalizadas, a los empleados de dichas instituciones, y las accio-

nes que no se colocaran al ario de vigencia de la ley referida, se po--

drlan ofrecer a inversionistas particulares, como efectivamente sucedio, 



, 

una gran parte de éstas acciones fueron adquiridas por particulares que 

no eran empleados de éstas ins·ti tuciones financieras. De igual manera se 

disponla en el Art.2 Inc.2do., que el Estado ofrecerla hasta en un vein-

tinueve ~r ciento de las acciones de cada una de las instituciones a in-

versionistas particulares ya fueran éstos personas naturales o juridicas, 

por lo cual las acciones de las ins~ituciones financieras quedaron en un 

cuarenta y nueve por ciento en propiedad de los particulares y en un cin-

cuenta y uno por ciento propiedad del Estado, quedando el Estado corrri --

accionista y no como propietario de las instituciones financieras naciona-

lizadas.En el Art.6 de la Ley de Nacionalizacion que nos estamos refi--

riendo, se dispuso que las instituciones nacionalizadas conservarlan su 

personalidad jurldica y denominacion social, y sus activos y pasivos -

constituirian sus derechos y obligacicnesy seguirlan operando conforme 

a sus respectivas autorizacioes¡ y las operaciones que efectuaran de igual 

manera quedarlan sujetas a las ~ormas legales vigente.-----Las juntas di-

rectivas de las instituciones nacionalizadas fueron integradas de tal ma-

nera que los empleados de esas institucicnesque eran accionistas, elegian 

un representante, uno el otro sector de los accionistas, y el otro la --

junta monetaria que era el representante de las acciones del Estado.Art. 

la reformado de la Ley de Nacionalizacion de las Instituciones de Crédito 

y de las AsOciaciones de Ahorro y Préstamo¡ con lo que se establece que 

el Gobierno de las referidas instituciones no correspondia al Estado en su 

totalidad. El Art. 15 de la referida Ley dispuso que la Junta Monetaria 

establecerla un mecanismo para asegurar el buen funcionamiento del siste-

na nacionalizado y seda la encargada de emitir las regulaciones que fue-

ran necesarias para el cumplimiento de la Ley.-----Al quedar vigentes las 

normas legales que regulaban las Instituciones Financieras antes de la -

nacionalizacion, la Ley de Institucioes de Crédito y Organizaciones Auxi-

liar.. Nrian 1ás que se ap~ ~ a¡¡s; ifi§Ht.~iones; asitrti¡;¡ro la 

ley del Regimen monetario y el chcllgd de 6cira'sÍG, GaTO Leyes principales 
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a aplicarseles. En el Art.241 de la Ley de Instituciones de Crédito y -

Organizaciones Auxiliares que se refiere al régimen especial se dice que 

las acciones legales que ejerciten las institucioes de crédito y organi-

zaciones auxiliares autorizadas para operar en el pais quedaran sujetas 

a las leyes comunes con las modificacione§gUe se establezcan en este ca-

p{tulo.---- El Art.17 Pr . Pn. cuando se refiere: lIto y de cualquier otro 

delito que afecte los intereses del erario nacional"", se tiene que enten-

der por erario nacional a los bienes que forman la Hacienda Pllblica, corno 

son los especificados en los Arts. 223 y 224 de nuestra Constitucion Po-

lltica. Adernas, si las institu.ciones financieras nacionalizadas forma-

ran parte, fueran fiscalizadas directamente por la Corte de CUentas de la 

RepUblica, Art. 195 de nuestra eonstitucion politica.----- Se ha hecho 

referencia a la Ley de Nacionalizacion de las Instituciones de Credito y 

" de las, Asociacioes de Ahorro y Préstamo, que a este momento se encuentra 

derogada por que a la fecha que se cometieron los delitos de HURTO CALIFI- -
, 

CADO Y FALSEDAD MATERIAL era la Ley que se encontraba vigente,ya que si 

no fuera asi no seria necesario entr'ar a estas consideraciones. ------

Por las consideraciones anteriores el suscrito Juez se declara incompeten-

te por razon de la materia, para conocer del presente proceso, por de-

terminar que la institucion perjudicada no se encuentra en las disposi-

ciones de los Arts. 17 y 427 Pr.Pn., y por lo tanto considera el suscrito 

que los tribunales 'competentes son los que ejercen competencia en materi a 

penal; rernitase el presente proceso a la Honorable Corte SUprema de Jus-

ticia, para que determine qué Juez debera conocer"en este juicio, Art.-

711 Pr.Pn .y Art. 1204 Pr.C.'"' 

III)se discute el conocimiento de un proceso por ,delitos de hurto 

calificado y falsedad material, cometidos en perjuicio de una institucion 

bancaria, cuyo, tramite se inicio en el Juzgado Séptimo de lo Penal, pero 

éste declino su conocimiento basandose en que, de acuerdo con la Ley de 

Nacionalizacion de las Instituciones de Crectito y de las Asociaciones de 

,Ahorro y Préstamo, la indole de tales instituciones circunscribe a la 



jurisdicción privativa el conocimiento de todos los asuntos que afecten 

sus patrimonios. 

Lo determinante para fijar la competencia en el caso planteado es la 

afectación de un patrimonio qu.e puede ser del Estado o de los particula-

res,puesto que en esa medida establecera el tipo de competencia y el Juez 

que habra de conocer del caso. 

La ~y antes mencionada fue dictada meQiante decreto nUmero 158 de 

fecha siete de marzo de mil novecientos ochenta, publicado en el Diario 

Oficial nUmero 48, tomo 2ii ,de i~al fecha; en ella se estatuye que las 

acciones que conforman el capital operativo . pasarlan a ser propiedad del 

Estado, pero hasta en una proporcion no superior al cincuenta y uno por 

" ciento, en tanto que las restantes que constitulan el cuarenta y nueve 

por ciento ¡ debedan ser adquiridas por inversionistas privados. 

En un sentido similar, el Art.' del mismo estatuto prescrlbe que 

las instituciones conservaran su personalidad jurldica y denominacion 

social: establece que sus activos y pasivos constituiran sus derechos y 

obligaciones y que seguiran operando conforme a sus respectivas autori-

zaciones. 

Con la· creacion y vigencia del regimen de nacionalización de las 

instit9ciones de crédito,el Estado, al interveni~ en calidad de accionis-

ta mayoritario, buscaba ejercer las pollticas cambiarias y crediticias 

acordes con las directrices d=l rodela economico que se pretendia implan-

tar, pero de ninguna manera el Estado se convirtió en propietario Unico, 

ni los fondos de las instituciones pasaron a formar parte de la Hacienda 

PUblica. 

Con base en lo anterior, los delitos investigados no afectaron los 

intereses del erario nacional y en consecuencia no es procedente aplicar 

el Art.1? .Pr.Pn. que fija la compe~cia de los Jueces de Hacienda. 

Es pertinente, ademas, tomar en· cuenta en su contexto relacionado -

con el presente caso, la Ley de Privatizacion de los Bancos Comerciales 

Yde las Asociaciones de Ahorro y Prestaro, creada mediante Decreto Le-

g1s1at1vo No. i40,de fecha 29 de noviembre de 1990, publicado en el Dia-

" , 
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rio Oficial nUmero 280, tomo 309, .de fecha 12 de diciembre del mismo ano, 

la cual constituye una reversion del regimen instituido en la ley de na-

cionalizacion de las instituciones de credito, pues con la privatizacion 

de la Banca el Estado solamente podra adquirir acciones en forma excepcio-

nal dentro de las regulaciones de la. misma Ley . 

Es del caso señalar que entre los efectos derivados de la Ley de -

Privatizacion antes mencionada, esta el de fijar de modo indiscutible y 

cierta la competencia de los funcionarios judiciales, pues no habria lugar 

a considerar la posibilidad de sustraer de la jurisdiccion comUn cuales-

quiera casos similares o iguales al sub-judice, debido a que el perjuicio 

patrimonial ocasionado no podrla encajar en el presupuesto del Art.17 -

Pr.Pn. 

POR TANTO: De acuerdo con las razones expuestas, disposiciones lega-

les citadas y Art.14 No. 4 Pr.Pn., este Tribunal RESUELvE: Declarase --

competente al Juez Séptimo de ~o Penal .para conocer del proceso instruido 

contra RAFAEL PEREZ VASQUEZ, OSCAR ALFONSO · ESQUIVEL MEJIA y JOSE DE _ 

JESUS AYALA, por Hurto Calificado y Falsedad Material en perjuicio del 

. Banco Agrlcola Comercial. 

Para su debido cumplimiento, remltase el proceso al Juez indicado 

con la certificacion de ley y comunl~lese esta resolucion al Juez Se-

gundo de-- Hacienda. 

7~Q 



CORTE SUPREMl\ DE JUSTICIl\: San Salv;;¡dor, a las once horas del cinco de 

junio de mil novecientos noventa y uno. 

vistos en competencia nega tiva suscitada entre los Jueces Primero 

de lo Penal de. Zacatecoluca y Segundcde Primera Instancia de Cojutepeque, 

relativa al conocimiento de los procesos instruidos asi: uno de ellos 

iniciado y tramitado en el Juzgado Primero de lo Penal de Zacatecoluca, 

contra ORLANDO OOMINGUEZ AREVALO y TOMAS GUATEMALA URQUILLA, por homici-

dio doloso y robo en Margarita Cornejo Diaz; homicidio doloso en Marina 

Elizabeth Diaz Cornejo y José Fran~isco Hernandez; y delito imperfecto 

de homicidio en Guillermo LÜpez Cortez; solamente contra TOHl\S GUATEMALA 

URQUILLA.por violacion en Maria Elsa Guardado ; y contra LUIS l\LONSO --

HERNANDEZ LOVATO y TOMAS GUATEMALA GONZALEZ por robo en Israel Echegoyen 
. , 

y amenazas en Manuel Antonio Echegoyen y otros; otro proceso. iniciado y 

tramitado en el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Cojutepeque con-

tra JOSE MANUEL QUINTEROS GARCIA y JOSE ELlAS PEREZ por homicidio agra-

vado en Gonzalo Hernandez; por Violacion Agravada en Rosa de Jesus 11.1-

varado; y robo en Maxirniliano Pérez Mejia y Santos l\ngela LOpez; y COl1-

tra SANTOS ARNULFO ALFl\RO y TOI'1AS GUATEMALA GONZALEZ por secuestro en Gon-

zalo Hernandez; y, 

CONSIDERANDO: 

I)Que mediante resolucion pronunciada a las diez horas y diez minu-

tos del tr"es ele julio de mil novecientos ochenta y nueve, el Juez Segundo 

de Primera Instancia de Cojutepeque declaro su incompetencia en los ter-

minos siguientes: " . . . Advirtiéndo el suscrito Juez . que esta causa se -

encuentra elevada a plenario contra el imputado presente Tonlas Guatemala 

Urquilla, por el delito de violacion propia en Maria Elsa Guardado,así 

como por otros delitos, diligencia que ha sido practicada por el seí'ior-

Juez Primero de lo Penal de la ciudad de Zacatecoluca; asimi1>mo, (le r.nnfnr-

rnidad al inciso segundo,parte final del l\.rt .28 Pr.Pn. ,p.ste Tribullal 13e--

-------------:.;;.;~"-"""'-=-'> ... "..",---.. _---,.-.. _----

I 
I . 



declara 'incompetente para conocer del proceso mencioriado y en consecuen-

cia, se le devuelve al funcionario antes mencionado, las dos piezas que 

se reciben, poniéndole a su disposician a los imputados Tomas Guatemala 

Gonzalez o Tomas Guatemala Urquilla y Orlando DJminguez Arévalo, en la 

Penitenciaria Orie~tal de San Vicente y Luis Hernandez Lovato o Luis 

Alonso Hernandez Lovato en el Centro Penal de Ilobasco, para los demas 

efectos de ley.-------Oportunamente, remitase al funcionario ya menciona-

do la criminal que en este tribunal se instruye contra el imputado ausen-

te Tomas Guatemala Gonzalez y otros, por homicidio agravado en Gonzalo 

Hernandez, para efectos de acumulacian al proceso que se ' devuelve de -

conformidad a lo ordenado en el Art.28 Pr.Pn." 

11) El Juez Primero de lo Penal de Zacatecoluca también reconocia su 

incompetencia a traves de resolucion pronunciada a las diez horas del 

once de septiembre de mil noveciento~ ·ochenta y nueve, en la cual manifes-

té) lo siguiente: " ... El Codigo Procesal Penal en su Seccion 3a. del 

Capitulo 11 del Libro Primero plantea cuales son las clases de competen­

cia establecidas: a) por materia; b) por territorio; c) por conexian; to-

das ellas se refieren a quién corresponde juzgar a determinado imputado 

en los hechos punibles cometidos.----- CUando, por existir duda acerca de 

a qué Juez le corresponde juzgar a X imputado, es la Corte Suprema de Jus-

ticia la que dirimira el conflicto de competencia, conflicto que puede 

suscitarse de oficio o a instancia de partes, bajo la modalidad de inhi-

bitoría o declinatoria.-----En el presente juicio, la FiscalJ:a Gener¡¡l de 

la Republica, a través de su representante en este Juzgado, b<lchiller S<ln-

dra Morena Balcaceres de Bonilla, por medio de escrito de fs.41 de la se-

gunda pieza, promovio en forma tacita conflicto de competencia por decli-

natoria, tal como lo establece el Art.3tJ Pr.Pn., competencia que en el -

caso subj udice es por conexion·, de con formidad a lo resuelto a fs. 1.\2 de 

esta misma pieza, con fecha trece de octubre de mil novecientos ochent<t y 

ocho, porque al imputado presente TOMl\S GUl\TEMl\Ll\ GONZl\LEZ o T01'1l\S GUl\TE-

1'~ URQUILLA se le procesa por el delito de Homicidio DJloso y otros de-

litos y el Art.28 Pr.Pn., es claro cuando dice textualmente en la parte -
.. "!> 

primera del segundo inciso': "" "Tenninacla la depuracian del respectivo 

~ , 
1 
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informat.ivo se dara cuenl-,a con éL para los efect.os de acumulacion, al 
~ 

Juez que estuviere conociendo del delit.o que tenga senalada MAYOR PENA 

MAXIMA""" Y segun el Juez de CojUl.epegue, l:x)r resolucion de fecha tres 

de jUlio de est.e ano, al iniputado TOMAS GU1\TEf'1l\Ll\ GONZl\LEZ lo procesa por 

el delito de HOMICIDIO {\GRAVADO, que tiene mayor pena m,hima que el deli-

to de Homicidio Doloso y demas delitos que se le imputan en la causa que 

aqui se instruye al referido imputado.----- En vista de haberse optado 

por la declinatoria,la sus~rit.a Juez siguio las reglas pertinentes al re-

mi tir el proceso con noticia de· partes y poniendo a la orden e1el Juez Se-

gundo de Primera Instancia de Cojutepeque a los imputados Tomas Guatemala 

. Gonzalez o Tomas Guatemala Urquilla, Orlando Dominguez Arevalo y Luis 

Hernandez Lava t.o o Luis Alcnso Hernandez Lavato, en esa misma fecha. ------

Con fecha tres de julio de mil novecientos ochenta y nueve, le dieron por 

recibido formalmente al proceso en mencion, es decir, nueve meses después 

de haberlo recibido materialmente, en auto por medio del cual a la vez se 

declaran incompetentes y devo1viéndo a este Tribunal el proceso, incum--

pliendo la regla 3a. del Art.34 Pr.Pn.,que establece: ""si el Juez a quien 

se remite el proceso, a su vez se creyere incompetente PRONUNCIARA RESOLU-

CION RAZONADA AL RESPECTO Y REMITIRA EL JUICIO, CON LOS ANTECEDENTES PERTI-

NENTES, A LA CORTE SUPREf'1A DE JUSTICIA para que dirima el conflicto". ---

-- Con base a lo anterior, el Juez remitente no tenia que enviar a este -

Tribunal el proceso "para los efectos de ley" sino a otra instancia para 

resolver10 ·y no siendo este Tribunal el que ha suscitado el conflict.o de 

competencia, tampoco puede promoverlo, pues se est.aria violando el ant.es 

dicho l\rt.31] Pr.rn.----- En cOllsecuellcia r emJ.t.ase nuevament.e el presenl.c 

informativo al Juzgado Segundo de Primera Instancia de Cojutepeque, para 

los efectos de ley de los Arts.28, 31 y 34 Pr.Pn., poniéndo a su disposi-

cion a los imputados Tomas Guatemala Gonúi1ez o Tornas Guatemala Urqui-

lla, Orlando Dominguez Areva10 y Luis Hernandez Lovat.o o Luis 1\lonso 

Hernandez Lovato, guardando detencion en los lugares donde se encuen--

tran .. """ 



III)Posteriormente, se solicito el proceso instruido en el Juzgado 

de Primera Instancia de Co;utepeque y, con vista de 19S que en oportuni-

dad anterior hab{a enviado el de Zacatecoluca, esta Corte resolvera lo -

pertinente. 

El presente conflicto de competencia fue planteado a instancias del 

representante del Ministerio pUblico, bachiller SandraMorena Balcc3.ceres 

de Bonilla, quien en su calidad de fiscal adscrita al Tribunal, formulo 

solicitud al Juez Primero de lo Penal de Zacatecoluca para que declinara 

el conocimiento de la causa por considerar competente al Juez de Cojute-

peque. 

Se advierten en la sustanciacion del procedimiento algunas anomallas 
.. ;. . 

que se puntualizaran para evitar su posterior repeticion. 

El procedimiento para la promocion y tramite de una competencia -

aparece claramente señalado en los Arts. 31 y siguientes del Codigo -Pro-

cesal Penal y, en lo que respecta al conflicto por DeClinatoria, el Art. 

34 dispone que el Juez ante quien se propone resolvera, previa audiencia 

a la parte que no la haya solicitado, declarando si procede o no la in--

competencia . 

Posteriormente, si declarare la incompetencia, notificara a las par-

tes y enviara los autos al Juez presuntamente competente. 

En el presente caso, el Juez. Prime-Ea de lo Penal de Zacatecoluca omi-

tia concederle a la defensa la audiencia que la Ley indica, en contta-

vencion a lo que dis pone el Art . 3~ Pr.Pn., ya relacionado. 

Por otra parte, el 1\.("t. 35 Pr.Pn. prescribe en su i.nciso tres que la 

promocion de una competencia a instancia eJe parte solamente es procedente 

durante la etapa de instruccion, mientras que oficiosamente puede serlo 

en cualquier estado del proceso. 

En el caso que nos ocupa, se admit.io e instruyo una competencia so-

licitada por una de las part.es, él pesar de que el proceso se encontraba 

ya en su fase contradictoria. 

: 
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l\simismo, el infonllat.ivo inst.ruiclo en el ,Juz.g¡:¡do ele Zacatecolucu , 

involucra el conocimiento de varios hechos delict.ivos)' cuya invest.igacion 

se inicio separadament.e en tres diferentes procesos que, por atribuirse 

a W1 mismo imputado, deblan acwnularse para decidirse a traves de un -

mismo procedimiento; pero esta regla tambiEm se desconocia, puesto que 

los expedientes no se acumularon con sujecian a las reglas que indican 

10sArts. 99 Y 101 Pro Pn., sino que el Juez se limito a w1Ír materialmen-

te los expedientes, sin levant.ar el acta de acumulacian, es decir, sin 

las formalidades fijadas en la Ley para dicho efecto. 

En cuanto al Juez Segundo de Primera Instancia de Cojutepeque, al 

reconocer y declarar su incompetencia, debia enviar los autos a esta --

Corte sin dilacian alguna, tal como lo indica el l\rt.34 Inciso ultimo 

regla 3a. Pr.Pn. 

Por todo lo anterior, amonéstase a los Jueces Primero de lo Penal de 

Zacatecoluca y Segundo de Primera Instancia de Cojutepeque, para que en 10 

sucesivo pongan mas cuidado en la observancia de las disposiciones que 

regulan los procedimientos y formalidades cuya aplicacian les corresponde. 

IV) Procede aplicar en el presente caso la regla de competencia por 

conexian que establece el Art.28 Pr.Pn., en la cual el conocimiento de 

procesos diversos, cuando existe unidad de sujeto, esta condicionada a la 

apTicacian Ptefere'~te y sucesiva de las siguientes reglas: a)' La mayor 
, 

" -pena maxima; b)' si ambas infracciones tuvieren [)ena maxima igllal, se -

acumulara el proceso ante el ,Juez que tuviere aprehendido al impulaclo; y 

c) ' en defect.o de las anteriores, la acul11ulacion se hara al proceso mas 

antiguo. 

En el presente caso, el elemento vinculante es el imputado TOHAS GUA-

TEMALA GONZALEZ o TOMAS GUATEMALA URQUILLA, quien se encuentra procesado 

tx>rHomicidio ' Doloso Art. 152 Pn. Y otros delitos de menor gravedad en el 

Juzgado Primero de lo Penal de Zacatecoluca, y por Secuestro !\rt. 220 Pn. 

en el Segundo de Primera Instancia de Cojutepeque; ambas infracciones 

sancionadas con pena maxima igual; sin elnbargo, en el Juzgado de Cojute-

peque se procesa tambien a José I'1anuel Quinteros Garda y José Ellas -
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Pérez por Homicidio l\gravado en Go~zalo Hernandez, delito sancionado 

con pena maxima de treinta anos de prision. 

Con base en lo anterior, la competencia se determina segun la regla 

de que la acumulacion se hara ante el Juez que conoce del delito que 

tiene señalada mayor pena maxima, por lo que el Juzgado a quien corres-

ponde el tramite y decision de las diversas infracciones es el Segundo 

de Primera Instancia de Cojutepeque . 

POR TANTO: De acuerdo a las razones expuestas, disposiciones legales 

citadas y Art.14 No. 3 Pr.Pn., esta Corte RESUELVE: a) Declarase compe-

tente al Juez Segundo de Primera Instancia de CQjutepeque, para'conocer 

de los procesos instruidos contra TOMAS GUATEMALA GONZALEZ ' o TOHl\S GUA--

TEMALA URQUILLA y otros, procesados por las infracciones mencionadas en 

el p¡hrafo uno de esta resolucion¡ b) amonéstase a los Jueces que han 

conocido en los distintos procesos por las razones expresadas en el con-

siderando 111 de esta sentencia. 

Remitanse los distintos procesos al Juez indicado con la certifi-

cacion de ley, y comuniquese esta resolucion al Juez Primero de lo -

Penal de Zacatecoluca . 

.. ... _ .. _-----------------
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